
LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes el expediente que contiene el proyecto de decreto que
reforma los artículos 3, 11, 21 y 43, y adiciona el 7, 32, 42
Bis, 43, 45 y 48 de la Ley para la Protección de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Que reforma los artículos 3, 11, 21 y 43, y adiciona el 7,
32, 42 Bis, 43, 45 y 48 de la Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Articulo Único. Se reforman el inciso E del artículo 3, el
inciso B del artículo 11, el inciso A del artículo 21, el inci-
so B del artículo 43 y se adicionan un inciso 1 al artículo
32, un tercer párrafo al artículo 7, un artículo 42 Bis, dos úl-
timos párrafos al artículo 43, un inciso M al artículo 45 y
un segundo párrafo al artículo 48 de la Ley para la Protec-
ción de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Artículo 3. …

…

A. a D. …

E. El de tener una vida libre de violencia y de todo aque-
llo que afecte su sano desarrollo.

F. y G. …

Artículo 7. …

…

Dentro de este programa se incluirán acciones tendentes a
impulsar la cultura para la paz y la legalidad en niñas, ni-
ños y adolescentes.

Artículo 11. …

A. …

B. Protegerlos e informarlos sobre las formas de maltra-
to, prejuicio, daño, agresión, abuso, trata y explotación.
Lo anterior implica que la facultad que tienen quienes
ejercen la patria potestad o la custodia de niñas, niños y
adolescentes no podrán al ejercerla atentar contra su in-
tegridad física o mental ni actuar en menoscabo de su
desarrollo.

…

…

Artículo 21. …

A. El descuido, la negligencia, el abandono, el abuso
emocional, físico y sexual, entre otras medidas, con te-
rapias médicas y psicológicas.

B. …

C. …

Artículo 32. …

A. a H. …
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I. En las instituciones educativas se les imparta educa-
ción sexual integral de acuerdo a su edad, madurez, con-
texto social, cultura y circunstancias especiales.

Capítulo Décimo Cuarto
Del Derecho a un Medio Ambiente Adecuado

Artículo 42 Bis. Niñas, niños y adolescentes tienen dere-
cho a gozar de un medio ambiente adecuado para su de-
sarrollo y bienestar, tal y como lo estipula el artículo 4o.
de la Constitución. Para ello, las autoridades federales,
del Distrito Federal, estatales y municipales, en el ámbi-
to de sus respectivas competencias, deberán

A. Promover el aprovechamiento sustentable de los
recursos naturales, a fin de que niñas, niños y ado-
lescentes gocen los beneficios de los ecosistemas.

B. Promover la participación de niñas, niños y ado-
lescentes en la preservación y restauración del equi-
librio ecológico y protección al ambiente.

C. Asegurar la educación ambiental de niñas, niños y
adolescentes, a fin de fortalecer la cultura ambiental
en el país.

D. Asegurar el acceso a la información ambiental, a
través de los programas de educación básica y supe-
rior.

E. Verificar que los medios de comunicación masiva
difundan información y materiales que contribuyan
con el cuidado y la preservación del medio ambiente,
dirigidos especialmente a niñas, niños y adolescentes.

Artículo 43. …

A. …

B. Eviten la emisión de información contraria a los ob-
jetivos señalados y que sea perjudicial para su bienestar
o contraria con los principios de paz, no discriminación
y de respeto a todas las personas, así como aquella que
vulnere su derecho a la protección de la identidad.

C. a E. …

Las publicaciones que incluyan en su portada o con-
traportada contenido gráfico explícito que pueda

afectar el sano desarrollo de niñas, niños y adoles-
centes, ostentarán en lugar visible que son aptas pa-
ra adultos. En caso de que dicho material sea exhibi-
do, tendrá que estar en empaques cerrados que
impidan observar su contenido.

Los expendedores que violen los empaques y exhiban pú-
blicamente estos contenidos serán sancionados por la auto-
ridad correspondiente.

Artículo 45. …

A. a L. …

M. Que se garantice en todo momento su derecho a la
protección de la identidad, a efecto de que ésta se man-
tenga en secreto con respecto a los medios de comuni-
cación masiva.

Artículo 48. …

Las instancias especializadas a que se refiere el párrafo an-
terior serán, en el ámbito de sus competencias, el Sistema
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, los Sis-
temas Estatales para el Desarrollo Integral de la Familia,
los Sistemas Municipales para el Desarrollo Integral de la
Familia y, en su caso, las respectivas Procuradurías de la
Defensa del Menor y la Familia.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las acciones previstas en este decreto se realiza-
rán en función de la suficiencia presupuestaria y del com-
portamiento de las finanzas públicas, con la concurrencia
presupuestal de la federación y de las entidades federativas.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores. México, DF, a 24 de
abril de 2012.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica), vicepre-
sidente; senadora Ludivina Menchaca Castellanos (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su dictamen.



LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto que re-
forma los artículos 3, 11, 17, 21, 28 y 52 y adiciona los ar-
tículos 3, 22, 28 y 48 de la Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Que reforma los artículos 3, 11, 17, 21, 28 y 52 y adicio-
na los artículos 3, 22, 28 y 48 de la Ley para la Protec-
ción de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

Artículo Único. Se reforman el inciso E del artículo 3, el
inciso B del artículo 11, el artículo 17, el inciso B del artí-
culo 21, el inciso J del artículo 28, el artículo 52; y se adi-
ciona un inciso H al artículo 3, un párrafo al artículo 22, un
inciso K al artículo 28 y un segundo párrafo al artículo 48,
todos de la Ley para la Protección de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes. 

Artículo 3. ... 
…

A a D... 

E. El de tener una vida libre de violencia y de todo
aquello que afecte su sano desarrollo. 

F y G... 

H. El de tener una vida saludable, tanto física como
emocional y psicológica, para su sano desarrollo in-
tegral. 

Artículo 11. …

A. …

B. Protegerlos contra toda forma de maltrato, prejuicio,
daño, agresión, abuso, trata, explotación y adicciones.
Lo anterior implica que la facultad que tienen quienes
ejercen la patria potestad o la custodia de niñas, niños y
adolescentes no podrán al ejercerla atentar contra su in-
tegridad física o mental ni actuar en menoscabo de su
desarrollo. 

…

…

Artículo 17. Las medidas compensatorias que se tomen
y las normas que se dicten para proteger a niñas, niños
y adolescentes, que se encuentren en circunstancias es-
pecialmente difíciles por estar carentes o privados de
sus derechos, no deberán entenderse como discrimina-
torias. 

Artículo 21. ... 

A... 

B. La explotación, las adicciones, el secuestro y la tra-
ta. 

C... 

Artículo 22. ... 

…

A a D... 

…

En caso de un conflicto de reconocimiento de pater-
nidad, niñas, niños y adolescentes podrán solicitar
por su conducto o de su representante legal, ante la
Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia
de su jurisdicción, que en el ejercicio de sus atribu-
ciones, inicie el proceso correspondiente de reconoci-
miento de paternidad ante la autoridad competente. 

Artículo 28. ... 
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A a H... 

J. Establecer las medidas tendientes a que en los servi-
cios de salud se detecten y atiendan de manera especial
los casos en que sean víctimas o sujetos de violencia
familiar.

K. Disponer lo necesario para que niñas, niños y ado-
lescentes con trastornos mentales reciban la atención
adecuada. 

Artículo 48. ... 

Las instancias especializadas a que se refiere se refiere
el párrafo anterior, serán en el ámbito de sus competen-
cias, el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de
la Familia, los Sistemas Estatales para el Desarrollo In-
tegral de la Familia, los Sistemas Municipales para el
Desarrollo Integral de la Familia y, en su caso, las res-
pectivas Procuradurías de Defensa del Menor y la Fa-
milia. 

Artículo 52. Las infracciones a lo dispuesto en esta ley se-
rán sancionadas por las instituciones especializadas de pro-
curación que se prevén en este ordenamiento, con multa por
el equivalente de una hasta quinientas veces el salario mí-
nimo general vigente para el Distrito Federal, así como de
una a cincuenta jornadas de trabajo en favor de la co-
munidad.

Transitorios 

Primero. EI presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. Las acciones previstas en este decreto se realiza-
rán en función de la suficiencia presupuestaria y del com-
portamiento de las finanzas públicas, con la concurrencia
presupuestal de la federación y de las entidades federativas. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica),
vicepresidente; senadora Ludivina Menchaca Castellanos (rúbrica), se-
cretaria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES 
Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes el expediente que contiene el proyecto de decreto por
el que se adiciona el artículo 32 Bis y se reforma la fracción
XIII del artículo 17 de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal.

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se adiciona el artículo 32 Bis y se reforma la
fracción XIII del artículo 17 de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal

Único. Se adiciona el artículo 32 Bis y se reforma la frac-
ción XIII del artículo 17 de la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 17. Las concesiones y permisos se podrán revocar
por cualquiera de las causas siguientes:

I. a XII. …

XIII. Incumplir la obligación establecida en el artículo
32 Bis o reiteradamente cualquiera de las otras obliga-
ciones o condiciones establecidas en esta ley o en sus re-
glamentos; y

XIV. …

Artículo 32 Bis. Tratándose de caminos, carreteras o auto-
pistas por cuyo tránsito se cobre cuota, tarifa o que bajo
cualquier concepto implique pago alguno por parte de los
usuarios de dichas vías generales de comunicación, que se-
an operadas por Caminos y Puentes Federales de Ingresos



y Servicios Conexos o por concesionarios, deberán destinar
para el mantenimiento, reparación y conservación de las
mismas, cuando menos un monto anual equivalente al 15
por ciento de los ingresos generados por cuotas, tarifas y
demás conceptos mencionados, que será ponderado en un
periodo de tres años.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal y las Secretarías de Hacien-
da y Crédito Público, y de Comunicaciones y Transportes,
así como el organismo público descentralizado del gobier-
no federal denominado Caminos y Puentes Federales de In-
gresos y Servicios Conexos, y el Fideicomiso Fondo Na-
cional de Infraestructura, realizarán las adecuaciones
reglamentarias y administrativas, respectivamente, que re-
sulten necesarias para dar cumplimiento al presente decre-
to, en un plazo que no excederá de 180 días naturales pos-
teriores a la entrada en vigor del mismo.

Tercero. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes
estará facultada para realizar las adecuaciones que resulten
necesarias en los títulos de concesión otorgados con ante-
rioridad a la entrada en vigor del presente decreto, en un
plazo que no podrá exceder de 180 días naturales posterio-
res a la entrada en vigor del mismo.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.México, DF, a 24 de abril
de 2012.— Senador Ricardo Francisco García Cervantes (rúbrica), vi-
cepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Transportes, para su dicta-
men.

ARTICULO 73 CONSTITUCIONAL

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes el expediente que contiene el proyecto de decreto que
adiciona la fracción XXIX-Q al artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Que adiciona la fracción XXIX-Q al artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma la fracción XXIX-Q de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad

I. a XXIX-P. …

XXIX-Q. Para expedir leyes que establezcan la concu-
rrencia de la federación, los estados, el Distrito Federal
y los municipios, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, en materia de los derechos de las víctimas;

XXX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión expedirá la ley a que se
refiere el presente decreto dentro de los 180 días siguientes
a su entrada en vigor.

Tercero. Las legislaturas de los estados y la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal deberán adecuar su legislación
aplicable conforme a lo dispuesto en este decreto dentro de
los 180 días siguientes de su entrada en vigor.
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Salón de sesiones de la Cámara de Senadores. México, DF, a 25 de
abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica), vicepresi-
dente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secretaria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra su dictamen.

LEY FEDERAL DE COMPETENCIA ECONOMICA

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley Federal de Competencia Económica.

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador. Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley Federal de Competencia Económica.

Artículo Único. Se reforman el primer párrafo del artículo
29 y la fracción VI del artículo 33, para eliminar la última
parte de su primer párrafo y su segundo párrafo; y se adi-
cionan el artículo 24 Bis, los párrafos quinto y sexto al ar-
tículo 25, el artículo 27 Bis, y los párrafos segundo, terce-
ro, cuarto, quinto, séptimo y octavo al artículo 29, por lo
que se recorren los párrafos segundo para convertirse en
sexto, así como tercero a sexto para convertirse en noveno
a duodécimo, para quedar como sigue: 

Artículo 24 Bis. Para la resolución de los asuntos a que se
refieren las fracciones 1, IV, IV Bis, V, VI, VIII, X, XVI,
XVIII Bis 3 del artículo 24 de esta ley, así como para re-

solver los recursos de reconsideración, se adoptará el siste-
ma de ponencias, el cual consiste en que un comisionado
ponente elaborará el proyecto de resolución respectivo y lo
someta al pleno para su aprobación o modificación.

Al efecto, el turno de los asuntos a los comisionados po-
nentes se realizará automáticamente, de manera rotatoria,
siguiendo rigurosamente el orden de designación de los co-
misionados, así como el orden cronológico en el que se ini-
ció el expediente o procedimiento respectivo.

E1 secretario ejecutivo deberá integrar el expediente con la
supervisión del comisionado ponente, a fin de que le sea
turnado éste último una vez que haya sido concluida su in-
tegración, con el objeto de que elabore el proyecto de reso-
lución correspondiente. 

Para lo anterior, el secretario ejecutivo y las unidades ad-
ministrativas de la comisión estarán obligados a prestar el
auxilio y colaboración necesarios, así como el que se soli-
cite por parte del comisionado ponente. 

Al dar inicio alguno de los procedimientos o asuntos a los
que se refiere este artículo, el secretario ejecutivo dará avi-
so al comisionado ponente que corresponda, a efecto que
tenga acceso irrestricto a toda la información y documentos
durante todas las etapas del asunto o procedimiento en
cuestión.

El pleno de la comisión, por el voto afirmativo de cuatro
comisionados, podrá determinar en qué otros casos distin-
tos a los señalados en el primer párrafo se aplicará el siste-
ma de ponencias.

Artículo 25. …

…

…

…

El pleno podrá acordar, por el voto afirmativo de cuatro co-
misionados, la remoción del secretario ejecutivo o de cual-
quier otro servidor público adscrito a las unidades adminis-
trativas de la comisión.

El pleno podrá establecer la integración de comités o gru-
pos de trabajo para la atención de asuntos distintos a los se-
ñalados en el primer párrafo del artículo 24 Bis o para la su-



pervisión de una determinada actividad. Al efecto estable-
cerá el comisionado que lo deberá presidir, así como los 

otros comisionados, servidores públicos o unidades admi-
nistrativas de la comisión que lo deban integrar.

Artículo 27 Bis. Los comisionados tendrán las facultades
siguientes:

I. Fungir como comisionado ponente en los procedi-
mientos previstos en el primer párrafo del artículo 24
Bis, así como aquellos casos en que determine el pleno; 

II. Solicitar el auxilio y colaboración de las unidades ad-
ministrativas de la comisión de forma directa o a través
del secretario ejecutivo, para la elaboración de los pro-
yectos de resolución de los expedientes que sean turna-
dos a su ponencia, así como para el correcto desarrollo
de sus demás atribuciones; 

III. Conocer cualquier documento que se integre a los
expedientes de la comisión; 

IV. Elaborar estudios e investigaciones en materia de
competencia económica que les sean encargados por el
pleno; 

V. Requerir informes al secretario ejecutivo o a las uni-
dades administrativas de la comisión sobre la tramita-
ción de algún asunto o el funcionamiento de determina-
da área; 

VI. Solicitar al pleno la comparecencia de los titulares
de las unidades administrativas y la evaluación de su de-
sempeño;

VII. Participar y presidir comités o grupos de trabajo ne-
cesarios para la atención de asuntos de la comisión; 

VIII. Solicitar al pleno la remoción del secretario ejecu-
tivo o la de cualquier servidor público adscrito a la co-
misión; 

IX. Elaborar proyectos normativos vinculados a sus fun-
ciones, así como opinar, en los términos de las fraccio-
nes VII, X Y IX del artículo 24, sobre iniciativas de le-
yes o proyectos de decretos o reglamentos; en estos
casos, cuando la opinión de un comisionado sea diversa
a la de la mayoría de la comisión podrá pedir se asiente
su voto particular en la opinión correspondiente, y 

X. Las demás que se establezcan en esta u otras leyes. 

Artículo 29. La comisión contará con un secretario ejecu-
tivo designado por el pleno a propuesta de cualquiera de sus
integrantes, quien tendrá a su cargo la coordinación opera-
tiva y administrativa y dará fe de los actos en que interven-
ga. 

El secretario ejecutivo en sus funciones de coordinación
operativa y administrativa deberá sujetarse a los requeri-
mientos y señalamientos de los comisionados ponentes en
lo que respecta a los proyectos de resolución de sus ponen-
cias.

El secretario ejecutivo, a través de las unidades administra-
tivas y éstas de forma directa, estarán obligados a prestar
todo el auxilio y colaboración para la integración de los ex-
pedientes, el eficaz análisis y estudio de los proyectos de
resolución. 

El secretario ejecutivo deberá atender los requerimientos de
información que hagan los comisionados respecto de la tra-
mitación de algún asunto o del funcionamiento de determi-
nada unidad administrativa. 

Con base en lo señalado en el segundo párrafo del artículo
24 Bis, el secretario ejecutivo será el responsable de llevar
una lista, que deberá publicarse en la página de Internet de
la comisión, en la cual conste el orden del turno y el nom-
bre de cada uno de los comisionados ponentes, según sea
el caso. Corresponde al secretario ejecutivo notificar el
turno de los asuntos a los comisionados ponentes en es-
tricto apego a lo dispuesto en el segundo párrafo del artí-
culo 24 Bis.

Para la designación o remoción del secretario ejecutivo se
requerirá la aprobación de cuando menos cuatro comisio-
nados. 

Cualquier comisionado podrá solicitar la remoción del se-
cretario ejecutivo así como la remoción de cualquier otro
funcionario de la comisión, cuando éstos no hubieran pro-
porcionado el auxilio y colaboración debidos o la informa-
ción necesaria para el eficaz ejercicio de sus funciones. 

El secretario ejecutivo podrá nombrar y remover al perso-
nal de las unidades administrativas directamente a su cargo,
con excepción de lo dispuesto en el quinto párrafo del artí-
culo 25. 
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En caso de que el secretario ejecutivo no sea designado
dentro de los quince días naturales posteriores a que el car-
go quede vacante, se requerirá la aprobación de cuando me-
nos tres comisionados. En caso de que no sea designado
dentro de los treinta días naturales posteriores a que el car-
go quede vacante, el presidente de la comisión nombrará al
secretario ejecutivo de entre los candidatos propuestos. 

El secretario ejecutivo deberá cumplir los requisitos si-
guientes: 

I. Ser ciudadano mexicano en pleno goce de sus dere-
chos civiles y políticos; 

II. Contar con título profesional o de posgrado en las
áreas de derecho, economía, ingeniería, administración,
contaduría, o materias afines al objeto de esta ley; 

III. Haberse desempeñado durante al menos cinco años,
en cuestiones profesionales, de servicio público o aca-
démicas relacionadas con el objeto de esta ley; 

IV. No haber sido secretario de estado, procurador gene-
ral de la República, senador, diputado federal o local, di-
rigentes de un partido o asociación política, gobernador
de algún estado o jefe de gobierno del Distrito federal,
durante el año previo a su nombramiento, y 

V. No haber ocupado ningún cargo en las empresas que
hayan estado sujetas a alguno de los procedimientos pre-
vistos en esta Ley, durante un año previo a su nombra-
miento.

El secretario ejecutivo se abstendrá de desempeñar cual-
quier otro empleo, trabajo o comisión pública o privada,
con excepción de los cargos docentes. Asimismo, estará
impedido para conocer de asuntos en que tenga interés di-
recto o indirecto en los términos del Reglamento de esta ley
y demás disposiciones aplicables.

El secretario ejecutivo no podrá desempeñarse, durante el
año posterior a que concluyan sus funciones, en ningún car-
go en las empresas que hayan estado sujetas a alguno de los
procedimientos previstos en esta ley.

Artículo 33. ...

I. a V. …

VI. El expediente se entenderá integrado a la fecha de
presentación de los alegatos o al vencimiento del plazo
referido en la fracción anterior. 

…
…
…
…

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los 30 días
naturales de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Segundo. No se aplicarán las presentes disposiciones a los
asuntos que se encuentren en trámite ante la comisión antes
de la fecha de la entrada en vigor del presente decreto. 

Tercero. La comisión deberá implementar en un plazo que
no exceda 60 días naturales el sistema que permita turnar a
los comisionados ponentes los expedientes de forma auto-
mática de conformidad con el segundo párrafo del artículo
24 Bis. En tanto se instrumenta el mencionado sistema, el
secretario ejecutivo deberá acordar el turno de los asuntos
de manera rotatoria, siguiendo rigurosamente el orden de
designación de los comisionados, así como el orden crono-
lógico en el que se inició el expediente.

Cuarto. Se derogan las disposiciones que se opongan al
presente decreto.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Economía, para su dictamen.

LEY DE AEROPUERTOS

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.



Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto que adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 74 de la Ley de Aero-
puertos. 

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Que adiciona un segundo párrafo al artículo 74 de la
Ley de Aeropuertos. 

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al artículo
74 de la Ley de Aeropuertos, para quedar como sigue: 

Capítulo X 
De la Protección al Ambiente 

Artículo 74. En los aeródromos civiles los concesionarios
y permisionarios deberán observar las disposiciones aplica-
bles en materia de protección al ambiente; particularmente
en lo que les corresponda respecto a la atenuación del rui-
do y al control efectivo de la contaminación del aire, agua
y suelo, tanto en sus instalaciones, como en su zona de pro-
tección. 

De igual forma, los concesionarios y permisionarios de ae-
ródromos civiles, de acuerdo a las disposiciones aplicables
en materia de protección al ambiente, promoverán el uso ra-
cional, el aprovechamiento, la reutilización y el tratamiento
del agua, mediante la instalación de equipos, accesorios, sis-
temas y tecnologías que eficienticen su consumo, asimismo,
en la medida de lo posible, promoverán el diseño arquitectó-
nico bioclimático para el aprovechamiento de las condicio-
nes naturales del terreno en donde se encuentren sus instala-
ciones a efecto de elevar la eficiencia de las mismas y
promoverán la baja producción y el manejo adecuado de los
residuos sólidos que se generen en sus instalaciones, así co-
mo el uso eficiente y ahorro de energía eléctrica. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF, a
25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica), vice-
presidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secretaria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Transportes, para su dicta-
men.

LEY GENERAL DEL SISTEMA
NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica. 

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que reforman, adicionan y derogan diversas dis-
posiciones de la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública

Artículo Único. Se reforman los artículos: 2, primer párra-
fo; 14, fracciones IX y XIX; 16, último párrafo; 17, frac-
ción V; 22, primer párrafo y fracción V; 24, primer párrafo;
25, fracciones XII y XIX; 28, primer párrafo; 30, primer
párrafo; 31, fracción V; 35, primero y segundo párrafos; 39,
numeral 1, del inciso a) de la fracción II del apartado A; 40,
fracciones V, XIII, XIX Y XXI; 41, fracciones II, III, IV,
VI, VIII y último párrafo; 49, segundo párrafo; 52, fracción
IV del Apartado A y fracción VI del Apartado B; 73, primer
párrafo; 75, fracciones I, II y III; 76, segundo párrafo; 77,
fracción VI, inciso b), de la fracción XII y fracción XIII;
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80, último párrafo; 88, fracción XI del Apartado A y frac-
ción I del Apartado B; 112 único párrafo; se adiciona una
fracción XXIV, pasando la original XXIV a ser la fracción
XXV del artículo 25; y se derogan las fracciones X y XI del
artículo 14, la fracción VIII del artículo 41, el inciso e) de
la fracción I del artículo 94 y la fracción VI del artículo
144, para quedar como sigue: 

Artículo 2. La seguridad pública es una función a cargo de
la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Muni-
cipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y
derechos de las personas, así como preservar las libertades,
el orden y la paz públicos y comprende la prevención de los
delitos, la investigación para hacerla efectiva, la sanción de
las infracciones administrativas, así como la investigación
y la persecución de los delitos y la reinserción social del in-
dividuo, en términos de esta Ley y en las respectivas com-
petencias establecidas en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos. 

…

Artículo 14. El Consejo Nacional tendrá las siguientes atri-
buciones: 

I. a XVIII. ... 

IX. Proponer y evaluar el Programa Nacional de Procu-
ración de Justicia, el Programa Nacional de Seguridad
Pública y demás instrumentos programáticos en la mate-
ria previstos en la Ley de Planeación, con base en los
criterios del Programa de Planeación Democrática; 

X. Se deroga 

XI. Se deroga 

XII. a XVIII. ... 

XIX. Las demás que se establezcan en otras disposicio-
nes normativas. 

Artículo 16. Son comisiones permanentes del Consejo Na-
cional, las siguientes: 

I. a III. ... 

…

…

Los Gobernadores y el Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral deberán designar por oficio a sus representantes perma-
nentes ante el Secretariado Ejecutivo del Sistema, los cua-
les deberán ser servidores públicos con un nivel jerárquico
igualo superior a Director General en las Secretarías com-
petentes en la entidad federativa respectiva, para la aplica-
ción de esta Ley. 

Artículo 17. ... 

… 

I. a IV. ... 

V. No haber sido sentenciados por delito doloso o inha-
bilitados como servidores públicos, ni haber sido sujeto
de responsabilidad derivado de alguna recomendación
emitida por organismos de derechos humanos, como
consecuencia de su desempeño como servidor público. 

Artículo 22. Corresponde al Centro Nacional de Certifica-
ción y Acreditación, verificar que los centros de evaluación
y control de confianza de los servidores públicos de las Ins-
tituciones de Seguridad Pública de la federación, Estados y
Distrito Federal, realizan sus funciones de conformidad con
las normas técnicas y estándares mínimos en dicha materia.
Para tal efecto, tendrá las facultades siguientes: 

I. a IV. ... 

V. Evaluar y certificar los procesos de evaluación y con-
trol de confianza de instituciones de seguridad privada
que auxilien a las del ámbito de Seguridad Pública en los
términos de esta Ley y de otras disposiciones aplicables. 

VI. a X. …

Artículo 24. El presidente de la Conferencia Nacional de
Procuración de Justicia podrá invitar a las reuniones de la
misma a personas, instituciones y organizaciones civiles,
representativas y plurales, especializadas en la materia, por
razón de los asuntos a tratar. 

…

Artículo 25. … 

I. a XI .... 



XII. Proponer a la Conferencia Nacional de Secretarios
de Seguridad Pública, los mecanismos de coordinación,
en materia de investigación de delitos, 

XIII. a XVIII. ... 

XIX. Establecer lineamientos para el desahogo de pro-
cedimientos de extradición de conformidad con los tra-
tados respectivos, así como la asistencia jurídica. 

XX. a XXIII. … 

XXIV. Proponer a la Conferencia Nacional de Secreta-
rios de Seguridad Pública, criterios homogéneos para la
recopilación, sistematización y manejo de información
por parte de las Instituciones Policiales, de conformidad
con la normatividad aplicable, y 

XXV. Las demás que le otorga esta Ley y otras disposi-
ciones aplicables. 

Artículo 28. El presidente de la Conferencia podrá invitar
a las reuniones de la misma a personas, instituciones y or-
ganizaciones civiles, representativas y plurales, especiali-
zadas en la materia, por razón de los asuntos a tratar. 

Artículo 30. La Conferencia Nacional del Sistema Peniten-
ciario, se integrará por los titulares de los órganos de pre-
vención y de reinserción social o sus equivalentes de la Fe-
deración, los Estados y el Distrito Federal, y será presidida
por el titular del órgano federal de Prevención y Reinserción
Social adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública. 

…

Artículo 31. ... 

I. a IV .... 

V. Promover, en las legislaciones aplicables, la dignifica-
ción del Sistema Penitenciario a través del trabajo comuni-
tario para que los sentenciados cumplan su sanción en con-
diciones de vida digna, así como un mecanismo de
reinserción social. 

VI. a IX .... 

Artículo 35. Los Consejos Locales se integrarán por las
Instituciones de Seguridad Pública estatales y municipales
de la entidad de que se trate y de la Federación. 

Además, podrán invitar a las reuniones del Consejo Local
a personas, instituciones y organizaciones civiles, represen-
tativas y plurales, de la entidad y los municipios, por razón
de los asuntos a tratar. 

Artículo 39. La concurrencia de facultades entre la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los municipios, que-
dará distribuida conforme a lo siguiente:

A. …

I. ...

II. Respecto del Desarrollo Policial: 

a) En materia de Carrera Policial, proponer al Con-
sejo Nacional: 

1. Las políticas relativas a la selección, ingreso,
permanencia, estímulos, promoción, reconocimien-
to y terminación del servicio de los Integrantes de
las Instituciones Policiales, conforme a la normati-
vidad aplicable; 

2. ... 

b) y c) …

III. y IV. …

B. …

I. a XV. ... 

…

…

Artículo 40. ... 

I. a IV. ...

V. Abstenerse en todo momento de infligir o tolerar ac-
tos de tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes,
aún cuando se trate de una orden superior o se argumen-
ten circunstancias especiales, tales como amenaza a la
Seguridad Pública, urgencia de las investigaciones, o
cualquier otra; y al conocimiento de ello, lo denunciará
inmediatamente ante la autoridad competente; 
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VI. a XII. ...

XIII. Preservar, en los términos del artículo 3 del Códi-
go Federal de Procedimientos Penales, las pruebas e in-
dicios de probables hechos delictivos o de faltas admi-
nistrativas de forma que no pierdan su calidad probatoria
y se facilite la correcta tramitación del procedimiento
correspondiente; 

XIV. a XVIII .... 

XIX. Inscribir las detenciones en el Registro Adminis-
trativo de Detenciones conforme al Artículo 3 del Códi-
go Federal de Procedimientos Penales. 

XX. …

XXI. Apegarse a lo dispuesto en el artículo 16 del Códi-
go Federal de Procedimientos Penales en relación con la
información reservada o confidencial de la que tenga
conocimiento en ejercicio y con motivo de su empleo,
cargo o comisión. 

XXII. a XXVIII .... 

Artículo 41. ... 

I. ... 

II. Remitir al Ministerio Público la información recopi-
lada, en el cumplimiento de sus misiones o en el desem-
peño de sus actividades, para su análisis y registro. Asi-
mismo, entregar la información que le sea solicitada por
otras Instituciones de Seguridad Pública, en los términos
de las leyes correspondientes; 

III. Apoyar al Ministerio Público en la investigación y
persecución de delitos, y a otras autoridades en situacio-
nes de grave riesgo, catástrofes o desastres, de acuerdo
con la normatividad aplicable. 

IV. Dar cumplimiento a las órdenes de aprehensión y de-
más mandatos ministeriales y jurisdiccionales que les
sean asignados; 

V. …

VI. Obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos o
del Ministerio Público, en los términos de los artículos

16 y 21 constitucionales y cumplir con todas sus obliga-
ciones, realizándolas conforme a derecho; 

VII ....

VIII. Se deroga

IX. a XI. …

Siempre que se une la fuerza pública se hará de manera ra-
cional, congruente, oportuna y con respeto a los derechos
humanos. Los procedimientos policiales y el uso legítimo
de la fuerza estarán normados por la Ley en la materia.

Artículo 43. La Federación, el Distrito Federal y los Esta-
dos, establecerán en las disposiciones legales correspon-
dientes que los integrantes de las Instituciones Policiales
deberán llenar un Informe Policial Homologado que con-
tendrá, cuando menos, los siguientes datos: 

I. a VII. ... 

VIII. En caso de detenciones: 

a) Señalar si la detención se dio por mandato minis-
terial o jurisdiccional, y motivos de la detención en
caso de flagrancia, así como el lugar y la hora de la
misma. 

b) a f) ... 

g) Lugar y hora en los que fue puesto a disposición.

…

Artículo 49. ... 

Las Instituciones de Procuración de Justicia que cuenten en
su estructura orgánica con policía ministerial se sujetarán a
lo dispuesto en esta ley para las Instituciones Policiales en
materia de carrera policial y a lo dispuesto en sus respecti-
vas leyes. 

…
…

Artículo 52.

…



A. 

I. a III .... 

IV. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable como responsable de un
delito doloso, no estar sujeto a proceso penal, ni haber
sido sujeto de responsabilidad derivado de alguna reco-
mendación emitida por organismos de derechos huma-
nos, como consecuencia de su desempeño como servi-
dor público. 

V. a VIII. ... 

B. … 

I. a V. ... 

VI. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable por delito doloso, no es-
tar sujeto a proceso penal, ni haber sido sujeto de res-
ponsabilidad derivado de alguna recomendación emitida
por organismos de derechos humanos, como consecuen-
cia de su desempeño como servidor público. 

VII. a IX. ... 

…

Artículo 73. Las relaciones laborales entre las Instituciones
Policiales y sus integrantes se rigen por la fracción XIII, del
apartado S, del artículo 123, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, la presente Ley y demás
disposiciones legales aplicables. 

…

Artículo 75. Las Instituciones Policiales, para el mejor
cumplimiento de sus objetivos, desarrollarán, cuando me-
nos, las siguientes funciones: 

I. Investigación a través de sistemas homologados de re-
colección, clasificación, registro, análisis, evaluación y
explotación de información; 

II. Prevención de la comisión de delitos e infracciones
administrativas, así como realizar las acciones de ins-
pección, vigilancia y vialidad en su circunscripción, y 

III. Reacción, para garantizar, mantener y restablecer el
orden y la paz públicos. 

Artículo 76. ... 

Las policías ministeriales ubicadas dentro de la estructura
orgánica de las Instituciones de Procuración de Justicia, se
sujetarán a lo dispuesto en el presente Título y en sus res-
pectivas leyes, quedando a cargo de dichas instituciones, la
aplicación de las normas, supervisión y operación de los
procedimientos relativos al desarrollo policial. 

Artículo 77. ... 

I. a V. ... 

VI. Registrar de inmediato la detención, como garantía
del inculpado, en términos de las disposiciones aplica-
bles, así como remitir sin demora y por cualquier medio
la información al Ministerio Público. En dicho registro
deberá anotarse la resolución que se emita con relación
a su situación jurídica. El registro deberá ser cancelado
de oficio y sin mayor trámite cuando se resuelva la li-
bertad del detenido o cuando en la investigación no se
hayan reunido los elementos necesarios para ejercitar la
acción penal, cuando se haya determinado su inocencia
o cuando se actualicen las hipótesis previstas en el artí-
culo 165 Bis del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales. 

VII. a XII .... 

a) ... 

b) Garantizar que reciban atención médica y psicoló-
gica cuando sea necesaria; 

c) a e) ... 

XIII. Dar cumplimiento a las órdenes de aprehensión y
demás mandatos ministeriales y jurisdiccionales, y 

XIV ... 

Artículo 80. …

I. a IV .... 
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En las policías ministeriales se establecerán al menos nive-
les jerárquicos equivalentes a las primeras tres fracciones
del presente artículo, con las respectivas categorías. 

Artículo 88. ... 

A. ... 

I. a X. ... 

XI. No estar suspendido o inhabilitado, no haber sido
destituido por resolución firme como servidor público,
ni haber sido sujeto de responsabilidad derivado de al-
guna recomendación emitida por organismos de dere-
chos humanos, como consecuencia de su desempeño co-
mo servidor público. 

XII. y XIII. ... 

B. ... 

I. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni ha-
ber sido sujeto de responsabilidad derivado de alguna
recomendación emitida por organismos de derechos hu-
manos, como consecuencia de su desempeño como ser-
vidor público. 

II. a XV. ... 

Artículo 94. ... 

I. ... 

a) y b) ... 

c) Se deroga 

II. y III. ... 

…

Artículo 112. Los agentes policiales que realicen detencio-
nes, deberán dar aviso administrativo de inmediato al Cen-
tro Nacional de Información, de la detención, a través del
Informe Policial Homologado. Asimismo, deberán cumplir
con lo que señala la fracción V del artículo 3 del Código Fe-
deral de Procedimientos Penales en materia de registro de
detenciones. 

Artículo 144. ... 

I. a V. ... 

VI. Derogado 

VII. a IX. ... 

…

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Seguridad Pública, para su
dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE - LEY GENERAL

DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y de
la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable. 

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador. Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.



Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente y de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable. 

Artículo Primero. Se reforman los artículos 32 y 104 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, para quedar como sigue: 

Artículo 32. En el caso de que un plan o programa parcial
de desarrollo urbano o de ordenamiento ecológico del terri-
torio incluyan obras o actividades de las señaladas en el ar-
tículo 28 de esta ley, las autoridades competentes de los es-
tados, el Distrito Federal o los municipios deberán
presentar dichos planes o programas a la Secretaría, con el
propósito de que ésta emita la autorización que en materia
de impacto ambiental corresponda, respecto del conjunto
de obras o actividades que se prevean realizar en un área
determinada, en los términos previstos en el artículo 31 de
esta ley. 

Artículo 104. La Secretaría promoverá ante la Secretaría
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Ali-
mentación y demás dependencias y entidades competentes,
la introducción y generalización de prácticas de protección
y restauración de los suelos en las actividades agropecua-
rias, así como la realización de estudios de impacto am-
biental que deben realizar previo al otorgamiento de autori-
zaciones para efectuar cambios del uso del suelo, cuando
existan elementos que permitan prever grave deterioro de
los suelos afectados y del equilibrio ecológico de la zona. 

Artículo Segundo. Se reforman la fracción V del artículo
12; la fracción V del artículo 15; y el párrafo cuarto del ar-
tículo 117 de la Ley General de Desarrollo Forestal Susten-
table, para quedar como sigue: 

Artículo 12. Son atribuciones de la federación: 

I. a IV. ... 

V. Realizar el inventario nacional forestal y de suelos, y
determinar los criterios e indicadores para el desarrollo,
diseño y actualización de los inventarios correspondien-
tes a las entidades y los municipios; 

VI. a XXXVII. …

Artículo 15. Corresponden a los gobiernos de los munici-
pios, de conformidad con esta ley y las leyes locales en la
materia, las siguientes atribuciones: 

I. a IV. …

V. Elaborar, monitorear y mantener actualizado el in-
ventario municipal forestal y de suelos, bajo los princi-
pios, criterios y lineamientos que se establezcan para el
inventario estatal forestal y de suelos e incorporar su
contenido al Sistema Estatal de Información Forestal; 

VI. a XXI. ... 

Artículo 117. ....

…

… 

Las autorizaciones que se emitan deberán integrar un pro-
grama de rescate y reubicación de especies de la vegetación
forestal afectadas y su adaptación al nuevo hábitat. Dichas
autorizaciones deberán atender lo que, en su caso, dispon-
gan los programas de ordenamiento ecológico correspon-
diente, las normas oficiales mexicanas y demás disposicio-
nes legales y reglamentarias aplicables. 

…

…

…

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor a
partir del día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación. 

Artículo Segundo. En un plazo no mayor a 180 días hábi-
les posteriores a la entrada en vigor del presente decreto el
titular del Poder Ejecutivo federal deberá realizar las ade-
cuaciones correspondientes al Reglamento de la Ley Gene-
ral de Desarrollo Forestal Sustentable. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»
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El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para su dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 132 de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.1 Senador Francisco Arroyo Vieyra
(rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforma el artículo 132 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente

Único. Se reforma el Articulo 132 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para que-
dar como sigue: 

Artículo 132. La Secretaría se coordinará con las Secreta-
rías de Marina, de Energía, de Salud, de Turismo y de Co-
municaciones y Transportes, a efecto de que dentro de sus
respectivas atribuciones intervengan en la prevención y
control de la contaminación del medio marino, así como en
la preservación y restauración del equilibrio de sus ecosis-
temas, con arreglo a lo establecido en la presente Ley, en la
Ley de Aguas Nacionales, la Ley Federal del Mar, la Ley
General de Turismo, las convenciones internacionales de
las que México forma parte y las demás disposiciones apli-
cables. 

Transitorio 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para su dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes el expediente que contiene el proyecto de decreto por
el que se adiciona el artículo 17 Ter a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se adiciona el artículo 17 Ter a la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te

Único. Se adiciona el artículo 17 Ter a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para que-
dar como sigue:



Artículo 17 Ter. Las dependencias de la administración pú-
blica federal, el Poder Legislativo federal y el Poder Judi-
cial de la Federación instalarán en los inmuebles a su cargo
un sistema de captación de agua pluvial, debiendo atender
los requerimientos de la zona geográfica en que se encuen-
tren y la posibilidad física, técnica y financiera que resulte
conveniente para cada caso. Ésta se utilizará en los baños,
las labores de limpieza de pisos y ventanas, el riego de jar-
dines y árboles de ornato.

La instalación del sistema de captación de agua pluvial en
los inmuebles a cargo de las dependencias de la adminis-
tración pública federal, el Poder Legislativo federal y el Po-
der Judicial de la Federación declarados monumentos artís-
ticos e históricos en términos de lo dispuesto por la Ley
Federal de Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos
e Históricos se llevará a cabo bajo la rigurosa supervisión
de expertos del Instituto Nacional de Antropología e Histo-
ria o del Instituto Nacional de Bellas Artes, según corres-
ponda, con objeto de evitar afectaciones a dichos inmue-
bles.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, por
agua pluvial se entiende la que proviene de la lluvia, el gra-
nizo y la nieve.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor en
el siguiente ejercicio fiscal que corresponda a su publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación, debiendo los ór-
ganos correspondientes incluir las previsiones en sus ante-
proyectos de presupuesto.

Artículo Segundo. Las dependencias de la administración
pública federal, el Poder Legislativo federal y el Poder Ju-
dicial de la Federación contarán con un plazo no mayor de
trescientos sesenta días naturales para llevar a cabo la ins-
talación del sistema de captación de agua pluvial a que se
refiere el artículo 17 Ter de esta ley.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores. México, DF, a 25 de
abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica), vicepresi-
dente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secretaria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes el expediente que contiene el proyecto de decreto por
el que se reforma y adiciona la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente.

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforma y adiciona la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente

Artículo Único. Se reforman el primer párrafo del artícu-
lo 44; las fracciones I y III del artículo 45; el primer párra-
fo, los párrafos primero y segundo del inciso a), el segundo
párrafo del inciso b) de la fracción I, el segundo párrafo del
inciso b), el primero, segundo y tercer párrafos del inciso
d), el segundo párrafo del inciso e), el primer párrafo del
inciso h) de la fracción II, y el último párrafo del artículo
47 Bis; el párrafo tercero del artículo 48; la fracción IV del
artículo 49; los párrafos segundo y cuarto del artículo 51; y
se adicionan un último párrafo al artículo 47 Bis; dos pá-
rrafos al artículo 48, y el párrafo tercero al artículo 55, to-
dos ellos de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 44. Las zonas del territorio nacional y aquellas so-
bre las que la nación ejerce soberanía y jurisdicción, en las
que los ambientes originales no han sido significativamen-
te alterados por la actividad del ser humano, o que sus eco-
sistemas y funciones integrales requieren ser preservadas y
restauradas, quedarán sujetas al régimen previsto en esta
ley y los demás ordenamientos aplicables.

…

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2012129



Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados130

Artículo 45. El establecimiento de áreas naturales protegi-
das tiene por objeto

I. Preservar los ambientes naturales representativos de
las diferentes regiones biogeográficas y ecológicas y de
los ecosistemas más frágiles, así como sus funciones,
para asegurar el equilibrio y la continuidad de los proce-
sos evolutivos y ecológicos;

II. …

III. Asegurar la preservación y el aprovechamiento sus-
tentable de los ecosistemas, sus elementos y sus funcio-
nes;

IV. a VII. …

Artículo 46. Se consideran áreas naturales protegidas

I. a X. …

…

…

…

…

En las áreas naturales protegidas queda prohibida la intro-
ducción de especies exóticas invasoras

Artículo 47 Bis. …

I. Las zonas núcleo tendrán como principal objetivo la
preservación de los ecosistemas y su funcionalidad a
mediano y largo plazo, en donde se podrán autorizar las
actividades de preservación de los ecosistemas y sus ele-
mentos, de investigación y de colecta científica, educa-
ción ambiental, y limitarse o prohibirse aprovechamien-
tos que alteren los ecosistemas. Estas zonas podrán estar
conformadas por las siguientes subzonas:

a) De protección: Aquellas superficies dentro del
área natural protegida que han sufrido muy poca al-
teración, así como ecosistemas relevantes o frágiles,
o hábitat críticos; y fenómenos naturales, que re-
quieren un cuidado especial para asegurar su conser-
vación a largo plazo.

En las subzonas de protección sólo se permitirá rea-
lizar actividades de monitoreo del ambiente, de in-
vestigación científica no invasiva en los términos del
reglamento correspondiente, que no implique la ex-
tracción o el traslado de especimenes, ni la modifi-
cación del hábitat.

b) …

En las subzonas de uso restringido sólo se permitirán
la investigación científica no invasiva y el monitoreo
del ambiente, las actividades de educación ambiental
y turismo de bajo impacto ambiental, que no impli-
quen modificaciones de las características o condi-
ciones naturales originales, y la construcción de ins-
talaciones de apoyo, exclusivamente para la
investigación científica o el monitoreo del ambiente;
y

II. …

a) …

En las subzonas de preservación sólo se permitirán la
investigación científica y el monitoreo del ambiente,
las actividades de educación ambiental y las activi-
dades productivas de bajo impacto ambiental que no
impliquen modificaciones sustanciales de las carac-
terísticas o condiciones naturales originales, promo-
vidas por las comunidades locales o con su partici-
pación, y que se sujeten a una supervisión constante
de los posibles impactos negativos que ocasionen, de
conformidad con lo dispuesto en los ordenamientos
jurídicos y reglamentarios que resulten aplicables.

b) …

En dichas subzonas no podrán realizarse actividades
que amenacen o perturben la estructura natural de las
poblaciones y ecosistemas o los mecanismos propios
para su recuperación. Sólo se podrán realizar activi-
dades de investigación científica, educación ambien-
tal y de turismo de bajo impacto ambiental, así co-
mo, en su caso, pesca artesanal con artes de bajo
impacto ambiental, así como la infraestructura de
apoyo que se requiera, utilizando ecotecnias y mate-
riales tradicionales de construcción propios de la re-
gión, aprovechamiento de los recursos naturales pa-
ra la satisfacción de las necesidades económicas
básicas y de autoconsumo de los pobladores, utili-



zando métodos tradicionales enfocadas a la sustenta-
bilidad, conforme lo previsto en las disposiciones le-
gales y reglamentarias aplicables.

c) De aprovechamiento sustentable de los recursos
naturales: Aquellas superficies en las que los recur-
sos naturales pueden ser aprovechados y que, por
motivos de uso y conservación de sus ecosistemas a
largo plazo, es necesario que todas las actividades
productivas se efectúen bajo esquemas de aprove-
chamiento sustentable.

…

…

d) De aprovechamiento sustentable de los ecosiste-
mas: Aquellas superficies con usos agrícolas, pes-
queros, y pecuarios actuales.

En dichas subzonas se podrán realizar actividades
agrícolas, pesqueras, y pecuarias de baja intensidad
que se lleven a cabo en predios, o zonas que cuenten
con aptitud para este fin, y en aquellos en que dichas
actividades se realicen de manera cotidiana, y activi-
dades de pesquería artesanal, agroforestería y silvo-
pastoriles, siempre y cuando sean compatibles con
las acciones de conservación del área, y que en su ca-
so contribuyan al control de la erosión y evitar la de-
gradación de los suelos.

La ejecución de las prácticas agrícolas, pesqueras,
pecuarias, agroforestales y silvopastoriles que no es-
tén siendo realizadas en forma sustentable, deberán
orientarse hacia la sustentabilidad y a la disminución
del uso de agroquímicos e insumas externos para su
realización.

e) De aprovechamiento especial: Aquellas superfi-
cies generalmente de extensión reducida, con pre-
sencia de recursos naturales que son esenciales para
el desarrollo social, y que deben ser explotadas sin
deteriorar el ecosistema, modificar el paisaje de for-
ma sustancial, ni causar impactos ambientales irre-
versibles en los elementos naturales que conformen.

En dichas subzonas sólo se podrán ejecutar obras
públicas o privadas para la instalación de infraes-
tructura o explotación de recursos naturales, que ge-
neren beneficios públicos, que guarden armonía con

el paisaje, que no provoquen desequilibrio ecológico
grave y que estén sujetos a estrictas regulaciones de
uso sustentable de los recursos naturales, con apego
estricto a los programas de manejo emitidos por la
Secretaría.

f) …

…

g) …, y

h) De recuperación: Aquellas superficies en las que
los recursos naturales han resultado severamente al-
terados o modificados, y que serán objeto de progra-
mas de recuperación y rehabilitación, por lo que no
deberán continuar las actividades que llevaron a di-
cha alteración.

…

…

Artículo 48. …

En las zonas núcleo de las reservas de la biosfera sólo po-
drá autorizarse la ejecución de actividades de preservación
de los ecosistemas y sus elementos, y educación ambiental,
mientras que se prohibirá la realización de aprovechamien-
tos que alteren los ecosistemas.

Para el caso de zonas núcleo que se ubiquen en zonas ma-
rinas deberá limitarse el tráfico de embarcaciones de con-
formidad con el programa de manejo respectivo.

Asimismo, se deberán regular los aprovechamientos no ex-
tractivos de vida silvestre que deberán de ser de bajo im-
pacto, y de acuerdo con las Normas Oficiales Mexicanas
que para tal efecto emita la Secretaría.

…

Artículo 51. Para los fines señalados en el presente capítu-
lo, así como para proteger y preservar los ecosistemas mari-
nos y regular el aprovechamiento sustentable de la flora y
fauna acuática, en las zonas marinas mexicanas, que podrán
incluir la zona federal marítimo terrestre contigua, se podrán
establecer áreas naturales protegidas de los tipos a que se re-
fieren las fracciones I, III, IV, VII y VIII del artículo 46,
atendiendo a las características particulares de cada caso.
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En estas áreas se permitirán y, en su caso, se restringirán o
prohibirán las actividades o aprovechamientos que proce-
dan, de conformidad con lo que disponen esta Ley, la Ley
General de Pesca y Acuacultura Sustentables, la Ley Gene-
ral de Vida Silvestre, la Ley Federal del Mar, las conven-
ciones internacionales de las que México sea parte y las de-
más disposiciones jurídicas aplicables.

…

Para el establecimiento, administración y vigilancia de las
áreas naturales protegidas establecidas en las zonas marinas
mexicanas, así como para la elaboración de su programa de
manejo, se deberán coordinar, atendiendo a sus respectivas
competencias, la Secretaría y la Secretaría de Marina. En
todos los casos queda prohibida la introducción de especies
exóticas invasoras.

Artículo 55. …
…

Las actividades de aprovechamiento no extractivo quedan
restringidas a los programas de manejo, y normas oficiales
mexicanas emitidas por la Secretaría.

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores. México, DF, a 25 de
abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica), vicepresi-
dente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secretaria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DE PESCA Y
ACUACULTURA SUSTENTABLES

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables. 

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustenta-
bles

Artículo Único. Se reforman el primero y segundo párra-
fos del artículo 64; la fracción VII del artículo 132; y las
fracciones II y IV del artículo 138; y se adicionan tres pá-
rrafos al artículo 64; así como una fracción XXXI reco-
rriéndose en su orden las subsecuentes del artículo 132, to-
das ellas de la Ley General de Pesca y Acuacultura
Sustentables, para quedar como sigue: 

Artículo 64. La Secretaría podrá otorgar permisos para rea-
lizar pesca de fomento a las personas que acrediten capaci-
dad técnica y científica para tal fin, en los términos de la
presente Ley, de su reglamento y de las normas oficiales
que al efecto se expidan. La pesca de fomento preponde-
rantemente tendrá como fin la investigación científica, el
desarrollo de nuevas tecnologías, y estará orientada a obte-
ner y proporcionar las bases científicas y técnicas que pro-
muevan el desarrollo sustentable de la actividad pesquera. 

La Secretaría podrá permitir la pesca de fomento, en el ca-
so de extranjeros, sólo a científicos, técnicos e instituciones
de investigación científica, para lo cual solicitará opinión
previa a las Secretarías de Relaciones Exteriores y de Ma-
rina de las peticiones que reciba de extranjeros o de orga-
nismos internacionales para realizar actividades en las zo-
nas marinas mexicanas, sin perjuicio de los demás
requisitos que deban cumplirse en términos de la legisla-
ción aplicable. 

La Secretaría deberá designar observadores del Inapesca a
bordo de las embarcaciones quienes verificarán que las ac-



tividades se ajusten a las condiciones y límites fijados por
los permisos de fomento. 

Los permisionarios de pesca de fomento deberán presentar
a la Secretaría un informe preliminar y otro final de los re-
sultados de las actividades llevadas a cabo al amparo de di-
cho permiso, el cual, de conformidad con el proyecto que
se trate, indicará el contenido, los plazos y modalidades de
entrega. 

Las instituciones académicas, de investigación científica o
tecnológica, que obtengan ingresos al amparo de un permi-
so de fomento deberán destinarlos en su totalidad al desa-
rrollo de actividades propias de la institución. 

Artículo 132. Son infracciones a lo establecido en la pre-
sente Ley, el Reglamento y las normas oficiales que de ella
deriven: 

I. al VI. ... 

VII. Simular actos de pesca de consumo doméstico, de-
portivo-recreativa o didáctica con el propósito de lucrar
con los productos obtenidos de las capturas; 

VIII. a XXIX. ... 

XXX. Falsificar o alterar los títulos que amparan los de-
rechos de los permisos o concesiones; 

XXXI. Simular actos de pesca de fomento con el propó-
sito de lucrar con los productos obtenidos de las captu-
ras, y 

XXXII. Cualquier otra contravención a lo dispuesto en
la presente Ley. 

Artículo 138. La imposición de las multas a que se refiere
el artículo 133 se determinará en la forma siguiente: 

I. ... 

II. Con el equivalente de 101 a 1,000 días de salario mí-
nimo vigente a quien cometa las infracciones señaladas
en las fracciones: I, II, V, VII, IX, XV, XVII, XVIII,
XXI, XXII, XXIII, XXVI, XXVIII, XXXII del artículo
132; 

III. ... 

IV. Con el equivalente de 10,001 a 30,000 días de sala-
rio mínimo vigente a quien cometa las infracciones se-
ñaladas en las fracciones: III, IV, X, XIII, XVI, XIX,
XXIX, XXXI del artículo 132. 

Transitorio 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Pesca, para dictamen.

LEY DE MIGRACION

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 3 y 25 de la Ley de Migra-
ción. 

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforman los artículos 3 y 25 de la Ley de
Migración

Único. Se adiciona una fracción XXVII al artículo 3 y se
reforma el artículo 25, ambos de la Ley de Migración, para
quedar como sigue: 
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Artículo 3. Para efectos de la presente Ley se entenderá
por: 

I. a XXVI. ... 

XXVII. Servicio Profesional de Carrera Migratoria: al
mecanismo que garantiza la igualdad de oportunidades
para el ingreso, permanencia y desarrollo de los servi-
dores públicos con cargos de confianza del Instituto. 

XXVIII. a XXXI. ... 

Artículo 25. Los servidores públicos del Instituto para su
ingreso, desarrollo y permanencia deberán cursar y aprobar
los programas de formación, capacitación y profesionaliza-
ción, incluyendo normatividad en materia migratoria y de-
rechos humanos impartidos a través del Servicio Profesio-
nal de Carrera Migratoria, posterior a contar con la
certificación a que hace referencia el artículo 23 de esta
Ley. 

Para la eficiencia y eficacia de la gestión migratoria, los
procedimientos para la selección, ingreso, formación, capa-
citación, adiestramiento, desarrollo, actualización, perma-
nencia y promoción de los servidores públicos del Institu-
to, así como los relativos a la organización y
funcionamiento del Servicio Profesional de Carrera Migra-
toria, serán establecidos en el Reglamento de esta Ley. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. Dentro de un plazo de noventa días naturales,
contados a partir de la vigencia de este Decreto, el Ejecuti-
vo Federal publicará las modificaciones que sean necesa-
rias. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, para dictamen.

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y
ELIMINAR LA DISCRIMINACION

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto que re-
forma y adiciona los artículos 4, 5 y 9 de la Ley Federal pa-
ra prevenir y eliminar la Discriminación. 

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Que reforma y adiciona los artículos 4, 5 y 9 de la Ley
Federal para prevenir y eliminar la Discriminación. 

Artículo Único. Se reforman el primer párrafo del artículo
4; las fracciones II, VI y VIII del artículo 5; la fracción
XXVIII del artículo 9; y se adicionan las fracciones IX, X,
XI, XII y XIII del artículo 5, todos de la Ley Federal para
prevenir y eliminar la Discriminación, para quedar como
sigue: 

Artículo 4. Para los efectos de esta ley se entenderá por
discriminación toda distinción, exclusión o restricción que,
basada en el origen étnico o nacional, sexo, edad, caracte-
rísticas genéticas, discapacidad, condición social o econó-
mica, condiciones de salud, embarazo, lengua, religión,
opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier
otra que atente contra la dignidad humana y tenga por efec-
to impedir, anular o menoscabe el reconocimiento, goce o
ejercicio, de los derechos y la igualdad real de oportunida-
des de las personas. 

…

Artículo 5. ... 



I. … 

II. Las distinciones basadas en capacidades, conoci-
mientos especializados o calificaciones requeridas para
desempeñar una actividad determinada; 

III. a V. ... 

VI. El trato diferenciado que en su beneficio reciba una
persona que padezca alguna enfermedad que limite o
menoscabe la igualdad real de oportunidades; 

VII. ... 

VIII. El trato diferenciado que en su beneficio reciba
una mujer embarazada o en estado de lactancia; 

IX. El trato diferenciado que en su beneficio reciban las
niñas, niños y adolescentes, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 11 de esta ley; 

X. El trato diferenciado que en su beneficio reciban las
personas adultas mayores, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 12 de esta ley; 

XI. El trato diferenciado que en su beneficio reciban las
personas con discapacidad, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 13 de esta ley; 

XII. El trato diferenciado que en su beneficio reciban los
miembros de las comunidades y pueblos indígenas, de
conformidad con lo establecido en el artículo 14 de esta
ley; y 

XIII. En general, todas las que no tengan el propósito
y/o efecto de impedir, anular o limitar el reconocimien-
to, goce o ejercicio de los derechos, las libertades y la
igualdad de oportunidades, ni de atentar contra la digni-
dad humana. 

Artículo 9. ... 

…

I. a XXVII. … 

XXVIII. Realizar o promover el maltrato físico o psico-
lógico por la apariencia física, forma de vestir, hablar,
gesticular, por asumir públicamente su preferencia se-
xual, origen étnico o nacional, caracteres genéticos, por

vivir con alguna discapacidad, por padecer alguna en-
fermedad o por su condición social; y 

XXIX. … 

Transitorios 

Primero. EI presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. Las acciones previstas en este decreto se realiza-
rán en función de la suficiencia presupuestaria y del com-
portamiento de las finanzas públicas, con la concurrencia
presupuestal de la federación y de las entidades federativas. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.- México, DF,
a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Derechos Humanos, para dic-
tamen.

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS ADULTAS MAYORES

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones a la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores.

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.
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Proyecto de Decreto 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley
de los Derechos de las Personas Adultas Mayores

Artículo Único. Se reforman el inciso a) de la fracción IX
del artículo 5 y la fracción II del rtículo 18, y se adicionan
las fracciones I, XII, XIII Y XIV del artículo 3, una fracción
VI al Artículo 4; un inciso d) y un último párrafo a la frac-
ción del III y un inciso f) a la fracción VII del artículo 5;
una fracción XXI al artículo 10 y los incisos k) y l) al artí-
culo 30, todos de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. Personas adultas mayores. Aquellas que cuenten con
sesenta años o más de edad y que se encuentren domici-
liadas o en tránsito en el territorio nacional; quienes por
su situación particular pueden ser considerados:

a) Independiente: aquella persona apta para des-
arrollar actividades físicas y mentales sin ayuda per-
manente parcial.

b) Semidependiente: aquella a la que sus condicio-
nes físicas y mentales aún le permiten valerse por sí
misma, aunque con ayuda permanente parcial. 

c) Dependiente absoluto: aquella con una enferme-
dad crónica o degenerativa por la que requiera ayu-
da permanente total o canalización a alguna institu-
ción de asistencia.

d) En situación de riesgo o desamparo: aquellas
que por problemas de salud, abandono, carencia de
apoyos económicos, familiares, contingencias am-
bientales o desastres naturales, requieren de asisten-
cia y protección del Gobierno del Distrito Federal y
de la Sociedad Organizada.

II. a XI. …

XII. Albergue para adultos mayores: establecimiento
donde se proporcionan temporalmente servicios de alo-
jamiento a adultos mayores, en tanto son reubicados a
otras instituciones o a su familia; 

XIII. Casa hogar para adultos mayores: estableci-
miento de asistencia social donde se proporciona a adul-

tos mayores atención integral mediante servicios de alo-
jamiento, alimentación, vestido, atención médica, traba-
jo social, actividades culturales, recreativas, ocupacio-
nales y psicológicas, y

XIV. Centro o residencia de día: establecimiento pú-
blico, social o privado que proporciona alternativas a los
adultos mayores para la ocupación creativa y productiva
del tiempo libre mediante actividades culturales, depor-
tivas, recreativas y de estímulo, donde se promueve tan-
to la dignificación de esta etapa de la vida, como la pro-
moción y autocuidado de la salud. 

Artículo 4o. Son principios rectores en la observación y
aplicación de esta ley:

I. a V. ... 

VI. El respeto a la dignidad, individualidad, intimidad y
a la capacidad de decisión para que no sean objeto de in-
jerencias arbitrarias o de aquellas que lesionen su inte-
gridad.

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, esta
Ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas ma-
yores los siguientes derechos: 

I. a II. …

III. De la salud, la alimentación y la familia: 

a. a c. …

d. A vivir en el seno de una familia y a mantener re-
laciones personales. 

…

La entrega de los subsidios de los programas socia-
les destinados a las personas adultas mayores, se ha-
rá mediante el uso de los mecanismos y las tecnolo-
gías, incluidos los bancarios y electrónicos, que
faciliten de mejor manera la obtención de estos be-
neficios, sin que para ello exista contraprestación
con cargo al beneficiario, ni condicionamiento para
el acceso a los medios o al subsidio. 

IV. a VI. …

VII. De la participación: 



a. a e. …

f. A manifestar libremente sus ideas y opiniones.

VIII. …

IX. Del acceso a los servicios:

a. A tener una atención preferente en los estableci-
mientos públicos y .privados que prestan servicios al
público; para lo cual la totalidad de estos estableci-
mientos deberán contar en sus normas de operación
o funcionamiento con los lineamientos que garanti-
cen la disponibilidad de asientos, cajas, ventanillas y
cualquier otro medio o lugar accesible y especial-
mente destinado para las personas adultas mayores.
El incumplimiento a esta disposición será sanciona-
do por la legislación aplicable.

b. a c. …

Artículo 10. Son objetivos de la política nacional sobre
personas adultas mayores los siguientes: 

I. a XX. …

XXI. Impulsar la creación y adecuado funcionamiento
de instituciones públicas y privadas de casas hogar, al-
bergues, residencias de día o cualquier centro de aten-
ción a las personas adultas mayores;

Artículo 18. Corresponde a las instituciones públicas del
sector salud, garantizar a las personas adultas mayores:

I. …

II. Especial atención deberán recibir los programas de
detección oportuna y tratamiento temprano de enferme-
dades crónicas, enfermedades mentales y neoplasias en-
tre las personas adultas mayores, así como de atención y
asistencia a quienes sufren de discapacidades funciona-
les. Asimismo, los programas de salud dirigidos a aten-
der las necesidades de las personas en las diferentes eta-
pas del ciclo de vida incorporarán medidas de
prevención y promoción de la salud a fin de contribuir a
prevenir discapacidades y favorecer un envejecimiento
saludable;

III. a X. …

Artículo 30. El Consejo Directivo es el órgano de gobier-
no del instituto y responsable de la planeación y el diseño
específico de las políticas o públicas anuales que permitan
la ejecución transversal a favor de las personas adultas ma-
yores. Estará integrado por los titulares de las siguientes de-
pendencias:

a. a j. …

k. Secretaría de Turismo.

l. Comisión Nacional de Vivienda.

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las erogaciones que deban realizarse a fin de dar
cumplimiento con las disposiciones contenidas en el pre-
sente decreto, se llevarán a cabo con base en la disponibili-
dad presupuestaria y de manera gradual, sujetas a los re-
cursos aprobados para tales fines por la Cámara de
Diputados en el Presupuesto de Egresos de la Federación
del año en que entre en vigor el presente decreto.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY DE NAVEGACION Y COMERCIO MARITIMOS

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se adiciona un cuarto párrafo al artículo 9 de la Ley de
Navegación y Comercio Marítimos. 
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Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se adiciona un cuarto párrafo al artículo 9 de
la Ley de Navegación y Comercio Marítimos. 

Artículo Único. Se adiciona un cuarto párrafo al artículo 9
de la Ley de Navegación y Comercio Marítimos, para que-
dar como sigue: 

Artículo 9. …

I. a XIV. …

…

… 

El capitán de puerto deberá ser mexicano por nacimiento,
contar con título de estudios superiores náuticos debida-
mente registrado; comprobar una experiencia mínima de
cinco años en labores vinculadas a las operaciones maríti-
mo-portuarias y no haber sido sentenciado por autoridad ju-
dicial competente, ni estar suspendido, inhabilitado o desti-
tuido por resolución firme como servidor público. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. A más tardar en 180 días, contados a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, el Ejecutivo federal, a
través de la Secretaría y las autoridades encargadas de apli-
car la presente ley, realizará e implementará las adecuacio-
nes a las disposiciones reglamentarias y administrativas que
resulten necesarias para dar cabal cumplimiento al mismo. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Marina y de Trans-
portes, para dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES 
Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. 

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fe-
deral. 

Artículo Único. Se reforma el artículo 74 Bis, primer pá-
rrafo; y se adicionan los artículos 2o., con una fracción XV,
pasando la actual fracción XV a ser XVI; 63 Bis, 63 Ter; 74
Bis, con una fracción II, pasando la actual fracción II a ser
fracción III de la Ley de Caminos, Puentes y Autotranspor-
te Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 2o. ... 

I. a XIII. ... 

XIV. Transporte privado: Es el que efectúan las personas
físicas o las morales respecto de bienes propios o cone-
xos de sus respectivas actividades, así como de personas



vinculadas con los mismos fines, sin que por ello se ge-
nere un cobro; 

XV. Vehículo: Medio de transporte motorizado, in-
cluidos los medios o remolques que arrastren; y 

XVI. Vías generales de comunicación: Los caminos y
puentes, como se definen en el presente artículo. 

Artículo 63 Bis. Todos los vehículos que transiten en ví-
as, caminos y puentes federales deberán contar con un
seguro que garantice a terceros los daños que pudieren
ocasionarse en sus bienes y personas por la conducción
del vehículo. La contratación del seguro será responsa-
bilidad del propietario del vehículo. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, oyendo la
opinión de la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas,
establecerá las reglas para la operación del seguro a que
se refiere el primer párrafo, procurando la accesibilidad
económica y la disponibilidad para su contratación. Pa-
ra tal efecto se establecerá un monto mínimo de cober-
tura de la póliza de seguro. 

Por ningún motivo se podrá obligar a los propietarios
de vehículos a que contraten el seguro con alguna insti-
tución de seguros en específico.

La contratación de este seguro no exime del cumpli-
miento de la responsabilidad de concesionarios de ca-
minos y puentes; y de los que cuenten con permiso o au-
torización para prestar servicios de autotransporte de
pasajeros, turismo o de carga que se refieren en esta ley. 

Artículo 63 Ter. Los propietarios de vehículos que cuen-
ten con un seguro del ramo de automóviles con mayores
coberturas al seguro a que se refiere el artículo anterior
no podrá impedirse su circulación ni se impondrá la
multa a que se refiere la fracción II del artículo 74 Bis
de esta ley. 

Artículo 74 Bis. La Secretaría de Seguridad Pública, a tra-
vés de la Policía Federal, de conformidad con las disposi-
ciones legales y reglamentarias respectivas, impondrá las
siguientes sanciones: 

I. ... 

II. Por conducir vehículos en caminos y puentes fe-
derales que no cuenten con un contrato de un seguro

que garantice daños a terceros, con multa de veinte a
cuarenta días de salario mínimo vigente en el Distri-
to Federal. 

El propietario del vehículo tendrá 45 días naturales
para la contratación de la póliza de seguro, misma
que al presentarla ante la autoridad recaudatoria
durante el término anterior, le será cancelada la in-
fracción; 

III. …

…

…

…

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor, a los ciento
ochenta días siguientes, de que la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, con opinión de la Comisión Nacional de
Seguros y Fianzas, haya publicado en el Diario Oficial de
la Federación las disposiciones administrativas que fijen
los términos del contrato de seguro que garantice a terceros
los daños que pudieren ocasionarse en sus bienes y perso-
nas, materia de las presentes reformas. 

Segundo. El Ejecutivo federal y la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, en el ámbito de sus respectivas
competencias, contarán con un plazo de ciento ochenta dí-
as, contados a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto, para expedir y adecuar las disposiciones reglamenta-
rias y administrativas que resulten necesarias para el
cumplimiento del mismo. 

Tercero. El Ejecutivo federal y la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, contarán con un plazo de ciento ochenta días, conta-
dos a partir de la entrada en vigor del presente decreto, pa-
ra expedir y adecuar las disposiciones reglamentarias y
administrativas que resulten necesarias para el cumpli-
miento del mismo. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica),
vicepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»
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El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Transportes, para dictamen.

LEY DE DESARROLLO 
SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE AZUCAR

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversos artículos de la Ley de
Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar. 

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforman y adicionan diversos artículos de
la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del artícu-
lo 34, el primer párrafo del artículo 44, el primer y segun-
do párrafo del artículo 46, el artículo 47, el segundo párra-
fo del artículo 50, el artículo 56 y el artículo 125; y se
Adicionan la fracción III del artículo 42, y el segundo pá-
rrafo del artículo 44, todos de la Ley de Desarrollo Susten-
table de la Caña de Azúcar, para quedar como sigue: 

Artículo 34. ... 

Igualmente, deberán exhibir dos copias de su acta constitu-
tiva y de sus estatutos debidamente certificados, dos copias
del acta de elección de su Comité Local vigente y dos co-
pias de su padrón de Abastecedores de Caña asociados,
mismo que deberán actualizar anualmente, en términos del
artículo 42 de esta Ley. 

Artículo 42. ... 

I. y II. ... 

III. Las solicitudes de afiliación y/o renuncia de los
Abastecedores, por sí o por conducto de las Organiza-
ciones, deberán presentarse ante el Registro a más tardar
el 31 de agosto, previo al inicio del Ciclo Azucarero. En
su caso las Organizaciones deberán presentar ante el Re-
gistro, mediante escrito, el aviso de no movimientos en
su padrón. 

Si alguna Organización Local no proporciona esta informa-
ción dentro del plazo concedido, el Registro de oficio pro-
cederá a requerir su entrega, concediéndole al efecto un
plazo no mayor de cinco días hábiles. Si la Organización
Local de que se trate no cumple en tiempo con el requeri-
miento, el Registro informará a la Secretaría, para los efec-
tos de que ésta promueva la imposición de una multa de
1,000 hasta 3,000 veces el salario mínimo general vigente,
de acuerdo con la zona económica de que se trate, con su-
jeción a lo dispuesto por la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo y la intervención de la autoridad hacendaria
para la ejecución y cobro de la multa, la que podrá dupli-
carse en caso de reincidencia. La imposición de multa no li-
bera a la organización de la obligación de proporcionar la
información a que se refiere este artículo. 

Artículo 44. Los Ingenios tendrán la obligación de entregar
al Comité y al Registro a más tardar el día 31 de julio de ca-
da año y sin necesidad de requerimiento previo, la relación
de la totalidad de sus Abastecedores de Caña de azúcar, con
los requisitos establecidos en la fracción I incisos a), b), c)
y d) del artículo 42 de esta Ley. El Registro deberá entregar
en un plazo máximo de tres días hábiles, a solicitud de cual-
quier organización de abastecedores de caña, constituidos
legalmente ante notario público, el listado de abastecedores
de caña del ingenio correspondiente. 

En caso de que el Ingenio no proporcione esta información
dentro del plazo establecido, el Registro directamente o a
solicitud de cualquiera de las Organizaciones Locales de
Abastecedores, procederá a requerir su entrega, concedién-
dole al efecto un plazo no mayor de cinco días hábiles. Si
el Ingenio no cumple en tiempo con el requerimiento, el
Registro informará a la Secretaría, para los efectos de que
ésta promueva la imposición de una multa de 1,000 hasta
3,000 veces el salario mínimo general vigente, de acuerdo
con la zona económica de que se trate, con sujeción a lo
dispuesto por la Ley Federal de Procedimiento Administra-



tivo y la intervención de la autoridad hacendaria para la eje-
cución y cobro de la multa, la que podrá duplicarse en caso
de reincidencia. La imposición de multa no libera al Inge-
nio de la obligación de proporcionar la información a que
se refiere este artículo. 

Artículo 46. Las solicitudes de afiliación y/o renuncia que
se presenten a más tardar en la fecha indicada en la fracción
III del artículo 42 de esta Ley, surtirán efecto a partir del Ci-
clo Azucarero inmediato siguiente. 

Si se presentaran en fecha posterior a la señalada en el pri-
mer párrafo de este artículo, tendrán efectos jurídicos hasta
el Ciclo Azucarero subsiguiente. 

Artículo 47. Los padrones de Abastecedores de Caña de
azúcar por Ingenio se actualizarán anualmente y deberán
publicarse en el mismo Ingenio correspondiente y en la pá-
gina de internet de la Secretaría, de no presentarse modifi-
cación alguna dentro del plazo previsto en la fracción III
del artículo 42 de esta Ley, prevalecerá el padrón del Ciclo
Azucarero anterior. 

Artículo 50. El Contrato que deben celebrar los Industria-
les con los Abastecedores de Caña es el instrumento jurídi-
co que regula las relaciones entre ambos respecto de la
siembra, el cultivo, la cosecha y la industrialización de la
caña de azúcar; será uniforme para todos los Ingenios del
país, se sujetará a los términos que se establecen en esta
Ley y requerirá la sanción del Comité correspondiente, en-
tregándose copia del mismo a las partes. 

Deberá contener, como mínimo la personalidad de los con-
tratantes, la identificación del Ingenio y del terreno contra-
tado para producción de caña de azúcar, la vigencia del
Contrato, la forma de pago de la caña, el pago de intereses
ordinarios o moratorios y las causales de rescisión, así co-
mo el sometimiento expreso de las partes a los acuerdos del
Comité Nacional y del Comité, de conformidad con sus fa-
cultades y atribuciones. 

Artículo 56. Los Ingenios y sus Abastecedores de Caña po-
drán someterse a la jurisdicción de la Junta Permanente,
con el objeto de dirimir las controversias que surjan con
motivo del incumplimiento de lo establecido en la presente
Ley y del contrato que celebren y demás disposiciones de-
rivadas y relacionadas. 

Artículo 125. Para la resolución de las controversias azu-
careras que se susciten, los Abastecedores de Caña y los In-

dustriales, podrán someterse a la jurisdicción de la Junta
Permanente, en los términos establecidos en esta Ley. 

Las partes deberán cumplir con las resoluciones que dicte
la Junta Permanente, una vez que causen estado. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Segundo. La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación deberá modificar su Re-
glamento Interior, con la finalidad de adecuarlo a las dispo-
siciones de este decreto, en un término de 90 días al de su
publicación. 

Salón de Sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF.,
a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Agricultura y Ganadería, pa-
ra dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES 
Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene proyecto de decreto por el que se adi-
ciona un párrafo sexto al artículo 36 de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal.

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se adiciona un párrafo sexto al artículo 36 de
la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal.

Artículo Único. Se adiciona un párrafo sexto, pasando el
actual a ser el séptimo al artículo 36 de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 36. …

…

…

…

…

Los conductores de vehículos de autotransporte federal,
deberán portar la constancia de aptitud psicofísica vigente
de conformidad con la normatividad reglamentaria en la
materia.

El Reglamento …

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de Sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF.,
a 25 de abril de 2012.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Transportes, para dictamen.

LEY DE AVIACION CIVIL

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 6, 15 y 76 y se adiciona un artículo 76
Bis a la Ley de Aviación Civil.

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Artículo Único. Se reforman la fracción V del artículo 6 y
el primer y segundo párrafo del artículo 76; y se adicionan
una nueva fracción XIII, pasando la actual fracción XIII a
ser la fracción XIV del artículo 15 y un artículo 76 Bis, de
la Ley de Aviación Civil, para quedar como sigue: 

Artículo 6. ... 

I. a IV. ... 

V. Expedir y aplicar, en coordinación con las Secretarí-
as competentes, las medidas y normas de seguridad e hi-
giene, de seguridad en la aviación civil y en materia am-
biental, que deben observarse en los servicios de
transporte aéreo, así como verificar su cumplimiento; 

VI. a XVI. ... 

…

Artículo 15. ... 

I. a XII. ... 

XIII. Infringir las medidas y normas de higiene y de
protección al ambiente, y 

XIV. En general, incumplir cualquiera de las obligacio-
nes o condiciones establecidas en esta ley, en sus regla-
mentos y en el título de concesión o permiso respectivos,
siempre que por el incumplimiento se haya impuesto



una sanción y ésta haya quedado firme en términos de
ley

…

…

…

Artículo 76. Las aeronaves que sobrevuelen, aterricen o
despeguen en territorio nacional, deberán observar las dis-
posiciones que correspondan en materia de protección al
ambiente; particularmente, en relación a homologación de
ruido y emisión de contaminantes. Asimismo, deberán re-
portar a la secretaría en el periodo y en la forma en que la
misma determine, sobre las medidas operativas, técnicas y
económicas que hayan adoptado para cumplir con las dis-
posiciones en materia de protección al ambiente.

La secretaría fijará los plazos para que se realicen adecua-
ciones en las aeronaves que, para los efectos de este artícu-
lo, así lo requieran y, en su caso, establecerá los lineamien-
tos para la sustitución de la flota aérea y para impulsar
mejoras tecnológicas de las aeronaves y sus combustibles. 

Artículo 76 Bis. La secretaría establecerá convenios o
acuerdos de coordinación con la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, para promover la eficiencia en
las operaciones e infraestructura aeroportuaria, con el fin de
reducir el ruido y las emisiones contaminantes en los servi-
cios de transporte aéreo.

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal y la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes, contarán con un plazo de 120 días
hábiles, contados a partir de la entrada en vigor del presen-
te decreto, para realizar, en el ámbito de sus respectivas
competencias, las adecuaciones y modificaciones a los re-
glamentos y a las demás disposiciones administrativas que
posibiliten la materialización del mismo.

Tercero. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes,
en coordinación con las secretarias de estado y demás ins-
tituciones facultadas para tal efecto, deberán formular las

normas oficiales mexicanas relativas al contenido del pre-
sente decreto.

Salón de Sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF.,
a 25 de abril de 2012.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica),
vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Transportes, para dictamen.

LEY FEDERAL DE JUSTICIA PARA
ADOLESCENTES - LEY ORGANICA DEL PODER 

JUDICIAL DE LA FEDERACION - LEY ORGANICA
DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL -

LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA
GENERAL DE LA REPUBLICA - 

LEY FEDERAL DE DEFENSORIA PUBLICA

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presente.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene proyecto de decreto por el que se ex-
pide la Ley de Federal de Justicia para Adolescentes; se
adiciona la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción, se reforma la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, se adiciona la Ley Orgánica de la Procura-
duría General de la República y se reforma la Ley Federal
de Defensoría Pública.

Atentamente

México, DF, a 25 de abril de 2012.— Senador Francisco Arroyo Viey-
ra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.
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Proyecto de Decreto

Por el que se expide la Ley Federal de Justicia para Ado-
lescentes; se adiciona la Ley Orgánica del Poder Judicial
de la Federación, se reforma la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, se adiciona la Ley Orgáni-
ca de la Procuraduría General de la República y se re-
forma la Ley Federal de Defensoría Pública.

ARTÍCULO PRIMERO. Se expide la Ley Federal de
Justicia para Adolescentes.

Ley Federal de Justicia para Adolescentes

Título Primero
Disposiciones preliminares

Capítulo I
Objeto, principios y definiciones

Artículo 1. Esta Ley es de orden público e interés general.
Tiene como objeto la creación del Sistema Federal de Jus-
ticia para Adolescentes, el cual incluye a los órganos, ins-
tancias, procedimientos, principios, derechos y garantías
previstos, y derivados de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la presente Ley, la Ley para la
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, y los tratados
y convenios internacionales aplicables.

Esta Ley se aplicará a quienes se les atribuya o compruebe
la realización de una o varias conductas tipificadas como
delito competencia de las autoridades federales y tengan al
momento de la comisión de dichas conductas, entre doce
años cumplidos y menos de dieciocho años de edad.

Artículo 2. Son sujetos de esta Ley:

I. Adolescentes: Personas de entre doce años cumplidos y
menos de dieciocho años de edad a quienes se les atribuya
o compruebe la realización de una o varias conductas tipi-
ficadas como delito.

II. Adultos jóvenes: Personas de entre dieciocho años cum-
plidos y menos de veinticinco años de edad, a quienes se
les atribuya o compruebe la realización de una conducta ti-
pificada como delito cometida cuando eran adolescentes, a
los que se les aplicará el Sistema Federal de Justicia para
Adolescentes en todo aquello que proceda, y; 

III. Las víctimas u ofendidos por las conductas referidas en
las fracciones anteriores.

Las autoridades, instituciones y órganos previstos en esta
Ley, se harán cargo de operar el Sistema Federal de Justi-
cia para Adolescentes.

Artículo 3. Son objetivos específicos de esta Ley:

I. Establecer los principios rectores del Sistema y garanti-
zar su plena observancia; 

II. Reconocer los derechos y garantías de las personas su-
jetas al Sistema y garantizar su efectivo respeto;

III. Crear las autoridades especializadas y establecer sus
atribuciones y facultades para la aplicación del Sistema;

IV. Establecer los procedimientos y mecanismos para de-
terminar la responsabilidad de los adolescentes y adultos
jóvenes por la realización de una conducta tipificada como
delito;

V. Garantizar la protección de los derechos de la víctima u
ofendido; y 

VI. Regular la ejecución de las medidas aplicables a los
adolescentes y adultos jóvenes que resulten responsables
por la realización de una conducta tipificada como delito.

Artículo 4. Son principios rectores del Sistema, en forma
enunciativa, más no limitativa, los siguientes: 

I. Interés superior del adolescente: Se funda en la dignidad
misma del ser humano, en las características propias de los
adolescentes, y en la necesidad de propiciar el desarrollo
de éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialida-
des así como en la naturaleza y alcances previstos en los
instrumentos internacionales, garantizando que toda medi-
da que el Estado tome frente a ellos, cuando realizan con-
ductas tipificadas como delito en las leyes federales, deba
interpretarse y aplicarse siempre en el sentido de maximi-
zar los derechos de los adolescentes y de restringir los efec-
tos negativos de su sujeción a un Sistema que en esencia
tiene un carácter sancionatorio;

Para determinar el interés superior en una situación con-
creta se deberá valorar, la opinión del adolescente, la nece-
sidad de equilibrio entre los derechos y garantías de éste



con sus deberes, las exigencias del bien común y los dere-
chos de la víctima u ofendido;

II. Presunción de Inocencia: Se sustenta en la considera-
ción elemental de que toda persona tiene derecho a ser es-
timada como no responsable de la conducta que se le atri-
buye en tanto no se le pruebe lo contrario, según lo
establece la Constitución;

III. Transversalidad: Establece que en la interpretación y
aplicación de la ley, se tomará en cuenta la totalidad de los
derechos que concurren en el adolescente, ya sea por ser
indígena, mujer, con capacidades diferentes, trabajador, o
cualquiera otra condición que resulte contingente en el
momento en el que sucedieron los hechos imputados o
aquél en el que se aplica el Sistema Integral de Justicia pa-
ra Adolescentes en cualquiera de sus fases, de conformidad
con lo que establecen la Constitución y las leyes;

IV. Certeza jurídica: Determina que las conductas atribui-
das a los adolescentes deben encontrarse previstas en las
leyes federales;

V. Mínima intervención: Consiste en la adopción de medi-
das para tratar a los adolescentes o adultos jóvenes sin re-
currir a procedimientos judiciales, en el entendido de que
se respetarán plenamente sus derechos humanos y garantí-
as legales. En los casos en que sea inevitable que se suje-
ten a un procedimiento judicial y se proceda a imponer las
medidas que se prevén en esta Ley, se procurará que los
adolescentes o adultos jóvenes sean expuestos lo menos
posible y sólo de ser necesario, a ambientes hostiles, cuan-
do deban comparecer frente a autoridades o deban estar en
los lugares de detención;

VI. Subsidiariedad: Establece que previo al sometimiento
del adolescente o adulto joven al Sistema Federal de Justi-
cia para Adolescentes, deberá privilegiarse la aplicación de
medidas preventivas o alternativas;

VII. Especialización: Se refiere a que desde el inicio del
proceso, todas las actuaciones y diligencias estarán a cargo
de órganos especializados en materia de justicia para ado-
lescentes;

VIII. Inmediatez y celeridad procesal: Garantiza que los
procesos en los que están involucrados adolescentes y
adultos jóvenes, se realicen sin demora y con la menor du-
ración posible;

IX. Flexibilidad: Consiste en que la autoridad tiene la po-
sibilidad de suspender el proceso en cualquier momento en
beneficio del adolescente o adulto joven;

X. Protección integral de los derechos del adolescente y
adulto joven: Señala que en todo momento las autoridades
del Sistema deberán respetar y garantizar la protección de
los derechos del adolescente y adulto joven sujetos al mis-
mo;

XI. Reintegración social y familiar del adolescente o adul-
to joven: Consiste en que las medidas que se tomen al san-
cionar a un adolescente o adulto joven deben estar dirigi-
das a reintegrarlo lo antes posible al núcleo familiar y
social en el que se desarrollaba, en consecuencia, la dura-
ción de la sanción debe ser determinada por la autoridad
competente sin excluir la posibilidad de que el adolescente
o adulto joven sea puesto en libertad antes de ese tiempo,
cuando se decida como último recurso su internamiento.
Asimismo debe promoverse en el adolescente o adulto jo-
ven su sentido de responsabilidad e infundirle actitudes y
conocimientos que le ayuden a desarrollar sus posibilida-
des como miembro de la sociedad;

XII. Justicia restaurativa: Comprende a la víctima u ofen-
dido, al adolescente o adulto joven y a la comunidad con el
objetivo de buscar soluciones a las consecuencias del con-
flicto generado por la conducta prevista como delito, con el
fin de promover la reparación del daño, la conciliación en-
tre las partes y el fortalecimiento del sentido colectivo de
seguridad;

XIII. Proporcionalidad: Establece que al momento de de-
terminarse las medidas que habrán de imponerse a los ado-
lescentes o adultos jóvenes, deberán aplicarse aquéllas que
sean acordes con la reintegración social y familiar de los
mismos, lo que se logrará a través del establecimiento de
medidas de distinta naturaleza cuya imposición y ejecución
debe ser por el tiempo más breve que proceda para alcan-
zar el fin pretendido;

XIV. Inmediación: Establece que las audiencias en el pro-
cedimiento deberán ser presididas por el Juez o Magistra-
do para Adolescentes, sin que en modo alguno pueda dele-
garse esta función.

Los derechos y garantías reconocidos en esta Ley, se apli-
carán a todos los sujetos de la misma, sin discriminación
alguna por razones de origen étnico o nacional, género,
edad, capacidades diferentes, condición social o de salud,
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religión, opinión, preferencia sexual, estado civil o por
cualquier otro motivo análogo ya sea propio o de sus pa-
dres, familiares u otras personas responsables o que los
tengan bajo su cuidado.

Se respetará en todas las etapas del proceso el derecho de
los menores a la intimidad.

Artículo 5. Esta Ley debe interpretarse y aplicarse de con-
formidad con la Constitución, los principios rectores del
Sistema, la Ley para la Protección de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes y los instrumentos y convenios
internacionales aplicables en la materia, siempre en el sen-
tido de maximizarlos derechos de los adolescentes y de mi-
nimizar los efectos negativos de la aplicación del Sistema.

Sólo en lo no previsto por esta Ley, podrá aplicarse suple-
toriamente el Código Penal Federal y el Código Federal de
Procedimientos Penales, siempre que no se opongan a los
principios rectores y ordenamientos referidos, protegiendo
la integridad de los derechos y garantías del adolescente y
adulto joven.

En ningún caso podrá aplicarse al adolescente o adulto jo-
ven la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada.

Artículo 6. Para todos los efectos de esta Ley, la edad a
considerar será la que tenía la persona al momento de rea-
lizar la conducta tipificada como delito, la que se acredita-
rá mediante el acta de nacimiento expedida por la autoridad
competente, o bien, tratándose de extranjeros, por docu-
mento apostillado o legalizado. Cuando esto no sea posi-
ble, la comprobación de la edad se hará mediante dictamen
rendido por los peritos que para tal efecto designe la auto-
ridad correspondiente.

Artículo 7. Cuando exista la duda de si se trata de una per-
sona mayor o menor de dieciocho años de edad, se presu-
mirá que es adolescente. Cuando exista la duda de si se tra-
ta de una persona mayor o menor de doce años, se
presumirá niña o niño. En ningún caso se podrá decretar el
internamiento para efectos de comprobación de su edad.

Artículo 8. Para efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Adolescente: la mujer u hombre cuya edad está entre los
doce años cumplidos y menos de dieciocho años;

II. Adulto joven: la mujer u hombre cuya edad está entre
los dieciocho años cumplidos y menos de veinticinco años,

quienes son sujetos al Sistema Federal de Justicia para
Adolescentes en razón de haber realizado una conducta
prevista como delito, cuando de acuerdo a su edad eran
adolescentes en términos de la fracción anterior;

III. Centro de Internamiento: Centro Federal de Interna-
miento Juvenil adscrito a la Secretaría de Seguridad Públi-
ca Federal, encargado de ejecutar las medidas de trata-
miento impuestas a los adolescentes o adultos jóvenes, o
aquéllos Centros de Internamientos Locales que mediante
convenio ejecuten dichas medidas.

IV. Constitución: Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos;

V. Defensor Público Federal de Adolescentes: defensor
adscrito a la Defensoría Pública del Poder Judicial de la Fe-
deración, especializado en adolescentes;

VI. Juez de Distrito Especializado para Adolescentes: Juez
de Distrito Especializado en Justicia para Adolescentes en-
cargado del procedimiento seguido a adolescentes y adul-
tos jóvenes, dictar la resolución final, individualizar las
medidas, controlar la legalidad de la ejecución de las mis-
mas y conocer de los recursos previstos en esta Ley que se-
an de su competencia;

VII. Ley: Ley Federal de Justicia para Adolescentes;

VIII. Magistrado de Circuito para Adolescentes: Magistra-
do Unitario de Circuito especializado en el desahogo de los
recursos previstos en esta Ley que sean de su competencia;

IX. Ministerio Público de la Federación para Adolescentes:
agente del Ministerio Público de la Federación especializa-
do en la procuración de justicia para adolescentes y adultos
jóvenes;

X. Niña y Niño: toda persona menor de doce años de edad;

XI. Programa Individualizado de Ejecución: programa que
diseña la Unidad Especializada por el que se individualiza
la ejecución de las medidas de orientación y protección, así
como las de tratamiento basadas en estudios técnicos mul-
tidisciplinarios;

XII. Secretaría: Secretaría de Seguridad Pública Federal;

XIII. Secretario: Secretario de Seguridad Pública Federal;



XIV. Sistema: Sistema Federal de Justicia para Adolescen-
tes;

XV. Unidad Especializada: Unidad Especializada para
Adolescentes y Adultos Jóvenes de la Secretaría de Segu-
ridad Pública Federal con autonomía técnica y operativa
para el ejercicio de sus atribuciones;

XVI. Víctima: persona en quien recae directamente la con-
ducta tipificada como delito por las leyes federales; y 

XVII. Ofendido: persona a quien se le ha causado un daño
o perjuicio y ha acreditado su interés jurídico en el proce-
dimiento.

Capítulo II
Derechos y garantías de los sujetos de esta ley

Artículo 9. Los derechos y garantías reconocidos a los su-
jetos de esta Ley son irrenunciables, tienen un carácter
enunciativo y no limitativo.

No constituirán antecedentes penales los datos, acusacio-
nes, procesos, resoluciones y medidas que se apliquen al
adolescente o adulto joven.

Artículo 10. Son derechos y garantías del adolescente o
adulto joven sujeto a investigación y proceso, en los térmi-
nos de esta Ley:

I. Los considerados en la Constitución, en la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes, así como en los tratados internacionales que contengan
normas de protección en esta materia;

II. Los adolescentes tienen derecho a la libertad. Cualquier
medida que implique una restricción a este derecho deberá
aplicarse de forma excepcional, como último recurso y du-
rante el tiempo más breve que proceda, únicamente para
conductas consideradas como graves de conformidad con
el artículo 113 de esta Ley; cualquier restricción indebida
en un establecimiento público o privado será considerada
como una forma de privación ilegal de libertad;

III. Al registro de su detención, en los términos del Código
Federal de Procedimientos Penales, en el módulo especial
que les corresponda en su calidad de adolescente o adulto
joven;

IV. En ningún caso, ser sujetos de medidas cautelares o de-
finitivas que no estén establecidas en esta Ley; 

V. Ser siempre tratados y considerados como inocentes,
mientras no se les compruebe la responsabilidad en la rea-
lización de la conducta que se les atribuye;

VI. Que la carga de la prueba la tenga su acusador;

VII. Ser defendidos en igualdad de circunstancias respecto
de su acusador;

VIII. Hacerse representar por un defensor público federal
de adolescentes o privado que posea cédula profesional que
lo acredite como licenciado en derecho;

IX. Ser informados, en un lenguaje claro y accesible, sin
demora y personalmente o a través de sus padres, tutores,
quienes ejerzan la patria potestad o la custodia o represen-
tantes legales, sobre:

1) Las razones por las que se les detiene, juzga o impone
una medida;

2) La persona que les atribuye la realización de la conduc-
ta tipificada como delito;

3) Las consecuencias de la atribución de la conducta;

4) Los derechos y garantías que les asisten en todo mo-
mento;

5) El derecho de disponer de defensa jurídica gratuita y;

6) Todo aquello que interese respecto de su sujeción al Sis-
tema Federal de Justicia para Adolescentes.

X. Que sus padres, tutores o quienes ejerzan la patria po-
testad o la custodia, participen en las actuaciones y les
brinden asistencia general;

XI. En caso de ser indígenas, extranjeros, sordos, mudos o
no sepan leer ni escribir, ser asistidos de oficio y en todos
los actos procesales, por un defensor que comprenda ple-
namente su idioma, lengua, dialecto, así como su cultura; o
bien, de ser necesario, a que su defensor sea auxiliado por
un traductor o intérprete asignado por la autoridad corres-
pondiente o designado por el adolescente o el adulto joven.
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Cuando este último alegue ser indígena, se tendrá como
cierta su sola manifestación, de tal forma que sólo cuando
exista duda, durante el proceso, se solicitará a las autori-
dades comunitarias la expedición de la constancia que
acredite su pertenencia a un determinado pueblo o comu-
nidad; y 

XII. Permanecer separado, cuando esté sujeto a interna-
miento preventivo, de aquellas personas a quienes ya se ha-
ya impuesto la medida de internamiento definitivo.

Artículo 11. Los adolescentes y adultos jóvenes sujetos a
las medidas previstas en esta Ley, tienen derecho a:

I. No ser privados o limitados en el ejercicio de sus dere-
chos y garantías, sino como consecuencia directa o inevi-
table de la medida impuesta;

II. En cualquier caso que implique su internamiento, tienen
derecho a ser alojados en lugares exclusivos y especializa-
dos, de acuerdo con su edad y sexo, totalmente separados
de los adultos;

III. Conocer el propio interesado, sus padres, tutores, quie-
nes ejerzan la patria potestad o la custodia o representantes
legales, el objetivo de la medida impuesta, el contenido del
Programa Individualizado de Ejecución y lo que se requie-
re del adolescente o adulto joven para cumplir con lo que
se le exija en el mismo;

IV. No ser trasladados injustificadamente.

Cuando proceda el traslado, deberá hacerse a centros de in-
ternamiento ubicados lo más cerca posible del lugar de re-
sidencia habitual de su familia o de quienes ejerzan la tu-
toría, patria potestad, o custodia;

V. Ser informados desde el inicio de la ejecución de la me-
dida de internamiento por lo menos sobre: el contenido del
Programa Individualizado de Ejecución de la medida que
se les haya determinado; las disposiciones de las normas y
reglamentos que regulen sus derechos, prerrogativas, bene-
ficios y obligaciones; el régimen interno del centro de in-
ternamiento en el que se encuentren y las medidas discipli-
narias en éste, así como el procedimiento para su
aplicación e impugnación;

VI. Recibir visitas de conformidad con el Reglamento apli-
cable;

VII. Comunicarse por escrito y por teléfono con las perso-
nas de su elección, de conformidad con el Reglamento
aplicable;

VIII. Tener acceso a los medios de comunicación e infor-
mación escritos, de radio y televisión, que no perjudiquen
su adecuado desarrollo, de conformidad con el Reglamen-
to aplicable;

IX. Salir del centro de internamiento para:

a) Recibir atención médica especializada, cuando ésta no
pueda ser proporcionada en el mismo.

b) Acudir al sepelio de sus ascendientes o descendientes en
primer grado, su cónyuge, concubina o concubinario, así
como para visitarlos en su lecho de muerte.

En ambos casos, las salidas serán bajo vigilancia especiali-
zada del Centro Federal de Internamiento.

X. Cursar el nivel educativo que le corresponda y recibir
instrucción técnica o formación práctica sobre un oficio,
arte o profesión, recibir o continuar con la enseñanza e ins-
trucción en otras áreas del conocimiento y, en su caso, re-
cibir terapias o educación especial;

XI. Ser formado en un ambiente propicio para el desarrollo
de hábitos de higiene personal y de convivencia armónica;

XII. Las madres adolescentes o adultas jóvenes tendrán de-
recho a permanecer con sus hijos menores de seis años
mientras dure la medida de internamiento, en lugares ade-
cuados para la madre y su descendiente, en términos del
Reglamento aplicable;

XIII. Realizar actividades recreativas, artísticas, culturales,
deportivas y de esparcimiento, bajo supervisión especiali-
zada;

XIV. Recibir o continuar con atención médica preventiva y
correctiva y cualquier otro tipo de atención vinculada con
la protección de su salud, siempre en razón de su género y
circunstancias particulares. Este derecho será extensivo a
las y los hijos menores de seis años de edad que perma-
nezcan con sus madres adolescentes o adultas jóvenes en
los términos de esta Ley;

XV. Recibir en todo momento una alimentación nutrimen-
tal adecuada y suficiente para su desarrollo;



XVI. Tener una convivencia segura y ordenada en el inte-
rior de los centros de internamiento;

XVII. No recibir medidas disciplinarias colectivas ni casti-
gos corporales ni cualquier tipo de medida que pueda po-
ner en peligro o que vulnere sus derechos o garantías. El
adolescente o adulto joven podrá ser controlado con fuerza
o instrumentos de coerción para impedir que lesione a otros
adolescentes, a sí mismo o que cause daños materiales; en
todo caso el uso de la fuerza deberá ser proporcional y ten-
diente a minimizar dichas lesiones o daños;

XVIII. No ser aislados salvo en aquellos casos en que sea
estrictamente necesario para evitar o resolver actos de vio-
lencia grave, generalizada o amotinamiento en los que el
adolescente o adulto joven esté directamente involucrado.
En ningún caso el aislamiento implicará incomunicación.

El adolescente o adulto joven aislado tiene derecho a que
la Unidad Especializada resuelva a la brevedad sobre la du-
ración de esta medida disciplinaria, quien dentro del térmi-
no de 24 horas, deberá informar al Juez de Distrito Espe-
cializado para Adolescentes su determinación;

XIX. Recibir visita íntima, de conformidad con el Regla-
mento Interior del Centro de Internamiento; y

XX. Los demás previstos en esta Ley y en otros ordena-
mientos aplicables.

Artículo 12. Además de lo previsto en la Constitución y de-
más legislación aplicable, las víctimas u ofendidos tienen
los siguientes derechos:

I. Ser informados sobre sus derechos cuando realicen la de-
nuncia o en su primera intervención en el proceso;

II. Intervenir en el proceso conforme se establece en esta
Ley;

III. Que el Ministerio Público de la Federación para Ado-
lescentes les reciba todos los datos o elementos de prueba
con los que cuenten, o bien a constituirse como coadyu-
vantes de éste;

IV. Ser informados de las resoluciones que finalicen o sus-
pendan el proceso;

V. Siempre que lo soliciten, ser escuchados antes de cada
decisión que implique la extinción o suspensión de la ac-
ción de remisión;

VI. Ser interrogados o participar en el acto para el cual fue-
ron citados, en el lugar de su residencia, si por su edad o
condición física o psíquica, se les dificulta gravemente
comparecer ante  cualquier autoridad del proceso. Para tal
fin deberán requerir con anticipación la dispensa, por sí o
por un tercero;

VII. Recibir asesoría jurídica o protección especial de su
integridad física o psíquica, con inclusión de su familia in-
mediata, cuando reciban amenazas o corran peligro en ra-
zón del papel que cumplen en el proceso;

VIII. Demandar, en su caso, a los terceros civilmente obli-
gados a la reparación del daño;

IX. Impugnar el sobreseimiento o el archivo definitivo de
la investigación;

X. Solicitar la reapertura de la investigación cuando se ha-
ya decretado el archivo temporal y presentar elementos o
medios de prueba para ello; y

XI. A que sus datos personales sean confidenciales.

Capítulo III
Responsabilidad de los adolescentes 

frente a la Ley Penal Federal

Artículo 13. Los adolescentes podrán ser responsables por
infringir la ley penal federal y demás legislación que con-
temple delitos que sean competencia de las autoridades fe-
derales, en los casos y términos que se establecen en esta
Ley.

La niña o niño menor de doce años de edad a quien se le
atribuya una conducta tipificada como delito quedará exen-
to de toda responsabilidad, sin perjuicio de las responsabi-
lidades civiles alas que haya lugar. Si los derechos de la
persona menor de doce años a quien se atribuye la comi-
sión de un delito se encuentran amenazados o vulnerados,
la autoridad competente podrá remitir el caso a las institu-
ciones públicas o privadas responsables de la protección de
los derechos del niño o de la niña.

Artículo 14. No se procederá contra los adolescentes quie-
nes al momento de realizar el hecho tipificado como delito
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padezcan de algún trastorno mental que les impida com-
prender la trascendencia y las consecuencias de la conduc-
ta realizada, salvo que el sujeto activo se encuentre en es-
tado de ebriedad o bajo el efecto de estupefacientes o
psicotrópicos sin que medie prescripción médica, y esta
condición la haya autoprovocado.

Cuando el trastorno se presente durante el procedimiento o
en la fase de ejecución, la autoridad judicial o administra-
tiva competente deberá suspender el desarrollo del proce-
dimiento o la ejecución de la medida durante el tiempo en
que dure el trastorno, si es temporal o definitivamente, si es
permanente y entregará al adolescente o adulto joven a
quienes legalmente corresponda hacerse cargo de ellas.

El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes, en su
caso, resolverá sobre la adecuación de la medida, en forma
provisional o definitiva, considerando las características
del trastorno, así como las necesidades del tratamiento.

En los casos en que el adolescente o adulto joven padezca
un trastorno mental, la autoridad que esté conociendo del
asunto deberá solicitar la intervención de instituciones mé-
dico psiquiátricas, para efecto de que rindan su dictamen
correspondiente, y en su caso, se hagan cargo del trata-
miento.

Artículo 15. La responsabilidad del adolescente o adulto
joven se fincará sobre la base del respeto irrestricto al prin-
cipio de culpabilidad disminuida por el acto y no admitirá,
bajo ninguna circunstancia, consideraciones acerca de la
personalidad, vulnerabilidad biológica, temibilidad, peli-
grosidad, ni de cualquier otra que se funde en circunstan-
cias personales del autor del hecho imputado.

Título Segundo
Autoridades, instituciones y órganos encargados 

de la aplicación de la ley

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 16. La aplicación de esta Ley estará a cargo de las
autoridades, instituciones y órganos especializados si-
guientes:

I. Ministerio Público de la Federación para Adolescentes;

II. Defensor Público Federal para Adolescentes;

III. Juez de Distrito Especializado para Adolescentes;

IV. Magistrado de Circuito para Adolescentes;

V. Unidad Especializada para Adolescentes y Adultos Jó-
venes; y

VI. Directores Titulares de los Centros Federales de Inter-
namiento para Adolescentes.

Artículo 17. Los agentes del Ministerio Público de la Fe-
deración para Adolescentes se encuentran adscritos a la
Procuraduría General de la República. Sus atribuciones y
funciones serán reguladas en la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República.

Los criterios de organización y formación especializada se-
rán definidos por esa institución en los términos de su Re-
glamento.

Artículo 18. Los funcionarios judiciales federales y defen-
sores públicos federales para adolescentes, se encuentran
adscritos al Poder Judicial de la Federación. Los criterios
de organización, formación especializada y los procedi-
mientos de ingreso, promoción, permanencia y termina-
ción del nombramiento, serán definidos por el Consejo de
la Judicatura Federal.

Artículo 19. Los criterios de organización, formación espe-
cializada y los procedimientos de ingreso, promoción, per-
manencia y terminación aplicables al personal correspon-
diente de la Secretaría, serán definidos por esta última
conforme a la legislación aplicable.

Artículo 20. Todas las autoridades, instituciones y órganos
especializados para adolescentes, deben ejercer sus funcio-
nes en estricto apego a los principios rectores del Sistema,
deben asegurar en todo momento el efectivo respeto de los
derechos y garantías reconocidos en la Constitución, en es-
ta Ley, en la Ley para la Protección de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes y en los instrumentos y conve-
nios internacionales aplicables en la materia.

Artículo 21. A efecto de lograr un mejor funcionamiento
del Sistema, las autoridades, instituciones y órganos espe-
cializados para adolescentes, podrán celebrar convenios de
colaboración con otras autoridades, instituciones y órganos
homólogos en las entidades federativas, así como con or-
ganismos públicos o privados, organizaciones no guberna-
mentales y de la sociedad civil.



Para el logro de los objetivos de esta Ley, las autoridades
federales colaborarán, en el ámbito de su competencia, con
las autoridades encargadas de la aplicación del Sistema Fe-
deral de Justicia para Adolescentes.

Artículo 22. La violación de derechos y garantías de los
adolescentes y adultos jóvenes es causa de nulidad del ac-
to en el que ocurra y se determinará la responsabilidad del
o los servidores públicos federales, en los términos de la
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos, la Ley Federal para Prevenir y San-
cionar la Tortura y demás disposiciones aplicables.

Capítulo II
Policías federales

Artículo 23. Los agentes de las policías que en el ejercicio
de sus funciones tengan contacto con niños, niñas, adoles-
centes o adultos jóvenes presuntamente involucrados en
conductas tipificadas como delito en, deberán ejercer sus
funciones conforme a los siguientes deberes y atribucio-
nes:

I. Apegarse a los principios, derechos y garantías previstos
en esta Ley, en la Constitución Federal, en la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes y en los instrumentos y convenios internacionales apli-
cables en la materia;

II. Registrar la detención del adolescente o adulto joven en
los términos del Código Federal de Procedimientos Pena-
les, en el módulo especial que les corresponda en su cali-
dad de adolescentes;

III. Poner al adolescente o adulto joven, inmediatamente y
sin demora a disposición del Ministerio Público de la Fe-
deración para Adolescentes;

IV. Informar al adolescente o adulto joven al momento de
tener contacto con él, sobre los derechos que le garantizan
los ordenamientos aplicables;

V. Auxiliar, de modo prioritario, a las personas menores de
dieciocho años de edad que se encuentren amenazadas por
algún peligro o que hayan sido víctimas de algún delito, así
como brindar protección a sus bienes y derechos;

VI. En los casos de duda acerca de la edad de la persona
detenida en flagrancia, presumir que se trata de adolescen-
tes, o niños, según sea el caso; y 

VII. Salvaguardar la vida, la dignidad e integridad física de
niños, niñas, adolescentes o adultos jóvenes que estén bajo
su custodia, en tanto sean puestos a disposición del Minis-
terio Público Federal para Adolescentes.

Los agentes de las policías por ningún motivo podrán ex-
hibir o exponer públicamente a las niñas, niños y adoles-
centes, así como publicar o divulgar toda grabación, filma-
ción, imagen o cualquier otra información relacionada con
los mismos.

Artículo 24. La contravención a los deberes y prohibicio-
nes establecidas a los agentes de las policías federales será
sancionada en los términos de las disposiciones aplicables.

Capítulo III
Atribuciones de la Unidad Especializada para 

Adolescentes y Adultos Jóvenes y de los 
directores de los centros federales de

internamiento para adolescentes

Artículo 25. Son atribuciones de la Unidad Especializada
las siguientes:

I. Aplicar las medidas para adolescentes y realizar todas las
actividades conducentes para anticipar su reincorporación
familiar y social;

II. Elaborar para cada caso el Programa Individualizado de
Ejecución y someterlo a la aprobación del Juez de Distrito
Especializado para Adolescentes previo al inicio de su eje-
cución;

III. Asegurar en todo momento el respeto irrestricto de los
derechos y garantías previstos en esta Ley, así como la dig-
nidad e integridad de las personas sujetas a medidas, espe-
cialmente de quienes las cumplen en internamiento;

IV. Supervisar y evaluar, cada seis meses, a los centros fe-
derales de internamiento, asegurando que se apeguen a lo
dispuesto por la presente Ley;

V. Elaborar los informes que le correspondan de conformi-
dad con el presente ordenamiento;

VI. Cumplir con las órdenes del Juez de Distrito Especiali-
zado para Adolescentes que establezca esta Ley;

VII. Fomentar en las personas sujetas a alguna medida, el
sentido de la responsabilidad, el valor del respeto a los de-
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rechos de los demás y el desarrollo de las capacidades ne-
cesarias para una participación constructiva dentro de la
sociedad;

VIII. Cumplir con las modalidades y circunstancias de to-
da clase de medidas;

IX. Celebrar convenios de colaboración con instituciones
públicas y privadas para que coadyuven en el cumplimien-
to de los programas personalizados de ejecución de medi-
das;

X. Contar con un registro actualizado de las instituciones
públicas y privadas que colaboren en la ejecución de las
medidas, así como de los programas existentes para su
cumplimiento, y disponer lo conducente para que siempre
esté a disposición de los jueces de distrito especializados
en adolescentes;

XI. Sustanciar la queja administrativa en los términos pre-
vistos en la presente Ley y el reglamento respectivo y, en
su caso, dar vista al área de control y supervisión para los
efectos conducentes;

XII. Conocer y resolver los medios de impugnación que in-
terponga el adolescente o adulto joven, su representante le-
gal, padres o tutor, contra las medidas disciplinarias im-
puestas por el centro de internamiento de conformidad con
el reglamento respectivo;

XIII. Establecer, a través de la instancia colegida respecti-
va las normas relativas a los procedimientos de ingreso, se-
lección, permanencia, evaluación, estímulos, promoción,
reconocimiento, remoción y baja del personal especializa-
do;

XIV. Contar con el personal certificado en las áreas de se-
guridad, guarda y custodia, así como tratamiento y segui-
miento;

XV. Dirigir la supervisión para verificar el cumplimiento
de las medidas en ejecución;

XVI. Solicitar al Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes la adecuación y cumplimiento anticipado de la
medida; 

XVII. Informar al Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes el incumplimiento de la medida por parte del ado-

lescente o adulto joven y solicitar la adecuación correspon-
diente;

XVIII. Proponer al Secretario, los nombramientos del per-
sonal en cargos administrativos o directivos de la estructu-
ra orgánica de la Unidad Especializada hasta directores ge-
nerales adjuntos, así como la de los titulares de los Centros
Federales de Internamiento;

XIX. Determinar la suspensión, destitución o inhabilita-
ción en los casos previstos en el artículo 152 de la presen-
te Ley;

XX. Coordinar y supervisar la operación de los Centros
Federales de Internamiento;

XXI. Ordenar en cualquier momento a las autoridades ad-
ministrativas responsables, que se adopten las medidas ne-
cesarias para proteger la integridad física de las personas
internadas y de sus visitantes, así como para mantener las
condiciones de vida digna en el interior de los centros fe-
derales de internamiento;

XXII. Establecer los mecanismos de comunicación con los
particulares, instituciones públicas y privadas que coadyu-
ven en el cumplimiento de los programas personalizados
de ejecución de medidas; y

XXIII. Las demás que establezcan las disposiciones apli-
cables.

Artículo 26. Son atribuciones de las autoridades de los
Centros Federales de Internamiento las siguientes:

I. Aplicar las medidas de internamiento, en los términos
señalados por el Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes;

II. Poner en práctica inmediatamente el Programa Indivi-
dualizado de Ejecución;

III. Informar a la Unidad Especializada sobre cualquier
trasgresión de los derechos o garantías de adolescentes o
adultos jóvenes, así como de la inminente afectación a los
mismos;

IV. Procurar la plena reincorporación familiar y social de
los adolescentes o adultos jóvenes;



V. Cumplir de inmediato con las resoluciones y requeri-
mientos del Juez de Distrito Especializado para Adolescen-
tes;

VI. Informar por escrito a la Unidad Especializada cada
tres meses o en su caso, al término de la medida, sobre la
forma en que está siendo cumplida la medida, cualquier
obstáculo que se presente para el cumplimiento de la mis-
ma, así como el comportamiento y estado general de los
adolescentes o adultos jóvenes;

VII. Estar en contacto permanente con los padres, familia-
res, tutores, o con quienes ejerzan la patria potestad o la
custodia de adolescentes sujetos a medida, a fin de mante-
nerlos informados sobre el cumplimento de ésta y sobre su
estado físico y mental;

VIII. Utilizar la fuerza física o instrumentos de coerción
exclusivamente cuando se hayan agotado todos los medios
no coercitivos para la imposición de la seguridad y disci-
plina, y en todos los casos informar a la Unidad Especiali-
zada sobre la aplicación de estas medidas disciplinarias, en
lo posible, antes de recurrir a ellas.

Al aplicar la fuerza física como medida excepcional, las
autoridades deberán tomar en cuenta el interés superior del
adolescente y utilizarán el medio idóneo, proporcional y
menos lesivo para éste y sólo por el tiempo estrictamente
necesario para mantener o restablecer el orden o la seguri-
dad perdidos;

IX. Suscribir los convenios que sean necesarios con otras
autoridades, instituciones públicas y privadas, así como
con organizaciones sociales y civiles, para realizar cursos,
talleres y seminarios comunitarios y familiares en torno a
temas relevantes para la prevención del delito y la reinci-
dencia, así como para la reincorporación familiar y social
de los adolescentes y adultos jóvenes;

X. Integrar un expediente de ejecución de la medida que
contenga, por lo menos, la siguiente información:

a) Los datos de identidad de la persona sujeta a la medida
y, en su caso, la información relativa a ingresos previos al
Sistema;

b) La conducta tipificada como delito en las leyes federa-
les por la que fue impuesta la medida, las circunstancias y
motivaciones de la misma y la autoridad judicial federal
que la decretó;

c) Día y hora de inicio y finalización de la medida;

d) Datos acerca de la salud física y mental de la persona su-
jeta a medida;

e) El Programa Individualizado de Ejecución, así como sus
modificaciones, reportes e incidencias;

f) Un registro del comportamiento de la persona sujeta a la
medida durante su estancia en el centro de internamiento
que corresponda; y

g) Cualquier otro hecho, circunstancia o característica par-
ticular de la persona sujeta a medida que se considere im-
portante.

XI. Las demás que establezcan las disposiciones aplica-
bles.

Titulo Tercero
Proceso

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 27. El proceso para adolescentes tiene como obje-
tivo establecer la existencia jurídica de una conducta tipifi-
cada como delito, determinar quién es su autor o partícipe,
el grado de responsabilidad y, en su caso, determinar la
aplicación de las medidas que correspondan conforme a es-
ta Ley.

Artículo 28. La detención provisional y el internamiento de
adolescentes deberá evitarse y limitarse a circunstancias
excepcionales, únicamente a conductas tipificadas como
delitos graves por el artículo 113 de esta ley, debiéndose
aplicar medidas cautelares y definitivas menos gravosas
siempre que sea posible. Las medidas restrictivas de la li-
bertad serán aplicadas por los periodos más breves posi-
bles.

El Ministerio Público de la Federación para Adolescentes,
podrá ordenar la detención provisional del adolescente o
adulto joven, únicamente en casos de urgencia y siempre
que se trate de conductas tipificadas como delitos graves.

Artículo 29. En los casos en que sea procedente, el Minis-
terio Público de la Federación para Adolescentes estará
obligado a solicitar la reparación del daño; y el Juez de
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Distrito Especializado para Adolescentes deberá pronun-
ciarse al respecto.

Artículo 30. Los plazos comenzarán a correr al día si-
guiente de la notificación y se contarán en días hábiles,
con excepción de los casos en que exista privación de la
libertad, en los que deberán contarse también los días in-
hábiles.

Los plazos procesales serán improrrogables y su venci-
miento hará precluir la facultad a ejercer por la autoridad
correspondiente. Si el adolescente o adulto joven se en-
cuentra en libertad, los plazos serán prorrogables según lo
establecido en la presente Ley.

Artículo 31. Todos los hechos y circunstancias pertinentes
para la adecuada solución del caso sometido a conocimien-
to habrán de ser probados por cualquier medio de prueba,
siempre que no vulneren derechos y garantías del adoles-
cente o adulto joven.

Los elementos de prueba no tendrán valor si han sido obte-
nidos por un medio ilícito. Tampoco tendrán valor los me-
dios probatorios que no sean incorporados al proceso con-
forme a las disposiciones de esta Ley.

Las pruebas serán valoradas por los jueces según la sana
crítica, observando las reglas de la lógica, los conocimien-
tos científicos y las máximas de la experiencia.

Artículo 32. Para atender los asuntos materia de esta Ley,
en aquellos lugares donde no haya ministerios públicos,
jueces o tribunales federales especializados para adoles-
centes, los ministerios públicos y los tribunales locales es-
pecializados para adolescentes, serán competentes para
realizar en auxilio de la justicia federal, las diligencias ne-
cesarias para el cumplimiento de la presente Ley, aplican-
do las disposiciones de las leyes federales respectivas, sin
que ello signifique delegación de jurisdicción.

Artículo 33. Si en el transcurso del proceso se comprueba
que la persona a quien se imputa la realización de la con-
ducta tipificada como delito era mayor de dieciocho años
de edad al momento de realizarla, si aún se encuentra en la
fase de indagatoria, el Ministerio Público de la Federación
para Adolescentes deberá remitir de inmediato las actua-
ciones y a la persona detenida ante el Ministerio Público
correspondiente. En el caso de que ya se hubiese realizado
la remisión ante el Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes, éste se declarará incompetente y remitirá los

autos y en su caso, a la persona que hubiere sido puesta a
su disposición, a la autoridad competente.

Si en el transcurso del proceso se comprueba que la perso-
na a quien se le imputa la realización de la conducta era
menor de doce años de edad al momento de realizarla, se
archivarán las actuaciones y se devolverá la custodia a
quien legalmente la ejerza, o en su caso, se notificará a las
instituciones dedicadas a la atención de la infancia.

Artículo 34. Si en un hecho intervienen uno o varios ado-
lescentes con uno o varios adultos, las causas se separarán
y las autoridades especializadas para adolescentes conoce-
rán de lo que corresponda, con plena autonomía de juris-
dicción.

Artículo 35. La acción de remisión prescribirá en un plazo
igual al término medio aritmético de la pena privativa de la
libertad que señala la ley penal para el hecho que constituya
el delito de que se trate; en ningún caso será menor de tres
años ni mayor a siete años, salvo que se trate de delitos que
se persiguen por querella en cuyo caso prescribirá en un año.

Si en la ley penal, la conducta tipificada como delito sólo
mereciere multa, la acción de remisión prescribirá en un
año; si mereciere además de esta sanción, pena privativa de
libertado alternativa, se atenderá a la prescripción de la ac-
ción para perseguir la pena privativa de libertad; lo mismo
se observará cuando corresponda imponer alguna otra san-
ción accesoria.

Los términos para la prescripción de la acción serán conti-
nuos y empezarán a correr:

I. En la conducta tipificada como delito instantáneo, a par-
tir del momento en que se consumó;

II. En la conducta tipificada como delito en grado de tenta-
tiva, a partir del día en que se realizó el último acto de eje-
cución o se omitió la conducta debida;

III. En la conducta tipificada como delito continuado, des-
de el día en que se realizó la última conducta, y

IV. En la conducta tipificada como delito permanente,
cuando cese su consumación.

La prescripción correrá, se suspenderá o se interrumpirá,
en forma individual, para cada uno de los sujetos que in-
tervinieron en la conducta tipificada como delito.



En caso de que el adolescente esté sujeto a proceso por la
comisión de varias conductas típicas, las sanciones que re-
sulten prescribirán separadamente en el término señalado
para cada una.

Artículo 36. Cuando el adolescente o adulto joven sujeto a
una medida de internamiento se sustraiga de la propia me-
dida, se necesitará para la prescripción, el mismo tiempo
que faltaba para cumplirla, más la mitad. En este caso el
plazo para la prescripción no podrá ser menor de un año.

Capítulo II
Investigación y formulación de la remisión

Artículo 37. La investigación de las conductas tipificadas
como delito por las leyes federales atribuidas a adolescen-
tes corresponde al Ministerio Público de la Federación pa-
ra Adolescentes, quien la iniciará de oficio o a petición de
parte, a partir de la denuncia o querella que de manera ver-
bal o escrita se le formule.

En los casos de conductas tipificadas como delito que se
persiguen sólo por querella, el Ministerio Público de la Fe-
deración para Adolescentes estará obligado a promover el
acuerdo conciliatorio, en los términos de esta Ley.

Artículo 38. La acción de remisión corresponde al Minis-
terio Público de la Federación para Adolescentes.

Para los efectos de esta ley, se entiende por remisión el
ejercicio de la facultad que tiene conferido el Ministerio
Público de la Federación prevista en el artículo 18 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 39. Durante la fase de investigación, el Ministerio
Público de la Federación para Adolescentes deberá realizar
todas las actividades necesarias para allegarse los datos y
elementos de convicción indispensables, que acrediten la
conducta prevista como delito y la probable responsabili-
dad del adolescente o adulto joven, como base del ejercicio
de la acción de remisión.

En caso de resultar procedente, el Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes formulará la remisión del
caso al Juez de Distrito Especializado para Adolescentes.
En caso contrario, ordenará el archivo provisional o defini-
tivo de la investigación.

La probable responsabilidad del adolescente se tendrá por
acreditada cuando de los medios probatorios existentes, se

deduzca su participación en la conducta considerada como
delito, el grado de ejecución del hecho y no exista acredi-
tada a favor del adolescente, alguna causa de licitud o al-
guna excluyente de culpabilidad. La estimación del proba-
ble hecho descrito en la Ley y la probable responsabilidad,
se realizará por cualquier medio probatorio que autorice la
misma.

Artículo 40. Los datos y elementos de convicción recaba-
dos durante la investigación por el Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes, tendrán el valor probatorio
que la legislación aplicable les asigne.

Artículo 41. Sólo tendrá valor probatorio la admisión de
los hechos por parte del adolescente o adulto joven, cuan-
do sea realizada ante el Ministerio Público de la Federación
para Adolescentes, o el Juez de Distrito Especializado, y se
reúnan los siguientes requisitos:

I. Que sea hecha con la asistencia de su defensor previa en-
trevista en privado con éste, sí así lo solicita, y que el ado-
lescente o adulto joven esté debidamente informado de los
hechos que se le imputan y de los derechos que le asisten;

II. Que sea realizada de manera voluntaria y libre de cual-
quier tipo de coacción o engaño;

III. Que sea de hecho propio; y

IV. Que no existan datos que, a juicio del Juez de Distrito
Especializado, la hagan inverosímil.

Artículo 42. Sólo en los casos de flagrancia, podrá retener-
se provisionalmente al adolescente sin orden judicial, has-
ta por treinta y seis horas. Se entiende que hay flagrancia
cuando:

I. El adolescente es sorprendido en el momento de estar re-
alizando una conducta tipificada como delito;

II. Inmediatamente después de haberlo cometido, es perse-
guido materialmente;

III. Inmediatamente después de realizarlo, la persona es se-
ñalada por la víctima, algún testigo presencial de los he-
chos o quien hubiere intervenido con ella en la realización
de la conducta que se le atribuye, y se le encuentren obje-
tos o indicios que hagan presumir fundadamente que en
efecto, acaba de realizar una conducta tipificada como de-
lito.
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Cuando se detenga a una persona por un hecho que requie-
ra querella de parte ofendida, será informado inmediata-
mente quien pueda presentarla, y si éste no lo hace al tér-
mino de treinta y seis horas siguientes a la detención, el
adolescente será puesto en libertad de inmediato, sin me-
noscabo de que el Ministerio Público de la Federación pa-
ra Adolescentes pueda otorgar la libertad bajo caución con-
forme a las disposiciones aplicables.

Artículo 43. Los agentes policiacos que detengan a un ado-
lescente en flagrancia, están obligados a remitirlo inmedia-
tamente al Ministerio Público de la Federación para Ado-
lescentes.

Cuando la detención la realice cualquier otra persona, ésta
debe entregarlo a la autoridad más próxima, la que proce-
derá en la forma señalada en el párrafo anterior.

Si el adolescente detenido muestra señales de maltrato físi-
co o psicológico, el Ministerio Público de la Federación
para adolescentes, de oficio o a solicitud del adolescente
dispondrá su traslado a un establecimiento de salud y abri-
rá la investigación para determinar la causa y tipo de las le-
siones y sus responsables.

Artículo 44. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes deberá resolver sobre la procedencia o no de
la remisión dentro del plazo señalado en el artículo 42 de
esta Ley. Si resulta procedente la remisión, el adolescente
será inmediatamente puesto a disposición del Juez de Dis-
trito Especializado para Adolescentes. En caso contrario,
podrá continuarse con la investigación u ordenarse su ar-
chivo provisional o definitivo y el adolescente será inme-
diatamente puesto en libertad.

Artículo 45. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes formulará la remisión, a través de un escrito
que deberá hacer constar lo siguiente:

I. Datos de la víctima u ofendido, en su caso;

II. Datos del adolescente probable responsable;

III. Calificación fundada y motivada de la conducta impu-
tada al adolescente;

IV. Breve descripción de los hechos, estableciendo cir-
cunstancias de lugar, tiempo y modo que hagan probable la
responsabilidad del adolescente en la realización del he-
cho;

V. Relación de los datos y elementos de convicción obteni-
dos hasta ese momento; y,

VI. Determinación del Ministerio Público de la Federación
para Adolescentes para ejercer la acción de remisión, así
como los razonamientos que llevaron a esa decisión.

Artículo 46. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes archivará definitivamente el expediente
cuando los hechos relatados en la denuncia o querella no
fueren constitutivos de conductas tipificadas como delito o
cuando se encuentre extinguida la responsabilidad del ado-
lescente.

Artículo 47. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes podrá archivar provisionalmente aquellas in-
vestigaciones en las que no existan elementos suficientes
para proceder o no se puedan practicar otras diligencias,
sin perjuicio de ordenar la reapertura de las diligencias, si
aparecieren nuevos elementos de convicción que así lo jus-
tifiquen, siempre que no haya surtido efectos la prescrip-
ción.

Artículo 48. La víctima o el ofendido podrán solicitar al
Ministerio Público de la Federación para Adolescentes la
reapertura de expediente y la realización de actividades de
investigación, y de ser negada esta petición, podrán solici-
tarla ante el superior del agente especializado.

Artículo 49. Es procedente el recurso de inconformidad:

I. En contra de las determinaciones del Ministerio Público
de la Federación para Adolescentes de no ejercicio de la ac-
ción de remisión;

II. Por defectos en las actuaciones del Ministerio Público
de la Federación para Adolescentes donde se consagren los
derechos y las garantías de la víctima u ofendido;

III. En contra del acuerdo del Ministerio Público de la Fe-
deración para Adolescentes en el cual omita la certificación
de datos personales de la víctima, ofendido, o testigos de
cargo;

IV. En contra del acuerdo del Ministerio Público de la Fe-
deración para Adolescentes que dé trámite a pruebas peri-
ciales notoriamente improcedentes, o que no cumplan con
las formalidades establecidas por esta Ley; y



V. Contra los acuerdos del Ministerio Público de la Fede-
ración para Adolescentes que no admitan las pruebas ofre-
cidas por los representantes de los adolescentes o adultos
jóvenes a quienes se les atribuye alguna conducta tipifica-
da como delito.

El recurso de inconformidad se promoverá dentro de los
tres días siguientes a la emisión del acto impugnado, ante
el superior jerárquico del Ministerio Público de la Federa-
ción para Adolescentes, quien hará un análisis de las cons-
tancias que integran el expediente, y dictará su resolución
en un término no mayor a nueve días.

Las víctimas u ofendidos podrán interponer el recurso en
los casos previstos en las fracciones I a V del presente ar-
tículo. Los adolescentes o adultos jóvenes podrán interpo-
nerlo en los casos previstos en las fracciones IV y V del
presente artículo.

Los sujetos facultados para interponer el recurso, deberán
expresar de manera clara y concisa los agravios que le cau-
san las actuaciones del Ministerio Público de la Federación
para Adolescentes.

Capítulo III
Del procedimiento, juicio y resolución

Sección I
Del procedimiento

Artículo 50. A partir del momento en que el escrito de re-
misión es recibido por el Juez de Distrito Especializado pa-
ra Adolescentes, éste deberá determinar si existen bases pa-
ra el libramiento de la orden de presentación o detención o,
en su caso, para la sujeción a proceso y la procedencia de
medidas cautelares si el Ministerio Público de la Federa-
ción para Adolescentes lo solicitare.

En el supuesto de que el adolescente o el adulto joven estu-
viere detenido al momento de recibir el escrito de remisión
o cumplimentada la orden de presentación o detención, se
celebrará de inmediato una audiencia en la que el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes deberá, en su caso,
examinar la legalidad de la detención. Si ésta resultare im-
procedente, la audiencia se suspenderá y se decretará la in-
mediata libertad del adolescente o adulto joven. De ratificar-
se la detención, la audiencia continuará su curso.

En esta audiencia, si el adolescente o adulto joven desea
hacerlo, se recibirá su declaración inicial, se le hará saber

que en un plazo máximo de setenta y dos horas se determi-
nará su libertad o sujeción a proceso, el cual podrá prorro-
garse hasta por un plazo igual, con la finalidad de aportar y
desahogar elementos de prueba para que el Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes resuelva su situación.
La prolongación de la detención en su perjuicio será san-
cionada por la ley penal federal.

Si la audiencia se suspende a petición del adolescente o su
defensor, el Juez de Distrito Especializado para Adolescen-
tes, a solicitud del Ministerio Público de la Federación pa-
ra Adolescentes, podrá imponer alguna de las medidas cau-
telares de las previstas en esta Ley hasta que la audiencia
se reanude.

A esta audiencia deberán concurrir el Ministerio Público de
la Federación para Adolescentes, el adolescente o adulto
joven probable responsable, su defensor y, en su caso, po-
drán asistir padres, tutores o quienes ejerzan la patria po-
testad o la custodia del adolescente. La ausencia de estos
últimos no suspenderá la audiencia.

Artículo 51. Para la celebración de la audiencia de sujeción
a proceso, si el adolescente o adulto joven no se encontra-
ra detenido, el Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes podrá dictar, a solicitud del Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes:

I. Orden de presentación en los casos en los que la con-
ducta que se investiga no merezca medida de internamien-
to. En caso de que el adolescente o adulto joven no com-
parezca voluntariamente, el Juez podrá hacerlo comparecer
con el auxilio de la fuerza pública; y

II. Orden de detención e internamiento preventivo, cuando
la conducta que se investiga merezca medida de interna-
miento y exista una presunción razonable, por apreciación
de las circunstancias del caso particular, de que el adoles-
cente o adulto joven podría no someterse al proceso u obs-
taculizaría la averiguación de la verdad, o se estime que el
adolescente o adulto joven puede cometer alguna otra con-
ducta tipificada como delito contra la propia víctima, algu-
no de los testigos que depongan en su contra, servidores
públicos que intervengan en el proceso o contra algún ter-
cero.

Artículo 52. Es indelegable la presencia del Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes en todas las audiencias
que se lleven a cabo durante el procedimiento, el juicio y
notificación de la sentencia.
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Artículo 53. Los procedimientos en los que se ven involu-
crados adolescentes o adultos jóvenes son de interés públi-
co; en función de lo anterior y para salvaguardar plena-
mente el derecho que tienen a ser escuchados, su
declaración debe ser:

I. Rendida únicamente ante el Ministerio Público de la Fe-
deración para Adolescentes o ante el Juez de Distrito Espe-
cializado para Adolescentes, en presencia de su defensor;

II. Voluntaria, de manera que sólo se puede realizar si el
adolescente o adulto joven presta su consentimiento des-
pués de consultarlo con su defensor;

III. Pronta, por lo que se dará prioridad a la declaración del
adolescente o adulto joven, procurando que el tiempo entre
la presentación y la declaración inicial sea el menor posi-
ble; 

IV. Breve, de modo que la comparecencia ante el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes tome estricta-
mente el tiempo requerido, considerando incluso periodos
de descanso para el adolescente o adulto joven;

V. Eficiente, por lo que Juez de Distrito Especializado pa-
ra Adolescentes tendrá que preparar la comparecencia con
antelación para obtener la información que requiera para el
ejercicio de sus funciones en el menor número de sesiones
que sea posible;

VI. Solicitada por el adolescente o adulto joven por lo que
podrá alegar lo que a su derecho convenga, cuantas veces
lo pida dentro de los momentos procesales correspondien-
tes, y

VII. Asistida, de modo que se realice con la asistencia de
su defensor; cuando exista ansiedad o fatiga producidas por
la declaración, se suspenderá ésta, reanudándose a la bre-
vedad posible. En los casos en que el adolescente tenga una
edad de entre doce años y catorce años no cumplidos, tam-
bién será necesaria la presencia de sus padres, tutores, cus-
todios o quienes ejerzan la patria potestad, si él y su defen-
sa lo estiman conveniente.

Artículo 54. Sólo a solicitud del Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes y, en la forma, bajo las con-
diciones y por el tiempo que se fija en esta Ley, el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes podrá imponer al
adolescente o adulto joven, después de escuchar sus razo-
nes, las siguientes medidas cautelares:

I. La presentación de una garantía económica suficiente;

II. La prohibición de salir sin autorización del país, de la
localidad en la cual reside o del ámbito territorial que fije
el Juez de Distrito Especializado para Adolescentes; 

III. La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de
una persona o institución determinada, que informe regu-
larmente al Juez de Distrito Especializado para Adolescen-
tes;

IV. La obligación de presentarse periódicamente ante el
Juez de Distrito Especializado para Adolescentes o ante la
autoridad que él designe;

V. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o
de visitar ciertos lugares;

VI. La prohibición de convivir o comunicarse con personas
determinadas, siempre que no se afecte el derecho de de-
fensa;

VII. La separación inmediata del domicilio cuando se trate
de conductas tipificadas como delitos sexuales en la ley pe-
nal federal y la presunta víctima conviva con el adolescen-
te o adulto joven;

VIII. El internamiento preventivo en instalaciones especia-
lizadas; y

IX. La libertad vigilada.

Las medidas cautelares podrán dictarse y revocarse en
cualquier momento hasta antes de dictarse sentencia.

Artículo 55. Para imponer cualquier tipo de medida caute-
lar, el Ministerio Público de la Federación para Adolescen-
tes deberá acreditar ante el Juez de Distrito Especializado,
la existencia del hecho atribuido y la probable participa-
ción del adolescente o adulto joven, a quien podrá imponer
una o varias de las medidas cautelares previstas en esta
Ley, y dictar las órdenes necesarias para garantizar su cum-
plimiento.

Artículo 56. El internamiento preventivo deberá aplicarse
sólo de manera excepcional, hasta por un plazo máximo de
tres meses, cuando otra medida cautelar menos gravosa re-
sulte insuficiente para garantizar la presencia del adoles-
cente o adulto joven en el procedimiento, siempre que el
adolescente sea mayor de catorce años de edad al momen-



to de cometer el hecho,  y la conducta atribuida a este se
encuentre considerada como grave, en los términos del ar-
tículo113 de esta Ley. Además de lo anterior, deberá  con-
currir cualquiera de las circunstancias siguientes:

I. Exista riesgo que se sustraiga de la acción de la justicia,
de obstaculización del procedimiento o de destrucción de
los medios de convicción; o

II. Se estime que el adolescente o adulto joven puede co-
meter una conducta tipificada como delito contra la propia
víctima, alguno de los testigos que depongan en su contra,
servidores públicos que intervengan en el proceso, o contra
algún tercero.

El internamiento preventivo no podrá combinarse con otras
medidas cautelares y deberá ser cumplido en instalaciones
diferentes a las destinadas al cumplimiento de la medida de
internamiento definitivo.

Sección II
Del juicio

Artículo 57. El juicio se desahogará de manera escrita y
formal, privilegiando en todo momento la inmediación, in-
mediatez y celeridad procesal del juzgador en las actuacio-
nes, atendiendo a la supletoriedad del Código Federal de
Procedimientos Penales.

Artículo 58. El adolescente, sus padres, tutores o quienes
ejerzan la patria potestad o la custodia, o en su caso, el
adulto joven, y su defensor, podrán solicitar que las au-
diencias correspondientes se verifiquen a puerta cerrada.
En el juicio deberán estar presentes el Juez de Distrito Es-
pecializado para Adolescentes, el adolescente o adulto jo-
ven, su defensor, familiares o representantes, y Ministerio
Público de la Federación para Adolescentes.

Sección III
De la resolución

Artículo 59. Concluido el juicio, el Juez de Distrito Espe-
cializado resolverá sobre la responsabilidad del adolescen-
te o adulto joven, atendiendo a lo establecido en esta Ley.

El Juez de Distrito Especializado apreciará la prueba, con-
forme a las reglas de la lógica, los conocimientos científi-
cos y las máximas de la experiencia; sólo podrán valorarse
y someterse a la crítica racional, los medios de prueba ob-

tenidos por un proceso permitido e incorporados al juicio
conforme a las disposiciones de esta Ley.

En caso de duda, el Juez de Distrito Especializado deberá
resolver tomando en cuenta lo que más favorezca al ado-
lescente o adulto joven.

Artículo 60. La resolución que se dicte será siempre pro-
porcional no sólo a las circunstancias y la gravedad de la
conducta tipificada como delito, sino también a las cir-
cunstancias y características personales del adolescente o
adulto joven, al interés público y al daño causado.

Artículo 61. La imposición e individualización de medidas
a cargo del Juez de Distrito Especializado para Adolescen-
tes deberá sujetarse a las siguientes disposiciones:

I. Sólo podrán imponerse las medidas consideradas en esta
Ley;

II. El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes de-
berá valorar:

a) La gravedad de la conducta; la forma de autoría o de par-
ticipación; la intencionalidad del agente; el grado de ejecu-
ción de que se trate; las circunstancias de tiempo, modo, lu-
gar u ocasión; la posibilidad que tuvo el agente de haber
ajustado su conducta a las exigencias de la norma; los me-
dios comisivos empleados; el comportamiento del sujeto
activo después del hecho y el comportamiento de la vícti-
ma en el hecho;

b) La edad; el nivel de educación; las condiciones sociales,
económicas y culturales; los  motivos que lo impulsaron o
determinaron a desarrollar su comportamiento; las condi-
ciones personales, fisiológicas y psíquicas específicas en
que se encontraba el sujeto activo en el momento de la co-
misión de la conducta; si el agente perteneciera a un grupo
étnico o pueblo indígena, se tomarán en cuenta, además,
sus usos y costumbres; y 

c) Las necesidades particulares del adolescente o adulto jo-
ven, así como las  posibilidades reales de ser cumplida la
medida.

III. El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes
atenderá a las reglas de concurso de conductas típicas;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2012159



Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados160

IV. La medida de internamiento se impondrá de manera ex-
cepcional y en ningún caso a adolescentes menores de ca-
torce años de edad; y

V. En cada resolución, el Juez de Distrito Especializado pa-
ra Adolescentes podrá imponer amonestación y hasta un
máximo de dos medidas más, compatibles entre sí, de mo-
do que su ejecución pueda ser simultánea y en ningún ca-
so, sucesiva.

Artículo 62. La resolución deberá estar debidamente fun-
dada y motivada, escrita en un lenguaje accesible al ado-
lescente o adulto joven y deberá contener los siguientes
elementos:

I. Lugar, fecha y hora en que es emitida;

II. Datos personales del adolescente;

III. Relación de los hechos, pruebas, alegatos y conclusio-
nes;

IV. Motivos y fundamentos legales que la sustentan;

V. Argumentos a partir de los cuales se decide si quedó
acreditada o no la existencia de la conducta;

VI. Argumentos a partir de los cuales se decide si quedó o
no acreditada la responsabilidad del adolescente o adulto
joven;

VII. La medida que en su caso llegue a imponerse, su du-
ración y lugar de aplicación y ejecución, así como la medi-
da de mayor gravedad que se impondría en el caso de in-
cumplimiento;

VIII. Las medidas de menor gravedad por las que, en los
términos de esta Ley, puede sustituirse la medida impues-
ta, así como el orden en que deben ser consideradas por la
Unidad Especializada; y

IX. El monto de la reparación del daño a la víctima u ofen-
dido, en su caso.

La simple relación de las pruebas, la mención de los re-
querimientos, argumentos o pretensiones de las partes, afir-
maciones dogmáticas, fórmulas genéricas, o rituales no
constituyen en caso alguno fundamentación ni motivación.

Artículo 63. Una vez firme la medida, el Juez de Distrito
Especializado para Adolescentes establecerá las condicio-
nes y la forma en que el adolescente o adulto joven debe
cumplirla, quedando a cargo de la Unidad Especializada la
elaboración de un Programa Individualizado de Ejecución.

El adolescente, sus padres, tutores o quienes ejerzan la pa-
tria potestad o la custodia, o en su caso, el adulto joven, y
su defensor, podrán solicitar ante el Juez de Distrito Espe-
cializado para Adolescentes la revisión del Programa Indi-
vidualizado de Ejecución dentro del plazo de cinco días si-
guientes a aquél en que se le haya informado al adolescente
o adulto joven su contenido.

Capítulo IV
Procedimientos alternativos al juicio

Artículo 64. Los medios alternativos al proceso judicial
responden a los principios de subsidiariedad y mínima in-
tervención previstos por la presente Ley; se orientan hacia
los fines de la justicia restaurativa, a efecto de que la vícti-
ma u ofendido y el adolescente o adulto joven participen
conjuntamente de forma activa en la solución de las conse-
cuencias derivadas del hecho atribuido.

Sección I
Conciliación y mediación

Artículo 65. La conciliación es el procedimiento voluntario
realizado entre el adolescente o adulto joven y la víctima u
ofendido, que tiene la finalidad de llegar a un acuerdo de
voluntades que deberá ser aprobado por el Juez de Distrito
Especializado para Adolescentes correspondiente.

La mediación es el procedimiento por el cual una persona
o entidad especializada en la procuración de acuerdos in-
terviene en el conflicto para brindar a las partes asesora-
miento respecto de los posibles acuerdos que pueden al-
canzar para dirimir su controversia, en los casos en que así
proceda.

Durante todo el desarrollo de la conciliación y la media-
ción, el adolescente o adulto joven y la víctima u ofendido
deberán ser asistidos por su defensor y el Ministerio Públi-
co de la Federación para Adolescentes, respectivamente.

La conciliación y la mediación se rigen por los principios
de voluntariedad de las partes, confidencialidad, flexibili-
dad, neutralidad, imparcialidad, equidad, legalidad y ho-
nestidad.



Los conciliadores y mediadores deberán guardar secreto
sobre lo que conozcan en las deliberaciones y discusiones
de las partes.

El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes no
aprobará la conciliación o la mediación cuando tenga fun-
dados motivos para estimar que alguno de los participantes
no está en condiciones de igualdad para negociar o ha ac-
tuado bajo coacción o amenaza.

En el caso de los adolescentes, el acuerdo conciliatorio o
de mediación requerirá el consentimiento de los padres, tu-
tores o quienes ejerzan la patria potestad o la custodia.

Artículo 66. Sólo procederá la conciliación o la mediación
cuando se trate de conductas tipificadas como delito, que
se persigan a petición de parte, o bien, en las que persi-
guiéndose de oficio, sean de carácter patrimonial y no ame-
riten medidas de internamiento, siempre que se garantice la
reparación del daño.

Artículo 67. En los casos del artículo anterior, es obliga-
ción del Ministerio Público de la Federación para Adoles-
centes proponer y, en su caso, realizar la conciliación o fa-
cilitar la mediación. En los demás casos, esta alternativa al
proceso judicial se realizará ante el Juez de Distrito Espe-
cializado para Adolescentes que corresponda y siempre a
petición de parte.

Artículo 68. La conciliación y la mediación podrán reali-
zarse en cualquier momento desde que el adolescente es
puesto a disposición del Ministerio Público de la Federa-
ción para Adolescentes y hasta antes de que se dicte sen-
tencia de primera instancia.

Artículo 69. En apego estricto a los plazos acordados por
las partes y los determinados por la autoridad frente a la
que se comprometió el acuerdo derivado de la conciliación
o la mediación, debe suspenderse el procedimiento mien-
tras esté pendiente su cumplimiento.

El plazo fijado para el cumplimiento de las obligaciones
pactadas suspenderá la prescripción de la acción de remi-
sión.

Artículo 70. Los acuerdos derivados de la conciliación o la
mediación no implican ni requieren el reconocimiento, por
parte del adolescente o adulto joven, de haber realizado la
conducta que se le atribuye.

Artículo 71. Si el adolescente o adulto joven cumpliera con
todas las obligaciones contenidas en el acuerdo derivado de
la conciliación o en el de la mediación, la autoridad corres-
pondiente debe resolver la terminación del procedimiento y
ordenará su archivo definitivo o el sobreseimiento.

En caso de incumplimiento de dichas obligaciones, el pro-
cedimiento ordinario continuará a partir de la última actua-
ción que conste en el registro.

Los acuerdos derivados de la conciliación o de la media-
ción tendrán el carácter de título ejecutivo únicamente en
lo relativo a la reparación del daño, dejándose a salvo los
derechos de la víctima o del ofendido para hacerlo valer
ante los tribunales competentes, en cuyo caso el procedi-
miento relativo ya no incluiría lo relativo a la reparación
del daño.

No se podrá invocar, dar lectura, ni incorporar como medio
de prueba ningún antecedente que tenga relación con la
proposición, discusión, aceptación, procedencia, rechazo o
revocación de un procedimiento de conciliación o media-
ción.

Sección II.
Suspensión condicional del proceso a prueba

Artículo 72. En los casos en los que la conducta tipificada
como delito esté sancionada con internamiento y siempre
que el adolescente o adulto joven no se encuentre gozando
de este beneficio en proceso diverso, procederá la suspen-
sión condicional del proceso a prueba.

La suspensión del proceso podrá solicitarse ante el Juez de
Distrito Especializado y hasta antes de que dicte resolución
sobre la responsabilidad del adolescente o adulto joven; y
no impedirá el ejercicio de la acción civil ante los tribuna-
les respectivos.

La solicitud deberá contener un acuerdo de reparación del
daño causado por la conducta tipificada como delito y un
detalle de las condiciones que estaría dispuesto a cumplir
el adolescente o adulto joven conforme al artículo siguien-
te. El acuerdo podrá consistir en una indemnización hasta
el equivalente a la reparación del daño que en su caso pu-
diera llegar a imponerse, de manera inmediata o por cum-
plir a plazos.

Para el otorgamiento de la suspensión será condición in-
dispensable que el adolescente o adulto joven reconozca su
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participación en el hecho que se le atribuye y que existan
datos de la investigación que permitan corroborar su exis-
tencia.

El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes oirá
sobre la solicitud en audiencia al Ministerio Público de la
Federación para Adolescentes, a la víctima u ofendido y al
adolescente o adulto joven, y resolverá de inmediato, salvo
que difiera esa discusión para la audiencia de sujeción a
proceso, en su caso. La resolución fijará las condiciones
bajo las cuales se suspende el proceso o se rechaza la soli-
citud, y aprobará o modificará el acuerdo de reparación
propuesto, conforme a criterios de razonabilidad. La sola
falta de recursos económicos por parte del adolescente o
adulto joven no podrá aducirse para rechazar la posibilidad
de suspensión del proceso a prueba.

Si la solicitud no se admite, o el proceso se reanuda con
posterioridad, el reconocimiento de su participación en los
hechos por parte del adolescente o adulto joven no tendrá
valor probatorio alguno.

Artículo 73. El Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes fijará el plazo de suspensión del proceso a prueba,
que no podrá ser inferior a un año ni superior a dos, y de-
terminará además de la reparación del daño, una o varias
de las reglas que deberá cumplir el adolescente o adulto jo-
ven, entre las siguientes:

I. Residir en un lugar determinado;

II. Frecuentar o dejar de frecuentar determinados lugares o
personas;

III. Abstenerse de consumir drogas, estupefacientes o bebi-
das alcohólicas;

IV. Participar en programas especiales para la prevención y
tratamiento de adicciones;

V. Comenzar o finalizar la escolaridad básica, aprender un
oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar o la insti-
tución que determine el Juez de Distrito Especializado pa-
ra Adolescentes;

VI. Prestar servicio social a favor del Estado o de institu-
ciones de asistencia social;

VII. Permanecer en un trabajo o empleo;

VIII. Someterse a la vigilancia que determine el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes;

IX. No conducir vehículos automotores; 

X. Abstenerse de viajar al extranjero.

Cuando se acredite plenamente que el adolescente o adulto
joven no puede cumplir con alguna de las obligaciones an-
teriores por ser incompatibles a su estado físico o contra-
rias a su salud o alguna otra causa de especial relevancia,
el Juez de Distrito Especializado para Adolescentes podrá
sustituirlas, fundada y motivadamente, por otra u otras aná-
logas que resulten razonables y que garanticen los derechos
de la víctima u ofendido.

Para fijar las reglas, el Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes puede disponer que el adolescente o adulto
joven sea sometido a una evaluación previa. En ningún ca-
so el Juez puede imponer medidas más gravosas que las so-
licitadas por el Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes.

La decisión sobre la suspensión del proceso será pronun-
ciada en audiencia, en presencia del adolescente o adulto
joven, su defensor, los padres, tutores o quienes ejerzan la
patria potestad o la custodia del adolescente, la víctima u
ofendido, y el Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes, quienes podrán expresar observaciones a las
reglas impuestas en los términos de este artículo, las que
serán resueltas de inmediato. El Juez de Distrito Especiali-
zado para Adolescentes prevendrá al adolescente o adulto
joven sobre las reglas de conducta impuestas y las conse-
cuencias de su inobservancia.

Artículo 74. En los casos suspendidos en virtud de las dis-
posiciones correspondientes a esta Sección, el Ministerio
Público de la Federación para Adolescentes tomará las me-
didas  necesarias para evitar la pérdida, destrucción o in-
eficacia de los medios de prueba conocidos y las que soli-
citen las partes.

Artículo 75. Si el adolescente o adulto joven se aparta con-
siderablemente y en forma injustificada de las condiciones
impuestas para la suspensión del proceso a prueba, el Juez
de Distrito Especializado para Adolescentes, previa peti-
ción del Ministerio Público de la Federación para Adoles-
centes o de la víctima u ofendido, convocará a las partes a
una audiencia en la que se debatirá sobre la revocación y se
resolverá de inmediato, fundada y motivadamente, acerca
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de la reanudación del proceso. En lugar de la revocación,
el Juez de Distrito Especializado para Adolescentes podrá
ampliar el plazo de la suspensión a prueba hasta por dos
años más. Esta extensión del término puede imponerse só-
lo por una vez.

Artículo 76. La suspensión del proceso a prueba no extin-
gue las acciones civiles de la víctima o de terceros. Sin em-
bargo, si la víctima recibe pagos en virtud de la proceden-
cia de la suspensión, ellos se destinarán a la indemnización
por la reparación del daño que le pudiere corresponder.

Transcurrido el plazo que se fije sin que la suspensión fue-
re revocada, cesará el proceso, debiendo decretarse de ofi-
cio o a petición de parte, el sobreseimiento, siempre y
cuando se haya cubierto la reparación del daño correspon-
diente.

Durante el período de suspensión del proceso a prueba que-
darán suspendidos los plazos procesales correspondientes.

Artículo 77. Los efectos de la suspensión del proceso a
prueba cesarán mientras el adolescente o adulto joven esté
privado de su libertad por otro proceso.

Si está sometido a otro proceso y goza de libertad, el plazo
relativo a la suspensión seguirá su curso, hasta en tanto
quede firme la resolución que se dicte dentro de este pro-
ceso.

La revocatoria de la suspensión del proceso no impedirá el
pronunciamiento de una sentencia absolutoria ni la conce-
sión de algunas de las medidas sustitutivas al internamien-
to cuando fueren procedentes.

Título Cuarto
Medidas

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 78. Las medidas reguladas por esta Ley tienen co-
mo fin una justicia restaurativa, la reintegración social, y
familiar del adolescente o adulto joven, así como el de pro-
porcionar a éste una experiencia de legalidad y una oportu-
nidad de valorar los beneficios de la convivencia armóni-
ca, del civismo y del respeto a las normas y derechos de los
demás. Para ello, éstas deben instrumentarse, en lo posible,
con la participación de la familia, de la comunidad y, en su
caso, con el apoyo de especialistas.

Todas las medidas de esta Ley están limitadas en su dura-
ción y no podrán, bajo ninguna circunstancia, superar el
máximo previsto para cada una de ellas. Ello no excluye la
posibilidad de determinar el cumplimiento de la medida
antes de tiempo, ni de adecuarla en beneficio del sujeto de
la misma, en los términos previstos por esta Ley.

La decisión sobre la medida que debe ser impuesta tendrá
relación directa con los daños causados, el grado de parti-
cipación del adolescente en los hechos y los fines señala-
dos en el primer párrafo de este artículo.

Artículo 79. Las medidas que pueden cumplirse en libertad
son de aplicación prioritaria; en tanto que las que implican
privación de libertad deben aplicarse como último recurso.

Artículo 80. Cuando se unifiquen medidas, debe atenderse
a los máximos legales que para cada medida prevé esta
Ley.

Capítulo II
Medidas de orientación y protección

Artículo 81. Las medidas de orientación y protección con-
sisten en apercibimientos, mandamientos o prohibiciones,
impuestos por el Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes. Estas medidas tienen el fin de regular, respetan-
do los derechos de los adolescentes o adultos jóvenes, las
conductas de éstos que afectan el interés de la sociedad,
promoviendo su formación, la comprensión del sentido que
tiene la medida, el fomento de vínculos socialmente positi-
vos y el pleno desarrollo de su personalidad.

Las medidas de orientación y protección se aplicarán bajo
el seguimiento de los servidores públicos que la Unidad
Especializada designe, excepto la de apercibimiento, y en
lo posible con la colaboración de la familia y su comuni-
dad.

Sección I
Apercibimiento

Artículo 82. El apercibimiento es la llamada de atención
enérgica que el Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes hace al adolescente o adulto joven, en forma oral,
clara y directa, en un único acto, para hacerle comprender
la gravedad de la conducta realizada y las consecuencias
que la misma ha tenido o pudo haber tenido, tanto para la
víctima o el ofendido, como para el propio adolescente o
adulto joven, instándolo a cambiar su comportamiento, a
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no reincidir y conminándolo a aprovechar la oportunidad
que se le da al imponérsele esta medida, que es la más be-
névola entre las que considera esta Ley. La finalidad de es-
ta medida es la de conminar al adolescente o adulto joven
para que evite la futura realización de conductas tipificadas
como delitos, así como advertirle que, en el caso de reinci-
dir en su conducta, se le aplicará una medida más severa.

Artículo 83. Cuando la resolución en la que se sancione al
adolescente o adulto joven con apercibimiento quede fir-
me, el Juez de Distrito Especializado para Adolescentes
procederá a ejecutar la medida.

De la ejecución del apercibimiento se dejará constancia por
medio de acta que deberá ser firmada por el Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes, el adolescente o adul-
to joven, en su caso, los padres, tutores o quienes ejerzan la
patria potestad o custodia del adolescente y quienes hayan
estado presentes.

En el mismo acto, el Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes deberá recordar a los padres, tutores, o a
quienes ejerzan la patria potestad o custodia, sus deberes
en la formación, educación y supervisión del adolescente o
adulto joven.

Sección II
Libertad asistida

Artículo 84. La libertad asistida consiste en ordenar al ado-
lescente o adulto joven a continuar con su vida cotidiana,
pero bajo la vigilancia de un supervisor y de conformidad
con el Programa Individualizado de Ejecución. La dura-
ción de esta medida no podrá ser inferior a tres días ni ma-
yor de cuatro años.

La finalidad de esta medida es inculcar en el adolescente o
adulto joven el aprecio por la vida en libertad y la impor-
tancia que en la convivencia común tiene el respeto a los
derechos de los demás; en consecuencia, el Programa Indi-
vidualizado de Ejecución deberá contener actividades diri-
gidas al efecto, de modo que se afirme la cultura de la le-
galidad y se aprecien las desventajas de comportamientos
irresponsables frente a las leyes y los derechos de otras per-
sonas.

El supervisor designado por la Unidad Especializada, dará
seguimiento a la actividad del adolescente o adulto joven
mientras dure la medida y tendrá las siguientes obligacio-
nes:

I. Supervisar la asistencia y aprovechamiento del adoles-
cente o adulto joven a los programas y actividades previs-
tas en el Programa Individualizado de Ejecución, y propor-
cionar la orientación requerida;

II. Promover socialmente al adolescente o adulto joven y
su familia proporcionándoles orientación, y

III. Presentar los informes que le requiera la Unidad Espe-
cializada así como el Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes.

Sección III
Prestación de servicios a favor de la comunidad

Artículo 85. En cumplimiento de la medida de prestación
de servicios a favor de la comunidad, el adolescente o adul-
to joven debe realizar actividades gratuitas de interés gene-
ral, en entidades de asistencia pública o privada, hospitales,
escuelas u otros establecimientos del sector social. La fina-
lidad de esta medida es inculcar en el adolescente o adulto
joven el respeto por los bienes y servicios públicos, así co-
mo el valor que estos representan en la satisfacción de las
necesidades comunes.

Los servicios a prestar deben asignarse conforme a los fines
de las medidas previstos por esta Ley y a las aptitudes del
adolescente o adulto joven. No pueden exceder en ningún
caso de doce horas semanales que pueden ser cumplidas en
sábado, domingo, días feriados, o en días hábiles, pero en to-
do caso, deben ser compatibles con la actividad educativa o
laboral que el adolescente o adulto joven realice.

La naturaleza del servicio prestado por el adolescente o
adulto joven deberá estar vinculada, cuando sea posible,
con la especie del bien jurídico lesionado por la conducta
realizada.

La duración de esta medida debe tener relación directa con
los daños causados, así como la existencia de voluntad de
ocasionarlos, pero en ningún caso podrá ser inferior a tres
días ni exceder en ningún caso de cuatro años.

Artículo 86. Cuando quede firme la resolución del Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes que impuso esta
medida, la Unidad Especializada citará al adolescente o
adulto joven, así como a los padres, tutores o quienes ejer-
zan la patria potestad o custodia del adolescente para hacer
de su conocimiento el contenido del Programa Individuali-
zado de Ejecución, en el que deberá indicarse claramente:
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I. El tipo de servicio que debe prestar;

II. El lugar donde debe realizarlo;

III. El horario en que debe ser prestado el servicio;

IV. El número de horas, días, semanas, meses, o años du-
rante los cuales debe ser prestado; y

V. Los datos del supervisor del adolescente o adulto joven
que debe verificar que la prestación del servicio se realice
conforme a lo establecido en la resolución del Juez de Dis-
trito Especializado en Adolescentes.

El supervisor debe visitar periódicamente el lugar donde se
presta el servicio e informar a la Unidad Especializada la
forma en que la medida se está cumpliendo. El supervisor
de la Unidad Especializada podrá auxiliarse de un miembro
de la institución u organización pública o privada en don-
de se cumplirá con la medida, sin que por ello se entienda
delegada la función de inspección.

Para la determinación del servicio, se preferirán las entida-
des y programas del lugar de origen del adolescente o adul-
to joven, o de donde resida habitualmente.

La entidad, institución, u organización en donde se esté
prestando el servicio, deberá informar semanalmente a la
Unidad Especializada sobre el desempeño del adolescente
o adulto joven y cualquier situación que se presente duran-
te la ejecución de la medida.

La inasistencia injustificada del adolescente o adulto joven
por más de tres ocasiones en el lapso de treinta días, así
como la mala conducta o falta de disciplina, y el bajo ren-
dimiento en el desempeño de la prestación del servicio, se-
rán causales de incumplimiento de esta medida, en cuyo
caso se hará del conocimiento del Juez de Distrito Espe-
cializado para Adolescentes para que resuelva lo condu-
cente.

Artículo 87. Los convenios de colaboración celebrados en-
tre la Unidad Especializada y las instituciones u organiza-
ciones sociales y privadas deberán hacerse del conocimien-
to del Juez de Distrito Especializado para Adolescentes. El
respeto a los derechos del adolescente o adulto joven debe
estar plenamente garantizado en esos convenios.

Sección IV
Reparación del daño

Artículo 88. La medida de reparación del daño tiene la fi-
nalidad de infundir en el adolescente o adulto joven el res-
peto por el derecho a la integridad moral, física y psicoló-
gica de las personas, así como el derecho a la propiedad, el
valor estimativo de los bienes privados y garantizar los de-
rechos de la víctima u ofendido. Esta medida comprende:

I. La restauración del bien lesionado por la conducta tipifi-
cada como delito y si no fuere posible, el pago del precio
del mismo;

II. La indemnización por el daño material y moral causado,
incluyendo el pago de los tratamientos curativos que, como
consecuencia de la conducta, sean necesarios para la recu-
peración de la salud de la víctima;

III. En los casos de conductas tipificadas como delito en la
ley penal federal contra la libertad y el normal desarrollo
psicosexual, se comprenderá el pago de los tratamientos
psicoterapéuticos necesarios para la víctima; y

IV. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados.

Artículo 89. En atención a la finalidad de esta medida, se
procurará que la reparación del daño consista en acuerdos
restaurativos y no necesariamente en el pago de una suma
de dinero, pero cuando ello sea inevitable, se procurará que
éste provenga del propio esfuerzo del adolescente o adulto
joven y se buscará, en la medida de lo posible, que no pro-
voque un traslado de la responsabilidad de este último ha-
cía sus padres, tutores o personas que ejerzan la patria po-
testad o la custodia.

Sección V.
Limitación o prohibición de residencia

Artículo 90. La limitación o prohibición de residencia con-
siste en obligar al adolescente o adulto joven a que evite re-
sidir en lugares en los que la convivencia social es perjudi-
cial para su desarrollo. La finalidad de esta medida es
modificar el ambiente cotidiano del adolescente o adulto jo-
ven para que se desenvuelva en un contexto proclive al res-
peto por la ley y los derechos de los demás. En ningún caso
esta medida podrá consistir en una privación de la libertad.

Artículo 91. El Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes, al imponer la medida, debe establecer el lugar don-
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de el adolescente o adulto joven debe residir, dónde le es-
tará prohibido hacerlo y el tiempo por el cual debe cumplir
con la medida, que en ningún caso podrá ser mayor de cua-
tro años.

La Unidad Especializada debe informar al Juez de Distrito
Especializado para Adolescentes sobre las alternativas de
residencia para el adolescente o adulto joven, privilegian-
do las opciones familiares e informarle por lo menos cada
tres meses, sobre el cumplimiento y evaluación de la me-
dida.

Sección VI
Prohibición de relacionarse con

determinadas personas

Artículo 92. La prohibición de relacionarse con determina-
das personas, consiste en ordenar al adolescente o adulto
joven a abstenerse de frecuentar a personas de las que se
presume contribuyen en forma negativa a su desarrollo. La
finalidad de esta medida es evitar la utilización o inducción
del adolescente o adulto joven por parte de otras personas,
así como el aprendizaje y realización de conductas social-
mente negativas.

Artículo 93. El Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes, al determinar esta medida, debe indicar, en forma
clara y precisa, con qué personas no deberá relacionarse el
adolescente o adulto joven, las razones por las cuales se to-
ma esta determinación y el tiempo de vigencia de la mis-
ma, que en ningún caso podrá ser inferior a seis meses ni
no podrá ser mayor de cuatro años.

El personal de la Unidad Especializada debe realizar las ac-
ciones necesarias para que el adolescente o adulto joven
comprenda las inconveniencias y desventajas que para su
convivencia social y desarrollo implica relacionarse con
las personas señaladas en la resolución.

Artículo 94. Cuando la prohibición se refiera a un miembro
del núcleo familiar del adolescente o adulto joven o a cual-
quier otra persona que resida en el mismo lugar que él, es-
ta medida deberá combinarse con la prohibición de resi-
dencia, debiéndose privilegiar las opciones familiares.

Sección VII
Prohibición de asistir a determinados lugares

Artículo 95. La prohibición de asistir a determinados luga-
res consiste en ordenar al adolescente o adulto joven a que

no asista a ciertos domicilios o establecimientos que resul-
ten inconvenientes para el desarrollo pleno de su persona-
lidad. La finalidad de esta medida es evitar que el adoles-
cente o adulto joven tenga contacto con establecimientos
en los que priven ambientes que motiven aprendizajes so-
cialmente negativos, desvaloración de la ley y de los dere-
chos de los demás.

Artículo 96. El Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes deberá indicar en forma clara y precisa los lugares
que no podrá visitar o frecuentar el adolescente o adulto
joven, las razones que motivan esta decisión, así como su
duración, que en ningún caso podrá ser inferior a seis me-
ses ni mayor de cuatro años.

Artículo 97. La Unidad Especializada debe comunicar al
propietario, administrador o responsable de los estableci-
mientos, que el adolescente o adulto joven tiene prohibido
el ingreso a esos lugares.

En caso del incumplimiento de esta medida, se hará del co-
nocimiento del Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes para que resuelva lo conducente.

Sección VIII
Prohibición de conducir vehículos automotores

Artículo 98. Cuando al adolescente o adulto joven haya re-
alizado la conducta sancionada conduciendo un vehículo
automotor, el Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes podrá imponerle la prohibición de conducir ese tipo
de vehículos por el tiempo que estime necesario, la cual en
ningún caso podrá ser inferior a seis meses ni mayor a cua-
tro años.

La medida implica la inhabilitación para obtener permiso o
licencia de conducir, o la suspensión del mismo si ya hu-
biere sido obtenida, por lo que la Unidad Especializada ha-
rá del conocimiento de las autoridades competentes esta
prohibición, para que nieguen, cancelen o suspendan el
permiso del adolescente o adulto joven para conducir vehí-
culos automotores, hasta en tanto no cumpla la medida. La
finalidad de esta medida es que el adolescente o adulto jo-
ven aprenda el valor de la confianza en el otorgamiento de
una prerrogativa y las consecuencias de faltar a ella.

Si la autoridad encargada de expedir los permisos o licen-
cias para conducir vehículos automotores tiene conoci-
miento de que el adolescente o adulto joven ha incumplido
con la medida impuesta, debe comunicarlo de inmediato al
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Juez de Distrito Especializado para Adolescentes, quien
procederá en los términos de lo establecido en esta Ley.

Sección IX
Obligación de acudir a determinadas instituciones 

para recibir formación educativa, técnica, 
orientación, o asesoramiento

Artículo 99. El Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes podrá imponer al adolescente o adulto joven la obli-
gación de acudir a determinadas instituciones para recibir
formación educativa, capacitación técnica, orientación o
asesoramiento. La finalidad de esta medida es motivar al
adolescente o adulto joven para iniciar, continuar o termi-
nar sus estudios, en el nivel educativo que le corresponda,
así como para recibir formación técnica o, en su caso, para
estar en condiciones de ingresar a la educación superior.

Artículo 100. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes deberá indicar en la sentencia el tiempo durante
el cual el adolescente o adulto joven debe ingresar y acudir
a la institución, teniendo en cuenta que en ningún caso po-
drá ser inferior a tres días ni mayor de cuatro años.

Se dará preferencia a los centros educativos que se en-
cuentren más cerca del medio familiar y social del adoles-
cente o adulto joven. En caso de ser una institución priva-
da, se requerirá del consentimiento de éste, así como de los
padres, tutores o quien ejerza la patria potestad del adoles-
cente.

Para los efectos del párrafo anterior, el Juez de Distrito Es-
pecializado para Adolescentes podrá solicitar a la Unidad
Especializada una lista de las instituciones y de sus carac-
terísticas más sobresalientes, así como una opinión razona-
da sobre cuál o cuáles serían las más convenientes.

Artículo 101. La Unidad Especializada suscribirá conve-
nios de colaboración celebrados con dependencias e insti-
tuciones públicas y privadas, a fin de que se facilite el ac-
ceso del adolescente o adulto joven a los centros
educativos existentes. De ello deberá informar al Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes.

Artículo 102. El centro educativo que haya celebrado con-
venios de colaboración a que se refiere el artículo anterior,
estará obligado a:

I. Aceptar al adolescente o adulto joven como uno más de
sus estudiantes;

II. No divulgar las causas por las cuales el adolescente o
adulto joven se encuentra en ese centro;

III. No discriminar al adolescente o adulto joven por nin-
gún motivo, y

IV. Brindar toda la información que le requieran el super-
visor de la Unidad Especializada o el Juez de Distrito Es-
pecializado para Adolescentes, respecto del cumplimiento
de la medida por parte del adolescente o adulto joven.

Artículo 103. La Unidad Especializada deberá designar un
supervisor que le informe, por lo menos cada tres meses,
sobre la evolución, avances o retrocesos del adolescente o
adulto joven.

Artículo 104. La inasistencia, la falta de disciplina o el ba-
jo rendimiento académico, de conformidad con los requisi-
tos y condiciones exigidos por el centro respectivo, son
causal de incumplimiento de la medida, en cuyo caso se
hará de conocimiento del Juez de Distrito Especializado
para Adolescentes para que resuelva lo conducente.

Sección X
Obligación de obtener un trabajo

Artículo 105. La obligación de obtener un empleo formal,
consiste en ordenar al adolescente mayor de catorce años o
al adulto joven, ingresar y permanecer, en un empleo que
le permita desarrollar actitudes positivas de convivencia
social y fortalecimiento de autoestima, siempre que no per-
judique su desempeño escolar. La finalidad de esta medida
es que el adolescente encuentre un medio lícito de subsis-
tencia con miras a su desarrollo laboral. Para el mejor de-
sempeño de su finalidad, esta medida puede combinarse,
cuando así se considere conveniente, con la dispuesta en la
sección anterior, en su modalidad de capacitación técnica.

Artículo 106. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes, al determinar la medida y previa consulta al ado-
lescente o adulto joven sobre el tipo de trabajo que puede
realizar, señalará las razones por las que toma la determi-
nación, los lugares y el tiempo durante el que deberá cum-
plirla, que no podrá ser inferior a un mes ni mayor a cuatro
años. En todo caso se preferirán aquellos centros de traba-
jo que se encuentren cerca del medio familiar o social en el
que se desarrolle el adolescente o adulto joven.

Artículo 107. La Unidad Especializada deberá suscribir
convenios de colaboración con aquellos centros de trabajo
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públicos o privados que estén interesados en emplear a
adolescentes o adultos jóvenes.

Artículo 108. Cuando existan diversas posibilidades, el
adolescente o adulto joven elegirá el centro de trabajo idó-
neo para el cumplimiento de la medida, previamente auto-
rizado por el Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes, sin perjuicio de que solicite opinión fundada a la
Unidad Especializada.

Artículo 109. El patrón que haya suscrito algún convenio
de colaboración, de conformidad con el artículo 107 de es-
ta ley, tendrá las siguientes obligaciones:

I. Aceptar al adolescente o adulto joven como uno más de
sus trabajadores;

II. No divulgar las causas por las cuales el adolescente o
adulto joven se encuentra en ese centro de trabajo;

III. No discriminar al adolescente o adulto joven por nin-
gún motivo, y

IV. Brindar toda la información que le requieran el super-
visor o el Juez de Distrito Especializado para Adolescentes,
respecto del cumplimiento de la medida por parte del ado-
lescente o adulto joven.

Esta medida sólo podrá aplicarse a los adolescentes mayo-
res de catorce años de edad o adultos jóvenes, de confor-
midad con la legislación laboral aplicable.

Artículo 110. La falta de cumplimiento a sus obligaciones
laborales, será causal de incumplimiento de la medida por
parte del adolescente o adulto joven, en cuyo caso se hará
de conocimiento del Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes para que resuelva lo conducente.

Sección XI
Obligación de abstenerse de ingerir bebidas 

alcohólicas y estupefacientes

Artículo 111. La medida de abstenerse de ingerir bebidas
alcohólicas y estupefacientes consiste en ordenar al adoles-
cente o adulto joven que durante un periodo que no podrá
ser inferior a seis meses ni mayor a máximo de cuatro años
no consuma este tipo de bebidas o sustancias en cualquier
lugar público o privado cuando se haya comprobado que la
conducta fue realizada como consecuencia de haberlas in-
gerido.

La finalidad de esta medida es obstaculizar el acceso del
adolescente o adulto joven al alcohol ya estupefacientes,
contribuyendo con ello al tratamiento médico y psicológi-
co de posibles adicciones. Esta medida no implica ni ad-
mite la obligación de someterse a dichos tratamientos, sin
perjuicio de que el Programa Individualizado de Ejecución
contemple los mecanismos necesarios para conminar al
adolescente o adulto joven para que, voluntariamente, ad-
mita la intervención que a su problemática corresponda y
para que continúe con ella hasta ser dado de alta.

Artículo 112. En lo que se refiere a esta medida, la Unidad
Especializada debe:

I. Contar con programas generales destinados a reducir y
eliminar el consumo de alcohol y de estupefacientes;

II. Contar con el personal especializado que se requiera pa-
ra aplicar los programas antes señalados;

III. Aplicar revisiones médicas y análisis clínicos, directa-
mente o a través de instituciones públicas o privadas con
las que se tengan convenios de colaboración, para consta-
tar que el adolescente o adulto joven efectivamente se ha
abstenido de ingerir bebidas alcohólicas, drogas y estupe-
facientes; e

IV. Informar al Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes los convenios de colaboración que suscriba con la-
boratorios o instituciones públicas o privadas.

La contravención que de esta prohibición haga el adoles-
cente o adulto joven, será causal de incumplimiento de la
medida, en cuyo caso se hará de conocimiento del Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes para que resuelva
lo conducente.

Capítulo III 
Medidas de internamiento

Artículo 113. Por medida de internamiento se entiende a
los distintos grados de privación del derecho a la libertad
de tránsito de adolescentes y adultos jóvenes que lo ameri-
ten en los términos de la presente Ley.

Las medidas de internamiento son las más graves entre las
previstas por este ordenamiento y por tanto deben aplicar-
se como último recurso, por el tiempo más breve que pro-
ceda, de modo subsidiario y sólo puede imponerse a quie-
nes tengan o hayan tenido, al momento de realizar la
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conducta, una edad de entre catorce años cumplidos y die-
ciocho años no cumplidos; siempre que se trate de alguna
de las siguientes conductas graves tipificadas como delito:

I. Terrorismo, previsto en el artículo 139, párrafo primero
del Código Penal Federal;

II. Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 196
Ter, 197, párrafo primero y 198, parte primera del párrafo
tercero del Código Penal Federal y los previstos en las frac-
ciones I, II y III del artículo 464 Ter y en los artículos 475
y 476 de la Ley General de Salud;

III. Ataques a las vías de comunicación, previsto en el artí-
culo 170, primer y tercer párrafo del Código Penal Federal;

IV. Violación, previsto en los artículos 265, 266 y 266 Bis
fracciones I y II del Código Penal Federal;

V. Asalto en carreteras o caminos, previsto en el artículo
286 del Código Penal Federal;

VI. Lesiones, previsto en los artículos 291, 292 y 293,
cuando se cometa en cualquiera de las circunstancias pre-
vistas en los artículos 315 y 315 Bis del Código Penal Fe-
deral;

VII. Homicidio, previsto en los artículos 302 con relación
al 307, 312, 313, 315, 315 Bis, 320 y 323 del Código Pe-
nal Federal;

VIII. En materia de secuestro, previsto en los artículos 9,
10, 11, 12, cuarto párrafo, 14, 15, 17 y 18 de la Ley Gene-
ral para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Se-
cuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del Artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y tráfico de menores, previsto en el artículo 366 Ter
del Código Penal Federal;

IX. Robo calificado, previsto en el artículo 367 cuando se
realice en cualquiera de las circunstancias señaladas en los
artículos 372, 381, fracciones VII, IX, y X, y 381 Bis; y el
monto de lo robado exceda de cien veces el salario mínimo
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 370, párra-
fos segundo y tercero; así como el robo previsto en el artí-
culo 371, párrafo último, todos del Código Penal Federal;

X. Uso, acopio, portación e introducción de armas de fue-
go de uso exclusivo del Ejército, Armada o Fuerza Aérea,
previsto por los artículos 83 fracción III, 83 Bis fracción II,

83 Ter fracción III y 84 fracción I de la Ley Federal de Ar-
mas de Fuego y Explosivos; y 

XI. Robo de hidrocarburos previsto en el artículo 368 Quá-
ter del Código Penal Federal.

La finalidad de estas medidas es limitar la libertad de trán-
sito de adolescentes o adultos jóvenes, de modo que se fa-
ciliten procesos de reflexión sobre su responsabilidad indi-
vidual y social en torno a las consecuencias de las
conductas cometidas. Durante los periodos de privación de
libertad se deben realizar actividades grupales dirigidas por
personal técnico capacitado para estos fines.

En ninguna circunstancia, las medidas de internamiento
implican la privación de derechos distintos a los que limi-
ta la resolución del Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes.

La tentativa punible de las conductas mencionadas en este
artículo no será considerada como grave.

Si emprendida la tentativa o la ejecución de la conducta
considerada como delito, la persona se desiste de la consu-
mación del resultado, de manera que mediante un compor-
tamiento posterior hace lo razonable para evitarlo, debido a
una motivación consciente y voluntaria acorde con el orden
jurídico, no se le impondrá medida alguna por tentativa.

El coautor, el partícipe-inductor, o el partícipe-cómplice,
que se desista de su aportación al hecho, deberá hacer lo
razonable para neutralizar el riesgo creado por su compor-
tamiento precedente.

El desistimiento del autor del hecho principal no favorece-
rá ni al partícipe-inductor ni al partícipe-cómplice del caso
de que se trate.

No se sancionará el desistimiento de la tentativa de la par-
ticipación, ni del partícipe-inductor, ni del partícipe-cóm-
plice.

También podrá aplicarse esta medida de internamiento, en
los casos previstos en el  artículo 145 párrafo segundo de
esta Ley.

Artículo 114. Salvo en el caso de internamiento domicilia-
rio, las medidas de internamiento se aplicarán exclusiva-
mente en los centros federales de internamiento. La dura-
ción de estas medidas deberá tener relación directa con la
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conducta cometida, sin poder exceder los límites que en
cada caso determina esta Ley.

Bajo ninguna circunstancia se autorizará la permanencia
del adolescente o adulto joven en cualquiera de los centros
federales de internamiento, con el fundamento de que no
existe otra forma de garantizar sus derechos.

Artículo 115. En cualquier momento en el que el personal
de los centros federales de internamiento o el supervisor de
la Unidad Especializada se percaten de que el adolescente
o adulto joven presenta alguna enfermedad o discapacidad
mental, informará de su estado al Juez de Distrito Especia-
lizado para Adolescentes, para que sea éste quien ordene lo
conducente.

Sección I
Internamiento domiciliario

Artículo 116. El internamiento domiciliario consiste en la
prohibición al adolescente o adulto joven de salir de su ca-
sa habitación. De no ser ello posible, por razones de con-
veniencia, esta medida podrá practicarse en la casa de cual-
quier familiar.

La finalidad de esta medida es la privación del derecho a la
libertad de tránsito en los límites del propio domicilio, sin
afectar el cumplimiento de las obligaciones laborales o es-
colares del adolescente o adulto joven, cuya duración no
podrá ser inferior a un mes ni mayor de cuatro años. Un su-
pervisor designado por la Unidad Especializada, vigilará el
cumplimiento de esta medida, y deberá rendir informes en
los términos de esta Ley.

Artículo 117. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes fijará la duración de esta medida, los permisos
que correspondan para salir del domicilio y las razones por
las que pueden ser concedidos. En el Programa Individua-
lizado de Ejecución deberán establecerse las actividades
que puede realizar la persona sujeta a medida.

Sección II
Internamiento en tiempo libre

Artículo 118. La medida de internamiento en tiempo libre,
consiste en la restricción de la libertad del adolescente o
adulto joven que lo obliga a acudir y permanecer en un
Centro Federal de Internamiento, durante los lapsos de
tiempo que se le imponga en la resolución.

La finalidad de esta medida es la privación intermitente de
la libertad de tránsito y consiste en periodos de interna-
miento diurno, nocturno o de fin de semana.

En lo posible, el Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes tendrá en cuenta las obligaciones laborales y/o
educativas del adolescente o adulto joven para determinar
los periodos de internamiento.

La duración de esta medida no podrá ser inferior a un mes
ni exceder de cuatro años.

Artículo 119. En el Programa Individualizado de Ejecución
se establecerán por lo menos los siguientes aspectos:

I. El Centro Federal de Internamiento en donde el adoles-
cente o adulto joven, deberá cumplir con la medida;

II. Los días y horas en que debe presentarse y permanecer
en las instalaciones especificadas en el programa;

III. Las actividades que deberá realizar en los centros fede-
rales de internamiento, y

IV. Las disposiciones reglamentarias del centro federal de
internamiento que sean aplicables durante los periodos de
privación de libertad a los que está sujeta la persona a
quien se ha impuesto la medida.

Artículo 120. Los espacios destinados al internamiento en
tiempo libre no tendrán seguridad extrema y deben estar to-
talmente separados de aquéllos destinados al cumplimien-
to de la medida de internamiento permanente.

Sección III
Internamiento permanente

Artículo 121. La medida de internamiento permanente es la
más grave prevista en ésta Ley; consiste en la privación de
la libertad y se debe cumplir exclusivamente en los centros
federales de internamiento, de los que podrán salir el ado-
lescente o adulto joven sólo mediante orden escrita de au-
toridad judicial.

La duración de esta medida deberá tener relación directa
con los daños causados, sin poder ser inferior a un año ni
superior a cinco años cuando el adolescente o adulto joven
tenga una edad de entre catorce años cumplidos y menos de
dieciséis al momento de realizar la conducta, y cuando ten-
ga una edad de dieciséis años cumplidos y menos de die-
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ciocho años no podrá ser inferior a dos años ni superior a
siete años.

Artículo 122. Exceptuando las conductas señaladas en el
Artículo 113 de esta Ley, el Juez de Distrito Especializado
para Adolescentes no se encuentra obligado a imponer la
medida de internamiento permanente, por lo que las demás
medidas serán consideradas de aplicación prioritaria.

Artículo 123. Al imponerse la medida de internamiento
permanente, se computará como parte del cumplimiento de
la misma, el tiempo de internamiento provisional que se le
haya aplicado al adolescente.

Artículo 124. La imposición de la medida prevista en esta
sección, es de competencia exclusiva e indelegable de las
autoridades judiciales especializadas en justicia para ado-
lescentes, previstas en el presente ordenamiento. Su ejecu-
ción es competencia de  la Unidad Especializada y de los
directores de los centros federales de internamiento para
adolescentes y se deberá cumplir en lugares diferentes de
los destinados para los adultos.

Título Quinto
Ejecución de las medidas

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 125. La etapa de aplicación y ejecución de las me-
didas comprende todas las acciones destinadas a asegurar
su cumplimiento y lograr el fin que con su aplicación se
persigue, así como todo lo relativo al trámite y resolución
de los incidentes que se presenten durante esta fase.

Artículo 126. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes es la autoridad judicial responsable del control y
supervisión de la legalidad de la aplicación y ejecución de
las medidas; debe por tanto resolver los incidentes que se
presenten durante esta fase, así como vigilar y garantizar el
cumplimiento de los objetivos fijados por esta Ley.

En los términos de las leyes aplicables, incurre en responsa-
bilidad la autoridad administrativa que no cumpla las órde-
nes del Juez de Distrito Especializado para Adolescentes.

En ningún caso autoridades administrativas o diferentes a
las del Poder Judicial de la Federación, podrán decretar la
modificación, sustitución o el cumplimiento anticipado de
la medida impuesta.

Artículo 127. La Secretaría y los titulares de los centros fe-
derales de internamiento tomarán las decisiones adminis-
trativas necesarias para garantizar el cumplimiento de las
medidas, pero no podrán hacerlo cuando se involucren
cambios en la situación jurídica del adolescente o adulto
joven sujeto a medidas, ni cuando se comprometan sus de-
rechos, salvo los casos en que se ponga en riesgo la inte-
gridad de quienes se encuentran en el centro de interna-
miento, y la seguridad de los mismos. El Juez de Distrito
Especializado para Adolescentes vigilará el adecuado cum-
plimiento de esta disposición.

Todas las decisiones que tomen las autoridades administra-
tivas referidas en este artículo, deberán estar debidamente
fundadas y motivadas; deberán ser notificadas inmediata-
mente a la persona sujeta a medida, a su defensor, a los pa-
dres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad o custodia
del adolescente y al Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes.

Artículo 128. Corresponde a la Secretaría la emisión con-
forme al Reglamento, de las disposiciones normativas ne-
cesarias que rijan el cumplimiento de las medidas previstas
por esta Ley y vigilará que en su aplicación no se vulneren
los derechos y garantías de las personas sujetas a dichas
medidas.

Artículo 129. La Unidad Especializada podrá celebrar con-
venios de colaboración con otras instituciones u organis-
mos públicos o privados, así como con la comunidad, con
la finalidad degenerar y contar con redes de apoyo, guber-
namentales y no gubernamentales, así como de la sociedad
civil, para la implantación de los mecanismos de ejecución
de las medidas previstas en esta Ley. En lo que se refiere a
la ejecución de medidas, la participación de los organismos
referidos quedará bajo control y supervisión de la Unidad
Especializada.

Artículo 130. Las autoridades de la Unidad Especializada
podrán conminar a los padres, familiares, responsables, tu-
tores, quienes ejerzan la patria potestad o custodia, para
que brinden apoyo y asistencia al adolescente o adulto jo-
ven, en su caso, durante el cumplimiento de las medidas.
Para estos efectos, la Unidad Especializada procurará lo
necesario para que se cuente con:

I. Programas de capacitación a padres, tutores, familiares,
responsables, quienes ejerzan la patria potestad o custodia,
en los términos de la Ley Federal de Protección de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes;
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II. Programas de escuelas para responsables de las fami-
lias;

III. Programas de orientación y tratamiento en caso de al-
coholismo o drogadicción;

IV. Programas de atención médica;

V. Cursos y programas de orientación, y

VI. Cualquier otra acción que permita a los padres, fami-
liares, responsables, tutores, quienes ejerzan la patria po-
testad o custodia contribuir a asegurar el desarrollo integral
de los adolescentes o adulto joven.

Capítulo II 
Procedimiento de ejecución

Artículo 131. Si la resolución impone medidas, el Juez de
Distrito Especializado para  Adolescentes que la emitió de-
berá notificarla de inmediato a la Unidad Especializada, a
fin de que se inicie el procedimiento de ejecución de la me-
dida impuesta.

Artículo 132. Una vez notificada la medida, la Unidad Es-
pecializada elaborará un Programa Individualizado de Eje-
cución que deberá:

I. Sujetarse a los fines y funciones de la o las medidas im-
puestas por el Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes;

II. Tener en cuenta las características particulares del ado-
lescente o adulto joven;

III. Contener una descripción clara y detallada de los obje-
tivos particulares del programa;

IV. Señalar claramente las condiciones y forma en que de-
berá ser cumplido;

V. Orientarse en los parámetros de la educación para la paz,
la solución pacifica de conflictos y el aprendizaje signifi-
cativo de los derechos humanos como criterios para la con-
vivencia armónica; e

VI. Indicar si la aplicación de la medida estará a cargo de
los centros federales de internamiento, a cargo de alguna
institución pública o privada o, en su caso, de ambas ins-
tancias.

Para la determinación del contenido y alcance del Progra-
ma Individualizado de Ejecución, deberá solicitarse la opi-
nión de la persona sujeta a medida y en su caso, con los pa-
dres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad o la
custodia del adolescente, respecto de la fijación de las con-
diciones y forma de ejecución del mismo.

Deberá preverse además que dicho programa esté termina-
do en un plazo no mayor a cinco días, contado a partir del
momento en que quede firme la resolución que ordena la
medida.

Artículo 133. El personal encargado de la elaboración de
los Programas Individualizados de Ejecución, así como de
la ejecución de las medidas previstas en este ordenamien-
to, deberá ser competente, suficiente y especializado en las
disciplinas que se requieran para cumplir con las tareas
asignadas a la Unidad Especializada y a los centros federa-
les de internamiento. Se procurará en todo caso que sean
especialistas con la experiencia y conocimientos necesa-
rios para el trabajo con adolescentes.

Artículo 134. Una vez que se le informe del contenido del
Programa Individualizado de Ejecución, el Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes revisará que no se li-
miten derechos o añadan obligaciones que excedan lo es-
trictamente determinado en la resolución. En caso de que
esto ocurra, el Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes ordenará a la Unidad Especializada que realice las
modificaciones a las que haya lugar.

A sugerencia del personal encargado de ejecutar el Progra-
ma Individualizado, la Unidad Especializada podrá modi-
ficar su contenido, siempre que los cambios no rebasen los
límites de la medida impuesta y sea autorizado por el Juez
de Distrito Especializado para Adolescentes.

Artículo 135. La Unidad Especializada hará constar, en ac-
ta circunstanciada, la fecha, hora y lugar en que se inicie el
cumplimiento de la medida. En ese momento le informará
personalmente al adolescente o adulto joven los derechos y
garantías que le asisten durante dicho cumplimiento, así
como sus deberes y obligaciones.

Artículo 136. El supervisor de la Unidad Especializada o
en su caso, el Centro Federal de Internamiento deberá re-
cabar la información necesaria sobre el desarrollo del Pro-
grama Individualizado de Ejecución, haciendo énfasis en
los progresos u obstáculos que se hayan presentado. Es
obligación de la Unidad Especializada informar de ello a
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los familiares, representantes legales y al propio adoles-
cente o adulto joven, cuando así se lo requieran.

Sección I
Adecuación y cumplimiento anticipado 

de la medida

Artículo 137. Al momento de darse el cumplimiento de la
mitad de la duración de la medida impuesta por el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes, el adolescente o
en su caso, los padres, tutores o quienes ejerzan la patria
potestad o la custodia del adolescente, el adulto joven o su
defensor podrán solicitarle la celebración de una audiencia
de adecuación de la medida, a la que se citará a las partes,
misma que se realizará dentro de los diez días posteriores
a la notificación.

Artículo 138. A partir de la notificación de la audiencia de
adecuación de la medida y hasta un día antes, las partes po-
drán ofrecer las pruebas que consideren oportunas. El des-
ahogo de las mismas se llevará a cabo durante la audiencia.

Artículo 139. Al término de la audiencia, el Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes hará saber a las partes,
su determinación respecto de la procedencia o negativa de
la modificación o sustitución de la medida, así como las
obligaciones, que en su caso, debe cumplir el adolescente
o adulto joven. En ningún caso se podrá decretar, en esta
primera audiencia, el cumplimiento anticipado de la medi-
da, ni la sustitución de la medida de internamiento perma-
nente.

Artículo 140. La modificación o sustitución de la medida,
sólo será posible si el  adolescente o adulto joven mani-
fiesta su conformidad.

Artículo 141. La resolución que confirme en sus términos
la medida impuesta, sólo podrá ser objeto de revisión cuan-
do lo solicite el adolescente, el adulto joven o su defensor
y se hubiere cumplido el setenta y cinco por ciento de la
duración de la misma.

En este caso se procederá a realizar una nueva audiencia de
adecuación, que se realizará conforme a lo dispuesto en es-
ta sección. Al término de esta segunda audiencia, el Juez de
Distrito Especializado para Adolescentes deberá determi-
nar si procede o no la modificación o sustitución de la me-
dida o, en su caso, declarar el cumplimiento anticipado de
la misma.

Sección II
Adecuación por incumplimiento de la medida

Artículo 142. La Unidad Especializada podrá solicitar, en
cualquier momento, al Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes la adecuación de la medida impuesta o la que
hubiese sido adecuada durante la fase de ejecución, cuan-
do considere que el adolescente o adulto joven ha incurri-
do en un incumplimiento de tal gravedad que ponga en
riesgo o impida la finalidad de la medida impuesta. Dicha
solicitud deberá  estar debidamente fundada y motivada.

Artículo 143. El Juez de Distrito Especializado para Ado-
lescentes citará a las partes a una audiencia de adecuación
por incumplimiento, que se realizará dentro de los diez dí-
as siguientes a la notificación.

Artículo 144. Al término de la audiencia, el Juez de Distri-
to Especializado para Adolescentes determinará si hubo o
no incumplimiento de la medida. Dado el caso, el Juez po-
drá apercibir al adolescente o adulto joven para que de
cumplimiento a la medida en un plazo determinado, o bien
decretar la adecuación de la misma.

Artículo 145. Si el adolescente o adulto joven no cumplie-
re con el apercibimiento judicial que se le hubiere hecho, la
Unidad Especializada podrá solicitar una nueva audiencia
de adecuación de la medida, en la cual, de demostrarse la
reiteración del incumplimiento, el Juez de Distrito Espe-
cializado para Adolescentes deberá decretar en el acto la
adecuación de la medida sin que proceda un nuevo aperci-
bimiento.

Una vez determinada la adecuación de la medida prevista
en el párrafo anterior, si se presenta su inobservancia por
parte del adolescente o adulto joven, se procederá por in-
cumplimiento para imponerle alguna medida de interna-
miento, atendiendo al principio de proporcionalidad.

Sección III
Control de la medida de internamiento

Artículo 146. En caso de que se trate de una medida de in-
ternamiento, la Unidad Especializada verificará el ingreso
del adolescente o adulto joven al centro correspondiente y
que se le haya hecho saber el reglamento al que queda su-
jeto, así como los derechos y garantías que le asistirán
mientras se encuentre en internamiento, de lo cual se ela-
borará un acta circunstanciada en la que harán constar:
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I. Los datos personales del adolescente o adulto joven su-
jeto a medida;

II. El resultado de la revisión médica realizada al adoles-
cente o adulto joven;

III. El proyecto del Programa Individualizado de Ejecu-
ción, y en su caso el definitivo;

IV. La información que las autoridades del Centro Federal
de Internamiento brinden al adolescente o adulto joven so-
bre las reglas de comportamiento y convivencia en el inte-
rior, así como las medidas disciplinarias aplicables, y

V. Las condiciones físicas del dormitorio en que será in-
corporado y de las demás instalaciones.

Artículo 147. En el caso de la medida de internamiento
permanente, el Juez de Distrito Especializado para Adoles-
centes verificará que el Programa Individualizado de Eje-
cución especifique, además:

I. El Centro Federal de Internamiento y la sección del mis-
mo en donde la persona deberá cumplir con la medida;

II. Los lineamientos para la determinación de los posibles
permisos a que tendrá derecho el adolescente o adulto jo-
ven para salir temporalmente del centro;

III. La determinación de las actividades educativas, depor-
tivas, culturales, laborales o formativas en las que partici-
pará;

IV. La asistencia especial que se brindará al adolescente o
adulto joven;

V. Las posibilidades de atenuación de los efectos de la me-
dida, y

VI. Las medidas necesarias para, en su momento, preparar
la puesta en libertad de los adolescentes y adultos jóvenes.

Se procurará incluir la realización de actividades colectivas
entre los adolescentes internos, así como entre los adultos
jóvenes, a fin de fomentar una convivencia similar a la
practicada en libertad.

Artículo 148. La Unidad Especializada deberá verificar
que los centros federales de internamiento tengan la capa-
cidad para internar personas en condiciones adecuadas y

que sus espacios respondan a la finalidad de evitar la ex-
clusión social, de modo que su estructura y equipamiento
deba cumplir, por lo menos, con las siguientes disposicio-
nes:

I. Responder a las necesidades particulares de acceso y
atención de quienes estén internados, tales como intimidad,
estímulos visuales, requerimientos especiales con motivo
de género, capacidades diferentes, fomento de las posibili-
dades de asociación con sus compañeros y de participación
en actividades culturales, de educación, capacitación, desa-
rrollo artístico, desempeño de oficios, esparcimiento y re-
creación, así como otras necesidades derivadas del desa-
rrollo de la vida cotidiana, lo que incluye dormitorios,
comedores, cocinas y sanitarios;

II. Contar con un sistema eficaz de alarma, evacuación y
buen resguardo, para los casos de incendio, inundación,
movimientos telúricos o cualquier otro riesgo contra la se-
guridad e integridad de quienes se encuentren en el interior
del centro de internamiento;

III. No estar situados en zonas de riesgo para la salud;

IV. Contar con áreas separadas de acuerdo con el sexo, la
edad y la situación jurídica de las personas que cumplen
una medida de internamiento, en los términos de esta Ley;

V. Los dormitorios deben contar con luz eléctrica y tener
una capacidad máxima para cuatro personas. Deberán estar
equipados con ropa de cama individual, que deberá entre-
garse limpia, mantenerse en buen estado y mudarse con re-
gularidad por razones de higiene;

VI. Las instalaciones sanitarias deben estar limpias y situa-
das de modo que las personas internadas puedan satisfacer
sus necesidades fisiológicas con higiene y privacidad;

VII. Los comedores deben contar con mobiliario adecuado
y suficiente para que la ingesta de alimentos se dé en con-
diciones de higiene y dignidad;

VIII. Contar con espacios adecuados para que toda perso-
na internada pueda guardar sus pertenencias;

IX. Contar con espacios y equipos adecuados para la aten-
ción médica permanente, teniendo en consideración las ne-
cesidades específicas conforme a la edad y el sexo de las
personas internadas, y
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X. Contar con áreas adecuadas para:

a) La visita familiar;

b) La visita íntima;

c) La convivencia, en su caso, de las adolescentes madres
con sus hijos y para cubrir las necesidades de atención de
estos últimos;

d) La prestación de servicios jurídicos, médicos, de trabajo
social,  psicológicos y odontológicos para las personas in-
ternadas;

e) La instrucción educativa, la capacitación laboral y el de-
sempeño de oficios;

f) La recreación al aire libre y en interiores;

g) La celebración de servicios religiosos con una perspec-
tiva ecuménica, de conformidad con la posibilidades del
Centro, y

h) La contención disciplinaria de las personas sujetas a la
medida de internamiento permanente en los términos de los
reglamentos de los centros federales de internamiento, en
condiciones que prevengan la aplicación de tratos crueles,
inhumanos o degradantes o cualquier otra situación que
vulnere la dignidad y seguridad física y mental de las per-
sonas internadas.

Asimismo, deberá verificar que las instalaciones del Cen-
tro Federal de Internamiento de adolescentes estén com-
pletamente separadas de las del centro federal de interna-
miento de adultos jóvenes y que, en todo caso, cada uno de
estos centros cuente con su propio reglamento, así como
autoridades, personal técnico, administrativo y de custodia.
El personal de las áreas destinadas al internamiento de mu-
jeres adolescentes debe ser femenino.

Artículo 149. El régimen interior de los Centros Federales
de Internamiento estará regulado por un reglamento que
deberá contemplar:

I. Los derechos, garantías y deberes de las personas inter-
nadas;

II. Las atribuciones de los servidores públicos adscritos a
los centros;

III. Las conductas que constituyan faltas y las medidas dis-
ciplinarias a las que den lugar, señalando con claridad la in-
tensidad y la duración de las mismas, así como los proce-
dimientos para imponerlas;

IV. Los procedimientos de autorización, vigilancia y revi-
sión para visitantes, así como para la revisión de dormito-
rios y pertenencias;

V. Los lineamientos para la visita familiar;

VI. Las disposiciones para que los adolescentes o adultos
jóvenes, puedan recibir visita íntima;

VII. Los lineamientos y requisitos para el otorgamiento de
los servicios educativos, de capacitación laboral y respec-
tiva remuneración, deportivos y de salud;

VIII. Los horarios y lineamientos generales para el otorga-
miento del servicio de alimentación que en ningún caso se-
rá negado ni limitado;

IX. La prohibición de internamiento de adolescentes en los
centros federales de internamiento para adultos jóvenes, y

X. La prohibición de internamiento de adultos jóvenes en
los centros de internamiento para adolescentes.

Artículo 150. La Unidad Especializada podrá ordenar, en
cualquier momento a las autoridades administrativas res-
ponsables, que se adopten las medidas necesarias para pro-
teger la integridad física de las personas internadas y de sus
visitantes, así como para mantener las condiciones de vida
digna en el interior de los centros federales de interna-
miento.

Artículo 151. Cuando las medidas a que se refiere el artí-
culo anterior impliquen la protección de la integridad físi-
ca, salud y seguridad personal de las personas internadas se
harán efectivas de inmediato; cuando dichas medidas im-
pliquen correcciones y adecuaciones en los servicios e ins-
talaciones de los centros federales de internamiento, la
Unidad Especializada señalará un plazo prudente para que
mediante su cumplimiento y ejecución se garanticen con-
diciones de vida digna en el interior del centro.

Artículo 152. La Unidad Especializada podrá, previa au-
diencia con los directores de los Centros Federales de In-
ternamiento, ordenar su suspensión, destitución, o inhabili-
tación cuando:
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I. No atiendan en sus términos las medidas ordenadas por;

II. Repitan los actos u omisiones considerados como viola-
torios de los derechos y garantías de las personas interna-
das o de sus visitantes en la resolución del recurso de que-
ja, y

III. Obstruyan o no eviten la obstrucción de las funciones
de los defensores, los visitadores de los organismos públi-
cos e internacionales de protección de los derechos huma-
nos.

Título Sexto
Recursos

Capítulo I
Reglas generales

Artículo 153. Las resoluciones serán recurribles sólo por
los medios y en los casos expresamente establecidos, siem-
pre que causen agravio al recurrente. El derecho de recurrir
corresponderá tan sólo a quien le sea expresamente otorga-
do. Cuando la ley no distinga entre las diversas partes, el
recurso podrá ser interpuesto por cualquiera de ellas. En el
proceso sólo se admitirán los siguientes recursos, según co-
rresponda:

I. Revocación;

II. Apelación;

III. Queja;

IV. Queja Administrativa; y

V. Reclamación.

Artículo 154. Los recursos se interpondrán en las condi-
ciones de tiempo y forma que se determinan en esta Ley.

Artículo 155. Las partes sólo podrán impugnar las deci-
siones judiciales que les causen agravio, siempre que no
hayan contribuido a provocarlo; hecha excepción del ado-
lescente, el adulto joven o su defensa quienes podrán im-
pugnar una decisión judicial aunque hayan contribuido a
provocar el vicio, en los casos en que se lesionen disposi-
ciones legales sobre su intervención, asistencia y repre-
sentación.

Artículo 156. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes podrá presentar recurso contra aquellas deci-
siones que sean contrarias a los intereses que representa.

Artículo 157. El tribunal que conozca de la apelación, su-
plirá la deficiencia de los agravios cuando el recurrente sea
el adolescente o adulto joven, o siéndolo el defensor, se ad-
vierta que por torpeza no los hizo valer debidamente.

Artículo 158. La víctima u ofendido podrán recurrir las de-
cisiones que versen sobre la reparación del daño. Asimis-
mo, podrán solicitar motivadamente al Ministerio Público
de la Federación para Adolescentes, que interponga los re-
cursos que considera procedentes, dentro de los plazos le-
gales.

Cuando el Ministerio Público de la Federación para Ado-
lescentes no presente la impugnación, deberá fundar y mo-
tivar por escrito al solicitante la razón de su proceder, den-
tro de los cinco días de vencido el plazo legal para recurrir.

Artículo 159. Cuando existan varios adolescentes o adultos
jóvenes involucrados en una misma causa, el recurso inter-
puesto por uno de ellos favorecerá también a los demás, en
alguna de las siguientes causas:

I. Por la inexistencia del hecho que se les atribuye;

II. Por tipificación de los hechos en figura diversa a aque-
lla por la que se decretó la sujeción a proceso, o por acre-
ditación de alguna otra modalidad que favorezca la situa-
ción jurídica de los adolescentes o adultos jóvenes;

III. Cuando por determinación del monto del daño causado
o del lucro obtenido, opere la reducción de medidas.

No podrá surtir efectos extensivos la resolución que se dic-
te en el recurso, respecto de aquellos a quienes se haya dic-
tado resolución firme.

También favorecerá a los demás adolescentes o adultos jó-
venes involucrados el recurso del adolescente o adulto jo-
ven demandado por la vía civil, en cuanto incida en su res-
ponsabilidad.

Artículo 160. La resolución impugnada no se suspenderá
mientras se tramite el recurso, salvo que se trate de la sen-
tencia definitiva que haya causado estado.
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Artículo 161. El Ministerio Público de la Federación para
Adolescentes podrá desistirse de sus recursos, mediante so-
licitud fundada y motivada.

Para desistirse de un recurso, el defensor deberá tener au-
torización expresa del adolescente o adulto joven.

Artículo 162. Cuando la resolución haya sido impugnada
por el adolescente o el adulto joven o su defensor, no po-
drá modificarse en su perjuicio.

Los recursos interpuestos por cualquiera de las partes per-
mitirán confirmar, modificar o revocar la resolución im-
pugnada.

Artículo 163. Los errores de derecho en la fundamentación
de la sentencia o resolución impugnadas, que no hayan in-
fluido en la parte resolutiva, no la invalidan, pero serán co-
rregidos apenas advertidos o señalados por alguna de las
partes, así como los errores de forma en la designación o el
cómputo de los plazos de duración de las medidas.

Capítulo II
Recurso de revocación

Artículo 164. El recurso de revocación procederá solamen-
te contra las determinaciones que decidan sin sustanciación
un trámite del proceso, a fin de que el mismo juzgador que
las dictó examine nuevamente la cuestión y dicte la resolu-
ción que corresponda.

Artículo 165. Este recurso se interpondrá por escrito, den-
tro de los tres días siguientes a la notificación de la deter-
minación recurrida. El Juez de Distrito Especializado para
Adolescentes resolverá, previa vista a los interesados, en el
mismo plazo.

Artículo 166. Durante el desahogo de las audiencias sólo
será admisible el recurso de revocación, el cual será re-
suelto de inmediato, sin suspender aquéllas. La interposi-
ción del recurso de revocación implica la reserva de hacer
valer la violación procesal en el recurso de apelación, si el
vicio no es saneado y provoca un agravio al recurrente.

Capítulo III
Recurso de apelación

Artículo 167. El recurso de apelación tiene por objeto exa-
minar si en la resolución recurrida se aplicó la ley corres-
pondiente o se aplicó ésta inexactamente, si se violaron los

principios reguladores de la valoración de la prueba, si se
alteraron los hechos o no se fundó o motivó correctamen-
te.

Artículo 168. El recurso de apelación procederá contra las
resoluciones dictadas por el Juez de Distrito Especializado
para Adolescentes, hecha excepción de lo previsto en el re-
curso de revocación.

También serán apelables las resoluciones del Juez de Dis-
trito Especializado para Adolescentes que adecuen o den
por cumplida una medida.

Artículo 169. La segunda instancia solamente se abrirá a
petición de parte legítima, para resolver sobre los agravios
que estime el apelante le cause la resolución recurrida. Los
agravios deberán expresarse al interponerse el recurso o en
la vista del asunto.

Las apelaciones interpuestas contra determinaciones ante-
riores a la resolución de primera instancia, deberán resol-
verse por el tribunal de apelación antes de que se emita la
misma.

Artículo 170. La apelación podrá interponerse en el acto de
la notificación o por escrito o comparecencia dentro de los
cinco días contados a partir de que surta efectos la notifi-
cación sise tratare de la resolución de primera instancia, o
de tres días si se interpusiere contra determinaciones de trá-
mite.

Al notificarse al adolescente o adulto joven la resolución
de primera instancia, se le hará saber el término que la ley
concede para interponer el recurso de apelación; lo que se
hará constar en el proceso.

La omisión de este requisito surte el efecto de duplicar el
término legal para interponer el recurso.

Artículo 171. Presentado el recurso, el juez correspondien-
te notificará a las otras partes para que en el plazo de tres
días manifiesten lo que a su derecho convenga.

Sin más trámite e inmediatamente, remitirá las actuaciones
al Magistrado de Circuito para Adolescentes competente
para que resuelva lo conducente.

Son apelables en ambos efectos las sentencias definitivas
en que se imponga alguna sanción.
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En los demás casos en que proceda la apelación, sólo se re-
mitirá copia de las actuaciones pertinentes o se formará un
legajo especial, para no demorar el trámite del proceso.

Excepcionalmente, el tribunal de apelación podrá solicitar
otras copias o las actuaciones originales. Ello no implicará
la paralización, ni suspensión del proceso.

Artículo 172. Radicada la causa, el Magistrado de Circuito
para Adolescentes decidirá si admite el recurso y, en su ca-
so, dentro de los diez días siguientes citará a una audiencia
en laque resolverá de inmediato la cuestión planteada.

Artículo 173. La audiencia se celebrará con las partes que
comparezcan, quienes podrán hacer uso de la palabra, sin
que se admitan réplicas. Si fueren dos o más los apelantes,
usarán la palabra en el orden que designe el funcionario
que presida.

Quienes intervengan en la discusión podrán dejar breves
notas escritas sobre su planteamiento.

El adolescente o adulto joven será representado por su de-
fensor, pero podrá asistir a la audiencia y, en ese caso, se le
concederá la palabra en último término.

En la audiencia, el Magistrado de Circuito para Adolescen-
tes podrá interrogar a los recurrentes sobre las cuestiones
planteadas en el recurso.

Declarado visto el asunto, quedará cerrado el debate y el
Magistrado de Circuito para Adolescentes pronunciará el
fallo que corresponda, en ese momento o a más tardar, den-
tro de los cinco días posteriores, confirmando, revocando o
modificando la resolución apelada.

Artículo 174. En la apelación podrán ofrecerse las pruebas
supervenientes que acrediten la ilegalidad de la resolución
recurrida, desde el momento de la interposición del recur-
so hasta la audiencia de vista.

Las pruebas que pueden desahogarse en la audiencia de
vista pueden ser de toda clase. Sólo se admitirá la prueba
testimonial, cuando los hechos a que se refiera no hayan
sido materia del examen de testigos en primera instancia.

Si después de celebrada la audiencia de vista el Magistra-
do de Circuito para Adolescentes estima necesaria la prác-
tica de alguna diligencia para ilustrar su criterio, podrá de-

cretarla para mejor proveer y la practicará dentro de los
diez días siguientes con arreglo a las disposiciones relati-
vas del Código Federal de Procedimientos Penales. Practi-
cada que fuere, fallará el asunto inmediatamente.

Artículo 175. Emitida la resolución de la apelación, inme-
diatamente se notificará a las partes legitimadas, y cesará la
segunda instancia.

Las sentencias emitidas por el Magistrado de Circuito para
Adolescentes, contendrán las diligencias básicas para sal-
vaguardar las garantías de las personas menores de edad,
así como los efectos que producen la nueva decisión judi-
cial.

Capítulo IV
Recurso de queja

Artículo 176. El recurso de queja ante el Magistrado de
Circuito para Adolescentes procede contra jueces que no
emitan las resoluciones a que están obligados, o bien no
ordenen la práctica de diligencias del procedimiento dentro
de los plazos y los términos que señale esta ley, o cuando
no cumplan las formalidades o no despachen los asuntos de
acuerdo a lo establecido en la misma.

La queja se interpondrá dentro de los tres días siguientes,
contados a partir de que se produjo la situación que la mo-
tivó ante el Magistrado de Circuito para Adolescentes. En
el supuesto de demora en la radicación de un asunto sin de-
tenido, la queja sólo podrá interponerla el Ministerio Pú-
blico de la Federación para Adolescentes.

El Magistrado de Circuito para Adolescentes, en el térmi-
no de cuarenta y ocho horas requerirá al Juez de Distrito
Especializado para Adolescentes para que cumpla con las
obligaciones determinadas en la ley, en un plazo no mayor
de dos días, sin perjuicio de las responsabilidades que le re-
sulten.

Capítulo V
Queja administrativa y recurso 

de reclamación

Artículo 177. La persona sujeta a una medida de interna-
miento puede interponer la queja administrativa, por su
propio derecho o a través de sus padres, tutores, quien ejer-
za la patria potestad, custodia o su defensor, contra el per-
sonal de los Centros Federales de Internamiento o contra
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los representantes de las dependencias, instituciones u or-
ganizaciones públicas, privadas o sociales que estén apli-
cando o colaboren en la aplicación de la medida, por la
transgresión o inminente vulneración de sus derechos.

Artículo 178. La queja administrativa será presentada de
manera escrita, dentro de los diez días siguientes al acto
que se estime violatorio de los derechos de la persona su-
jeta a la medida de internamiento, ante la Unidad Especia-
lizada quien deberá realizar inmediatamente la investiga-
ción respectiva y dictar una resolución en un plazo no
mayor a cinco días.

La Unidad Especializada dispondrá, en su caso, las medi-
das precautorias necesarias  para salvaguardar los derechos
del agraviado mientras se resuelve la queja administrativa.

Artículo 179. Contra las resoluciones dictadas por la Uni-
dad Especializada en queja administrativa presentada en
los términos del artículo anterior o contra la falta de res-
puesta a ésta, procederá el recurso de reclamación ante el
Juez de Distrito Especializado para Adolescentes.

Artículo 180. El recurso de reclamación debe interponerse
por escrito, dentro de los cinco días siguientes a la notifi-
cación de la determinación recurrida o al plazo en que de-
bió haberse dictado la resolución a que se refiere el artícu-
lo 178 de esta Ley, ante el Juez de Distrito Especializado
para Adolescentes quien, si lo califica procedente, convo-
cará dentro de los cinco días a una audiencia a la que de-
berán concurrir el adolescente o adulto joven, sus padres o
tutores, en su caso, su defensor y la autoridad ejecutora se-
ñalada como responsable, quienes harán una breve presen-
tación de sus posiciones. El juez resolverá de inmediato
una vez que haya oído a los participantes.

El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes estará
autorizado para solicitar a las autoridades ejecutoras todos
los informes necesarios para sustentar su resolución.

Si la autoridad ejecutora no envía los informes solicitados
o no comparece a la audiencia, el Juez de Distrito Especia-
lizado para Adolescentes tendrá por ciertos los hechos ma-
teria del recurso.

La interposición del recurso de reclamación suspenderá la
aplicación de la resolución impugnada, hasta que el mismo
se resuelva en definitiva, salvo en el caso de que de sus-
penderse, la resolución se pusiera en riesgo a terceros.

El Juez de Distrito Especializado para Adolescentes, una
vez que conozca la determinación, resolverá en un plazo no
mayor de cinco días.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se adiciona el artículo 50 Quá-
ter a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
para quedar como sigue:

Artículo 50 Quáter. A los jueces de Distrito Especializa-
dos para Adolescentes corresponde:

I. Conocer de las causas instauradas en contra de las
personas a quienes se impute la realización de una con-
ducta tipificada como delito, cuando tengan entre doce
años cumplidos y menos de dieciocho años de edad;

II. Promover los procedimientos alternativos al juzga-
miento, a fin de cumplir con los principios de mínima
intervención y subsidiariedad;

III. Resolver los asuntos sometidos a su conocimiento,
conforme a los plazos y términos previstos en la Ley Fe-
deral de Justicia para Adolescentes;

IV. Resolver sobre las medidas a imponer, atendiendo
los principios de culpabilidad por el acto, proporciona-
lidad y racionalidad, así como a las circunstancias, gra-
vedad de la conducta, características y necesidades de
los  adolescentes o adultos jóvenes;

V. Asegurarse de que el adolescente o adulto joven que
se encuentra a su disposición, no sea incomunicado, co-
accionado, intimidado, torturado o sometido a tratos
crueles, inhumanos o degradantes, así como los demás
que apliquen a su situación;

VI. Resolver sobre las cuestiones o incidentes que se
susciten durante la ejecución de las medidas impuestas
a adolescentes y adultos jóvenes en los  términos que
dispone la Ley de la materia;

VII. Resolver los recursos que se presenten durante el
procedimiento de la ejecución de la medida, en contra
de las determinaciones de la Unidad Especializada;

VIII. Atender las solicitudes que realicen personalmen-
te adolescentes y adultos jóvenes o sus representantes
legales, y resolver a la brevedad lo que corresponda;
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IX. Resolver conforme a las disposiciones legales sobre
la adecuación de la medida si se considera que ésta ya
produjo sus efectos, es innecesaria o afecta el desarro-
llo, la dignidad o la integración familiar y social de
quienes estén sujetos a ella;

X. Dictar resolución mediante la cual se dé por cumpli-
da la medida impuesta, así como la libertad total y de-
finitiva de los adolescentes o adultos jóvenes; y

XI. Las demás que determine la ley.

ARTÍCULO TERCERO. Se reforma la fracción XXV
del artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 30 Bis. A la Secretaría de Seguridad Pública co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. a XXIV. ...

XXV. Administrar la parte relativa a la ejecución de las
medidas previstas en el Sistema Federal de Justicia pa-
ra Adolescentes, así como diseñar campañas de difusión
de respeto a la legalidad entre los adolescentes con el fin
de prevenir la realización de conductas antisociales y
suscribir los convenios de colaboración en términos de
la Ley Federal de Justicia para Adolescentes y con es-
tricto apego a los derechos humanos;

XXVI. a XXVII. …

ARTÍCULO CUARTO. Se adiciona un inciso D) a la
fracción I del artículo 4 de la Ley Orgánica de la Procura-
duría General de la República para quedar en los siguien-
tes términos:

Artículo 4. Corresponde al Ministerio Público de la Fede-
ración:

I. …

A) a C) …

D) En materia de Justicia Federal para Adolescentes:

I. Realizar en cada asunto de su conocimiento, con mo-
tivo de la investigación y persecución de conductas tipi-

ficadas como delitos atribuidas a adolescentes, el análi-
sis, el diagnóstico del caso, el plan de trabajo y la bitá-
cora de las acciones de investigación;

II. Velar en todo momento, en los asuntos de su conoci-
miento, por el respeto, integridad, dignidad y estricto
cumplimiento de los derechos y garantías de los adoles-
centes o adultos jóvenes sujetos a la Ley Federal de Jus-
ticia para Adolescentes, así como de las víctimas u ofen-
didos de los hechos probablemente realizados por los
adolescentes o adultos jóvenes;

III. Informar de inmediato al adolescente, a sus fami-
liares y a su defensor su situación jurídica, así como los
derechos que les asisten;

IV. Realizar lo conducente para que sea asignado al
adolescente un defensor público federal para adoles-
centes desde el momento en el que sea puesto a su dis-
posición;

V. Resolver dentro de los plazos y términos previstos en
la Ley Federal de Justicia para Adolescentes, la situa-
ción jurídica de los adolescentes que sean puestos a su
disposición;

VI. Formular la remisión y poner inmediatamente a los
adolescentes a disposición del Juez de Distrito Especia-
lizado para Adolescentes, en los casos en que resulte
procedente.

VII. Procurar, en los casos de querella necesaria, la
conciliación entre el adolescente o adulto joven y la víc-
tima u ofendido;

VIII. Garantizar que durante la fase de detención, no se
mantenga al adolescente incomunicado ni se le coaccio-
ne, intimide, someta a torturas u otros tratos o penas
crueles, inhumanas o degradantes y que se satisfagan
sus derechos a la alimentación y a la salud, así como los
demás que apliquen a su situación;

IX. Dirigir personalmente las investigaciones que sean
conducentes para formular el escrito de atribución de
hechos;

X. Valorar los resultados de su investigación con el fin
de determinar la posición del órgano respecto del caso;

XI. Formular el escrito de atribución de hechos;
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XII. Realizar durante el procedimiento todas las actua-
ciones necesarias para la procuración de la justicia, in-
cluyendo ofrecimiento de pruebas, formulación de
agravios, alegatos e interposición de recursos;

XIII. Asesorar a la víctima o al ofendido durante la fa-
se de investigación y juicio;

XIV. Solicitar la reparación del daño a la víctima u
ofendido cuando proceda, y realizar todas las acciones
tendientes a obtenerla, y

XV. Las demás que determine la ley.

ARTÍCULO QUINTO. Se reforman los artículos 4, frac-
ción I, y 10; y se adiciona un artículo 12 Bis a la Ley Fe-
deral de Defensoría Pública para quedar como sigue:

Artículo 4. Los servicios de defensoría pública se prestarán
a través de:

I. Defensores públicos, en los asuntos del orden penal fe-
deral y de la Justicia Federal para Adolescentes, desde la
averiguación previa o investigación hasta la ejecución de
las penas o medidas, y

II. …

Artículo 10. Los defensores públicos y los defensores pú-
blicos para adolescentes serán asignados inmediatamente
por el Instituto Federal de Defensoría Pública, sin más re-
quisitos que la solicitud formulada por el adolescente o
adulto joven al que se le esté aplicando la Ley Federal
de Justicia para Adolescentes, por el indiciado en la ave-
riguación previa, el inculpado en el proceso penal, el sen-
tenciado y el Agente del Ministerio Público o el Agente del
Ministerio Público Federal para Adolescentes, o el ór-
gano jurisdiccional, según sea el caso.

Artículo 12 Bis. A los defensores públicos para adoles-
centes, además de las atribuciones que procedan seña-
ladas en los artículos anteriores, las siguientes:

I. Ejercer la defensa legal de los adolescentes o adultos
jóvenes a quienes se atribuya la realización de una con-
ducta tipificada como delito, en igualdad de circunstan-
cias que su contraparte, desde el momento en el que se-
an presentados ante el Ministerio Público de la

Federación para Adolescentes y mientras estén sujetos
a cualquiera de las fases del Sistema Federal de Justicia
para Adolescentes;

II. Asistir al adolescente o adulto joven sujeto a la apli-
cación de la Ley Federal de Justicia para Adolescentes,
especialmente en aquellos momentos en los que por de-
cisión de la autoridad se modifique su situación jurídi-
ca o se pongan en riesgo sus derechos o garantías;

III. Mantener una comunicación constante con el ado-
lescente o adulto joven, sus padres, tutores, o quien
ejerza la patria potestad, o custodia, para informarles
de la investigación, el proceso o la medida;

IV. Pugnar para que en todo momento se respeten los
derechos y garantías de los adolescentes o adultos jóve-
nes a quienes defiende, y hacer del conocimiento inme-
diato de las autoridades correspondientes cuando no se
respeten tales derechos y garantías, o exista inminencia
de que así suceda;

V. Informar de inmediato al adolescente o adulto joven
sujeto a la aplicación de la Ley Federal de Justicia pa-
ra Adolescentes, sobre su situación jurídica, así como
los derechos y garantías que le otorgan las disposiciones
legales aplicables;

VI. Promover soluciones alternativas al proceso;

VII. Solicitar al Ministerio Público de la Federación pa-
ra Adolescentes el no ejercicio de la remisión ante el
Juez de Distrito Especializado para Adolescentes, cuan-
do no se encuentren reunidos los elementos necesarios
para ello, y

VIII. Realizar todos los trámites o gestiones necesarios,
en tiempo y conforme a derecho para una eficaz defen-
sa del adolescente o adulto joven, incluyendo ofreci-
miento y desahogo de pruebas, realización de careos,
formulación de alegatos, agravios, conclusiones, inter-
posición de recursos, incidentes y demás actos condu-
centes.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor a los dos
años siguientes al día de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.
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Segundo. Se abroga, en su aplicación de ámbito federal, la
Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el
Distrito Federal en materia de Fuero Común y para toda la
República en materia de Fuero Federal.

Tercero. Dentro del plazo de entrada en vigor del presente
Decreto, el Ejecutivo Federal y las autoridades federales
correspondientes, deberán expedir los reglamentos que se
prevén en esta Ley, así como realizar las adecuaciones pre-
supuestales y orgánicas correspondientes. Deberá preverse
también la selección y capacitación inicial y permanente de
los funcionarios que integrarán el personal del sistema, así
como de quienes fungirán como formadores. Para estos
efectos se recurrirá a los convenios que las diversas depen-
dencias tengan firmados con organismos rectores especia-
lizados en la protección de los derechos de los adolescen-
tes.

Cuarto. Las instituciones encargadas de la formación de
los agentes de las policías federales deberán incluir, en un
plazo que no supere el ciclo lectivo en curso al momento
de entrar en vigor esta Ley, en el currículo transversal, los
planes y programas de estudio de todos los niveles y mo-
dalidades en los que se imparta capacitación, una forma-
ción integral en los derechos de los adolescentes conteni-
dos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, los tratados internacionales y demás ordena-
mientos federales aplicables.

Quinto. Los adolescentes sujetos a procedimiento o que se
encuentren cumpliendo una medida de conformidad con la
Ley que se abroga, quedarán sujetos al régimen previsto en
la presente Ley en todo aquello que les beneficie.

Sexto. Las erogaciones que en su caso se generen para las
instancias federales derivado de la entrada en vigor del pre-
sente Decreto, se sujetarán a los ingresos previsto por la
Ley de Ingresos de la Federación, así como a la disponibi-
lidad presupuestaria aprobada para ese efecto por la Cáma-
ra de Diputados en el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración del ejercicio fiscal correspondiente y a las
disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria.

Séptimo. Para efectos de la aplicación de la fuerza física
sobre los adolescentes, y adultos jóvenes como una medi-
da excepcional, se expedirán los protocolos de actuación
del uso de la fuerza que resulten necesarios, dentro de los
seis meses siguientes a la entrada en vigor del presente de-
creto.

Octavo. El Congreso de la Unión realizará las modifica-
ciones que correspondan a la presente Ley dentro de los
seis meses siguientes a la entrada en vigor en el ámbito fe-
deral del sistema de justicia penal acusatorio, previsto en
los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, pá-
rrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

Noveno. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente Decreto.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.— México,
DF, a 25 de abril de 2012.— Senadores: Francisco Arrroyo Vieyra (rú-
brica), vicepresidente y Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secreta-
ria.» 

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Túrnese a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Dictamen de la Comisión de Relaciones Exteriores, con
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diver-
sos artículos de la Ley del Servicio Exterior Mexicano

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de
Diputados le fue turnada la iniciativa que reforma, adicio-
na y deroga diversas disposiciones de la Ley del servicio
Exterior Mexicano,  para su estudio, análisis y elaboración
del dictamen respectivo.

Esta comisión, con fundamento en las facultades que le
confieren los artículos 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 39, y 45,
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; así como en los
artículos 80, 82, numeral 1, fracción I, 158, numeral 1, frac-
ción IV, y demás relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados; y habiendo analizado el contenido de la inicia-
tiva mencionada, somete a consideración de los integrantes
de esta honorable asamblea el presente:
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Dictamen 

Relativo a la iniciativa que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley del Servicio Exterior Mexi-
cano.

Antecedentes

1. Con fecha 4 de enero de 2012, el diputado Heliodoro
Díaz Escárraga, en conjunto con la Diputada Beatriz Pa-
redes Rangel y el diputado Carlos Flores Rico, integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional (GPPRI), presentaron ante la Comisión
Permanente del Honorable Congreso de la Unión la ini-
ciativa que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley del Servicio Exterior Mexicano, misma
que fue turnada a esta Comisión de Relaciones Exterio-
res para su análisis y elaboración del dictamen corres-
pondiente.

2. Además de innumerables consultas realizadas a dis-
tintos especialistas, con fechas 10 de enero, 17 de enero,
1 de febrero, 8 de febrero, 9 de febrero y 15 de febrero,
todas del año en curso, en una ocasión en las oficinas de
la Secretaría de Relaciones Exteriores (Secretaría) y el
resto en la Sala de Juntas de la Comisión de Relaciones
Exteriores de esta Soberanía, se llevaron a cabo reunio-
nes de trabajo con la presencia de legisladores integran-
tes de la Comisión de Relaciones Exteriores, funciona-
rios de la Secretaría de Relaciones Exteriores, de la
Secretaría de Gobernación, de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público y de la Consejería Jurídica del Ejecu-
tivo Federal, así como con integrantes de la Asociación
del Servicio Exterior Mexicano  (ASEM) y con Embaja-
dores eméritos, para analizar y compartir las opiniones
referentes a la iniciativa en comento.

3. El día 10 de enero de 2012, la Comisión de Relacio-
nes Exteriores  tuvo la primera Reunión con miembros
de la ASEM. En un ambiente propositivo se reconoció la
fortaleza de la Iniciativa de Ley en la materia, además de
explorar que en el proceso de negociación es indispen-
sable identificar que parte del articulado representa la
esencia de la Iniciativa y que otra parte está sujeta a un
proceso de negociación entre las siete fracciones parla-
mentarias con representación política en la Cámara de
Diputados. 

4. En reciprocidad a la reunión con el ASEM y a petición
de los impulsores de la Iniciativa, el diputado Porfirio

Muñoz Ledo, Presidente de la Comisión de Relaciones
Exteriores de la Cámara de Diputados, convocó  a  Reu-
nión el 18 de enero con autoridades de la Secretaría, par-
ticularmente con la Emb. María Angélica Arce Mora,
Presidenta de la Comisión de Personal de la Cancillería
y cuerpos técnicos de la propia dependencia federal, que
por mandato del artículo 28 constitucional, fracción II,
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, dirige al Servicio Exterior.

5. El GPPRI creyó conveniente argumentar que, en aras
de la defensa de la causa que enarbola la Iniciativa, era
necesario tener una Reunión de Trabajo exclusivamente
con la Secretaría, en la misma reciprocidad con la que la
Comisión de Relaciones Exteriores recibió a los miem-
bros de la ASEM. De esta manera, la segunda reunión de
trabajo se llevó a cabo  con la Secretaría el 18 de enero
a las 17:00hrs., en la sala de juntas de la Comisión de
Relaciones Exteriores.

6. Se recomendó que así como la Secretaría envío al En-
lace de la Cancillería con la Cámara de Diputados para
ser observador en la reunión con la ASEM, esta última
envíese a un representante observador, preferentemente
alguien que no tenga los niveles de Ministro o Embaja-
dor. Con ello se registró la misma reciprocidad que la
primera Reunión evitando referencias negativas a la
convocatoria del diálogo por parte de los legisladores,
además de evitar una falsa percepción de antagonismo
entre la ASEM y la Secretaría, cuando en realidad son
dos instancias fundamentales complementarias, entre
otras causas, para buscar los mejores elementos técnicos
del presente Dictamen. 

7. El diputado Heliodoro Díaz Escárraga, promotor de la
Iniciativa, fue contundente al señalar que el Congreso no
se podía quedar callado frente a años de rezago en la re-
forma a la Ley del Servicio Exterior Mexicano. Además
coincidió con el  legislador Porfirio Muñoz Ledo, que
frente al retraso de las nunca entregadas conclusiones de
reforma de la Comisión Ad hoc de reforma al Servicio
Exterior Mexicano (que mandata el Decreto que reforma
el artículo Octavo de la Ley del Servicio Profesional de
Carrera, y en los artículos transitorios -28 junio 2005),
este esfuerzo que enarbola el GPPRI no parte ni de la
improvisación ni en la exclusividad de un actor central,
dado que es cúmulo de más de un año de trabajo y de es-
cuchar una demanda legítima de mexicanos que por vo-
cación y proyecto de vida optaron por ingresar al Servi-
cio Exterior Mexicano (Servicio). 
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8. El diputado Porfirio Muñoz Ledo, dijo al inicio de la
Reunión con funcionarios de la Cancillería, que la ASEM
y otros diplomáticos mexicanos, en funciones o en retiro,
“optaron por el PRI para canalizar el esfuerzo de reforma
a la Ley del Servicio Exterior Mexicano”. Igualmente co-
mentó que, no obstante lo anterior, la participación de to-
das las fuerzas políticas es importante para dictaminar
cuanto antes la Iniciativa y llevarla al Pleno con la mayor
legitimidad y acuerdo político posibles. 

9. Hacer un esfuerzo de perspectiva histórica para aten-
der las razones que permitieron otras leyes o modifica-
ciones a las leyes que han regulado al Servicio, es nece-
sario para realizar una reforma de acuerdo a un país
plural con gobiernos divididos y merecedor de institu-
ciones de Estado, donde el Servicio Exterior Mexicano
representa el primer servicio de carrera en la Adminis-
tración Pública Federal desde el inicio del México inde-
pendiente. 

10. La Embajadora Arce Mora habló de la necesidad de
la compatibilidad de la ley del Servicio Exterior Mexi-
cano con la del Servicio Profesional de Carrera. Asunto
respecto del cual de inmediato se marcó distancia por la
propia naturaleza del Servicio exterior y por el artículo
Octavo de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en
la Administración Pública Federal, publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 1 de septiembre de 2005. 

11. El diputado Heliodoro Díaz Escárraga, se pronunció
porque la iniciativa se aprobase en el Último Periodo
Ordinario de Sesiones de la LXI Legislatura. Comentó
que para los legisladores del PRI  no es caso cerrado,
además de pronunciarse por no aceptar mecanismos re-
tardatarios o dilatadores para impedir su aprobación. Por
ello, subrayó, se espera la disposición de la Secretaría
para coadyuvar  realmente a la Reforma, mencionando
con claridad: en donde SÍ están de acuerdo, en donde
NO para, en consecuencia, enviar observaciones y pro-
puestas para enriquecer el presente Dictamen. 

12. Durante las reuniones descritas se acordó recibir las
opiniones y observaciones de los legisladores, grupos
parlamentarios e involucrados en este proceso, para, en
su caso, incorporarlas a la discusión y análisis de la ini-
ciativa correspondiente.

Contenido de la iniciativa

• Tiene incidencia en 36 artículos (casi el 50% de la ley
vigente), reformando 16, derogando 4 y adicionando 15
y tres capítulos (IX Bis, XII y XIII), por lo que es una
reforma de gran calado. 

• Pretende devolver a esta ley su carácter orgánico, ya
que se ocupa principalmente de los aspectos administra-
tivos relacionados con el personal diplomático.

Particularidades de la iniciativa:

• Los miembros del Servicio podrán prestar servicios en
la Secretaría y en las áreas de asuntos internacionales de
otras dependencias del gobierno federal; 

• Se dará reconocimiento al derecho de asociación del
personal de carrera del Servicio y, consecuentemente, a
la Asociación del Servicio Exterior Mexicano;

• El personal temporal no será parte del Servicio;

• La rotación de personal de carrera será obligatoria, pre-
visible y programada, respetando estrictamente los tiem-
pos mínimos y máximos de estancia y de servicio;

• Se evitará que funcionarios de la Secretaría ingresen al
Servicio de carrera en rangos superiores, sin antes haber
cumplido con los requisitos de ingreso y ascenso que la
ley establece; 

• El número de plazas será acorde con la estructura de
puestos, tanto en oficinas en territorio nacional como en
oficinas en el exterior, manteniendo así congruencia en-
tre el rango y  puesto;

• Se respetarán estrictamente los tiempos mínimos y má-
ximos de estancia y de servicio para los miembros del
personal de carrera y temporal, tanto en México, como
en el extranjero;

• Se otorgarán beneficios de seguridad social a depen-
dientes económicos y parejas en concubinato de los
miembros del Servicio Exterior;

• La capacitación y actualización de los cuadros del Ser-
vicio exterior, en el Instituto Matías Romero de Estudios
Diplomáticos, será un derecho y una obligación perma-
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nentes para complementar los mecanismos de ingreso,
rotación, ascenso y especialización en el servicio exte-
rior;

• Los miembros del Servicio, al terminar su ciclo pro-
ductivo, recibirán una pensión de retiro que les permita
llevar una vida decorosa; 

La edad de jubilación se extienda a los 70 años de edad; 

• En analogía con la Ley del ISSSTE, se ampliará de 18
a 25 años la edad máxima de la dependencia económica,
de los hijos de miembros del Servicio;

• La Secretaría deberá continuar proporcionando en el
extranjero la ayuda para el pago de la educación de los
hijos de miembros del Servicio, cuando ésta resulte one-
rosa en determinadas adscripciones; así como el pago de
seguro médico. 

Considerandos

Conforme el Estado mexicano buscó su consolidación ad-
virtió la necesidad de crear dos instituciones para garanti-
zar su eje soberano: Las fuerzas armadas, para hacer frente
a un potencial invasor y el Servicio Exterior, compuesto por
funcionarios que de manera permanente anticiparan cual-
quier intento de intervención y ejercieran una diplomacia
que, con base en el derecho internacional y en la negocia-
ción, asegurara la integridad de nuestro territorio y nuestra
permanencia como Nación. 

Desde el nacimiento del México independiente, los diplo-
máticos mexicanos fueron la primera trinchera en el exte-
rior defensora de la permanencia del Estado mexicano. El
Servicio Exterior Mexicano, a diferencia de las del Ejérci-
to y Fuerza Aérea y la Fuerzas Armadas, la Armada y la
Fuerza Aérea, que representan la estructura militar del Es-
tado, simboliza el primer órgano civil permanente y con es-
tructura propia de la Administración Pública Federal.

El Estado mexicano, apenas bicentenario, ha mantenido co-
mo baluarte en su defensa permanente en el exterior, a los
hombres y mujeres que han dedicado su vida en el trabajo
diplomático y, en consecuencia, a formar parte del Servicio
de Carrera más antiguo de la Administración Pública Fede-
ral, que es, precisamente, el Servicio Exterior Mexicano . 

El Servicio Exterior se ha distinguido por su profesionalis-
mo, lealtad al Estado mexicano y por su capacidad para re-

novarse en conjunto con los cambios propios de la escena
nacional y de la comunidad internacional. En ese proceso
permanente, su vinculación como instrumento ejecutor
principal de la política exterior, exige actualizar su anda-
miaje orgánico y garantizar la certeza jurídica de su funcio-
namiento, logrando el equilibrio entre derechos y obliga-
ciones de cada uno de sus miembros, desde los técnicos
administrativos y agregados diplomáticos hasta los embaja-
dores eminentes y eméritos.

La última parte del siglo XX y el inició del siglo XXI, se
han distinguido por un sistema internacional que aún no sa-
be resolver sus contradicciones e interacciones, propias de
una nueva escena global. Entre las fronteras del unilatera-
lismo y el multilateralismo y en las antípodas de nuevos
conflictos que vulneran más la seguridad y gobernabilidad
global que las tradicionales amenazas entre Estados  es me-
nester dar muestras de que el Estado mexicano, por medio
de sus medios legislativos y del propio Ejecutivo Federal,
propician cambios internos para dotar de mayor certidum-
bre a los hombres y mujeres que forman parte del Servicio
y que continúan con la tradición y responsabilidad de saber
defender los más caros intereses de México más allá de las
fronteras nacionales.

El sustento del régimen político del México post revolucio-
nario lo representó el presidencialismo. Las progresivas re-
formas político-electorales iniciadas desde la década de los
sesentas, han propiciado el arribo de la pluralidad política a
los órganos de representación legislativa, además de los
tres órdenes de gobierno en las estructuras de los poderes
ejecutivos.

El profundo cambio político que ha sucedido en México
por mandato del voto popular, ha significado el reforza-
miento de la división de poderes y ha profundizado la au-
tonomía institucional de órganos como el Instituto Federal
Electoral, el Banco de México, además de la creación de
nuevas instituciones que han pasado por la legitimación de
origen, tanto del Ejecutivo como del legislativo, como es el
caso de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos o
el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental.

La conducción de la política exterior de México, es una fa-
cultad constitucional que se le asigna al presidente de la re-
pública en el artículo 89 fracción X. Su vigencia, desde
1917, se fortaleció con la capacidad de vincular ésta con el
análisis de la política exterior a cargo del Senado de la Re-
pública que, por su parte, fue complementada gracias a  la
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reforma  constitucional de 1978 que posibilitó que, a partir
de entonces, la Cámara Alta tuviese la atribución de ratifi-
car a los embajadores y cónsules, inscrita en el artículo 76
de nuestra Carta Magna.

Como lo establece el artículo 28 fracción II de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, corresponde a
la Secretaria de Relaciones Exteriores (Secretaría) dirigir el
servicio exterior en sus aspectos diplomático y consular en
los términos de la Ley del Servicio Exterior Mexicano y,
por conducto de los agentes del mismo servicio, velar por
el buen nombre de México e impartir protección y servicios
consulares a los mexicanos en el extranjero.

En el amplio horizonte de la operación gubernamental se
encuentra de manera sobresaliente la política exterior del
Estado mexicano, cuya ejecución queda bajo la responsabi-
lidad de ese cuerpo profesional y especializado de servido-
res públicos. La vocación por el entendimiento, su disposi-
ción de estar comisionados en el extranjero, junto a un
compromiso de constante capacitación, debe motivar al Po-
der Legislativo a revisar la normatividad con la que opera
el Servicio Exterior Mexicano.

En nuestro marco constitucional, el artículo 73, fracción
XX, faculta al Congreso a expedir las leyes de organización
de los cuerpos diplomático y consular mexicanos y siendo
esta Cámara de Diputados integrante de dicho Congreso
cuenta con plena competencia para aprobar iniciativas que
reformen, deroguen y adicionen la Ley del Servicio Exte-
rior Mexicano. Así lo ha suscrito esta Cámara en diversas
elaboraciones y modificaciones de diversas leyes del Servi-
cio Exterior, como las de 1967, 1982 y la que actualmente
lo rige, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4
de enero de 1994.

Las embajadas, consulados y misiones diplomáticas ante
instituciones internacionales son representaciones perma-
nentes del Estado mexicano y, consecuentemente, su pre-
sencia política va más allá de los gobiernos en turno. Por
ello, es necesario reforzar el marco legal para que el Servi-
cio cuente con las herramientas necesarias que garanticen
su funcionalidad y, a su vez, permitan el pleno resguardo de
los derechos de los funcionarios pertenecientes a este ser-
vicio. 

La diplomacia mexicana de nuestros tiempos tiene que cul-
tivar especialmente su capacidad analítica, el liderazgo, la
comunicación y la habilidad de gestión. Solamente así po-

drá realizar una aportación útil al proceso de toma de deci-
siones en materia de política exterior y podrá ser efectivo el
impulso y la coordinación de los intereses nacionales, pri-
vilegiando el ánimo político que entraña por sí misma la di-
plomacia. 

Al demandar tales requerimientos al Servicio debemos ase-
gurarnos que el Estado garantice a sus integrantes un bien-
estar decoroso y una carrera, en cuya disciplina, imperen la
equidad, la transparencia y la igualdad de oportunidades. 

La situación actual en el mundo, compleja y sorprendente,
exige una presencia renovada de México en los escenarios
internacionales, que solamente podrá concretarse impul-
sando y logrando un conjunto de reformas indispensables a
la Ley del Servicio Exterior, sobre todo considerando que
algunos mecanismos discrecionales que fueron introduci-
dos en la reforma del 2001 han desvirtuado el espíritu de
cuerpo diplomático, el sentido de carrera y la mística del
Servicio Exterior.

Dichos mecanismos han dado lugar, entre otras inconsis-
tencias, a que se favorezca la facultad constitucional del
Poder Ejecutivo para efectuar nombramientos políticos en
las Misiones de México en el mundo, afectando muchas ve-
ces la necesaria congruencia y equivalencia entre rango y
puesto que debe caracterizar a cualquier servicio profesio-
nal de carrera.

Sabedores que la gobernabilidad democrática exige un titu-
lar del ejecutivo sólido en el andamiaje institucional, legal
y político, que no mine su capacidad de hacer y dirigir la
política exterior, que también de acuerdo al artículo 89
fracción X, el Legislativo mexicano reformó en 1988 y en
2010, al instalar ocho principios constitucionales para con-
ducir la política exterior de México en su carácter de Esta-
do y no de régimen.

El presente dictamen, en el artículo 19 de la Ley del Servi-
cio Exterior propone poner un 15% de espacios a designa-
ciones presidenciales de embajadores y cónsules generales
que no sean miembros del Servicio. Respetando las facul-
tades constitucionales de que el Ejecutivo Federal es el en-
cargado de la política exterior, esta soberanía actualiza la
legislación en la materia de quienes van a operar y ejecutar
los lineamientos de política exterior para que los equilibrios
entre profesionalismo y el derecho a nombramientos políti-
cos guarde un equilibrio sin perjuicio de la fundamental ta-
rea operativa de la diplomacia mexicana.
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Detrás de las inconsistencias de la Ley del Servicio, que de-
ben reformarse, se encuentra la inquietante realidad de la
disminución relativa en el número de miembros del Servi-
cio Exterior Mexicano en los últimos 25 años, no obstante
que las relaciones internacionales de México se han multi-
plicado de manera importante. A la fecha, el personal de ca-
rrera del Servicio en activo es de 1169 miembros, vis à vis
el apabullante aumento de las tareas, asuntos, riesgos, inte-
reses bilaterales y multilaterales en materias tales como se-
guridad nacional, medio ambiente y cambio climático, de-
rechos humanos, migración, desarrollo y transición
energética, cooperación científica y técnica, economía, et-
cétera.

En esta coyuntura, el Poder Legislativo tiene que asumir
una visión clara de Estado para fortalecer y modernizar al
Servicio y permitir al país estar presente en nuevas zonas
geográficas, contar con más representaciones diplomáticas
y responder en plena era del conocimiento, a la especiali-
zación temática y técnica que exige una nueva Agenda In-
ternacional. 

Basta constatar que un país como Brasil, con una visión es-
tratégica de Estado en su política exterior, independiente-
mente del tránsito de diversos gobiernos democráticos, ha
fortalecido a su Cancillería y a su Servicio Exterior, con lo
que ha evitado que sus intereses nacionales se vean afecta-
dos. Por ello mismo, ha fortalecido a ambos, tanto en su
presupuesto como en el número de sus miembros. De esta
forma, Brasil considera el gasto en su servicio exterior y el
de la infraestructura de sus misiones en el exterior, como
inversión y no gasto corriente. 

También está el caso de la República de Cuba, que contras-
ta fuertemente con el de nuestro país. México, miembro del
G20 que incluye en su seno a las principales economías del
orbe, tiene actualmente solo 73 embajadas, mientras que
Cuba cuenta con 120.

Otro dato útil, para contextualizar, indica que el Estado me-
xicano cuenta con 151 representaciones (73 embajadas, 70
consulados, 3 oficinas de enlace y 5 misiones ante organis-
mos internacionales), en comparación con las representa-
ciones en el mundo de los llamados países del BRICS (Bra-
sil, Rusia, India, China y Sudáfrica) que, en promedio, es
de 209.

Ser una de las primeras quince economías del mundo y el
onceavo país por su índice demográfico, tener el privilegio
de ser el mayor país hispanoparlante, además de ser here-

dero civilizatorio con un sello particular en la cultura, en el
que se reconoce a México como uno de los primeros diez
países con mayor número de Patrimonios Culturales de la
Humanidad, como lo demuestra la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Educación, la Cultura y la Ciencia
(UNESCO), no tiene correlación con los instrumentos que
debe tener México para ampliar sus intereses vitales en la
Comunidad Internacional. 

Para lograr el fortalecimiento del Servicio, es necesario em-
pezar a devolverle a su Ley el carácter orgánico, para que
sea, nuevamente, el ordenamiento jurídico que rija el que-
hacer de la Secretaría en consonancia con la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y con la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal; en tanto debe
definirse al Servicio Exterior Mexicano como el cuerpo
permanente de servidores públicos del Estado que prestan
sus servicios en las misiones de México en el exterior, en la
Secretaría de Relaciones Exteriores, y en las oficinas de
Asuntos Internacionales de las dependencias de la Admi-
nistración Pública Federal. 

Optimizar la profesionalización en la ejecución de la polí-
tica exterior del Estado mexicano exige que los nombra-
mientos hechos por el titular del Poder Ejecutivo Federal,
en lo que se refiere a los jefes de misión que no formen par-
te del personal de carrera, y por el Secretario de Relaciones
Exteriores, en lo que corresponde al personal temporal, co-
mo ocurre en un sin número de otros Estados, se sujete a
una cuota máxima además de demostrar la solvencia profe-
sional, ética y laboral de los designados. 

De igual forma, es necesario evitar que funcionarios de la
Secretaría, o quienes habiendo terminado un nombramien-
to provisional en el Servicio, ingresen al servicio de carre-
ra en rangos superiores, sin antes haber cumplido con los
requisitos de ingreso y ascenso que la ley establece.

Lo anterior, debido a que estos nombramientos rompen con
el espíritu del servicio de carrera y obstaculizan las estruc-
turas administrativas, creando privilegios inaceptables.

Asimismo, a fin de no violentar su espíritu de cuerpo y su
necesaria movilidad y rotación, debe buscarse que el nú-
mero de plazas sea acorde con la estructura de puestos tan-
to en las oficinas en el territorio nacional como en las ofi-
cinas en el exterior, manteniendo así congruencia entre el
rango y puesto, cuestión fundamental para ampliar las ga-
rantías de certidumbre que converjan en la posibilidad real
de ascensos a quienes cumplan su misión. 
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En este sentido, los artículos 17 de la Ley del Servicio Ex-
terior y 108 de su Reglamento actualmente permiten que el
rango sea independiente de la plaza o puesto que ocupen
sus miembros en el exterior o en las unidades administrati-
vas de la Secretaría y solamente prevé una homologación
financiera a los miembros del Servicio adscritos en Méxi-
co, conforme a su rango. El resultado de la aplicación de es-
tos artículos se ha traducido en la marginación de los fun-
cionarios de carrera frente a las designaciones políticas y
discrecionales de funcionarios temporales 

Adicionalmente, dichos artículos no hacen mención explí-
cita a la necesaria equivalencia entre rango y puesto del
funcionario de carrera del Servicio. De ahí que se conside-
ra primordial reflejar un espíritu de carrera, en el sentido de
que exista respeto a la estructura jerárquica de dicho servi-
cio civil, tal cual existe en las fuerzas armadas. No existen
generales ni almirantes bajo el mando de oficiales, ni en la
Administración Pública, Secretarios bajo el mando de di-
rectores generales. 

La no equivalencia entre puesto y rango ha dado lugar a que
se produzca una grave desmotivación, desaliento y confu-
sión en el Servicio, al constatar que funcionarios de carrera
de rangos inferiores, o nuevos funcionarios no miembros
del Servicio ocupan altos puestos de responsabilidad en la
Cancillería.

Esto ha generado serios problemas de incorporación y de
asignación de responsabilidades cuando los funcionarios
diplomáticos regresan a México como parte de la rotación
institucional, y a quienes, en la mayoría de los casos, no se
les coloca en puestos acordes con su rango, experiencia y
formación, desperdiciando así su estancia en México, retri-
buyéndoles con sueldos homologados en la escala más ba-
ja, sin una adscripción, cargo o puesto de responsabilidad
definida en la estructura de la Cancillería, con la consi-
guiente exclusión de otras prestaciones, como es en el caso
del aguinaldo o bonificación de fin de año.

Así también, y por consiguiente, la homologación del per-
sonal del Servicio en México deberá ser en el más alto y no
en el más bajo nivel, del tabulador oficial. 

La rotación de los miembros del servicio debe ser obligato-
ria, previsible y programada, por lo que no puede estar su-
jeta a decisiones coyunturales y discrecionales por parte de
las autoridades de la Secretaría de Relaciones Exteriores,
bajo el recurrente argumento de que la Secretaría de Ha-

cienda y Crédito Público impone constantes restricciones
presupuestales. 

Deben respetarse estrictamente los tiempos mínimos y má-
ximos de estancia y de servicio fijados por la Ley del Ser-
vicio Exterior para los miembros del personal de carrera y
temporal, tanto en México, como en el extranjero.

En el desahogo de su responsabilidad institucional, se pro-
pone que la Secretaría de Relaciones Exteriores encabece y
coordine el conjunto de acciones de política exterior de la
Administración Pública Federal. Por ello comisionará a
miembros de personal de carrera con el perfil apropiado en
las oficinas de asuntos internacionales de otras dependen-
cias del Ejecutivo Federal. 

Por otro lado, la vigente Ley del Servicio exterior Mexica-
no contiene limitaciones que no son congruentes con la Ley
para prevenir y eliminar la Discriminación de 2003, ya que
al otorgar beneficios al cónyuge del miembro del Servicio
Exterior no contempla a otro tipo de parejas estables, como
los concubinos. 

En tal sentido, se propone, en aras de erradicar de la Ley del
Servicio Exterior todo vestigio de discriminación en su es-
píritu y aplicación, y de acuerdo al tercer párrafo del artí-
culo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, que los beneficios actualmente establecidos pa-
ra el cónyuge se hagan extensivos a concubinas o concubi-
narios del personal del Servicio.

En el caso de los dependientes en primer grado, particular-
mente los hijos, al exigir que estos vivan con sus padres, la
Ley actual desconoce la realidad en la que se encuentran
expuestos, así como al grado de movilidad de las familias
del servicio exterior, pues los hijos pueden estar estudiando
en lugares distintos a los países de la adscripción. De ahí
que enviarlos a México o a otros lugares para realizar sus
estudios es una práctica común y, por tanto, se estima ade-
cuado que estos conserven su condición de dependientes
económicos. 

Por eso, en analogía con la Ley del ISSSTE, que considera
como derechohabientes a los hijos hasta los 25 años que se
hallen realizando estudios de nivel medio o superior, se
propone ampliar de 18 a 25 años la edad máxima de la de-
pendencia económica.
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Ante la eliminación del requisito de que los hijos vivan con
el miembro del Servicio, la Secretaría deberá continuar pro-
porcionándoles en el extranjero la ayuda para el pago de la
educación de sus hijos, cuando ésta resulte onerosa en de-
terminadas adscripciones; así como el pago de seguro mé-
dico. 

Otro tema que motiva esta Iniciativa, se refiere a la capaci-
tación y la actualización de los cuadros del Servicio Exte-
rior en el Instituto Matías Romero de Estudios Diplomáti-
cos (IMRED), dependiente de la Secretaría, como un
derecho y una obligación permanentes para complementar
los mecanismos de ingreso, rotación, ascenso y especiali-
zación en el Servicio Exterior. Igualmente se deberá capa-
citar en idiomas a los cónyuges o parejas en concubinato de
los miembros del Servicio a fin de que puedan continuar
apoyándolos en la representación que hacen de México en
el exterior y para lo cual necesitan la mejor y eficaz comu-
nicación en el idioma local.

No obstante que la preparación se contempla ya de manera
obligatoria para el ingreso al Servicio, su actualización de-
berá convertirse en prerrequisito obligatorio para todo con-
curso de ascenso. Ahora bien, a pesar de estar conscientes
en tal propósito, se ha advertido un rezago en el ascenso de
miembros que tienen la capacidad y aprueban los exámenes
respectivos con calificaciones de 80 puntos o más, con re-
lación a una máxima de 100, pero no alcanzan plaza; por
tanto, deben a volver a examinarse sucesivamente hasta que
por puntuación alcancen una de las plazas disponibles, esto
además ha desmotivado injustamente al personal. A fin de
corregir tal inequidad, se propone el ascenso conforme a la
aprobación del examen correspondiente con calificaciones
mínimas de 80 puntos.

Hasta ahora, la Subcomisión de Evaluación de la Comisión
de Personal del Servicio Exterior no ha desempeñado ca-
balmente su papel estratégico para evaluar de forma eficaz,
objetiva y transparente el desempeño de los funcionarios.
Todo lo contrario, pues en lugar de fortalecer esta figura, se
han creado mecanismos y prácticas con un espíritu parcial
que duplican esta función.

Por ello, se propone eliminar el llamado “Examen de Me-
dia Carrera” que se aplica a los primeros secretarios, por su
inoperancia, ya que duplica innecesariamente los mecanis-
mos de evaluación que constituyen los exámenes de ascen-
so establecidos. 

También se propone la eliminación de la “Evaluación
Quinquenal”, ya que los funcionarios del Servicio Exterior
son constantemente sometidos a diversas evaluaciones a lo
largo de su carrera, a través del concurso de ingreso; de
exámenes para participar en cursos que ofrece el IMRED;
de concursos de ascenso; de la evaluación del expediente
mediante informes de desempeño y otros mecanismos, to-
do lo cual permite a las autoridades hacer una evaluación
objetiva y permanente. 

Es claro que los criterios establecidos para la mencionada
evaluación quinquenal, elaborados por una empresa priva-
da extranjera, son abiertamente subjetivos y coyunturales,
afines a los criterios de la administración en turno. Además,
al miembro del Servicio al que se le aplique negativamente
la evaluación, carece del derecho de legítima defensa, dado
que la comisión de personal se vuelve juez y parte y no
existen mecanismos apropiados para revisarla e impugnar-
la. Buscar elementos de certeza y transparencia va en con-
junto con eliminar que sea una empresa extranjera quien re-
vise la profesionalización del cuerpo diplomático que es la
primera línea de defensa de la soberanía en la estructura po-
lítica y administrativa del Estado mexicano.

Por otra parte, cabe recordar que los procesos disciplinarios
a que son sometidos los miembros del Servicio Exterior, de
conformidad con el artículo 60 de la Ley actual, fueron de-
clarados inconstitucionales por la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, por lo que dichos procesos deben corre-
girse, adecuarse y transparentarse. Mediante esta Iniciativa
se regula el procedimiento de manera apropiada y se adi-
cionan dos capítulos sobre medios de impugnación. 

Todo lo anterior, en consonancia con la jurisprudencia fe-
deral derivada del Artículo 123, Apartado B, fracción XIII,
constitucional, en el sentido de que la relación entre los
miembros del Servicio Exterior y el Estado es de carácter
administrativo. 

Se toma en cuenta que los miembros del Servicio, al igual
que los miembros de las fuerzas armadas y de otros servi-
cios especializados que son funcionarios del Estado encar-
gados de atender asuntos de seguridad nacional, al terminar
su ciclo productivo, deberán también recibir una pensión de
retiro que les permita llevar una vida decorosa, inclusive
que sea acorde con los estándares internacionales equipara-
bles a los que reciben los funcionarios jubilados de orga-
nismos internacionales para los cuales México está contri-
buyendo con sus cuotas.
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A la fecha, los miembros del Servicio, después de una lar-
ga carrera, al jubilarse reciben una pensión que oscila de 5
mil 610 a 17 mil pesos mensuales, de acuerdo con el rango
adquirido. En consecuencia, para cumplir este objetivo, la
Secretaría de Relaciones Exteriores -como ocurre en otras
dependencias descentralizadas del Ejecutivo Federal y en el
poder judicial- presupuestará anualmente una partida para
atender este importante rubro. 

Así también, para que la Secretaría capitalice suficiente-
mente el fondo de pensiones y de acuerdo con el aumento
de las expectativas de vida, la edad de jubilación debe ex-
tenderse para aprovechar, además, no sólo la experiencia de
los miembros del Servicio, sino también para que continú-
en contribuyendo al sistema de pensiones, al igual que
acontece con los servicios exteriores de Argentina, Brasil y
España, por ejemplo.

En tal contexto, se propone que los Embajadores y Minis-
tros se jubilen a los 70 años de edad y los demás miembros
de la rama diplomático–consular y los de la rama técnico-
administrativa, a los 68.

A fin de lograr la mejor cooperación en la ejecución de la
política exterior por parte de la Secretaría, conjuntamente
con los miembros del Servicio, se debe formalizar la inter-
locución entre ambos. Por ello se propone el reconocimien-
to del derecho de asociación del personal de carrera del Ser-
vicio Exterior.

Para este propósito se toman en consideración:

a) El precedente fundamental de reconocimiento oficial
a la Asociación del Servicio Exterior Mexicano, AC
(ASEM), mediante el decreto que reformó el artículo 8
de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Ad-
ministración Pública Federal (D.O.F. 1 de septiembre de
2005), al hacer partícipe a “el Presidente de la Asocia-
ción del Servicio Exterior Mexicano” en la integración
de la Comisión Ad-Hoc creada por el mismo Decreto;

b) La Declaración del IV Encuentro de Asociaciones de
los Servicios Exteriores Iberoamericanos que tuvo lugar
en Asunción, Paraguay, el 28 de agosto de 2009, con la
que se comprometieron a promover la legítima partici-
pación de dichas asociaciones en la toma de decisiones
de sus respectivos servicios exteriores;

c) El derecho comparado muestra algunos ejemplos in-
teresantes en este rubro, como se observa en la legislación

de los Estados Unidos de América, en la Ley del Servicio
Exterior de 1980, en sus capítulos 10, que regula las rela-
ciones obrero-patronales, y el 11, en el cual otorga repre-
sentatividad a la Asociación del Servicio Exterior Ameri-
cano (AFSA por su acrónimo en inglés); la brasileña, con
relación a la Asociación de los Diplomáticos Brasileños
(ADB), y la española con relación a la Asociación de Di-
plomáticos Españoles (ADE), por citar algunas.

En agosto de 1955 miembros del Servicio Exterior Mexi-
cano constituyeron la Asociación de Funcionarios Diplo-
máticos Mexicanos, la cual cambió su nombre a Asociación
del Servicio Exterior Mexicano A.C. (ASEM), en septiem-
bre de 1970. La ASEM es una asociación sin fines de lucro
y cuyo objetivo es representar y cohesionar los intereses de
los miembros del Servicio Exterior Mexicano. Es, por tan-
to, procedente darle reconocimiento jurídico a la misma en
sus relaciones colectivas con la Secretaría de Relaciones
Exteriores. 

A la vez que debemos reconocer el trabajo y empeño de los
miembros del Servicio Exterior en la defensa de los intere-
ses de México en el exterior, es menester, igualmente, ser
sensibles a su problemática, atendiéndola a través de la bús-
queda de mejores fórmulas para su resolución.

La presente iniciativa pretende producir una solución inte-
gral para el fortalecimiento de la Secretaría de Relaciones
Exteriores y la profesionalización de sus cuadros, como ob-
jetivos centrales para alcanzar una visión comprometida
con el servicio exterior con la que México debe contar en
los próximos años. 

Hacer un esfuerzo de perspectiva histórica para atender las
razones que permitieron otras leyes o modificaciones a las
leyes que han regulado al Servicio, es necesario para reali-
zar una reforma de acuerdo a un país plural con gobiernos
divididos y merecedor de instituciones de Estado, donde el
Servicio Exterior representa el primer servicio de carrera en
la Administración Pública Federal desde el inicio del Mé-
xico independiente. 

La esencia del Servicio descansa en su profesionalización y
permanente lealtad al Estado Mexicano. Sus miembros, han
ingresado y ascendido por riguroso examen, destacando la
constancia, desempeño y contribuciones en cada misión
asignada en México o en el exterior. Si la especialización
en un área geográfica o en una temática especial, han sido
brechas para dotar a los miembros del Servicio una mejor
tarea, también es cierto que las necesidades de la diploma-
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cia mexicana, exige abrir espacios a otros mexicanos que
pueden aportar contribuciones notables en la red de emba-
jadas y consulados generales de México en el exterior o en
la propia Cancillería, en ello se fundamenta una reforma in-
tegral que regule y de mayor certeza a los miembros del
Servicio Exterior de carrera o a los que participan tempo-
ralmente en dichas responsabilidades.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta Soberanía, la siguiente:

Proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y
derogan diversos artículos de la Ley del Servicio Exte-
rior Mexicano 

Artículo Único. Se reforman los artículos 7, párrafos pri-
mero y tercero; 11, párrafo primero; 11 Bis, fracción cuar-
ta y el párrafo siguiente; 17, párrafos primero y segundo; 18
párrafos primero y segundo; 19, párrafo segundo; 22, pá-
rrafo primero; 27 párrafo primero, fracciones V y VI; 34;
párrafo primero y párrafo segundo, fracciones I, II y III; 37
Bis, fracción IV; 38, párrafo segundo; 47, párrafo primero,
y fracciones I y VII; 48, párrafo primero; 49, párrafo pri-
mero; 55, párrafo primero; 60, fracciones II, III, IV y V, y
último párrafo; 61, primero y segundo párrafos. Se derogan
los artículos 39, 40, 40 Bis y 40 Ter. Se adiciona un párra-
fo en el artículo 1; artículo 1 Bis, fracción XXV; un tercer
y quinto párrafos del artículo 11; un segundo párrafo en el
artículo 19 y se agrega un párrafo a la fracción VI y la frac-
ción VII; un párrafo al artículo 22; una fracción VII al artí-
culo 27; un tercer párrafo al artículo 38; las fracciones II
Bis y II Ter en el artículo 47; el artículo 48 Bis; el capítulo
IX Bis; el artículo 52 Ter; las fracciones I y II del artículo
55; la fracción VI del artículo 60; los artículos, 66, 67, 68,
69 y 70, estos últimos contenidos en dos nuevos capítulos,
números XII y XIII, denominados: “Del recurso de revoca-
ción” y “De las competencias”, respectivamente, para que-
dar como sigue:

Ley del Servicio Exterior Mexicano

Capítulo I.
Del Servicio Exterior Mexicano

Artículo 1o. El servicio Exterior Mexicano... 

El Servicio Exterior depende...

Los miembros del Servicio Exterior, además de prestar sus
servicios en el extranjero, conforme los programas de rota-

ción, también prestarán sus servicios en la Secretaría y en
las oficinas de Asuntos Internacionales de las dependencias
del Ejecutivo federal. 

Las dependencias y entidades...

Artículo 1-Bis. Para los efectos... 

I a XXIV...

XXV. ASEM: La Asociación del Servicio Exterior Me-
xicano, AC. 

Artículo 7. El personal temporal es designado por acuerdo
del Secretario. Dicho personal habrá de contar con el perfil
y experiencia que responda a las necesidades del puesto,
para desempeñar funciones específicas en una adscripción
determinada y por un plazo que será renovado a los tres
años y no excederá de 6 años, al término del cual sus fun-
ciones cesarán automáticamente. Los así nombrados no
forman parte del personal de carrera del Servicio Exterior
ni figuran en los escalafones respectivos. 

El personal temporal deberá...

Los nombramientos del personal temporal se harán en pla-
zas que no pertenezcan al servicio exterior de carrera y no
rebasarán una cuota máxima del quince por ciento de las
plazas ocupadas por el servicio exterior de carrera, salvo
que se acredite que no existe personal del servicio exterior
de carrera que pueda cubrir las necesidades que se preten-
den con las plazas temporales. 

Artículo 11. La Secretaría vigilará que la adscripción en el
extranjero y en México del personal de carrera se ajuste a
una rotación obligatoria, previsible y programada, respe-
tando estrictamente los tiempos mínimos y máximos de es-
tancia y de servicio, asegurándose que, sin excepción, nin-
gún miembro permanezca fuera del país o de la Secretaría
más de cinco años continuos, sin embargo, la rotación de
algún miembro en particular podrá ser alterada excepcio-
nalmente por necesidades del servicio. 

La comisión de personal...

Al ser trasladado a México, al personal de carrera se le
asignará un puesto de responsabilidad acorde con su rango
en la estructura de la Secretaría y ocupará una plaza homo-
logada que le permita percibir el sueldo que corresponda
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conforme a su rango en México. La Secretaría asignará el
nivel de homologación más alto según el tabulador oficial. 

Los miembros de la rama...

En el Reglamento de la... 

Los cónyuges o parejas en concubinato de los miembros de
carrera del Servicio Exterior tendrán derecho a que el Ins-
tituto los capacite en idiomas a fin de que continúen apo-
yando las labores de representación del país que a ellos se
les encomienda.

Artículo 11-Bis. Las recomendaciones de traslado... 

I. ... 

II. ... 

III.... 

IV. Dos funcionarios del Servicio Exterior que serán el re-
presentante del rango que corresponda y un miembro de la
Mesa Directiva de la ASEM. 

La Secretaría dará a conocer anualmente, a través del Insti-
tuto Matías Romero, el programa de actualización y capa-
citación para los miembros del Servicio Exterior en Méxi-
co y en el extranjero y sus requisitos, de conformidad con
una adecuada planeación de las necesidades del servicio y
tomando en cuenta el perfil profesional y opciones de los
candidatos. En los términos que establezca el Reglamento,
la participación en estos programas es un derecho, pero
también una obligación permanente para complementar los
mecanismos de ingreso, rotación, ascenso y especialización
en el Servicio Exterior. 

Los aspirantes...

Artículo 17. La plaza que ocupe un miembro del servicio
exterior de carrera será acorde con su rango, tanto en el ex-
terior como en las unidades administrativas de la Secreta-
ría. 

La Secretaría vigilará que el número de plazas responda a
la estructura administrativa de puestos, tanto en las oficinas
en el territorio nacional, como en el exterior, de tal forma
que los grados de responsabilidad y el nivel jerárquico de
los puestos guarden la debida correspondencia con el rango
del Servicio Exterior Mexicano, de acuerdo con la siguien-

te tabla de equivalencias en la estructura de mando de la Se-
cretaría: 

a) Subsecretario/oficial mayor: Embajador. 

b) Jefe de Unidad/Consultor Jurídico: Embajador. 

c) Director General/Coordinador de Asesores: Embaja-
dor o ministro. 

d) Director General Adjunto/ Delegado Foráneo de la
Secretaría: Ministro, Consejero o Primer Secretario. 

e) Director de Área/Asesor: Primero o Segundo Secreta-
rio y Coordinador Administrativo. 

f) Subdirector/Coordinador o Agregado Administrati-
vo/Delegado de la Secretaría en el D.F: Segundo o Ter-
cer Secretario/Agregado Administrativo; y 

g) Jefe de Departamento: Tercer Secretario, Agregado
Diplomático o Técnico Administrativo. 

Cuando los miembros... 

Los miembros del...

Artículo 18. El Titular comisionará a miembros de carrera
del servicio exterior para desempeñar una función temporal
en las áreas internacionales de las Dependencias del Ejecu-
tivo, en las de otros poderes del Estado, así como en las en-
tidades federativas, en instituciones de educación supe-
rior y en organismos internacionales, a solicitud expresa
de éstas. El personal así comisionado conservará sus de-
rechos como personal de carrera del Servicio Exterior, así
como su plaza reservada en la Secretaría al término de su
comisión.  

Dichas comisiones serán concedidas siempre y cuando las
actividades a realizar sean compatibles con las funciones
del Servicio Exterior, o bien,  contribuyan con la política
exterior del país. Quienes desempeñen estas comisiones,
conservarán sus derechos de antigüedad para efectos de es-
calafón y podrán presentarse a los concursos regulares de
ascenso.

La duración... 

Artículo 19. Sin perjuicio de lo que dispone...
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En caso de que estos Titulares de misiones diplomáticas y
representaciones consulares no formen parte del personal
de carrera, habrán de contar con la formación, perfil y ex-
periencia acorde a las necesidades del cargo y adscripción.
La designación se sujetará a una cuota máxima del quince
por ciento, respetando y dando prioridad, en lo posible, a
los miembros del  Servicio Exterior  en los puestos de esos
rangos en las misiones de México en el exterior.

Independientemente de...

Artículo 22. En casos excepcionales podrán acreditarse co-
mo cónsules generales, a miembros del personal de carrera
que tengan el rango de ministro. Esta acreditación no alte-
rará la situación en el escalafón de los así designados, en la
inteligencia de que tendrán derecho a los emolumentos y
prestaciones que correspondan a dicha función.

En el caso del ministro de carrera a quién el Ejecutivo Fe-
deral nombre titular de una embajada y tal nombramiento
sea ratificado por el Senado de la República, o por la Co-
misión Permanente del Congreso de la Unión,  alcanzará
automáticamente el rango de embajador y ocupará la pri-
mera plaza que para tal efecto esté o quede disponible y si-
guiendo un orden de antigüedad conforme a la fecha del
nombramiento o, si se trata de la misma fecha, tendrá prio-
ridad el que tenga acumulada la mayor antigüedad absolu-
ta.”

Artículo 27. La comisión de personal...

I. ... 

El presidente de... 

II.... 

III... 

IV.... 

V. El Director General del Instituto Matías Romero; y 

VI. El respectivo representante de cada uno de los ran-
gos de las ramas diplomático-consular y técnico-admi-
nistrativa, quien, con tiempo razonable, que no excede-
rá de los 30 días naturales, será elegido por sus pares
para cubrir la representación por un año y podrá ser ree-
lecto. 

El representante participará en todas las deliberaciones y
trabajos de la comisión de personal que tengan que ver
con su rango y en asuntos que afecten al conjunto del
Servicio Exterior. Al ejercer una función representativa,
tendrá el derecho irrestricto para comunicarse plena-
mente con sus representados, labor que en ningún mo-
mento podrá ser sancionada ni delimitada. Sus opiniones
y decisiones aparecerán en las actas de la comisión de
personal. 

VII. Un miembro de la Mesa Directiva de la ASEM. 

Los miembros...

En los casos en que la comisión...

A propuesta...

Artículo 34. El personal temporal o asimilado de la  rama
diplomático-consular y técnico administrativa, así como los
funcionarios de la Secretaría, podrán ingresar al Servicio
Exterior como personal de carrera de la rama diplomático-
consular siempre que cumplan con los requisitos de ingre-
so favorable de su desempeño por parte de la Comisión de
Personal y cuenten con un perfil y trayectoria acordes con
el servicio. 

Asimismo, deberán cumplir los siguientes requisitos para
ingresar a los rangos que a continuación se indican: 

I. Ingreso como Segundo Secretario: Se requerirá una
antigüedad mínima de cuatro años y satisfacer el conte-
nido de las fracciones II, III, V y VI del artículo 28. Asi-
mismo, deberá participar en el concurso de ascenso pa-
ra optar por el rango de Segundo Secretario y obtener
una de las plazas sujetas a concurso;

II. Ingreso como Primer Secretario: Se requerirá una an-
tigüedad mínima de seis años y satisfacer el contenido
de las fracciones II, III, V y VI del artículo 28. Asimis-
mo, deberá participar en el concurso de ascenso para op-
tar por el rango de Primer Secretario y obtener una de las
plazas sujetas a concurso, y 

III. Ingreso como Consejero: Se requerirá una antigüe-
dad mínima de ocho años y satisfacer el contenido de las
fracciones II, III, V y VI del artículo 28. Asimismo, de-
berá participar en el concurso de ascenso para optar por
el rango de Consejero y obtener una de las plazas suje-
tas a concurso. 
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A más tardar seis meses después de satisfechos los requisi-
tos de ingreso al rango de Consejero, quienes hayan obte-
nido dicho rango serán comisionados a una adscripción de
tipo consular, de conformidad con la definición que de ésta
establezca el Reglamento de la presente Ley. 

El ingreso al Servicio Exterior, conforme a este artículo, só-
lo podrá tener lugar cuando la Secretaría disponga de pla-
zas nuevas en cada uno de los rangos de Segundo Secreta-
rio, Primer Secretario y Consejero. Independientemente del
número de plazas  de que se disponga, siempre se concur-
sará el mismo número de ellas en cada uno de los rangos
mencionados.

Artículo 37-Bis. La evaluación...

La Subcomisión...

I...

II...

III...

IV. Dos miembros del servicio exterior que serán el re-
presentante de rango y un miembro de la Mesa Directi-
va de la ASEM. 

Artículo 38. En ningún caso se podrá ascender o participar
en concursos de ascenso sin antes haber cumplido dos años
de antigüedad como mínimo en el rango al que pertenezca. 

Para ascender al rango de consejero se requiere además,
una antigüedad mínima de ocho años en el Servicio Exte-
rior y haber estado comisionado a una adscripción de tipo
consular. 

Para obtener el ascenso se debe alcanzar en el examen una
calificación de 80 puntos o superior. Si no hubiere las pla-
zas suficientes para otorgar el ascenso a todos los aproba-
dos, se mantendrá una lista de espera para ir confiriendo su-
cesivamente los ascensos conforme se vayan abriendo
nuevas plazas en el rango correspondiente y conforme el
orden siguiente: ascenderán primero los aprobados con ma-
yor antigüedad de examen y dentro de estos siguiendo de la
más alta a la menor calificación. Ningún aprobado en un
examen posterior podrá ascender antes que otro miembro
del Servicio Exterior Mexicano aprobado en un examen an-
terior, independientemente del puntaje de calificación. Para
el efecto tendrá que seguirse el orden indicado.

Artículo 39. (Se deroga) 

Artículo 40. (Se deroga) 

Artículo 40-Bis. (Se deroga) 

Artículo 40-Ter. (Se deroga) 

Artículo 47. Los miembros del servicio exterior gozarán de
los siguientes derechos y prestaciones: 

I. Durante su permanencia en comisión oficial en el ex-
tranjero, conservarán, para los efectos de las leyes mexi-
canas, el domicilio de su último lugar de residencia en el
país; 

I Bis. Los hijos... 

II. Tendrán las... 

II Bis. Recibirán un aguinaldo o gratificación anual por
la cantidad de cuarenta días de salario integrado, la cual
se entregará en dos partes, la primera en diciembre y la
segunda en enero de cada año, o la parte proporcional si
no se prestaron servicios completos durante el año. 

II Ter. La Secretaría presupuestará anualmente la canti-
dad necesaria para constituir un fondo complementario
de jubilación a fin de otorgar al personal jubilado una
pensión que ascienda al setenta por ciento de la suma del
sueldo base más la compensación garantizada neta de
homologación en el activo. Los embajadores eméritos y
eminentes se regirán conforme a los artículos 24 y 25 de
esta ley. 

III. La Secretaría cubrirá... 

IV. Podrán importar y... 

V... 

VI... 

VII. La Secretaría, en los términos de la presente Ley y
su Reglamento, proporcionará a los miembros del Servi-
cio Exterior en el extranjero, ayuda para el pago de guar-
dería o de la educación, hasta nivel superior, de los hijos
hasta los 25 años de edad, cuando la educación en el lu-
gar de adscripción no sea compatible o adecuada para el
educando o la pública no sea recomendable y se tenga
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que utilizar la privada y esta sea onerosa, independien-
temente de que vivan o no con sus padres, y que estén
realizando estudios hasta el nivel licenciatura en el ex-
tranjero, de acuerdo con los términos que fije el regla-
mento, con apego a los principios de racionalidad, perti-
nencia y disciplina presupuestal. 

VIII... 

IX... 

Artículo 48. Los miembros del Servicio Exterior comisio-
nados en el extranjero gozarán de 30 días de vacaciones al
año, pudiendo acumular hasta 60 días continuos. La Secre-
taría cubrirá a los miembros del Servicio Exterior, cada dos
años, el importe de sus pasajes del lugar de su adscripción
a México y de regreso. Esta prestación incluye al cónyuge
o pareja en concubinato y a sus familiares dependientes
económicos hasta el primer grado en línea recta, ascenden-
te o descendente, que vivan con él o ella, según el caso. Tra-
tándose de los hijos de los miembros del Servicio Exterior
esta prestación será extensiva únicamente a los menores de
25 años de edad que se encuentren estudiando y dependan
económicamente, según el caso, conforme a lo dispuesto
por el artículo 47, fracción VII de esta Ley. 

La comisión de personal...

Artículo 48 Bis. La Secretaría difundirá cada año, a pro-
puesta del Instituto Matías Romero, aquellas becas, semi-
narios, estudios de postgrado, o cursos superiores, para los
cuales se postularán como candidatos los miembros del ser-
vicio exterior. El Instituto Matías Romero, mediante un
proceso de selección objetivo y transparente, propondrá a
los finalistas que, al efecto, podrán gozar de licencia por un
período cuya duración no rebasará un año.

Artículo 49. Los miembros del Servicio Exterior comisio-
nados en el extranjero tendrán derecho a un seguro de gas-
tos médicos, competitivo y equiparable al que reciben los
funcionarios de la Organización de las Naciones Unidas u
otros organismos especializados del sistema de las Nacio-
nes Unidas, que incluya la asistencia médica de emergen-
cia, que incluirá a su cónyuge o pareja en concubinato y a
sus dependientes económicos conforme a la ley, hasta el
primer grado en línea recta, ascendente o descendente, que
vivan con él o ella, según el caso. Tratándose de los hijos
de los miembros del Servicio Exterior esta prestación será
extensiva hasta los 25 años de edad, en el caso del artículo
47, fracción VII, independientemente del lugar de su resi-

dencia. La Secretaría contratará, en los términos del regla-
mento, los seguros de gastos médicos mencionados. 

Capítulo IX Bis
Del Derecho de Asociación

Artículo 52 Ter. Se reconoce el derecho constitucional de
asociación a los miembros del Servicio Exterior Mexicano
para el progreso, capacitación, análisis y defensa de sus in-
tereses profesionales. En consecuencia: 

I. Se reconoce a la Asociación del Servicio Exterior Me-
xicano, AC (ASEM), constituida en 1955, como repre-
sentativa de los intereses gremiales de los miembros del
Servicio Exterior, sin perjuicio de la posibilidad de  con-
formación de alguna otra asociación de la misma natu-
raleza. 

II. Para asuntos que sean de incumbencia general de los
miembros del Servicio Exterior se consultará a la ASEM
para su opinión. Dicha opinión no tendrá efectos vincu-
lantes para la Secretaria y la falta de respuesta en un
tiempo razonable se entenderá que la Asociación no tie-
ne una opinión en particular que la haga diferente al
planteamiento de la Secretaría. 

III. Para fortalecer el derecho de asociación, la Secreta-
ría ministrará a la ASEM una aportación por concepto de
cuotas ordinarias, conforme se da al personal de base de
la Secretaría, calculado exclusivamente sobre el salario
base de todo el personal de carrera del servicio exterior. 

IV. Los miembros de la Mesa Directiva, durante su ges-
tión, mantendrán su comisión en la Ciudad de México y
solamente podrán ser trasladados a una nueva adscrip-
ción con su consentimiento otorgado por escrito. 

V. La Secretaría de Relaciones Exteriores dará a los
miembros de la Mesa Directiva las facilidades que sean
necesarias y apropiadas para que puedan cumplir con su
función al frente de la ASEM. 

Artículo 55. Causarán baja por jubilación los miembros de
carrera del Servicio Exterior de la siguiente manera: 

I. Los embajadores y ministros a los 70 años de edad; 

II. Los demás miembros de la rama diplomático consu-
lar y los miembros de la rama técnico-administrativa a
los 68 años. 
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Los miembros de carrera del servicio exterior que durante
los 10 años anteriores a su jubilación no hayan sido objeto
de sanciones serán jubilados en el rango inmediato supe-
rior. 

Artículo 60. Para la...

I. Las faltas de los...

II. En caso de que proceda, elaborará el acta administra-
tiva de presunta responsabilidad, que será notificada
personalmente, junto con las pruebas con las que se pre-
tenda acreditar la imputación de faltas y el contenido de
las investigaciones realizadas de los hechos, al presunto
responsable, en la que se hará constar presunta respon-
sabilidad o responsabilidades que se le atribuyen, a fin
de que manifieste lo que a su derecho convenga. Esta ac-
ta deberá estar firmada por quien presida la Subcomisión
de Asuntos Disciplinarios;

III. El afectado o presunto responsable contará con 30
días hábiles, y con 45 día hábiles en caso de que se ha-
lle en el exterior, contados a partir de la fecha en que se
le hubiere notificado personal y fehacientemente  el ac-
ta señalada en la fracción que antecede, para presentar,
personalmente o a través de un representante legal, por
escrito sus argumentos y/o defensas. Durante ese tiempo
podrá consultar por sí o a través de su representante o
defensor, el expediente respectivo y los documentos en
que se fundamente el procedimiento. Después de la pre-
sentación del escrito de defensa, contará con un plazo de
30 días hábiles, y con 45 día hábiles en caso de que se
halle en el exterior, para ofrecer sus pruebas. 

Desde la notificación del acta, y durante todo el proce-
dimiento, el presunto responsable podrá hacerse repre-
sentar mediante autorización por escrito para imponerse
de las actuaciones, ofrecer pruebas, interponer recursos
o alegatos.

IV. Una vez acordada la admisión de pruebas, la Subco-
misión de Asuntos Disciplinarios determinará si se seña-
la día y hora para su desahogo, en caso de que éstas así
lo requieran, o bien ordenando lo necesario para dicho
desahogo. Para el efecto, el presunto responsable tendrá
derecho a consultar y obtener en todo tiempo copias del
expediente o documentos alusivos al caso que se venti-
la. Para el desahogo de las pruebas se tomará en consi-
deración si el presunto imputado se encuentra en el ex-
terior en razón de su función, encargo o comisión.

V. Desahogadas las pruebas, la Subcomisión de Asuntos
Disciplinarios cerrará la instrucción y otorgará un plazo
de 30 días hábiles para alegatos. 

VI. Concluido el término de alegatos, la subcomisión
turnará en los 3 días hábiles siguientes el expediente a la
comisión de personal para que sea esta la que, en los 30
días hábiles siguientes, dicte la resolución que estime
pertinente, la cual someterá a consideración final del Se-
cretario dentro de los tres días hábiles siguientes. 

En ningún caso se procederá a la destitución del presunto
responsable, sino hasta que emita la resolución definitiva
que, en su caso, así lo determine.

En lo no previsto por esta ley y su reglamento respecto a los
procedimientos disciplinarios de los miembros del servicio
exterior, será aplicable supletoriamente el Código Federal
de Procedimientos Civiles. 

Artículo 61. El Secretario tendrá un plazo de 30 días hábi-
les contados a partir de la fecha en que la comisión de per-
sonal someta a su consideración la resolución propuesta pa-
ra determinar, en su caso, la sanción administrativa a
imponer. La resolución del secretario se notificará personal-
mente en los 15 días naturales siguientes. En caso de san-
ción, ésta será aplicada por el director general que tenga ba-
jo su cargo los asuntos correspondientes al personal del
servicio exterior, según lo disponga el Reglamento Interior
de la Secretaría de Relaciones Exteriores una vez que que-
de firme, dándose vista a la Contraloría Interna y en el ca-
so de imposición de sanciones económicas, deberá notificar
a la Tesorería de la Federación la resolución, a efecto de
que proceda a efectuar el cobro correspondiente. 

En caso de que el secretario no resuelva en el plazo esta-
blecido, se considerará nulo el procedimiento iniciado y en
consecuencia el afectado continuará con sus funciones de
manera normal. 

En el caso de...

Las resoluciones del secretario...

Capítulo XII
Del Recurso de Revocación

Artículo 66. En contra de las resoluciones que recaigan en
los procedimientos de ingreso, reincorporación y ascensos
en los términos de esta Ley, el interesado podrá interponer
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ante la Secretaría, recurso de revocación dentro del término
de diez días contados a partir del día siguiente en que se ha-
ga del conocimiento, el nombre del aspirante que obtuvo el
ingreso, reincorporación, o ascenso. 

Artículo 67. El recurso de revocación se tramitará de con-
formidad con lo siguiente: 

El promovente interpondrá el recurso por escrito ante la au-
toridad que emitió el acto, expresando el acto que impugna,
los agravios que fueron causados y las pruebas que consi-
dere pertinentes, siempre y cuando estén relacionadas con
los puntos controvertidos; 

Las pruebas que se ofrezcan deberán estar relacionadas con
cada uno de los hechos controvertidos, siendo inadmisible
la prueba confesional por parte de la autoridad; 

Las pruebas documentales se tendrán por no ofrecidas si no
se acompañan al escrito en el que se interponga el recurso,
y sólo serán recabadas por la autoridad en caso de que las
documentales obren en el expediente en que se haya origi-
nado la resolución que se recurre; 

Del recurso conocerá y resolverá el superior jerárquico de
la autoridad que emitió el acto en la Secretaría, quien podrá
allegarse de la información que considere pertinente y soli-
citar los informes a las autoridades que estime convenien-
te.

La Secretaría acordará lo que proceda sobre la admisión del
recurso y de las pruebas que se hubiesen ofrecido, orde-
nando el desahogo de las mismas dentro del plazo de diez
días hábiles, y 

Vencido el plazo para el rendimiento de pruebas, la Secre-
taría dictará la resolución que proceda en un término que no
excederá de quince días hábiles. 

Artículo 68. El recurso de revocación contenido en el pre-
sente capítulo, versará exclusivamente sobre la aplicación
correcta del procedimiento y no sobre los criterios de eva-
luación que se instrumenten. 

Los conflictos individuales de carácter laboral no serán ma-
teria del presente recurso. 

Al presente capítulo se aplicarán de manera supletoria las
disposiciones de la Ley Federal del Procedimiento Admi-
nistrativo.

Capítulo XIII
De las Competencias

Artículo 69. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa será competente para conocer de las controver-
sias derivadas .de la aplicación de esta ley. 

Artículo 70. La ASEM podrá participar como observadora
independiente, con derecho a voz, en todos los casos en que
los miembros del servicio exterior interpongan el recurso
de revocación o estén involucrados en controversias de ca-
rácter administrativo, siempre y cuando así lo solicite el in-
teresado. 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor a
los noventa días de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo. El Reglamento de la Ley del Servicio
Exterior Mexicano deberá reformarse en un plazo no mayor
a noventa días, contados a partir de la entrada en vigor de
este decreto. 

Artículo Tercero. La comisión de personal del Servicio
Exterior Mexicano deberá estar integrada conforme al artí-
culo 27de la ley, a más tardar dentro de los 45 días siguien-
tes a la entrada en vigor del presente decreto. 

Artículo Cuarto. Los ministros de carrera que actualmen-
te se encuentren despachando como embajadores con nom-
bramiento presidencial y ratificación del Senado, o de la
Comisión Permanente,  el mismo día en que entre en vigor
el presente decreto, se les aplicará en sus términos lo dis-
puesto en la reforma y adición hechas al artículo 22 de la
Ley.

Artículo Quinto. El presupuesto de egresos de la Federa-
ción deberá contemplar las implicaciones presupuestarias
necesarias o indispensables para proveer el incremento de
las plazas diplomáticas derivadas de la aplicación de esta
ley, de manera programática y gradual.

Artículo Sexto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico hará las previsiones necesarias en el proyecto anual
de Presupuesto de Egresos de la Federación para cubrir las
erogaciones que deriven de la aplicación de esta ley con
cargo al presupuesto de las dependencias. 
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Artículo Séptimo. Se derogan las disposiciones que se
opongan al presente decreto. 

Palacio Legislativo, a 17 de abril de 2012. 

La Comisión de Relaciones Exteriores, diputados: Porfirio Muñoz
Ledo (rúbrica), María del Carmen Izaguirre Francos (rúbrica), Fran-
cisco Herrera Jiménez (rúbrica), Francisco Javier Salazar Sáenz, José
Luis Jaime Correa (rúbrica), Caritina Sáenz Vargas (rúbrica), Jaime Ál-
varez Cisneros (rúbrica), Eduardo Bailey Elizondo (rúbrica), Raúl Do-
mínguez Rex, Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, Carlos
Flores Rico (rúbrica), Arturo García Portillo, Olivia Guillén Padilla
(rúbrica), Ma. Dina Herrera Soto, Miguel Ernesto Pompa Corella (rú-
brica), Wendy Rodríguez Galarza, Éric Rubio Barthell (rúbrica), Noma
Sánchez Romero, María del Pilar Torre Canales (rúbrica), Georgina
Trujillo Zentella (rúbrica), Ana Georgina Zapata Lucero (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, y de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, en materia de evaluación ambien-
tal estratégica

Honorable Asamblea:

A las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos
Naturales y, de Hacienda y Crédito Público, con opinión de
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, de la LXI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión, les fue turnado para su estudio y elabo-
ración del dictamen correspondiente, el expediente número
5612, que contiene la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se expide la Ley General de Evaluación Ambiental
de los Efectos de Planes y Programas de la Administración
Pública, y reforma los artículos 20 y 29 de la Ley de Pla-
neación, a cargo de Armando Ríos Piter y suscrita por Cé-

sar Francisco Burelo Burelo, Ma. Dina Herrera Soto y Ma-
ría Araceli Vázquez Camacho, diputados del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dic-
tamina, estas Comisiones Ordinarias, con base en las facul-
tades que les confiere la fracción XXIX-G del artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para expedir leyes que establezcan la concurrencia del
gobierno federal, de los gobiernos de los estados y de los
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias,
en materia de protección al ambiente y preservación y res-
tauración del equilibrio ecológico; los artículos 39, nume-
rales 1 y 2, fracción XXIV, y 45, numeral 6, incisos e) y f),
y numeral 7 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 78,
80 numeral 1, 81 numeral 2, 82 numeral 1, 84 numeral 1,
85, 157 y demás relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión, someten a consi-
deración de los integrantes de esta honorable asamblea, el
presente dictamen, de acuerdo con los siguientes

Antecedentes

Primero. En la sesión plenaria celebrada el 13 de octubre
de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, re-
cibió una iniciativa que expide la Ley General de Evalua-
ción Ambiental de los Efectos de Planes y Programas de la
Administración Pública, y reforma los artículos 20 y 29 de
la Ley de Planeación, a cargo de Armando Ríos Piter y sus-
crita por César Francisco Burelo Burelo, Ma. Dina Herrera
Soto y María Araceli Vázquez Camacho, diputados del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.

Segundo. En esa misma fecha, dicha iniciativa fue turnada
a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos
Naturales y, de Hacienda y Crédito Público, con opinión de
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, de la Cáma-
ra de Diputados, para su análisis y discusión.

Contenido de la iniciativa

La propuesta presentada por el diputado Armando Ríos Pi-
ter tiene por objeto fortalecer, con un enfoque preventivo,
la capacidad normativa de las autoridades ambientales so-
bre actividades sustanciales del desarrollo, impulsando un
nuevo instrumento de política ambiental, denominado Eva-
luación Ambiental Estratégica, mediante el cual se integren
los aspectos ambientales en los programas de las depen-
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dencias y entidades de la administración pública, proceso
que ha sido promovido en otros países. Para ello, propone
lo siguiente proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley General de Eva-
luación Ambiental de los Efectos de Planes y Progra-
mas de la Administración Pública y se reforma la Ley
de Planeación. 

Artículo Primero. Se expide la Ley General de Eva-
luación Ambiental de los Efectos de Planes y Progra-
mas de la Administración Pública para quedar como
sigue: 

Ley General de Evaluación Ambiental de los Efectos
de Planes y Programas de la Administración Pública 

Título I Disposiciones Generales

Capítulo I Del Objeto y Aplicación de la Ley

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria de los
artículos 4º párrafo cuarto, 25 párrafo primero, 27
párrafo tercero y 73 fracción XXIX-G, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y es
de observancia general en toda la República Mexica-
na.

Sus disposiciones son de orden público e interés so-
cial y tiene por objeto: 

I. Alcanzar un elevado nivel de protección del equili-
brio ecológico y el medio ambiente con el fin de pro-
mover el desarrollo integral y sustentable del país;

II. Contribuir a la integración de las consideraciones
ambientales en la preparación y adopción de planes
y programas, mediante la realización de una evalua-
ción ambiental de aquellos que puedan tener efectos
significativos en el medio ambiente.

En lo no previsto por esta ley se aplicará supletoria-
mente la Ley de Planeación, la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo y la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos.

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entiende
por:

I. Administración Pública: Las dependencias y enti-
dades de la administración pública federal, de las ad-
ministraciones públicas de las Entidades Federativas
y municipios. 

II. Administración Pública Federal: Las dependen-
cias y entidades a que se refiere el artículo 1o. de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
incluidas la Presidencia de la República, los órganos
administrativos desconcentrados, así como la Procu-
raduría General de la República. 

III. Autoridad ambiental: La dependencia o entidad
del Poder Ejecutivo Federal, de los Gobiernos de las
Entidades Federativas o municipios, que en coopera-
ción con el organismo promotor resuelve y vigila la
integración de los aspectos ambientales en la elabo-
ración de los planes o programas. 

IV. Entidades federativas: Los Estados de la Federa-
ción y el Distrito Federal.

V. Evaluación ambiental: El proceso que permite la
integración de los aspectos ambientales en los planes
y programas de la administración pública mediante
la preparación y consideración del informe ambien-
tal, de la celebración y resultados de consultas, de la
memoria ambiental, y del suministro de información
sobre la resolución de los mismos.

VI. Informe ambiental: Informe elaborado por el or-
ganismo promotor, que es la parte de la documenta-
ción del plan o programa que contiene la informa-
ción requerida en el artículo 20.

VII. Ley: La Ley General de Evaluación Ambiental
de los Efectos de Planes y Programas de la Adminis-
tración Pública.

VIII. Memoria ambiental: Documento que considera
la integración de los aspectos ambientales realizada
durante el proceso de evaluación, así como el informe
ambiental y su calidad, el resultado de las consultas y
cómo éstas se ha tomado en consideración, además
de la previsión sobre los impactos significativos de la
aplicación del plan o programa, y establece las reso-
luciones finales. 

IX. Modificaciones menores: Cambios en las caracte-
rísticas de los planes o programas ya aprobados o
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adoptados que no constituyen variaciones fundamen-
tales de las estrategias, directrices y propuestas o de
su cronología pero que producen diferencias en las
características de los efectos ambientales previstos o
de la zona de influencia. 

X. Organismo promotor: La dependencia o entidad
de la Administración Pública, que inicia el procedi-
miento para la elaboración y adopción de un plan o
programa y, en consecuencia, debe integrar los as-
pectos ambientales en su contenido a través de un
proceso de evaluación ambiental. 

XI. Planes y programas: El conjunto de objetivos, es-
trategias, prioridades, directrices, propuestas y polí-
ticas que elabora la Administración Pública para sa-
tisfacer necesidades sociales y económicas, no
ejecutables directamente, sino a través de su desa-
rrollo por medio de un conjunto de proyectos. 

XII. Reglamento: El Reglamento de la Ley. 

XIII. Secretaría: La Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales.

XIV. Zonas de reducido ámbito territorial: Ámbito
territorial en el que por sus escasas dimensiones el ni-
vel de protección del medio ambiente y la integración
ambiental pueden conseguirse de forma similar, bien
mediante la aplicación de la evaluación ambiental de
un plan o programa, bien mediante la aplicación de
la evaluación de impacto ambiental de los proyectos
que lo realizan.

Capítulo II Distribución de Competencias y Coordi-
nación

Artículo 3. La Federación, las Entidades Federativas
y los municipios ejercerán sus atribuciones en mate-
ria de evaluación ambiental de los efectos de planes y
programas de la administración pública, de confor-
midad con la distribución de competencias previstas
en esta Ley y en otros ordenamientos legales. 

Artículo 4. Son facultades de la Federación:

I. Formular y conducir la política nacional en mate-
ria de evaluación ambiental de los efectos de planes y
programas de la administración pública federal. 

II. Diseñar, organizar y aplicar los instrumentos de
política previstos en esta Ley, garantizando una ade-
cuada coordinación entre la Federación, las Entida-
des Federativas y los municipios.

III. Verificar el cumplimiento de esta Ley y de las dis-
posiciones que de ella deriven.

IV. Celebrar acuerdos nacionales e internacionales
de coordinación, cooperación y concertación en la
materia de esta Ley. 

V. Concurrir con las autoridades Federales, Estatales
y Municipales, para promover el cumplimiento de es-
ta Ley. 

VI. Llevar a cabo las labores de vigilancia corres-
pondientes. 

VII. Imponer medidas de seguridad y sanciones a las
infracciones que se cometan en la materia de esta
Ley, y 

VIII. Las demás que esta Ley u otras disposiciones
legales atribuyan a la Federación.

Artículo 5. Las atribuciones que esta Ley otorga a la
Federación, serán ejercidas por el Poder Ejecutivo
Federal por medio de la Secretaría. 

Artículo 6. Corresponden a las Entidades Federati-
vas, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y
las leyes locales en la materia, las siguientes faculta-
des: 

I. Formular, conducir y evaluar la política estatal en
materia de esta Ley, en congruencia con la política
nacional. 

II. Aplicar los criterios de política previstos en esta
Ley y en las leyes locales en la materia. 

III. Realizar la evaluación ambiental de los efectos de
planes y programas que no se encuentren expresa-
mente reservados a la Federación, por la presente
Ley y, en su caso, la expedición de las autorizaciones
correspondientes, de conformidad con lo dispuesto
por el artículo 13 de la presente Ley. 
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IV. Celebrar acuerdos y convenios de coordinación,
cooperación y concertación en la materia de la pre-
sente Ley. 

V. Hacer del conocimiento de las autoridades compe-
tentes, y en su caso denunciar, las infracciones pre-
vistas en esta Ley, y 

VI. Atender los demás asuntos que en materia de eva-
luación ambiental de planes y programas les concede
esta Ley u otros ordenamientos en concordancia con
ella y que no estén otorgados expresamente a la Fe-
deración.

Artículo 7. Corresponde a los municipios, de confor-
midad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales
en la materia, las siguientes facultades: 

I. Diseñar, formular y aplicar, en concordancia con la
política nacional y estatal, la política del municipio
en la materia de esta Ley. 

II. Aplicar los criterios de política previstos en esta
Ley y en las leyes locales en planes y programas de
jurisdicción municipal, en las materias que no estén
expresamente reservadas a la Federación o a las En-
tidades Federativas. 

III. Celebrar acuerdos y convenios de coordinación,
cooperación y concertación en la materia de la pre-
sente Ley. 

IV. Hacer del conocimiento de las autoridades com-
petentes, y en su caso denunciar, las infracciones pre-
vistas en esta Ley, y 

V. Atender los demás asuntos que en materia de eva-
luación ambiental de los efectos de planes y progra-
mas en el medio ambiente les concede esta Ley u
otros ordenamientos en concordancia con ella y que
no estén otorgados expresamente a la Federación o a
las Entidades Federativas.

Artículo 8. Los Congresos de los Estados, con arreglo
a sus respectivas Constituciones y, en su caso, la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, con arre-
glo a su Estatuto de Gobierno, expedirán las disposi-
ciones legales que sean necesarias para regular las
materias de su competencia previstas en esta Ley. 

Capítulo III Ámbito de Aplicación

Artículo 9. Se llevará a cabo una evaluación ambien-
tal, conforme a lo dispuesto en esta Ley en los planes
y programas, así como sus modificaciones, que pue-
dan tener efectos significativos sobre el medio am-
biente y que cumplan los dos requisitos siguientes: 

I. Que se elaboren o aprueben por una Administra-
ción Pública.

II. Que sean exigidos por disposiciones legales, o ad-
ministrativas.

Artículo 10. Se entenderá que tienen efectos signifi-
cativos sobre el medio ambiente aquellos planes y
programas que se elaboren con respecto a la agricul-
tura, ganadería, forestales, acuicultura, pesca, ener-
gía, minería, industria, gestión de residuos, gestión
de recursos hídricos, gestión de las zonas costeras, in-
fraestructura, caminos y otras vías de comunicación,
telecomunicaciones, transporte, turismo, desarrollo
urbano, asentamientos humanos, vivienda y equipa-
miento urbano, ordenación del territorio urbano y
rural, del uso del suelo, o la ocupación del dominio
público de los bienes nacionales; así como aquellos
que en general establezcan el marco para la futura
autorización de proyectos legalmente sometidos a
evaluación de impacto ambiental. 

Artículo 11. En los términos previstos en el artículo
15, se someterán, asimismo, a evaluación ambiental
cuando se prevea que puedan tener efectos significa-
tivos en el medio ambiente: 

I. Los planes y programas que establezcan el uso de
zonas de reducido ámbito territorial. 

II. Las modificaciones de planes y programas. 

III. Los planes y programas distintos a los previstos
en el artículo 10.

Artículo 12. Esta ley no será de aplicación a los si-
guientes planes y programas:

I. Los que tenga como único objeto la defensa nacio-
nal o la protección civil en casos de emergencia. 

II. Los de tipo financiero o presupuestario.
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Artículo 13. La evaluación ambiental del plan o pro-
grama en donde el organismo promotor, sea una de-
pendencia o entidad de la Administración Pública
Federal será materia de competencia exclusiva de la
Secretaría. 

Los efectos significativos en el medio ambiente que
pudiesen ocasionar los planes o programas no com-
prendidos en el primer párrafo de éste artículo serán
evaluados por las autoridades de las Entidades Fede-
rativas, con la participación de los municipios res-
pectivos, cuando estén expresamente señalados en la
legislación estatal. 

Título II Evaluación Ambiental del Plan o Programa
de la Administración Pública Federal

Capítulo I Inicio del Procedimiento para Resolver la
Existencia de Efectos Significativos en el Ambiente
del Plan o Programa

Artículo 14. Cuando haya que resolver si un plan o
programa de una dependencia o entidad de la Admi-
nistración Pública Federal debe ser objeto de evalua-
ción ambiental, la Secretaría lo realizará en el plazo
de 60 días conforme a los supuestos previstos en el
artículo 9.

La resolución de la existencia de impactos significati-
vos en el ambiente del plan o programa se realizará
conforme a lo siguiente: 

I. Se consultará previamente a las dependencias o en-
tidades de la Administración Pública afectadas a las
que se refiere el artículo 16. 

II. La resolución podrá efectuarse con un análisis ca-
so por caso, o especificando los tipos de plan o pro-
grama, o combinando ambos métodos. Para ello, se
observaran los criterios establecidos en el artículo 15. 

III. Para los efectos a que se refiere el párrafo pri-
mero del artículo 9, la autoridad ambiental notifica-
rá al organismo promotor su resolución para que el
plan o programa se someta al procedimiento de eva-
luación ambiental.

Cuando no se considere necesario realizar la evalua-
ción ambiental se especificarán los motivos razona-
dos de esta decisión. 

La resolución que se determine deberá hacerse pú-
blica, presentando sus consideraciones. 

Artículo 15. La dependencia o entidad de la Admi-
nistración Pública Federal u organismo promotor,
que promueva un plan o programa deberá comuni-
cárselo a la Secretaría, considerando para su posible
ejecución el tiempo requerido en el procedimiento de
evaluación ambiental. Para ello, le remitirá un análi-
sis realizado a partir de cuando menos los criterios si-
guientes: 

I. Las características del plan o programa, conside-
rando en particular: 

a) La medida en que el plan o programa establece un
marco para proyectos de obras y otras actividades
con respecto a la ubicación, la naturaleza, las dimen-
siones, las condiciones de funcionamiento o mediante
la asignación de recursos. 

b) La medida en que el plan o programa influye en
otros planes o programas, incluidos los que estén je-
rarquizados. 

c) La pertinencia del plan o programa para la inte-
gración de consideraciones ambientales, con el objeto,
en particular, de promover el desarrollo sustentable. 

d) Problemas ambientales significativos relacionados
con el plan o programa. 

e) La pertinencia del plan o programa para la im-
plantación de la legislación en materia de medio am-
biente.

II. Los efectos previsibles sobre los elementos estra-
tégicos del territorio, la planificación sectorial impli-
cada, la planificación territorial y las normas aplica-
bles. 

III. Los efectos ambientales previsibles, sus caracte-
rísticas y las de las áreas probablemente afectadas,
considerando en particular: 

a) La probabilidad de los efectos y del área proba-
blemente afectada,

b) El carácter acumulativo de los efectos,
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c) Los riesgos para la salud humana o el medio am-
biente,

d) La magnitud y el alcance espacial de los efectos, y

e) El valor y la vulnerabilidad del área probablemen-
te afectada a causa de:

1. Las características naturales especiales o el patri-
monio cultural.

2. La superación de estándares de calidad ambiental
o de valores límite.

3. La explotación intensiva del suelo.

4. Los efectos ambientales en áreas naturales o pai-
sajes con rango de protección reconocido en los ám-
bitos internacional, nacional, de Entidades Federati-
vas o municipios, o que puedan propiciar que una o
más especies se incorporen a alguna categoría de
riesgo, la aumenten o afecte a una especie ya consi-
derada dentro de estas categorías

Artículo 16. Una vez que la Secretaría reciba la co-
municación referida en el artículo 15, identificará las
dependencias o entidades de la Administración Pú-
blica Federal afectadas y el público interesado a los
que se debe consultar. 

Se considerarán dependencias o entidades de la Ad-
ministración Pública Federal afectadas, exclusiva-
mente a los efectos de esta ley, aquellas que tienen
competencias específicas en las siguientes materias:
biodiversidad, población, salud humana, fauna, flo-
ra, tierra, agua, aire, factores climáticos, bienes ma-
teriales, patrimonio cultural, incluido el patrimonio
histórico, paisaje, la ordenación del territorio y el ur-
banismo. 

La Secretaría consultará a las dependencias o enti-
dades de la Administración Pública Federal afecta-
das a que refiere este artículo, las cuales tendrán un
plazo de 30 días para que remitan sus sugerencias. 

Las dependencias o entidades de la Administración
Pública Federal ajustarán sus actuaciones a los prin-
cipios de información mutua, cooperación y colabo-
ración. A tal efecto, las consultas que deba realizar la
Secretaría garantizará la debida ponderación de la

totalidad de los intereses públicos implicados y, en
particular, la de aquellos cuya gestión esté encomen-
dada a otras dependencias o entidades. 

La consulta se podrá ampliar al público en general. 

El organismo promotor tomará parte en los trabajos
de intervención preliminar de la Secretaría. La cual
podrá requerir al organismo promotor la ampliación
o aclaración de la documentación recibida. 

El contenido de los trabajos a los que refieren los pá-
rrafos anteriores será público, salvo que el organis-
mo promotor comunique a la Secretaría que deter-
minada información integrada al expediente se
mantenga en reserva conforme a la legislación en la
materia.

Artículo 17. Cuando la Secretaría haya determinado
necesario realizar la evaluación ambiental del plan o
programa, en un plazo máximo de 30 días realizará
las acciones que se indican a continuación: 

I. Elaborará un documento de referencia en el que se
comunicará al organismo promotor los criterios am-
bientales estratégicos e indicadores de los objetivos
ambientales y principios de sostenibilidad aplicables
en cada caso y determinará el contenido, con la am-
plitud y el nivel de detalle necesarios, de la informa-
ción que se debe tener en cuenta en el informe am-
biental.

II. Definirá las modalidades, la amplitud y los plazos
de información y consulta, que deberán realizarse du-
rante el procedimiento de elaboración del plan o pro-
grama, tomando en consideración lo dispuesto en el
procedimiento de aprobación del plan o programas
correspondientes. Las modalidades de información y
consulta se podrán realizar por medios convenciona-
les, telemáticos o cualesquiera otros, siempre que
acrediten la realización de la consulta. 

III. Remitirá el documento de referencia a las depen-
dencias o entidades de la Administración Pública Fe-
deral afectadas y a cualesquiera otra persona del pú-
blico, que, en su caso, deban ser consultadas. 

Estará a disposición pública el documento de refe-
rencia señalado en la fracción 
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I de este artículo, la relación de las dependencias o
entidades de la Administración Pública Federal afec-
tadas y el público interesado identificados, y las mo-
dalidades de información y consulta. 

Artículo 18. Cuando exista una concurrencia de plan
o programa promovido por diferentes dependencias
o entidades de la Administración Pública Federal, es-
tas deberán adoptar las medidas necesarias con el fin
de que puedan complementarse y para evitar que se
produzca una duplicidad de evaluaciones, aseguran-
do que todos los efectos ambientales significativos de
cada uno son convenientemente evaluados. 

Cuando el plan o programa se estructure en distintos
ámbitos jerárquicos de decisión de una misma de-
pendencia o entidad de la Administración Pública
Federal, la evaluación ambiental en cada uno de ellos
deberá realizarse teniendo en cuenta la fase del pro-
ceso de decisión en la que se encuentra el plan o pro-
grama para evitar la duplicidad de evaluaciones. 

Capítulo II Evaluación Ambiental

Artículo 19. De conformidad con esta Ley y la Ley de
Planeación se introducirá en el procedimiento admi-
nistrativo aplicable para la elaboración y aprobación
del plan o programa un proceso de evaluación am-
biental en el que el organismo promotor integrará los
aspectos ambientales. 

En dicho proceso se establecerán los procedimientos
para asegurar que la evaluación ambiental siempre
se realice durante el proceso de elaboración del plan
o programa, o cuando se realicen modificaciones a
los vigentes, antes de su posible aprobación. 

El proceso de evaluación ambiental constará de las
siguientes acciones:

I. La elaboración de un informe ambiental, cuya am-
plitud, nivel de detalle y grado de especificación será
determinado por la autoridad ambiental. 

II. La realización de consultas públicas.

III. La elaboración de la memoria ambiental.

IV. La consideración del informe ambiental, del re-
sultado de las consultas públicas y de la memoria am-
biental en la toma de decisiones. 

V. La publicidad de la información sobre la aproba-
ción o la no realización de dicho plan o programa.

Cuando ocurra un imprevisto en el desarrollo del
proceso de evaluación ambiental para la elaboración
y aprobación del plan o programa, la Secretaría es-
tablecerá en el Reglamento, y conforme a sus atribu-
ciones los procedimientos que garanticen el cumpli-
miento de esta Ley. 

Capítulo III Informe Ambiental

Artículo 20. En el informe ambiental, el organismo
promotor debe identificar, describir y evaluar los
probables efectos significativos sobre el medio am-
biente que puedan derivarse de la aplicación del plan
o programa, así como unas alternativas razonables,
técnica, social y ambientalmente viables, incluida en-
tre otras la alternativa cero, que tengan en cuenta los
objetivos y el ámbito territorial de aplicación del
plan o programa. Se entenderá por alternativa cero
la no realización de dicho plan o programa. 

A estos efectos, se tendrán en cuenta los siguientes ex-
tremos: 

I. Los conocimientos y métodos de evaluación exis-
tentes.

II. El contenido y nivel de detalles del plan o progra-
ma.

III. La fase del proceso de decisión en que se encuen-
tra.

IV. La medida en que la evaluación de determinados
aspectos necesita ser complementada en otras fases
de dicho proceso, para evitar su repetición.

Se podrá utilizar la información pertinente disponible
que se haya obtenido en otras fases del proceso de de-
cisión o en la elaboración de los planes y programas
promovidos por otras dependencias o entidades de la
Administración Pública Federal, así como los que se
deriven de la aplicación de la normatividad vigente. 
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El informe ambiental, como parte integrante de la
documentación del plan o programa, debe ser accesi-
ble e inteligible para el público y las dependencias o
entidades de la Administración Pública Federal, y
contendrá un resumen no técnico de la información a
que se refiere la fracción X del artículo 21. 

Artículo 21. La información que deberá contener el
informe ambiental será como mínimo, la siguiente: 

I. Un esbozo del contenido, objetivos principales del
plan o programa y sus relaciones dentro del Sistema
Nacional de Planeación Democrática con otros pro-
gramas conexos. 

II. Los aspectos relevantes de la situación actual del
medio ambiente y su probable evolución en caso de
no aplicar el plan o programa.

III. Las características ambientales de las zonas que
puedan verse afectadas de manera significativa. 

IV. Cualquier problema ambiental existente que sea
relevante para el plan o programa, incluyendo en
concreto los relacionados con cualquier zona de par-
ticular importancia ambiental designada de confor-
midad con la legislación aplicable, en especial áreas
naturales protegidas, o que pueda propiciar que una
o más especies se incorporen a alguna categoría de
riesgo, la aumenten o afecte a una especie ya consi-
derada dentro de estas categorías.

V. Los objetivos de protección ambiental fijados en
los ámbitos internacional, nacional, de Entidades Fe-
derativas o municipios que guarden relación con el
plan o programa y la manera en que tales objetivos y
cualquier aspecto ambiental se han tenido en cuenta
durante su elaboración. 

VI. La identificación, descripción y evaluación de los
probables efectos significativos en el medio ambiente,
como son los secundarios, acumulativos, sinérgicos, a
corto, medio y largo plazo, permanentes y tempora-
les, directos e indirectos, positivos y negativos. Estos
incluirán aspectos como la población, la salud huma-
na, la biodiversidad, el suelo, el agua, el aire, los fac-
tores climáticos, los bienes materiales, el patrimonio
cultural, incluido el patrimonio histórico, el paisaje y
la interrelación entre estos factores.

VII. Las medidas previstas para prevenir, mitigar y
las demás necesarias para contrarrestar cualquier
efecto significativo negativo en el ambiente por la
aplicación del plan o programa.

VIII. La descripción, evaluación y razones de la se-
lección de las alternativas que se hayan considerado,
incluyendo el análisis de las relaciones entre los cos-
tos económicos y sociales de cada alternativa, así co-
mo los efectos ambientales, incluidas las dificultades
que pudieran haberse encontrado a la hora de reca-
bar la información requerida.

La selección de las alternativas en caso de propuestas
tecnológicas, incluirá un resumen del estado del arte
de cada una y justificará los motivos de la elección
respecto a las mejores técnicas disponibles en cada
caso.

IX. Un informe sobre la viabilidad económica de las
alternativas y de las medidas dirigidas a prevenir,
mitigar o contrarrestar los efectos negativos sobre el
ambiente del plan o programa. 

X. Una descripción de las medidas previstas para el
seguimiento, de conformidad con el artículo 27.

XI. Un resumen no técnico de la información facili-
tada en virtud de los párrafos precedentes.

XII. Aquella que se considere razonablemente nece-
saria para asegurar la calidad del informe.

Capítulo IV. Consultas

Artículo 22. La fase de consultas sobre la versión pre-
liminar del plan o programa, que incluye el informe
ambiental, implica las siguientes acciones:

I. Puesta a disposición del público en general, lo que
dará inicio a su consulta pública, la cual deberá ser
de fácil acceso.

II. Consulta a las dependencias o entidades de la Ad-
ministración Pública afectadas.

El tiempo destinado a las consultas será como máxi-
mo de 60 días para examinar el plan o programa y
formular observaciones de manera detallada.
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El organismo promotor elaborará un documento en
el cual señalará que observaciones fueron aceptadas
o rechazadas, debiendo en todo caso fundar y moti-
var su resolución, así mismo justificará cómo se han
tomado en consideración aquellas en la propuesta de
plan o programa incluyendo el informe ambiental.
Una copia de dicho documento será remitida a la au-
toridad ambiental.

Capítulo V. Memoria ambiental

Artículo 23. Finalizada la fase de consultas, se elabo-
rará por la Secretaría de forma conjunta y coordina-
da con el organismo promotor una memoria ambien-
tal con objeto de valorar la integración de los
aspectos ambientales en la propuesta de plan o pro-
grama.

La memoria ambiental contendrá el análisis del pro-
ceso de evaluación, el informe ambiental y su calidad,
la evaluación del resultado de las consultas realiza-
das y cómo se han tomado en consideración, así como
el análisis de la previsión de los impactos significati-
vos en el ambiente de la aplicación del plan o pro-
grama. 

Artículo 24. La Secretaría dentro de un plazo de 90
días, contado a partir de la recepción del informe
ambiental deberá emitir en la memoria ambiental, la
resolución correspondiente, que contendrá las condi-
cionantes y medidas finales que deban incorporarse
a la propuesta del plan o programa.

La memoria ambiental es preceptiva y se tomará en
cuenta en el plan o programa antes de su aprobación
definitiva.

Excepcionalmente, cuando por la complejidad y las
dimensiones de un plan o programa la Secretaría re-
quiera de un plazo mayor para su evaluación, éste se
podrá ampliar hasta por 60 días adicionales, siempre
que se justifique conforme a lo dispuesto en el Regla-
mento. 

La resolución de la Secretaría, incluyendo la alterna-
tiva cero, deberá ser tomado en cuenta por las de-
pendencias o entidades de la Administración Pública
Federal. La resolución administrativa, por la que se
apruebe el plan o programa, y, en su caso, la norma

legal que dicte la aprobación, deberá motivar, a los
fines ambientales, la decisión adoptada. 

Capítulo VI. Propuesta de Plan o Programa

Artículo 25. El organismo promotor elaborará la
propuesta de plan o programa aprobado tomando en
consideración el informe ambiental, las exposiciones
formuladas en las consultas, y la memoria ambiental.

Capítulo VII. Publicidad

Artículo 26. Una vez aprobado el correspondiente
plan o programa, y previo a su ejecución, el organis-
mo promotor pondrá a disposición de la Secretaría,
de las dependencias o entidades de la Administración
Pública Federal afectadas, de dependencias o entida-
des de la Administración Pública Federal consulta-
das, y del público en general la siguiente documenta-
ción:

I. El plan o programa aprobado.

II. Una manifestación escrita que sintetice los si-
guientes asuntos:

a) De qué manera se han integrado en el plan o pro-
grama las consideraciones ambientales.

b) Cómo se han integrado el informe ambiental, los
resultados de las consultas, la memoria ambiental,
así como, cuando proceda, las discrepancias que ha-
yan podido surgir en el proceso.

c) Las consideraciones de la elección del plan o pro-
grama aprobado, en relación con las alternativas
consideradas.

III. Las medidas adoptadas para el seguimiento de
los efectos en el ambiente de la aplicación del plan o
programa.

IV. Un resumen no técnico sobre la documentación
contenida en las fracciones II y III.

Capítulo VIII. Seguimiento

Artículo 27. Los organismos promotores deberán
realizar un seguimiento de los efectos en el ambiente
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de la aplicación o ejecución del plan o programa, pa-
ra identificar con prontitud los efectos adversos no
previstos y permitir llevar a cabo las medidas ade-
cuadas para evitarlos.

La Secretaría participará en el seguimiento de dicho
plan o programa.

Para evitar duplicidades podrán utilizarse mecanis-
mos de seguimiento ya existentes.

Artículo 28. La evaluación ambiental del plan o pro-
grama de la Administración Pública Federal realiza-
da conforme a esta Ley no excluirá la aplicación de la
legislación sobre evaluación del impacto ambiental
de proyectos de obras o actividades de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente. La evaluación ambiental que se haya hecho a
un plan o programa se tendrá en cuenta en la eva-
luación de impacto ambiental de los proyectos que lo
desarrollen. 

Título III Participación Social e Información

Capítulo I Participación Social y Concertación 

Artículo 29. Se crea el Consejo Consultivo Científico
para la Evaluación Ambiental de Planes y Programas
de la Administración Pública, que fungirá como ór-
gano colegiado de la propia Secretaría en aspectos
técnicos y científicos en la evaluación ambiental de
planes y programas. Se integrará por un conjunto de
expertos de reconocido prestigio en diferentes disci-
plinas, provenientes del trabajo académico e intelec-
tual, que ejercerán su función a título personal, con
independencia del sitio de trabajo donde presten sus
servicios. Dichos expertos manifestarán expresamen-
te en carta compromiso, al momento de ser designa-
dos como integrantes del mencionado Consejo Con-
sultivo Científico, no tener ningún conflicto de
interés.

La selección de los integrantes del Consejo Consulti-
vo Científico para la Evaluación Ambiental de Planes
y Programas de la Administración Pública se realiza-
rá mediante convocatoria pública de la Secretaría
con la participación y opinión de sus órganos de con-
sulta, conforme al artículo 159 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Entre las funciones del Consejo Consultivo se preve-
rá la formulación de protocolos de investigación,
análisis y metodologías y dictámenes técnicos, que
podrán ser remunerados. Las funciones específicas
del Consejo Consultivo y los mecanismos para que la
renovación de sus miembros sea progresiva y escalo-
nada, se establecerán en las disposiciones reglamen-
tarias que deriven de esta Ley. Los dictámenes técni-
cos que emita el Consejo Consultivo Científico
deberán ser considerados por la Secretaría en las de-
cisiones que adopte. 

Artículo 30. Se crea el Consejo Consultivo Mixto pa-
ra la Evaluación Ambiental de Planes y Programas
de la Secretaría, que fungirá como órgano auxiliar de
consulta y opinión de la propia Secretaría en los que
participen representantes de la propia Secretaría, de
entidades y dependencias de la administración públi-
ca de las entidades federativas y federal, instituciones
académicas, organizaciones sociales, ambientales y
empresariales. 

La selección de los integrantes del Consejo Consultivo
Mixto para la Evaluación Ambiental de Planes y Pro-
gramas se realizará mediante convocatoria pública de
la Secretaría con la participación y opinión de los ór-
ganos de consulta de la Secretaría, conforme al artí-
culo 159 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente. Su función fundamental
será conocer y opinar sobre aspectos sociales, econó-
micos, y otros aspectos relacionados a la evaluación
ambiental de planes y programas. Las funciones espe-
cíficas del Consejo Consultivo Mixto y los mecanis-
mos para que la renovación de sus miembros sea pro-
gresiva y escalonada, se establecerán en las
disposiciones reglamentarias que deriven de esta Ley.
Las opiniones y recomendaciones que emita el Conse-
jo Consultivo Mixto deberán ser consideradas por la
Secretaría en las decisiones que adopte.

Capítulo II Información sobre la Aplicación de la
Ley

Artículo 31. La Secretaría con la cooperación de las
autoridades ambientales de la Entidades Federativas
y Municipios, creará un banco de datos con la infor-
mación relativa a las evaluaciones ambientales de
planes y programas que se realicen conforme a lo
dispuesto por esta Ley.
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La información contenida en dicho banco de datos
deberá ser accesible al público y se mantendrá ac-
tualizada conforme a la legislación en materia de
transparencia y acceso a la información pública gu-
bernamental. 

Artículo 32. La Secretaría realizará un informe pú-
blico anual de las actividades desarrolladas en apli-
cación de lo dispuestos en esta Ley.

Título IV Infracciones y Responsabilidades

Capítulo Único

Infracciones y Responsabilidades

Artículo 33. Conforme a las disposiciones de esta Ley
serán infracciones las siguientes: 

a) Que el organismo promotor comience a ejecutar
un plan o programa de los que tengan que someterse
al procedimiento de evaluación ambiental sin el cum-
plimiento de este requisito. 

b) Se oculte, manipule información y/o documenta-
ción, o se presente información y/o documentación
falsa en los procedimientos relacionados con la apli-
cación de esta Ley. 

c) El incumplimiento de las obligaciones, condiciones
de carácter esencial y resoluciones finales contenidas
en la memoria ambiental.

d) El incumplimiento de las demás obligaciones rela-
cionados con esta Ley, no incluidos en los apartados
anteriores.

Artículo 34. Los servidores públicos de la Adminis-
tración Pública Federal, que en el ejercicio de sus
funciones contravengan las disposiciones de esta Ley,
las que de ella se deriven a los objetivos y prioridades
de los planes o programas serán sujetos al régimen
de aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los Servidores Públicos.

Las responsabilidades administrativas a que se refie-
re la presente Ley son independientes de las de orden
civil o penal que se puedan derivar de los mismos he-
chos.

Transitorios

Artículo Primero. Esta ley entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Ejecutivo federal expedirá el
reglamento de esta ley, así como las modificaciones
correspondientes al Reglamento Interior de la Secre-
taría dentro de los 60 días hábiles siguientes a la en-
trada en vigor de esta ley.

Artículo Tercero. Las convocatorias para integrar el
Consejo Consultivo Científico y el Consejo Consulti-
vo Mixto se expedirán dentro de los treinta días há-
biles siguientes a la entrada en vigor de esta ley, y se
integrarán dentro de los tres meses siguientes a la
publicación de la convocatoria.

Artículo Cuarto. En tanto las legislaturas de las enti-
dades federativas expidan las leyes respectivas y los
ayuntamientos las ordenanzas, reglamentos y bandos
de policía y buen gobierno, para regular las materias
que según las disposiciones de este ordenamiento son
de competencia de estados y municipios, aplicarán en
lo conducente la presente ley en al ámbito local.

Artículo Quinto. El gobierno federal, y en su caso los
de las entidades federativas y municipios garantiza-
rán las previsiones presupuéstales suficientes, inclu-
yendo la dotación de los recursos humanos y mate-
riales, a las autoridades ambientales responsables de
la aplicación de esta ley. 

Artículo Sexto. La obligación a que hace referencia el
artículo 19 se aplicará a los planes y programas cuyo
primer acto preparatorio formal sea posterior al 1 de
enero de 2013, salvo que la autoridad competente de-
cida, caso por caso y de forma motivada, que ello es
inviable. 

En tal supuesto, se informará al público de la deci-
sión adoptada.

Para los efectos de lo previsto en esta disposición
transitoria, se entenderá por el primer acto prepara-
torio formal el documento oficial de una autoridad
pública competente del gobierno federal, que mani-
fieste la intención de promover la elaboración del
contenido de un plan o programa y movilice para ello
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recursos económicos y técnicos que hagan posible su
presentación para su aprobación.

Artículo Segundo. Se adicionan los artículos 20 con
un párrafo quinto y el 29 con un párrafo quinto, am-
bos de la Ley de Planeación, para quedar como sigue:

Artículo 20. ... 

... 

... 

... 

Las actividades de participación y consulta a las que
se refiere la Ley General de Evaluación Ambiental de
los Efectos de Planes y Programas de la Administra-
ción Pública, formaran parte de las establecidas en el
presente artículo.

Artículo 29. ...
... 
... 
... 

En el caso del plan y los programas sujetos al proce-
so de evaluación ambiental se estará a lo dispuesto
por la Ley General de Evaluación Ambiental de los
Efectos de Planes y Programas de la Administración
Pública.

Transitorio

Artículo Único. La presente reforma entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

En atención a dicha solicitud, las Comisiones Legislativas
que elaboran el presente Dictamen proceden a iniciar el
análisis de la Iniciativa que expide la Ley General de Eva-
luación Ambiental de los Efectos de Planes y Programas de
la Administración Pública y reforma los artículos 20 y 29
de la Ley de Planeación.

1. Estas Comisiones Dictaminadoras consideran improce-
dente expedir una ley general en la materia propuesta, ya
que la estructura normativa del sistema jurídico europeo es
diferente a la establecida en México, siendo la Ley General

del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
(LGEEPA), la ley marco en nuestro país, la cual es regla-
mentaria de las disposiciones de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos que refieren a la preserva-
ción y restauración del equilibrio ecológico, así como a la
protección al ambiente, en el territorio nacional y las zonas
sobre las que la nación ejerce su soberanía y jurisdicción. 

Atendiendo a lo anterior, en el Capítulo III de la Política
Ambiental se establecen los principios que el Ejecutivo Fe-
deral, así como las entidades federativas y municipios, ob-
servarán para la formulación y conducción de la política
ambiental y la expedición de normas oficiales mexicanas y
demás instrumentos previstos en la LGEEPA, en materia de
preservación y restauración del equilibrio ecológico y pro-
tección al ambiente. 

Es así que en el capítulo subsecuente denominado Instru-
mentos de la Política Ambiental establece el deber de in-
corporar en la planeación nacional del desarrollo la política
ambiental que se establezca de conformidad con la LGEE-
PA y las demás disposiciones en la materia. Se considera-
rán como instrumentos de la política ambiental, los con-
templados en las secciones que integran dicho Capítulo,
ordenamiento ecológico del territorio, instrumentos econó-
micos, regulación ambiental de los asentamientos huma-
nos, evaluación de impacto ambiental, normas oficiales
mexicanas en materia ambiental, autorregulación y audito-
rías ambientales e investigación y educación ecológica. 

Ahora bien, es importante destacar lo dicho por el promo-
vente de la Evaluación Ambiental Estratégica, en relación a
que es un nuevo instrumento de política ambiental, y agre-
gar que dicho instrumento tendrá como objetivo el fortale-
cimiento de la gestión ambiental, mediante la aplicación in-
tegral de todos los instrumentos de la política ambiental.

Por lo anterior y atendiendo a la propuesta del legislador,
estas Comisiones Dictaminadoras consideran procedente
establecer las disposiciones en materia de Evaluación Am-
biental Estratégica en el Capítulo de Instrumentos de Polí-
tica Ambiental de la Ley marco.

Finalmente, es de señalar que existen disposiciones pro-
puestas por el legislador que al ser adjetivas se encuentran
contempladas por la Ley Federal de Procedimiento Admi-
nistrativo, ordenamiento supletorio a la LGEEPA y al Re-
glamento que para el caso se expida.
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Consideraciones

1. La Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) es parte de
los instrumentos de la gestión ambiental y su objetivo es
mejorar la integración de la dimensión ambiental en los
procesos de toma de decisiones estratégicas, vinculados al
diseño, elaboración e implementación de políticas, planes y
programas públicos. Es considerada a nivel mundial como
la evaluación ambiental de políticas, planes y programas de
desarrollo y se caracteriza por:1

• Incidir en los niveles más altos de decisión política -
estratégica institucional.

• Aplicarse en la etapa temprana de la toma de decisio-
nes institucionales.

• Ser un instrumento preventivo.

• Implicar una mejora sustantiva en la calidad de los pla-
nes y políticas públicas.

• Permitir el diálogo entre los diversos actores públicos
y privados.

1.1. La Ley General del Equilibrio Ecológico establece co-
mo uno de sus instrumentos de Política Ambiental a la Eva-
luación de Impacto Ambiental (EIA) la cual se emplea como
una herramienta de carácter preventivo para predecir y mi-
nimizar los impactos ambientales y permite un estudio de la
viabilidad de los proyectos sobre la base de sus repercusio-
nes ambientales y de la participación de todos los agentes in-
teresados en el proceso de evaluación. De acuerdo con la
Asociación Internacional de Evaluación de Impactos:

“La EIA es el proceso de identificación, predicción, eva-
luación y mitigación de los efectos biofísicos, sociales y
otros impactos relevantes ocasionados por propuestas de
desarrollo previas a la toma de decisiones mayores y la
realización de compromisos.”2

La experiencia en la aplicación de la EIA desde que se pu-
so en marcha esta herramienta en los años ochenta, ha pues-
to de manifiesto la dificultad de evitar los impactos una vez
que las decisiones estratégicas han sido tomadas.

La Ley General del Equilibrio Ecológico establece en el ar-
tículo 28 que “La evaluación del impacto ambiental es el
procedimiento a través del cual la Secretaría establece las

condiciones a que se sujetará la realización de obras y acti-
vidades que puedan causar desequilibrio ecológico o reba-
sar los límites y condiciones establecidos en las disposicio-
nes aplicables para proteger el ambiente y preservar y
restaurar los ecosistemas, a fin de evitar o reducir al míni-
mo sus efectos negativos sobre el medio ambiente.”

En ese sentido, la EIA se ha centrado en la evaluación de
proyectos de desarrollo, de inversiones puntuales o de un
conjunto de obras en un proyecto específico, con un enfo-
que espacial puntual de los impactos ambientales que cada
proyecto genera en el entorno.

Sin embargo, el análisis de los proyectos debe hacerse no só-
lo en función de sí mismos y su entorno inmediato, sino tam-
bién de la interconexión estrecha con otras actividades pro-
ductivas en la región, con otros ecosistemas y del
aprovechamiento sustentable de recursos de importancia re-
gional.

Las consideraciones de los impactos ambientales sinérgi-
cos, acumulativos y residuales, permiten integrar evalua-
ciones de impacto ambiental que los futuros proyectos de
inversión deben considerar como limitantes o como condi-
ciones restrictivas de sus posibilidades de desarrollo.3

Por ello, a decir de la Semarnat, deben adoptarse nuevas he-
rramientas que se han puesto a prueba en otros países, co-
mo la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) y el desa-
rrollo de servicios profesionales de supervisión y de
restauración.4

En razón de lo anterior, se esquematiza la diferencia entre
la Evaluación de Impacto Ambiental y la Evaluación Am-
biental Estratégica en el siguiente cuadro comparativo5:

EIA

Se aplica a proyectos de relativo corto plazo (en su ciclo
de vida), y a sus especificaciones.

Ocurre en una etapa inicial de la planificación del pro-
yecto, una vez fijados los parámetros.

Considera una gama limitada de alternativas de proyecto.

Usualmente preparada y/o financiada por los proponen-
tes del proyecto.
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Concentrada en obtener el permiso para el proyecto, y
raramente con retroalimentación en dirección de las po-
líticas, el plan o el programa.

Proceso definido, lineal, con comienzo y fin claros (es
decir, de la factibilidad hasta la aprobación del proyec-
to).

La preparación de un documento de EIA, con formato y
contenido prescritos, es usualmente obligatoria. Este do-
cumento proporciona una referencia de línea base para
el monitoreo.

Énfasis en los impactos ambientales y sociales mitigan-
tes de un proyecto específico, pero con la identificación
de algunas oportunidades, intercambios compensados
(off-sets), etc. del proyecto.

Revisión limitada de los impactos acumulativos, con
frecuencia limitada a fases de un proyecto específico.
No cubre desarrollos de nivel regional ni proyectos múl-
tiples.

EAE

Se aplica a políticas, planes y programas con una pers-
pectiva estratégica, amplia y de largo plazo.

Idealmente, ocurre en una etapa inicial de la planifica-
ción estratégica.

Considera una gama amplia de escenarios alternativos.

Realizada de manera independiente respecto de cual-
quier proponente de proyecto específico.

Concentrada en decisiones sobre las implicaciones de
las políticas, planes o programas para las decisiones fu-
turas de menor nivel.

Proceso multi-etapas iteractivo con circuitos de retroali-
mentación (feedback).

Puede no documentarse formalmente.

Énfasis en cumplir objetivos ambientales, sociales y
económicos equilibrados en políticas, planes y progra-
mas. Incluye la identificación de resultados de desarro-
llo en el nivel macro.

Inherentemente, incorpora la consideración de los im-
pactos acumulativos. 

2. Antecedentes Históricos de la EAE6. Éstos se remon-
tan a la primera Acta Nacional de Política Ambiental (Na-
tional Environmental Policy Act, NEPA) de Estados Uni-
dos en 1969, la cual exigió que se hicieran informes sobre
las consecuencias ambientales de acciones federales o de
actividades que requirieran permisos o autorizaciones fede-
rales. NEPA encauzó el desarrollo inicial de procedimien-
tos de EIA en proyecto individuales, y si bien en Estados
Unidos se incluían políticas, planes y programas dentro de
tales procedimientos, la mayoría de las evaluaciones se
concentraban sólo en proyectos individuales de desarrollo. 

Sin embargo, se han efectuado EAE para proyectos de ley
como el Fuel Use Act, de 1978, y para programas de admi-
nistración como, por ejemplo, para el control de maleza en
parques nacionales. Una razón del éxito de la EAE en Es-
tados Unidos fue la creación de procedimientos comunes
para evaluaciones estratégicas y a nivel de proyectos indi-
viduales de inversión.

A fines de la década de 1980, fueron los Países Bajos y
Australia los que legislaron en esta materia. Mientras que
en los 90’s se sumaron Canadá, Nueva Zelanda, Reino Uni-
do y otros países.

A inicios de este milenio, la EAE se ha consolidado como
una herramienta imprescindible en los sistemas de gestión
ambiental a escala nacional e internacional. Un papel im-
portante en este sentido lo tuvo la Directiva de la Unión Eu-
ropea aprobada en 2001, que impone el mecanismo a un
amplio listado de planes y programas de sus países miem-
bros.

Actualmente, cerca de 40 países cuentan con algún meca-
nismo normativo para la integración ambiental en los pro-
cesos políticos y de planificación. La inclusión de la EAE
también ha sido asumida por organismos de cooperación
multilateral (OCDE, PNUD, PNUMA) e instituciones fi-
nancieras de cooperación (BID y Banco Mundial), quienes
en su mayoría han desarrollado guías de apoyo, paquetes
metodológicos y criterios de desempeño, entre otros insu-
mos.

Durante los últimos 15 años, la EAE ha demostrado un
enorme desarrollo normativo y práctico, tanto en ámbitos
nacionales como internacionales, siendo ya varios los paí-
ses que cuentan con procedimientos reglados para su apli-
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cación. Entre las iniciativas más notorias destaca la Direc-
tiva Europea 2001/42/EC, constituyéndose en la primera
formulación legal en el mundo, de forma estructurada, diri-
gida específicamente a la EAE y la cual ha servido de mo-
delo en diversos países en el mundo, desde América Latina
a Asia.

2.1. Antecedentes de la EAE en Europa. A mediados de
los años 90 empieza el debate sobre la sostenibilidad del
desarrollo; es entonces cuando se comienzan a notar ciertas
limitaciones de la Evaluación de Impacto Ambiental ya que
no se evalúan decisiones estratégicas. 

La aprobación de la Directiva 2001/42/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo, aprobada el 27 de junio de 2001, re-
lativa a la evaluación de los efectos de determinados planes
y programas en el medio ambiente, es donde se materializa
el concepto de integración medioambiental: los requisitos
medioambientales se convierten en componente obligatorio
de un importante número de planes y programas comunita-
rios. Se le conoce comúnmente como la “Directiva de Eva-
luación Ambiental Estratégica”.

La Directiva establece que tiene por objeto “conseguir un
elevado nivel de protección del medio ambiente y contri-
buir a la integración de aspectos medioambientales en la
preparación y adopción de planes y programas con el fin de
promover un desarrollo sostenible, garantizando la realiza-
ción, de conformidad con las disposiciones de la Directiva,
de una evaluación medioambiental de determinados planes
y programas que puedan tener efectos significativos en el
medio ambiente”7

Exige una evaluación ambiental a planes y programas de
ámbitos sectoriales muy diversos (planificación territorial,
energía, turismo, agricultura, transporte, gestión de residuos,
etc.), así como aquellos que tengan un efecto probable sobre
los Lugares de Importancia Comunitaria (LIC) y las Zonas
de Especial Protección para las Aves (ZEPA), que integran la
Red Natura 2000 de espacios protegidos europeos.

En lugar de actuar de una forma correctora, se toman en
consideración las posibles consecuencias sobre el medio
ambiente en la propia formulación del instrumento de pla-
nificación, por lo que el medio ambiente es entendido co-
mo parte integrante de los propios planes y programas, idea
básica para desarrollar su evaluación ambiental. 

La Directiva entiende por Evaluación Ambiental “la prepa-
ración de un informe sobre el medio ambiente, la celebra-

ción de consultas, la consideración del informe sobre el me-
dio ambiente y de los resultados de las consultas en la toma
de decisiones, y el suministro de información sobre la deci-
sión”. Introduce la Evaluación Ambiental como un instru-
mento de prevención ambiental clave para que la planifica-
ción y programación tengan como objetivo determinante el
desarrollo sostenible.

Se amplía el ámbito de aplicación del concepto de Evalua-
ción Ambiental a los Planes y Programas, con el convenci-
miento de que los cambios ambientales se generan no sólo
a causa de la ejecución de nuevos proyectos, sino también
en las decisiones previas que los regulan y posibilitan, es
decir, en las fases de planificación y programación.

Fija los principios generales del sistema de evaluación y
define el campo de aplicación, dejando a los Estados miem-
bros de la Unión amplias posibilidades en cuanto a la me-
todología de evaluación. 8

En España, el Consejo de Ministros celebrado el 6 de ma-
yo de 2005 aprobó el Proyecto de Ley sobre Evaluación de
los efectos de determinados Planes y Programas en el Me-
dio Ambiente, por el cual se incorpora al ordenamiento ju-
rídico español la Directiva 2001/42/CE del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo de 27 de junio 2001.

2.2. Antecedentes de la EAE en América Latina. La obli-
gación de realizar evaluaciones de impacto ambiental
(EIA) a los proyectos de inversión existe desde hace varias
décadas. Por ejemplo, en Brasil se introdujo la obligación
en 1981 (Ley Asamblea Federal nº 6938) aunque recién
empezó a aplicarse en 1986; en Perú en 1990 (Decreto Le-
gislativo nº 613); en Bolivia en 1992 (Ley nº 1333); en Chi-
le en 1994 (Ley nº 19300); en Colombia en 1994 (Ley nº
99); y en Ecuador en 1994 (Decreto Ejecutivo nº 1802).9

Las Evaluaciones Ambientales Estratégicas, empezaron a
aplicarse después que las EIA y siguiendo formas y enfo-
ques diversos. Son tres las formas como se iniciaron las
EAE en el mundo y, también en la región Andina: a) Unos
países partieron de la práctica de EIA de proyectos, b) otros
partieron de la práctica de planeamiento sectorial o de uso
del suelo, c) otros buscaron seguir un abordaje de análisis
de política (con miradas más integradas).

Los enfoques utilizados para la aplicación de las EAE tam-
bién fueron diversos: a) Algunos países se enfocaron sólo
en el ámbito ambiental, restringiéndose a las cuestiones fí-
sicas y ecológicas, b) otros incluyeron las cuestiones socia-
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les y culturales, c) otros prefirieron un ámbito de sustenta-
bilidad más amplio, incluyendo las cuestiones económicas,
sociales y ambientales.

En cualquier caso se puede constatar que la aplicación de
las EAE ha sido lenta, lo que puede explicarse por la con-
fusión sobre su definición y rol, así como por la descon-
fianza de los tomadores de decisión. También podría agre-
garse el factor de los deficientes procesos de formulación
de políticas públicas, así como la limitada credibilidad y
eficacia que éstas tienen en la región. Varios países de la re-
gión andina han incluido en su normativa la categoría de la
EAE.

2.2.1. EAE en Bolivia. Se estableció la EAE en 1995 a tra-
vés de dos reglamentos de la Ley número 1333 del Medio
Ambiente:

Reglamento General de Gestión Ambiental.

“Artículo 4. Estudio de Evaluación de Impacto Ambien-
tal (EEIA) Estratégico: Estudio de las incidencias que
puedan tener planes y programas. El EEIA estratégico,
por la naturaleza propia de planes y programas, es de
menor profundidad y detalle técnico que un EEIA de
proyectos, obras o actividades; pero formalmente tiene
el mismo contenido. El EEIA estratégico tiene carácter
de declaración jurada y puede ser aprobado o rechazado
por la Autoridad Ambiental Competente de conformidad
con lo prescrito en el presente Reglamento” 

Reglamento de Prevención y Control Ambiental.

“Artículo 2. Las disposiciones de este Reglamento, se
aplicarán:

a) en cuanto a la EIA, a todas las obras, actividades y
proyectos, públicos o privados, así como a programas y
planes, con carácter previo a su fase de inversión, cual-
quier acción de implementación, o ampliación.

Artículo 7. Para los efectos del presente Reglamento tie-
nen validez las siguientes siglas y definiciones:

Estudio de evaluación de impacto ambiental estratégico:
Estudio de las incidencias ambientales que puedan tener
planes y programas. El EEIA estratégico, por la natura-
leza propia de planes y programas, es de menor profun-
didad y detalle técnico que un EEIA de proyectos, obras
o actividades; pero formalmente tiene el mismo conteni-

do. El EEIA estratégico tiene carácter de declaración ju-
rada y puede ser aprobado o rechazado por la Autoridad
Ambiental Competente de conformidad con lo prescrito
en el presente Reglamento.

Artículo14. La EIA, de acuerdo a lo establecido en el Tí-
tulo III de la Ley, tiene como objetivos:

a) (…), prever los principios ambientales, mediante la
EIA estratégica, en la toma de decisiones sobre planes y
programas.”

2.2.2. EAE en Perú. Se estableció en el año 2005 el artí-
culo 24.1º de la Ley General del Ambiente Ley número
28611 (15-10-2005):

“Toda actividad humana que implique construcciones,
obras, servicios y otras actividades, así como las políti-
cas, planes y programas públicos susceptibles de causar
impactos ambientales de carácter significativo, está su-
jeta, de acuerdo a ley, al Sistema Nacional de Impacto
Ambiental –SEIA, el cual es administrado por la Autori-
dad Ambiental Nacional. La ley y su reglamento des-
arrollan los componentes del Sistema Nacional de Eva-
luación de Impacto Ambiental”

El artículo 57º del Reglamento de la Ley del Sistema Na-
cional de Gestión Ambiental. S.S. 008-2005-PCM (28-01-
2005)

“Del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.- To-
do proyecto de inversión público y privado que implique
actividades, construcciones u obras que puedan causar
impactos ambientales negativos significativos está suje-
to al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental
(SEIA). Mediante ley se desarrollan los componentes
del SEIA. La Autoridad Ambiental Nacional, en cumpli-
miento de su rol director del SEIA puede solicitar la re-
alización de estudios que identifiquen los potenciales
impactos ambientales negativos significativos a nivel de
políticas, planes y programas. El informe final de estos
estudios es aprobado por CONAM.” 

2.2.3. EAE en Brasil, Colombia y Ecuador. Carecen de
norma, aunque en estos países también se han realizado
EAE. Sin embargo, debe destacarse que todos los países
que han ratificado el Convenio de Diversidad Biológica
(1992) en cuyo artículo 14º las Partes se comprometieron a
establecer “arreglos apropiados para asegurarse de que se
tengan debidamente en cuenta las consecuencias ambienta-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2012213



les de sus programas y políticas que puedan tener efectos
adversos importantes para la diversidad biológica”.

2.2.4. EAE en Chile. La Ley 20.417, promulgada en enero
de 2010, establece que la EAE es “el procedimiento reali-
zado por el Ministerio sectorial respectivo, para que se in-
corporen las consideraciones ambientales del desarrollo
sustentable, al proceso de formulación de las políticas y
planes de carácter normativo general, que tengan impacto
sobre el medio ambiente o la sustentabilidad, de manera
que ellas sean integradas en la dictación de la respectiva po-
lítica y plan, y sus modificaciones sustanciales”.

En términos prácticos, el propósito de la EAE es fortalecer
las capacidades de la institucionalidad del país para incor-
porar criterios de sustentabilidad en políticas y planes.

Dada la naturaleza estratégica de las decisiones evaluadas,
la aplicación sostenida y eficiente de la EAE conlleva una
significativa contribución a la sustentabilidad del desarrollo
y calidad de vida del país.

Según la Ley 20.417 en Chile deben someterse a EAE vo-
luntariamente: Políticas y Planes y sus modificaciones sus-
tanciales, sean de carácter normativo general, que tengan
impacto en el medio ambiente o la sustentabilidad y que -
cumpliendo los criterios anteriores- el Presidente de la Re-
pública decida, a proposición del Consejo de Ministros pa-
ra la Sustentabilidad. Y obligatoriamente: Planes regionales
de ordenamiento territorial, planes reguladores intercomu-
nales, planes reguladores comunales y planes seccionales,
planes regionales de desarrollo urbano y zonificaciones del
borde costero, del territorio marítimo y el manejo integrado
de cuencas o los instrumentos de ordenamiento territorial
que los reemplacen o sistematicen.

El actor central de la EAE es el órgano promotor de la po-
lítica o plan. El Ministerio del Medio Ambiente, en su cali-
dad de órgano técnico asesor, juega un importante papel al
acompañar activamente el procedimiento, su buen desarro-
llo y cumplimiento.

La EAE promueve la Participación Ciudadana, por lo que
otros organismos públicos, instituciones privadas y ciuda-
danía son parte integrante del proceso.

A nivel Ejecutivo, con potestad en el Presidente de la Re-
pública. A nivel Inter- Ministerial, a través del Consejo de
Ministros para la Sustentabilidad. Y a nivel Ministerial, a

través del Ministerio del Medio Ambiente, en su calidad de
Órgano Técnico Asesor.

3. La EAE en México.  La SEMARNAT ha manifestado su
interés en realizar este tipo de evaluaciones centrado prin-
cipalmente en la modernización de los instrumentos de ges-
tión ambiental. En noviembre del 2007, llevó a cabo el Pri-
mer Curso Nacional de Evaluación  Ambiental Estratégica
dirigido al personal de la Secretaría en el que participaron
expertos y dependencias de la administración pública como
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) y la
Comisión Federal de Electricidad (CFE), evidenciando
avances en la aplicación de la EAE en sus planes y progra-
mas.

La SEMARNAT consideró de suma importancia que se in-
corpore la EAE en los procesos de planeación de la CFE y
en el 2008, la CFE y la Dirección General de Impacto y
Riesgo Ambiental (DGIRA) de la SEMARNAT, se com-
prometieron a abordar la EAE a nivel “Piloto”, para forta-
lecer las actividades intra sectoriales del sector energía, y
elaborar una Metodología de Evaluación Ambiental Estra-
tégica, para el Sector Eléctrico Federal.10

En su Programa Anual de Trabajo (PAT) 2009, la SEMAR-
NAT afirma que “la metodología propuesta estará enfocada
hacia el sector eléctrico, por su participación activa hacia el
desarrollo sustentable, su compromiso en la “Estrategia
Nacional del Cambio Climático” y porque promueve el uso
de energías renovables a una mayor escala para alcanzar un
25% de la capacidad de generación instalada.” 

En el 2009, la CFE desarrolló con la participación de la Di-
rección General de Impacto Ambiental de la SEMARNAT
y un asesor externo, la metodología de Evaluación Am-
biental Estratégica para la selección de sitios y trayectorias
de proyectos eléctricos.11

La metodología de EAE se aplicó a nivel “Piloto” en el Pro-
grama Regional de obras del Sector Eléctrico Federal de la
Región Noreste Programa Regional de obras del Sector
Eléctrico Federal definido con base en adecuaciones de su
Programa de Obras de Inversión del Sector Eléctrico (POI-
SE 2008-2017). Las principales actividades realizadas fue-
ron las siguientes:12

• Formalizar el grupo coordinador o comité Técnico de
Evaluación Ambiental Estratégica, Intra-sectorial.
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• Definir el Programa regional del Sector Eléctrico Fe-
deral para la realización del ejercicio “piloto”.

• Realizar reuniones de trabajo de evaluación y segui-
miento al “piloto” por integrantes de DGIRA-CFE-Ex-
perto(s). Por lo menos 1 al mes.

• Realizar un taller de técnicas de evaluación estratégi-
ca, como apoyo al ejercicio piloto. 

• Asesoría por parte de los expertos en EAE para forta-
lecer las áreas de oportunidad y la participación del co-
mité Técnico. 

• Realizar un taller de medición y seguimiento a los re-
sultados obtenidos a lo largo de la aplicación del ejerci-
cio “piloto.” 

• Realizar la propuesta de modificación - adición al mar-
co jurídico para incluir las acciones de Evaluación Am-
biental Estratégica.

• Elaborar una Guía de buenas prácticas de EAE en el
Sector Eléctrico Federal.

La aplicación en fase piloto de la Metodología de Evalua-
ción Ambiental Estratégica al Programa de Obras de Inver-
sión del Sector Eléctrico (POISE) de la CFE, contribuyó
para que esta metodología se incluyera dentro de los proce-
dimientos a cargo de la Dirección General de Impacto y
Riesgo Ambiental, según se afirma en el Programa Anual
de Trabajo 2010 de la SEMARNAT.13

Es importe resaltar que en el PAT 2009, la SEMARNAT in-
cluye una definición de EAE. “La Evaluación Ambiental
Estratégica es un instrumento de apoyo a la toma de deci-
siones que integra los factores ambientales en conjuntos de
proyectos, planes y programas encaminados hacia la sus-
tentabilidad.” Añade que “La EAE se enfoca en proporcio-
nar principios clave y criterios de decisión; favorecer la vi-
sión holística y la decisión integrada, y contribuye a
mejorar las prácticas en la formulación de políticas y de
planeación.”

Estas Comisiones Ordinarias consideran a la Evaluación
Ambiental Estratégica como una oportunidad para que Mé-
xico se ponga a la vanguardia en materia de gestión am-
biental, impulsando la transversalidad de las políticas pú-
blicas para la sustentabilidad ambiental mediante la

incorporación de la dimensión ambiental en los ámbitos
más altos de la decisión política estratégica del Estado.

Esta consideración implicaría la integración de una verda-
dera política de Estado con orientación sustentable recono-
ciendo las condiciones ambientales más adecuadas para
promover y generar desarrollo en el país bajo una óptica de
sustentabilidad, esto implica, pasar de una política ambien-
tal sectorizada, a una política ambiental transversal e incor-
porar la variable ambiental en las acciones de gobierno des-
de el principio de la planificación del desarrollo del país. 

Con la EAE también se busca simplificar y mejorar la pos-
terior evaluación de impactos ambientales de las obras y
actividades a desarrollar en el marco de los programas sec-
toriales. Esta consideración facilitaría el desarrollo de pro-
yectos, establecería condiciones ex ante para la inversión y
generaría una dinámica de crecimiento y desarrollo armó-
nica con el medio ambiente.

Por otra parte, esta Comisión Legislativa estima proceden-
te citar la Opinión de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública que aprobó en su sesión de fecha 18 de
enero de 2012 y que remitió a esta Comisión Legislativa el
día 25 de Enero de 2012 mediante oficio CPCP/ST/928/12.

La opinión remitida con fundamento en los artículos 18,
párrafo tercero de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria y 69 numeral 2 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión refiere en su hoja 2 a la letra lo siguiente:

Consideraciones

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con fun-
damento en la valoración de impacto presupuestario
emitido por el Centro de Estudios de las Finanzas Públi-
cas y del análisis realizado a la iniciativa, estima que es-
ta no implica un impacto un impacto presupuestario al
erario federal, todo vez que, por tratarse de un proyecto
de ley que se limita a modificar la normatividad en la
materia, no requiere crear ninguna estructura orgánico
administrativa adicional para su instrumentación, ni de
mayor gasto por servicios personales, servicios genera-
les, gasto de operación o inversión en infraestructura.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundamentado, la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública emite la si-
guiente:
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Opinión

Primero. La iniciativa por la que se expide la Ley Ge-
neral de Evaluación Ambiental de los efectos de planes
y programas de la Administración Pública y reforma los
artículos 20 y 29 de la Ley de Planeación, presentada por
el Diputado Armando Río Piter, no implica impacto pre-
supuestario. 

Segundo. La presente opinión se formula, exclusiva-
mente en la materia competencia de esta comisión.

Tercero. Remítase la presente Opinión a las Comisiones
Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de
Hacienda y Crédito Público, para los efectos legales a
que haya lugar.

Cuarto. Por oficio, comuníquese la presente Opinión a
la Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados para su
conocimiento.

Ahora bien, estas Comisiones Legislativas desestimaron las
propuestas de expedir la Ley General de Evaluación Am-
biental de los Efectos de Planes y Programas de la Admi-
nistración Pública, y la de reformar los artículos 20 y 29 de
la Ley de Planeación, en razón de que la propuesta coinci-
de con lo establecido por la ley marco LGEEPA, la cual tie-
ne como fin propiciar el desarrollo sustentable y establecer
las bases para: 

• Garantizar el derecho de toda persona a vivir en un
medio ambiente adecuado para su desarrollo, salud y
bienestar;

• Definir los principios de la política ambiental y los
instrumentos para su aplicación;

• La preservación, la restauración y el mejoramiento
del ambiente;

• La preservación y protección de la biodiversidad,
así como el establecimiento y administración de las
áreas naturales protegidas;

• El aprovechamiento sustentable, la preservación y,
en su caso, la restauración del suelo, el agua y los de-
más recursos naturales, de manera que sean compa-
tibles la obtención de beneficios económicos y las ac-
tividades de la sociedad con la preservación de los
ecosistemas;

• La prevención y el control de la contaminación del
aire, agua y suelo;

• Garantizar la participación corresponsable de las
personas, en forma individual o colectiva, en la pre-
servación y restauración del equilibrio ecológico y la
protección al ambiente;

• El ejercicio de las atribuciones que en materia am-
biental corresponde a la Federación, los Estados, el
Distrito Federal y los Municipios, bajo el principio de
concurrencia previsto en el artículo 73 fracción
XXIX - G de la Constitución;

• El establecimiento de los mecanismos de coordina-
ción, inducción y concertación entre autoridades, en-
tre éstas y los sectores social y privado, así como con
personas y grupos sociales, en materia ambiental, y

• El establecimiento de medidas de control y de segu-
ridad para garantizar el cumplimiento y la aplica-
ción de esta Ley y de las disposiciones que de ella se
deriven, así como para la imposición de las sanciones
administrativas y penales que correspondan.

Por lo antes señalado, se  considera que la propuesta pre-
sentada por el diputado Armando Ríos Piter es trascenden-
te en la evolución de la política ambiental establecida en la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, pues fortalece con un enfoque preventivo, la ca-
pacidad normativa de las autoridades ambientales sobre ac-
tividades sustanciales del desarrollo, impulsando un nuevo
instrumento de política ambiental, denominado Evalua-
ción Ambiental Estratégica, mediante el cual se integren
los aspectos ambientales en los programas de las depen-
dencias y entidades de la administración pública. 

Estas Comisiones Dictaminadoras, valorando la iniciativa
del legislador y atendiendo a las observaciones manifesta-
das con anterioridad, considera de suma importancia la pro-
puesta del legislador, ya que la iniciativa identifica clara-
mente los retos de la gestión ambiental, al impulsar la
transversalidad de las políticas públicas para la sustentabi-
lidad ambiental mediante la incorporación de la dimensión
ambiental en los ámbitos más altos de la decisión política
estratégica del Estado y estableciendo un instrumento de
política ambiental que tenga como ejes rectores los si-
guientes: 
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• La transversalidad de las políticas públicas de la Ad-
ministración Pública Federal, para la sustentabilidad
ambiental.

• La coordinación de la Secretaría con las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal.

• El fortalecimiento de la gestión ambiental, mediante la
aplicación integral de los instrumentos de la política am-
biental.

• La participación corresponsable de la sociedad en la
planeación de la política ambiental.

Se adiciona una fracción XXII al artículo 5, en donde se fa-
culta a la Federación la evaluación ambiental estratégica de
los programas de las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal.

También, se adiciona un párrafo tercero al artículo 17 con
el objeto de establecer que en la formulación de los progra-
mas de las dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal, se hará efectiva la transversalidad de las
políticas públicas para la sustentabilidad ambiental, a través
de la Evaluación Ambiental Estratégica.

Asimismo, se adiciona una Sección X, que se denominará
“Evaluación Ambiental Estratégica” al Capítulo IV del Tí-
tulo Primero, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente en donde se propone definir a la
Evaluación Ambiental Estratégica como el proceso me-
diante el cual se incorpora el análisis y la evaluación de la
dimensión ambiental, en la formulación de programas de la
Administración Pública Federal, así como de sus modifica-
ciones. 

El análisis consistirá en la evaluación de los requerimientos
de aprovechamiento, uso o explotación de los recursos natu-
rales y sus servicios ambientales asociados, que se estimen
necesarios para la ejecución de los programas. Asimismo, se
analizarán los impactos sinérgicos y acumulativos que se ge-
nerarían sobre los ecosistemas, para establecer las medidas
eficaces que impidan o limiten la degradación del ambiente.

Se establecen los principios para el procedimiento de la
Evaluación Ambiental Estratégica de los programas de las
dependencias y entidades de la administración pública fe-
deral, los ejes rectores, los programas sujetos a evaluación,
la atribución de la Secretaría, la participación de los secto-

res involucrados y los elementos que deberá de contener el
procedimiento de Evaluación Ambiental Estratégica.

Finalmente en el transitorio se contempla el término en el
cual el Ejecutivo Federal deberá expedir el Reglamento de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en materia de Evaluación Ambiental Estratégica
y hasta en tanto no se cuente con dicho reglamento, se sus-
cribirá un Acuerdo Secretarial mediante el cual se definan
los lineamientos para el cumplimiento de lo establecido en
el Decreto. 

Es de mencionar que el Reglamento es una norma o un con-
junto de normas jurídicas de carácter abstracto e imperso-
nal que expide el Poder Ejecutivo en uso de su facultad y
que tiene por objeto facilitar la exacta observancia de las le-
yes expedidas por el Poder Legislativo, teniendo en cuenta
que el Ejecutivo es el que está en mejores condiciones de
hacer ese desarrollo puesto que se encuentra en contacto di-
recto con el medio en el cual se aplica la Ley.

Así, en ejercicio de la facultad concedida por la fracción II
del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, estas Comisiones Legislativas con fun-
damento en los artículos 39 y 45 párrafo sexto, inciso f) de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, se permiten someter a la consideración de
esta H. Asamblea el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, en materia de Evaluación
Ambiental Estratégica

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXII al artículo
5, recorriéndose la subsecuente, un párrafo tercero al artí-
culo 17 y se adiciona una sección X, “Evaluación Ambien-
tal Estratégica”, que comprende los artículos 43 Bis, 43 Bis
1, 43 Bis 2, 43 Bis 3, 43 Bis 4 y 43 Bis 5, al capítulo IV del
título primero de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 5o. ...

I a XX. …

XXI. La formulación y ejecución de acciones de mitiga-
ción y adaptación al cambio climático;
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XXII. La evaluación ambiental estratégica de los
programas de las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, así como de las modifi-
caciones de dichos programas, y

XXIII. Las demás que esta Ley u otras disposiciones le-
gales atribuyan a la Federación.

Artículo 17. ...
…

Asimismo, en la formulación de los programas de las
dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal, se hará efectiva la transversalidad de las polí-
ticas públicas para la sustentabilidad ambiental, a tra-
vés de la Evaluación Ambiental Estratégica.

SECCIÓN X
EVALUACIÓN AMBIENTAL

ESTRATÉGICA

Artículo 43 Bis. La Evaluación Ambiental Estratégica
es el proceso mediante el cual se incorpora el análisis y
la evaluación de la dimensión ambiental, en la formula-
ción de los programas de la Administración Pública Fe-
deral, así como de sus modificaciones.

El análisis consistirá en la evaluación de los requeri-
mientos de aprovechamiento, uso o explotación de los
recursos naturales y sus servicios ambientales asocia-
dos, que se estimen necesarios para la ejecución de los
programas. Asimismo, se analizarán los impactos sinér-
gicos y acumulativos que se generarían sobre los ecosis-
temas, para establecer las medidas eficaces que impidan
o limiten la degradación del ambiente.

El procedimiento que la Secretaría establezca para la
Evaluación Ambiental Estratégica de los programas de
las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, se sustentará en los siguientes principios: 

I. La transversalidad de las políticas públicas de la
Administración Pública Federal, para la sustentabi-
lidad ambiental;

II. La coordinación de la Secretaría con las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral, y

III. El fortalecimiento de la gestión ambiental, me-
diante la aplicación integral de los instrumentos de la
política ambiental.

La Secretaría expedirá, mediante Reglamento, los line-
amientos generales que contengan los requisitos y el
procedimiento aplicable a la Evaluación Ambiental Es-
tratégica.

Artículo 43 Bis 1. Se someterán a la Evaluación Am-
biental Estratégica los programas de las dependencias y
entidades de la administración pública federal, que con-
templen, promuevan o induzcan obras o actividades de
las señaladas en el artículo 28 de esta ley y aquellos que
señale el Reglamento. Asimismo, se sujetarán a las for-
malidades previstas en este Capítulo, las modificaciones
que se realicen a dichos programas.

Se exceptúa de la Evaluación Ambiental Estratégica a
los programas en materia de seguridad nacional, defen-
sa nacional, protección civil y los presupuestarios.

La Secretaría expedirá, mediante Reglamento, los line-
amientos generales que contengan los requisitos y el
procedimiento aplicable a la Evaluación Ambiental Es-
tratégica.

Artículo 43 Bis 2. El procedimiento de Evaluación Am-
biental Estratégica deberá incorporar, por lo menos, lo
siguiente:

I. La conformación de un Comité Técnico, integrado
por especialistas de la Secretaría y de la dependencia
o entidad de la administración pública federal, que
asesorará en el diseño, formulación y seguimiento del
programa que sea materia de análisis y dictamina-
ción;

II. La participación de diversos sectores y de la so-
ciedad, a través de la consulta pública, y

III. El proyecto del programa y el análisis ambiental
que realice la dependencia o entidad de la adminis-
tración pública federal responsable del mismo, que
incluya los requerimientos de aprovechamiento, uso
o explotación de los recursos naturales y sus servicios
ambientales asociados, que se estimen necesarios pa-
ra la ejecución de dicho programa, así como el análi-
sis de los impactos sinérgicos y acumulativos, que se
generarían sobre los ecosistemas.
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Para los efectos de la fracción II del presente artículo,
las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, remitirán a la Secretaría los comentarios
y observaciones que en materia ambiental reciban du-
rante los procesos de consulta pública a los que sean so-
metidos sus programas, conforme al ordenamiento apli-
cable en la materia.

La secretaría emitirá un dictamen que evalúe la incor-
poración del análisis y la evaluación de la dimensión
ambiental en los programas o en sus modificaciones,
que realice la dependencia o entidad de la administra-
ción pública federal responsable de su formulación. El
dictamen establecerá las condiciones a los que se sujeta-
rán los programas para su implementación. 

Artículo 43 Bis 3. La Secretaría, durante la Evaluación
Ambiental Estratégica, podrá solicitar opinión a depen-
dencias y entidades de la administración pública federal
y estatal, instituciones académicas, así como a organiza-
ciones sociales y empresariales, en los términos señala-
dos en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Artículo 43 Bis 4. La dependencia o entidad de la admi-
nistración pública federal, con la asesoría de la Secreta-
ría, realizará el seguimiento al programa evaluado.

Artículo 43 Bis 5. Los estados y el Distrito Federal po-
drán establecer procedimientos de Evaluación Ambien-
tal Estratégica, en los ámbitos de sus respectivas com-
petencias.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. El Ejecutivo federal deberá expedir, en un plazo
no mayor a un año, contados a partir de la entrada en vigor
del presente decreto, el Reglamento de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en mate-
ria de Evaluación Ambiental Estratégica.

Tercero. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, hasta en tanto no se cuenta con el Reglamento res-
pectivo expedirá, en un plazo no mayor a un año, contado
a partir de la entrada en vigor del presente decreto, el acuer-
do mediante el cual se definan los lineamientos para el
cumplimiento de lo establecido en el presente decreto.

Notas:

1. http://www.conama.cl/eae/1315/w3-propertyvalue-15960.html

2. Asociación Internacional de Evaluación de Impactos. “Principios de
la Mejor Práctica para la Evaluación de Impacto Ambiental” En
http://www.iaia.org/publicdocuments/special-publications/Princi-
ples%20of%20IA_spa.pdf

3. Biól. Raúl. E. Arriaga Becerra. “La Evaluación del Impacto Am-
biental en México. Situación Actual y Perspectivas Futuras.”
Http://www.Ceja.Org.Mx/Img/Pdf/Situacion_Actual.Pdf

4. Programa Sectorial de Medio Ambiente y Recursos Naturales 2007-
2012 en  http://www.paot.org.mx/centro/gaceta/2008/febrero2008/Pro-
grama_semarnat_2008.pdf

5. OCDE. 2007. La Evaluación Ambiental Estratégica. Una guía de
buenas prácticas en la cooperación para el desarrollo. en http://
www.oecd-ilibrary.org/ 

6. 2009. Víctor Lobos, Evaluación Ambiental estratégica (EAE) Con-
ceptos, Evolución y Práctica. https://dspace.ist.utl.pt/bitstream/2295/
323228/1/Victor_Lobos_Trabalho%20VLobos_EAE.pdf

7. Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27
de Junio de 2001 relativa a la Evaluación de los Efectos de Determina-
dos Planes y Programas en el Medio Ambiente, Diario Oficial de las
Comunidades Europeas, En Http://Eur-Lex.Europa.Eu/Lexuriserv/Le-
xuriserv.Do?Uri=OJ:L:2001:197:0030:0037:ES:PDF

8. Guía para la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) de Planes y
Programas con incidencia en el medio natural. En http://www.carm.
es/siga/europa/interreg/pdf/guia_enplan/enplan.pdf

9. La Evaluación Ambiental Estratégica. Documento elaborado por
Mariano Castro S.M., Coordinador del Grupo de Trabajo sobre In-
fraestructura de la Iniciativa para la Conservación en la Amazonía An-
dina (ICAA) para el Taller sobre Evaluación Ambiental Estratégica de
ICAA, WWF y BICECA. Lima, 10 de marzo del 2008. En http://im-
pactosiirsa.com/pdf/EAE-ICAA.PDF

10. http://www.semarnat.gob.mx/programas/pat/Documents/PAT2009/
PAT_2009_modernizacion.pdf

11. http://app.cfe.gob.mx/Informeanual2009/7.2.html

12. http://www.semarnat.gob.mx/programas/pat/Documents/PAT2009/
PAT_2009_modernizacion.pdf
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13. http://www.semarnat.gob.mx/programas/pat/Documents/PAT2010/
PAT_2010_Modernizacion

Dado en el salón de plenos de la honorable Cámara de Diputados el 29
de noviembre del 2011.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Ninfa Salinas Sada (rúbrica), presidenta; Andrés Aguirre Romero (rúbri-
ca), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Lily Fabiola de la Rosa Cortés
(rúbrica), Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández (rúbrica), Fran-
cisco Javier Orduño Vázquez (rúbrica), Francisco Alejandro Moreno
Merino (rúbrica), Ma. Dina Herrera Soto (rúbrica), María Araceli Vás-
quez Camacho (rúbrica), Alejandro Carabias Icaza (rúbrica), Jaime Ál-
varez Cisneros, secretarios; Jorge Venustiano González Ilescas (rúbrica),
Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Víctor Manuel Kidnie de la Cruz (rú-
brica), José Ignacio Pichardo Lechuga, Adela Robles Morales, José Al-
fredo Torres Huitrón, Marcela Vieyra Alamilla, Víctor Manuel Anastasio
Galicia Ávila (rúbrica), María Estela de la Fuente Dagdug, Alejandro
Bahena Flores (rúbrica), Óscar Saúl Castillo Andrade, Juan Pablo Esco-
bar Martínez (rúbrica), Jesús Giles Sánchez, Agustín Torres Ibarrola, Jo-
sé Manuel Hinojosa Pérez, César Daniel González Madruga, Rafael
Pacchiano Alamán, César Francisco Burelo Burelo.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Mario Al-
berto Becerra Pocoroba (rúbrica), presidente; Graciela Ortiz González,
Ovidio Cortazar Ramos, Luis Enrique Mercado Sánchez, Claudia
Edith Anaya Mota (rúbrica), Mauricio Alonso Toledo Gutiérrez, Adria-
na Sarur Torre (rúbrica), Óscar González Yáñez, secretarios; Alejandro
Gertz Manero, Gerardo del Mazo Morales (rúbrica), Ricardo Ahued
Bardahuil, Jesús Alberto Cano Vélez (rúbrica), Julio Castellanos Ra-
mírez, Óscar Saúl Castillo Andrade, Alberto Emiliano Cinta Martínez
(rúbrica), Raúl Gerardo Cuadra García (rúbrica), Mario Alberto di Cos-
tanzo Armenta, Marcos Pérez Esquer, Ildefonso Guajardo Villarreal
(rúbrica), Silvio Lagos Galindo (rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Ru-
milla (rúbrica), Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias (rúbrica), Ós-
car Guillermo Coppel (rúbrica), Ruth Esperanza Lugo Martínez, Emi-
lio Andrés Mendoza Kaplan, Juan Carlos Regis Adame (rúbrica),
Leticia Quezada Contreras (rúbrica), María Marcela Torres Peimbert,
José Adán Ignacio Rubí Salazar (rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Sali-
nas, María Esther de Jesús Scherman Leaño (rúbrica), Josué Cirino
Valdez Huezo, Jorge Carlos Ramírez Marín (rúbrica).»

«Opinión de impacto presupuestario que emite la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública con base en la
valoración del impacto presupuestario que elabora el
Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la ini-
ciativa que expide la Ley General de Evaluación Am-
biental de los Efectos de Planes y Programas de la Ad-
ministración Pública, y reforma los artículos 20 y 29 de

la Ley de Planeación, presentada por el diputado Ar-
mando Ríos Piter.

A esta Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, corres-
pondiente a la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados,
le fue turnada para su opinión la iniciativa por la que se ex-
pide la Ley General de Evaluación Ambiental de los Efec-
tos de Planes y Programas de la Administración Pública y
reforma los artículos 20 y 29 de la Ley de Planeación, pre-
sentada por el diputado Armando Ríos Piter, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolución Democrática.

Esta comisión, con fundamento en los artículos 39, nume-
rales 1 y 2 fracción XXVIII; 45, numeral 6, incisos e) y f)
y 49, numeral 3 de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; 18 párrafo tercero de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria;
y 1 y 42 del acuerdo de la Conferencia para la Dirección y
Programación de los Trabajos Legislativos, por el que se
establecen las normas relativas al funcionamiento de las
Comisiones y Comités de la Cámara de Diputados, se abo-
có al estudio y análisis de la iniciativa anteriormente des-
crita al tenor de los siguientes

Antecedentes

1. Con fecha 13 de octubre de 2011, el diputado Armando
Ríos Piter, del Grupo Parlamentario del Partido Revolución
Democrática, presentó la iniciativa por la que se expide la
Ley General de Evaluación Ambiental de los Efectos de
Planes y Programas de la Administración Pública y reforma
los artículos 20 y 29 de la Ley de Planeación.

II. En esta misma fecha, el presidente de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados turnó dicha iniciativa a las Co-
misiones de Medio Ambiente y Recursos Naturales y Ha-
cienda y Crédito Público con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, para efectos de su estudio y
dictamen correspondientes.

III. Con base en el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y en
el numeral 3 del artículo 49 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se solici-
tó al Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, median-
te oficio de fecha 19 de octubre de 2011, la valoración del
impacto presupuestario.

IV. Esta Comisión recibió el 8 de diciembre de 2011, por
parte del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, la

Año III, Segundo Periodo, 26 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados220



mencionada valoración de impacto presupuestario de la ini-
ciativa en comento, la cual sirve de sustento para la presen-
te Opinión.

Objetivo de la iniciativa

Instruir la obligatoriedad, para los tres órdenes de gobierno,
de la evaluación ambiental de los efectos de los planes y
programas de política pública, ello considerando que, a la
fecha, dicha evaluación es obligatoria, sólo para el caso de
los proyectos de inversión.

Consideraciones

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en la valoración de impacto presupuestario emitido
por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas y del
análisis realizado a la iniciativa, estima que ésta no implica
un impacto presupuestario al erario federal, toda vez que,
por tratarse de un proyecto de ley que se limita a modificar
la normatividad en la materia, no requiere crear ninguna es-
tructura orgánico administrativa adicional para su instru-
mentación, ni de mayor gasto por servicios personales, ser-
vicios generales, gasto de operación o inversión en
infraestructura.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundamentado, la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública emite la siguiente

Opinión

Primero. La iniciativa por la que se expide la Ley General
de Evaluación Ambiental de los Efectos de Planes y Progra-
mas de la Administración Pública y reforma los artículos 20
y 29 de la Ley de Planeación, presentada por el diputado Ar-
mando Ríos Piter, no implica impacto presupuestario.

Segundo. La presente Opinión se formula, exclusivamente
en la materia competencia de esta comisión.

Tercero. Remítase la presente Opinión a las Comisiones
Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Ha-
cienda y Crédito Público, para los efectos legales que haya
a lugar.

Cuarto. Por oficio, comuníquese la presente Opinión a la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados, para su co-
nocimiento.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de enero de 2012.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Jesús
Alfonso Navarrete Prida (rúbrica), presidente; Baltazar Manuel Hino-
josa Ochoa (rúbrica), Felipe Enríquez Hernández (rúbrica), Jesús Al-
berto Cano Vélez (rúbrica), Juan Carlos Lastiri Quirós (rúbrica), Ro-
lando Rodrigo Zapata Bello (licencia), Julio Castellanos Ramírez
(rúbrica), Alfredo Javier Rodríguez Dávila (rúbrica), Sergio Ernesto
Gutiérrez Villanueva, Vidal Llerenas Morales (rúbrica), María del Ro-
sario Brindis Álvarez (rúbrica), Pedro Vázquez González (rúbrica),
Jorge Antonio Kahwagi Macari (rúbrica), Pedro Jiménez León (rúbri-
ca), secretarios; Cruz López Aguilar (rúbrica), David Penchyna Grub,
Georgina Trujillo Zentella (rúbrica), Héctor Pablo Ramírez Puga Ley-
va, Silvio Lagos Galindo (rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Salinas, Ma-
nuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), María Esther de Jesús
Scherman Leaño (rúbrica), Óscar Guillermo Levín Coppel (rúbrica),
Óscar Javier Lara Aréchiga, Roberto Armando Albores Gleason, Se-
bastián Lerdo de Tejada Covarrubias (rúbrica), Noé Fernando Garza
Flores (licencia), Agustín Torres Ibarrola, Gabriela Cuevas Barron, En-
rique Octavio Trejo Azuara (rúbrica), Felipe de Jesús Rangel Vargas
(rúbrica), Francisco Javier Orduño Valdez, J. Guadalupe Vera Hernán-
dez, Marcos Pérez Esquer (rúbrica), Mario Alberto Becerra Pocoroba,
Ovidio Cortazar Ramos, Rigoberto Salgado Vázquez (rúbrica), Ángel
Aguirre Herrera, Claudia Edith Anaya Mota, Emiliano Velázquez Es-
quivel (rúbrica), Juanita Arcelia Cruz Cruz, Rafael Pacchiano Ala-
mán.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY GENERAL DE EDUCACION

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, con proyecto de decreto que modifica la
denominación de la sección 3 del capítulo IV y adiciona el
artículo 53 Bis a la Ley General de Educación, en materia
de escuelas de tiempo completo

Honorable Asamblea:

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
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de los artículos 80, 85, 176, y 182, numeral 1, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción de esta honorable asamblea el presente dictamen:

I. Antecedentes

1. En sesión ordinaria celebrada el 19 de octubre de
2010 por el Pleno de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, la diputada María de Jesús Agui-
rre Maldonado del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, LXI Legislatura, presentó la
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se refor-
man los artículos 7, 12 y 13, y adiciona los artículos sép-
timo y octavo transitorios a la Ley General de Educa-
ción, en materia de jornada educativa de ocho horas
diarias en educación básica. 

2. En sesión ordinaria celebrada el 23 de marzo de 2011
por el Pleno de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, el diputado Rodolfo Lara Lagu-
nas del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, LXI Legislatura, presentó la Iniciati-
va con Proyecto de Decreto por el que se reforma el
artículo 33 de la Ley General de Educación, en materia
de escuelas de tiempo completo. 

3. En sesión ordinaria celebrada el 8 de septiembre de
2011 por el Pleno de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, el diputado Jesús Alberto
Cano Vélez del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, LXI Legislatura, presentó la ini-
ciativa con proyecto de decreto por que se reforman los
artículos 7º y 51 de la Ley General de Educación, en ma-
teria de jornada educativa de ocho horas diarias en edu-
cación básica. 

4. La Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados turnó las Iniciativas en comento a la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos para
su estudio y la elaboración del dictamen correspondien-
te.

5. La Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos dio trámite de recibo e inició el análisis conjun-
to de las Iniciativas, por abordar el mismo tema, para la
resolución correspondiente. 

II. Descripción de las iniciativas

A. Iniciativa de la diputada María de Jesús Aguirre
Maldonado

La diputada Aguirre Maldonado señala que el modelo edu-
cativo actual no responde a las necesidades y características
de la sociedad mexicana, ya que no provee las herramien-
tas y elementos necesarios que permita a las y los ciudada-
nos romper con el círculo vicioso de la pobreza que impe-
ra en nuestro país. 

Destaca que los países industrializados presentan una me-
jor calidad de vida para sus ciudadanos debido, entre otras
cuestiones, a la eficiencia de sus modelos educativos, de las
políticas públicas en materia de servicios educativos y por
un esquema presupuestal que apuesta por el progreso de la
educación y el desarrollo científico. En contraste reconoce
que en países como México no se cuenta con una base só-
lida de conocimientos, no se incentiva la investigación, el
razonamiento crítico y el desarrollo de habilidades lógicas. 

Expone que el modelo educativo nacional, el cual tiene un
horario de cuatro horas y media de trabajo en promedio, ha
sido insuficiente para lograr una cobertura universal, gene-
rar un estado de equidad de oportunidades, incrementar la
productividad, reducir la pobreza de la ciudadanía y tam-
poco crea habilidades para trascender en un mundo globa-
lizado.

Subraya que las deficiencias del modelo, así como la falta
de estrategias para mejorar el aprovechamiento y acciones
que incentiven la permanencia académica provocan la per-
sistencia en la deserción escolar lo cual demuestra la nece-
sidad de replantear la política educativa en México, según
el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 

Puntualiza que para impulsar una educación integral y
cumplir con los fines educativos establecidos en la Ley Ge-
neral de Educación, atender el artículo tercero de nuestra
Carta Magna, así como con la Recomendación número 7 de
la Declaración de la UNESCO de Cochabamba en 2001,
“se requiere un esquema pedagógico que contemple mate-
rias de impartición distintas, espacios educativos correctos
y un programa de estudios que se lleve a cabo en una jor-
nada de tiempo completo, en específico 8 horas, tiempo su-
ficiente para la realización de actividades esenciales que
generen mayores oportunidades de aprendizaje, es decir
una fórmula que implique cantidad y calidad”. 
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Por los motivos señalados, la Iniciativa propone el horario
extendido en escuelas primarias, con la finalidad de forma-
lizar una política educativa integral, que sea homogénea y
tenga una cobertura nacional, en la cual se establezca un
nuevo modelo pedagógico que desarrolle habilidades y co-
nocimientos básicos, además de aquellos con un carácter
científico, humanista, innovador y crítico.

Considera primordial que la jornada extendida de 8 horas
se institucionalice en la legislación nacional para que se le
pueda dar viabilidad, cobertura nacional y de forma perma-
nente al Programa Nacional de Escuelas de Tiempo Com-
pleto. Con base a datos del Inegi (2008), afirma que la jor-
nada ampliada beneficiaría aproximadamente a 21.6
millones de niños y niñas entre los 4 y 14 años de edad.

Destaca que países como Brasil, Uruguay, Argentina y Chi-
le que cuentan con programas de tiempo extendido, y en el
caso mexicano, los estados de Nuevo León y Chihuahua,
han mejorado sus niveles educativos significativamente.

Enfatiza que para hacer viable el modelo educativo referi-
do, se requiere una reasignación del gasto público ya que el
impacto presupuestario para su implementación en educa-
ción básica seria de 36 mil 275 millones de pesos, según el
Centro de Estudios las Finanzas Públicas. Señala que dicha
cantidad podría implementarse paulatinamente en el trans-
curso de 6 años.

Por los argumentos planteados, propone el siguiente Pro-
yecto de Decreto:

Artículo 7o. La educación que imparte el Estado, sus or-
ganismos descentralizados... 

I. a XV. ... 

XVI. Fomentar el aprendizaje y dominio de un idio-
ma distinto al español, así como el uso de tecnologías
de la información. 

Para el cumplimiento eficiente de los fines enuncia-
dos en la presente ley, será necesario establecer una
jornada educativa de ocho horas diarias para la edu-
cación primaria. 

Artículo 12. Corresponden de manera exclusiva a la
autoridad educativa federal...

I. ... 

Los planes y programas de estudio considerarán una
jornada de 8 horas diarias para la enseñanza de la
educación primaria. 

Artículo 13. Corresponden de manera exclusiva a las
autoridades educativas locales...

I. a VII. ... 

Los planes y programas de estudio contemplarán
una jornada de 8 horas diarias para la enseñanza de
la educación primaria. 

Adición de artículos transitorios 

Séptimo. La federación, entidades federativas y mu-
nicipios contarán con un plazo no mayor a seis años,
a partir de la entrada en vigor del presente decreto,
para ejecutar las reformas pertinentes en el ámbito
de sus respectivas competencias, para implementar
la jornada educativa de ocho horas diarias, en la
educación primaria. 

Artículo Quinto. Se adiciona un artículo octavo tran-
sitorio a la Ley General de Educación para quedar
como sigue: 

Octavo. El Ejecutivo federal dispondrá de los recur-
sos presupuestales necesarios para ejecutar la im-
plantación de la jornada educativa de ocho horas
diarias, en el nivel básico, así como para proporcio-
nar al alumnado, al personal administrativo y docen-
te la segunda comida del día.

B. Iniciativa del diputado Rodolfo Lara Lagunas

El iniciante expone que a nivel mundial los países ricos tie-
nen mejores escuelas y resultados en los aprendizajes; fe-
nómeno que se repite entre las regiones de México, ya que
en el norte del país el desarrollo económico-social es ma-
yor. Presenta cifras del Banco Interamericano de Desarro-
llo donde muestra la enorme brecha en materia educativa
que existe en el país debido a la profunda desigualdad so-
cial que prevalece. Señala que el 10 por ciento más pobre
de los mexicanos mayores de 25 años tienen un nivel de es-
colaridad de 2.1 años, mientras que del 10 por ciento más
rico es de 12.3 años. 

Resalta que para romper y revertir esta tendencia una alter-
nativa es la implementación del modelo de Escuela de Jor-
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nada Completa o de Tiempo Completo, la cual ha dado ex-
celentes resultados en diversos países de Asia Oriental -
Singapur, Corea, Hong Kong, Taiwán y Japón- como se ex-
pone en la “Evaluación Internacional de Alcance Educativo
de 1999”, y en Italia –Barbiana-.

Señala que la clave del éxito del modelo asiático radica en
el calendario escolar y la jornada de estudio. De acuerdo
con estudios de Formación del Instituto Internacional de
Planteamiento Educativo, de la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, re-
fiere que los países asiáticos dedican 220 días de clase
con jornada de seis a siete horas diarias en promedio al
año. El factor tiempo de estudio es la clave del éxito en
cualquier actividad humana: música, artes, ajedrez, de-
portes, enfatiza. 

Por otro lado, admite que la ausencia de valoración del
tiempo en actividades laborales como en las de estudio for-
ma parte de la cultura nacional. Expone que un problema de
América Latina y México es la falta de cultura laboral que
favorezca el incremento del tiempo en actividades produc-
tivas. Precisa que mientras en México las escuelas públicas
trabajan alrededor de 160 días, ya que el calendario escolar
no se cumple por suspensiones, en Singapur se laboran 250
y en Japón 240.

Así también, indica que la dinámica social de nuestro tiem-
po, esto es, la incorporación de las mujeres a las labores
productivas, contribuye a impulsar la implantación de la
jornada completa en las escuelas públicas. 

Enfatiza que debido a los logros educativos obtenidos en
los países asiáticos, han motivado la multiplicación del mo-
delo. En el caso mexicano, destaca el programa piloto de
escuelas de tiempo completo implementado en Nuevo Le-
ón y el Distrito Federal con buenos resultados.

Finalmente, el diputado Lara reconoce que las condiciones
económicas del país imposibilitan su generalización inme-
diata, por tanto, plantea iniciar su implementación en zonas
marginadas. Se propone el siguiente Proyecto de Decreto: 

Artículo 33. Para cumplir con lo dispuesto en el artícu-
lo anterior, las autoridades educativas en el ámbito de
sus respectivas competencias llevarán a cabo las activi-
dades siguientes:

I. Atenderán de manera especial las escuelas en que, por
estar en localidades aisladas, zonas urbanas marginadas

o comunidades indígenas, sea considerablemente mayor
la posibilidad de atrasos o deserciones, mediante la
creación de escuelas de tiempo completo, esto es, ins-
tituciones educativas que laboren por la mañana y
por la tarde.

E. Iniciativa del diputado Jesús Alberto Cano Vélez

En su exposición de motivos, el Promovente manifiesta que
el sistema educativo mexicano enfrenta grandes retos, prin-
cipalmente, incrementar el nivel de escolaridad de su po-
blación, el cual es relativamente bajo en términos interna-
cionales. Cita que el promedio de escolaridad en México es
de 8.6 años, mientras que el promedio de la OCDE es de
11.9 por ciento. 

Manifiesta que otro de los retos es en materia de desempe-
ño escolar. Subraya, con datos de la prueba PISA 2009 que
mide la capacidad de aplicar conocimientos para resolver
problemas, que de una muestra de 65 países evaluados Mé-
xico ocupa el lugar 51 en desempeño matemático, 50 en
ciencias y 48 en lectura; Agrega que dentro de los países
miembros tenemos el penúltimo en matemáticas y último
en ciencias y lectura. 

Con base a los resultados presentados, expresa la conve-
niencia de implementar algunas medidas para incrementar
el desempeño educativo. Específicamente, plantea la nece-
sidad de implementar las “escuelas de tiempo completo”
por los beneficios que genera sobre el aprovechamiento y
desempeño escolar, como lo destaca el documento “Mejo-
rar las Escuelas: Estrategias para la Acción en México
2010” de la OCDE. 

Cita las experiencias de diversos países europeos -España,
Francia, Alemania, Finlandia- y latinoamericanos –Argen-
tina, Uruguay, Venezuela, Chile- que han reorganizado sus
jornadas escolares, a través de distintos métodos, obtenien-
do resultados positivos. Por otra parte, refiere que en Mé-
xico la jornada escolar es de 4.5 horas diarias, cifra muy in-
ferior a lo registrado en países con mejores resultados en
PISA, como Corea y Finlandia que son de 8 y 9 horas res-
pectivamente.

Describe que el Ejecutivo federal ha implementado desde
2007 el Programa de Escuelas de Tiempo Completo, el
cual, de acuerdo con la Secretaría de Educación Pública
(SEP), para 2011 beneficiará 4 mil 762 escuelas en las 32
entidades federativas. Agrega que dicho programa pretende
ampliar su cobertura a 17 mil escuelas en 2015; 62 mil en
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2021 y su totalidad para 2025, conforme al Acuerdo 592
por que se establece la articulación de la educación básica
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de
agosto de 2011.

No obstante a los objetivos y avances logrados del progra-
ma, el Promovente considera necesario reformar la Ley Ge-
neral de Educación para establecer que la jornada escolar
diaria tenga como mínimo 8 horas de labor escolar. Ade-
más, plantea que su implementación sea de forma gradual
y alcance la totalidad de las escuelas públicas en un lapso
de 10 años; para ello, manifiesta que las autoridades educa-
tivas correspondientes debe elaborar los lineamientos gene-
rales que establezcan un nuevo modelo de plan de estudios
para cubrir las horas adicionales de la jornada educativa.

Describe que de acuerdo con la Subsecretaría de Educación
Básica, el costo de la implementación del programa para
cubrir 62 mil 470 escuelas –meta establecida de alcanzar en
2021- es de 28 mil 171 millones de pesos, equivalente a
0.19 por ciento del PIB estimado por la Secretaría de Ha-
cienda para 2012. Cifra, que en palabras del diputado Cano
Vélez, “si bien es relevante en términos del presupuesto
anual, no representa una carga insostenible para las finan-
zas públicas y, ponderando sus efectos sobre el bienestar de
la población, sería justificado”.

En otro orden de ideas, expone que según el censo realiza-
do por el Inegi en 2010, en México hay 2 millones 257 mil
013 personas con algún tipo de discapacidad visual o audi-
tiva, las cuales “por su condición se encuentran aisladas de
las barreras de comunicación que sus discapacidades pre-
sentan”.

Admite que la Ley General para la Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad reconoce la lengua de señas mexica-
na como patrimonio lingüístico de la nación y reconoce el
uso del sistema braille como medio de comunicación, por
lo que considera necesario fomentar el derecho de todos los
mexicanos al acceso a la enseñanza de ambos y así lograr
mayores oportunidades para que quienes estén en esta con-
dición. Por ello, propone reformar la ley General de Edu-
cación para garantizar este derecho. 

El Proyecto de Decreto se presenta en los siguientes térmi-
nos: 

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con auto-
rización o con reconocimiento de validez oficial de es-

tudios, tendrá, además de los fines establecidos en el se-
gundo párrafo del artículo 3o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I. a III. ...

IV. Promover mediante la enseñanza el conocimiento de
la pluralidad lingüística de la nación y el respeto a los
derechos lingüísticos de los pueblos indígenas.

Los hablantes de lenguas indígenas, tendrán acceso a la
educación obligatoria en su propia lengua y español.

Todos los mexicanos tendrán derecho al acceso a la
enseñanza de la lengua de señas mexicana y al Siste-
ma de Escritura Braille en la educación básica.

V. a XVI. ...

Artículo 51. La autoridad educativa federal determi-
nará el calendario escolar aplicable a toda la Repúbli-
ca, para cada ciclo lectivo de la educación preescolar,
la primaria, la secundaria, la normal y demás para la
formación de maestros de educación básica, necesarios
para cubrir los planes y programas aplicables. El ca-
lendario deberá contener doscientos días de clase para
los educandos.

Para efectos de la educación primaria y secundaria
impartida por el Estado, la jornada escolar diaria
tendrá como mínimo 8 horas de labor escolar. 

La autoridad educativa local podrá ajustar el calendario
escolar respecto al establecido por la Secretaría, cuando
ello resulte necesario en atención a requerimientos espe-
cíficos de la propia entidad federativa. Los maestros se-
rán debidamente remunerados si la modificación al ca-
lendario escolar implica más días de clase para los
educandos que los citados en el párrafo anterior. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La implementación de la jornada educativa en
los términos del párrafo segundo del artículo 51 se im-
plementará a partir del ciclo escolar 2012-2013, crecien-
do el número de escuelas que la ofrezcan de manera gra-
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dual hasta alcanzar la totalidad de las escuelas suscepti-
bles en el ciclo 2021-2022.

Para ello, la autoridad educativa federal y las autorida-
des educativas locales, en el marco de sus atribuciones,
elaborarán un lineamiento para la implementación de es-
te decreto en el cual se establezca un nuevo modelo de
plan de estudios diseñado específicamente para cubrir
las horas adicionales de la jornada educativa.

Dicho plan deberá contemplar la diversificación de acti-
vidades de enseñanza incluyendo el fortalecimiento de
los aprendizajes sobre contenidos escolares, el uso di-
dáctico de las tecnologías de la información y la comu-
nicación, el arte, la cultura, la recreación, el desarrollo
físico, el deporte competitivo, el aprendizaje de lenguas
adicionales y el desarrollo de hábitos de higiene y nutri-
ción. Así mismo, deberá incluir criterios generales para
determinar el número de escuelas susceptibles a imple-
mentar la jornada escolar en sus nuevos términos, así co-
mo un programa en el que se establezcan las fechas y el
número de escuelas que la implementarán desglosando
por año hasta llegar a la totalidad en el periodo estable-
cido en el presente decreto.

Tercero. El presupuesto federal, los estatales, el del Dis-
trito Federal y los municipales incluirán los recursos ne-
cesarios para la construcción, ampliación y equipamien-
to de la infraestructura suficiente, así como para la
contratación del personal docente necesario para el cum-
plimiento del presente decreto.

Para ello, a partir del ejercicio fiscal de 2012, utilizarán
los recursos a los que se refiere el párrafo primero del ar-
tículo 25 de la presente ley.

III. Consideraciones generales 

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
coincide con las y el proponente en el aspecto de que la
educación es la base del desarrollo de las personas y de la
propia sociedad, fortalece la cohesión y armonía social; así
también, reconoce que invertir en educación es esencial pa-
ra lograr mejores estándares de vida. 

La Dictaminadora reconoce que una preocupación funda-
mental en el país es mejorar la calidad de los servicios de
educación pública, particularmente la dirigida a los secto-
res sociales más vulnerables, con el objetivo de cerrar las

brechas existentes en términos de conocimiento y desarro-
llo de competencias e impulsar la calidad.

Esta Comisión comparte el planteamiento de las y el pro-
movente de que las escuelas de educación básica de tiempo
completo, o de horario ampliado, constituyen una alternati-
va pedagógica que permiten ampliar las oportunidades edu-
cativas y contribuyen a la formación integral de los estu-
diantes. 

Diversas experiencias internacionales han revelado que el
tiempo dedicado al aprendizaje impacta efectivamente en
los resultados, cuando el tiempo es aprovechado adecuada-
mente. En Chile, los resultados de la prueba SIMCE 2001
(Sistema de Medición de la Calidad de la Educación) de-
mostraron que “los alumnos pertenecientes a estableci-
mientos educacionales que implementaron la jornada esco-
lar completa (JEC) aumentaron significativamente sus
resultados en los niveles de español y matemáticas”.1 En
Uruguay las escuelas de tiempo completo “lograron los ni-
veles más bajos de repetición y mantuvieron un nivel inter-
medio en los valores de desempeño educativo”.2

En el plano nacional, las entidades de Chihuahua y Nuevo
León, las cuales han venido trabajando con una jornada es-
colar de horario extendido en la educación primaria donde
se trabajan diversos aspectos que fortalecen la formación
integral de los alumnos, “han arrojado resultados positivos
ya que han mejorado significativamente sus niveles educa-
tivos”.3

Por otra parte, se considera que un mayor tiempo de per-
manencia en la escuela (siete u ocho horas diarias) permite
a las escuelas realizar una labor de socialización en la for-
mación de los educandos a la vez que sustituye los tiempos
de permanencia en la calle, frente al televisor y permite
compensar insuficiencias en los estímulos culturales que
ofrece el hogar. Además de un horario extendido, la SEP se-
ñala que “las escuelas de tiempo completo ofrecen a los
educandos un tiempo enriquecido con diversas líneas de
trabajo (uso de nuevas tecnologías de información y comu-
nicación, aprendizaje del inglés, fortalecimiento de la edu-
cación física y artística, etc.) donde cada escuela, desde sus
características y necesidades, determina cuales actividades
se deben implementar para cumplir con sus diversos obje-
tivos. Conjuntamente, la labor de las escuelas en sectores
socialmente desfavorecidos incluye un componente de ex-
tensión y animación sociocultural de las familias de sus
alumnos”.4
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En este contexto, y con el fin de contribuir a elevar la cali-
dad de la educación, el gobierno federal a través de la SEP,
implementó desde 2007 un programa piloto denominado
“Programa Escuelas de Tiempo Completo” (PETC) para
atender diversas necesidades sociales y educativas del nivel
básico. El programa se propone ampliar las oportunidades
de aprendizaje de los alumnos tanto en las dedicadas al lo-
gro de los propósitos y al estudio de los contenidos como al
impulso de otras líneas de trabajo a través de la ampliación
gradual del tiempo dedicado al horario escolar. Esta alter-
nativa escolar ofrece la posibilidad de atender necesidades
sociales surgidas en los últimos 25 años relacionadas con
los cambios en la estructura familiar por la incorporación
de las mujeres al mercado laboral.5 El programa está di-
rigido preferentemente a aquellas escuelas que atienden
población en condiciones desfavorables en contextos ur-
banos marginales, indígenas o migrantes.6

IV. Consideraciones particulares

Esta Comisión reconoce el trabajo e intención de los pro-
moventes en cuanto a la importancia de ampliar las oportu-
nidades educativas de los niños y jóvenes de nuestro país.
Sin embargo, manteniendo la coincidencia en términos ge-
nerales con el espíritu de las Iniciativas, los miembros de la
Comisión deseamos formular algunas precisiones respecto
a los proyectos de Decreto que se proponen:

1. De acuerdo con lo establecido en los artículos 12 y 48
de la Ley General de Educación, la determinación de los
contenidos de planes y programas de estudio para la
educación básica y normal es facultad exclusiva de las
autoridades educativas en sus distintos niveles y no del
Poder Legislativo:

Artículo 12. Corresponden de manera exclusiva a la
autoridad educativa federal las atribuciones siguien-
tes:

I. Determinar para toda la República los planes y
programas de estudio para la educación preescolar,
la primaria, la secundaria, la normal y demás para la
formación de maestros de educación básica, a cuyo
efecto se considerará la opinión de las autoridades
educativas locales y de los diversos sectores sociales
involucrados en la educación en los términos del ar-
tículo 48;

II al XIII. …

Artículo 48. La Secretaría determinará los planes y
programas de estudio, aplicables y obligatorios en
toda la República Mexicana, de la educación prees-
colar, la primaria, la secundaria, la educación normal
y demás para la formación de maestros de educación
básica, de conformidad a los principios y criterios
establecidos en los artículos 7 y 8 de esta Ley.

Para tales efectos la Secretaría considerará las opi-
niones de las autoridades educativas locales, y de los
diversos sectores sociales involucrados en la educa-
ción, expresadas a través del Consejo Nacional Téc-
nico de la Educación y del Consejo Nacional de Par-
ticipación Social en la Educación a que se refiere el
artículo 72.

Las autoridades educativas locales, previa consulta
al Consejo Estatal Técnico de Educación correspon-
diente, propondrán para consideración y, en su caso,
autorización de la Secretaría, contenidos regionales
que -sin mengua del carácter nacional de los planes
y programas citados- permitan que los educandos ad-
quieran un mejor conocimiento de la historia, la ge-
ografía, las costumbres, las tradiciones, los ecosiste-
mas y demás aspectos propios de la entidad y
municipios respectivos.

La Secretaría realizará revisiones y evaluaciones sis-
temáticas y continuas de los planes y programas a
que se refiere el presente artículo, para mantenerlos
permanentemente actualizados.

Los planes y programas que la Secretaría determine
en cumplimiento del presente artículo, así como sus
modificaciones, deberán publicarse en el Diario Ofi-
cial de la Federación y en el órgano informativo ofi-
cial de cada entidad federativa.

Así, las autoridades educativas –en el marco de los prin-
cipios y fines establecidos en el artículo 3º constitucio-
nal y la Ley General de Educación- se encuentran en po-
sibilidad de introducir los contenidos que consideren
relevantes y pertinentes para la educación básica, con
base en la experimentación de modelos pedagógicos que
respondan a la diversidad de las características sociocul-
turales de la población mexicana actual y en atención a
la gradualidad que exigen los distintos niveles y grados
escolares. 
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Por ejemplo, es importante destacar que en varias enti-
dades federativas se ha incorporado ya la enseñanza del
idioma inglés, y que esto se ha realizado en los plazos y
términos definidos por el Ejecutivo. A nivel federal tam-
bién se impulsa actualmente la incorporación del inglés
como asignatura en educación preescolar y en primaria,
en el marco de la reforma curricular que forma parte de
la Alianza por la Calidad de la Educación.

Por esta razón, se consideran no viables las propuestas
de reforma al artículo 7º formuladas en dos de los Pro-
yectos de Decreto bajo análisis. 

2. La fracción I del artículo 13 de la Ley General de
Educación establece la facultad de las autoridades edu-
cativas locales para prestar los servicios de educación
inicial, básica incluyendo la indígena, especial, así como
la normal y demás para formación de maestros. Este
marco las faculta para crear escuelas de tiempo comple-
to, por lo que no es necesario introducir un nuevo artí-
culo o fracción para establecer la facultad específica de
algún nivel de autoridad.

3. La propuesta de establecer en la Ley General de Edu-
cación una duración de 8 horas de la jornada escolar pa-
ra toda la educación primaria (como propone la primera
Iniciativa) o la primaria y la secundaria (como se plan-
tea en la tercera Iniciativa) significa enfrentar diversas
dificultades, entre las más importantes: 

a) El modelo de tiempo completo implica un incre-
mento de la demanda de espacios educativos, por lo
que se requiere invertir en infraestructura educativa
(instalaciones deportivas, aulas de medios, laborato-
rios, áreas de usos múltiples con conectividad a in-
ternet para la enseñanza del uso de tecnologías de la
información, comedores, jardines, entre otros).

De acuerdo con estimaciones del Centro de Estudios
de las Finanzas Públicas, la implementación del mo-
delo de tiempo completo en la educación básica sig-
nificaría una inversión de 74,111 millones de pesos,
monto que no incluye los costos de la alimentación
de los niños.7

b) Sería necesaria una renovación pedagógica y cu-
rricular, es decir, revisar los planes y programas de
estudio, así como los programas de formación do-
cente, además de prever los libros de texto adecua-
dos y otros materiales de apoyo didáctico.

c) Significa efectuar una re-organización y re-distri-
bución del tiempo escolar para la realización de las
diversas actividades, así como de las funciones, res-
ponsabilidades y actuación de toda la comunidad es-
colar. 

d) Otro de los elementos a considerar es la situación
contractual de los maestros frente a grupo, puesto
que la implantación del modelo implicaría múltiples
movimientos administrativos, por ejemplo que el al-
to porcentaje de profesores que cuenta con doble pla-
za en diferentes planteles obtenga la adscripción en
uno solo. 

Con base en las experiencias realizadas en nuestro país,
la misma SEP señala la necesidad de avanzar en esta es-
trategia de acuerdo con las condiciones de cada centro
escolar, considerando la demanda y la viabilidad que en
cada caso permita transitar hacia una jornada de tiempo
completo, de horario ampliado o de turno discontinuo.8

En este sentido, los integrantes de la Comisión conside-
ramos pertinente retomar la propuesta del diputado Ca-
no Vélez de incluir un artículo transitorio en el cual se
precisen los plazos y términos en los que deberá reali-
zarse la instalación de escuelas de tiempo completo.

Con base en los proyectos de decreto de las Iniciativas en
análisis y tomando en cuenta las consideraciones anterio-
res, los integrantes de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos formulamos un nuevo Proyecto de
Decreto mediante el cual se reforma el nombre de la Sec-
ción 3 del Capítulo IV de la Ley General de Educación, pa-
ra pasar de “Del calendario escolar” a “Del calendario y la
jornada escolar”. Esta reforma tiene el propósito de otorgar
mayor coherencia a la introducción de un nuevo artículo
(53 Bis), en donde se especifica la duración de la jornada
escolar para el caso de la educación primaria y secundaria. 

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 72 fracción A de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos somete a consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados y propone a esta Honora-
ble Asamblea que se remita a la Cámara de Senadores el
presente Proyecto de Decreto que reforma la Ley General
de Educación, para efecto de que las reformas aprobadas
por la Cámara de Diputados sean discutidas por el Senado
de la República en su calidad de Cámara revisora.
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Por lo anterior, y una vez analizadas las Iniciativas materia
de este Dictamen, la Comisión de Educación Pública y Ser-
vicios Educativos somete a consideración del Pleno de la
Cámara de Diputados el siguiente:

Proyecto de decreto que modifica la denominación de la
Sección 3 del Capítulo IV y adiciona el artículo 53 Bis a
la Ley General de Educación, en materia de escuelas de
tiempo completo

Artículo Único. Se reforma la denominación de la Sec-
ción 3 del Capítulo IV, y se Adiciona un artículo 53 Bis a la
Ley General de Educación, para quedar como sigue:

Sección 3. Del calendario y la jornada escolar

Artículo 53 Bis. En el caso de la educación primaria y
secundaria, la jornada escolar tendrá una duración mí-
nima de 6 horas y máxima de 8 horas diarias.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La implementación de la jornada educativa en
los términos del artículo 53 Bis se realizará a partir del ci-
clo escolar 2012-2013, incrementando gradualmente el nú-
mero de escuelas con horario de 6 u 8 horas diarias hasta al-
canzar la totalidad de los planteles en el ciclo 2021-2022.

Para ello, la autoridad educativa federal y las autoridades
educativas locales, en el marco de sus atribuciones, elabo-
rarán un lineamiento para la implementación de este decre-
to en el cual se establezca un nuevo modelo de plan de es-
tudios diseñado específicamente para cubrir las horas
adicionales de la jornada educativa.

Dicho plan deberá contemplar la diversificación de activi-
dades de enseñanza incluyendo el fortalecimiento de los
aprendizajes sobre contenidos escolares, el uso didáctico de
las tecnologías de la información y la comunicación, el ar-
te, la cultura, la recreación, el desarrollo físico, el deporte
competitivo, el aprendizaje de lenguas adicionales –entre
ellas la lengua de señas mexicana y el Sistema de Escritura
Braille-, así como el desarrollo de hábitos de higiene y nu-
trición. Así mismo, deberá incluir criterios generales para
determinar el número de escuelas susceptibles a implemen-

tar la jornada escolar en sus nuevos términos, así como un
programa en el que se establezcan las fechas y el número de
escuelas que la implementarán desglosando por año hasta
llegar a la totalidad en el periodo establecido en el presen-
te decreto.

Tercero. El presupuesto federal, los estatales, el del Distri-
to Federal y los municipales incluirán los recursos necesa-
rios para la construcción, ampliación y equipamiento de la
infraestructura suficiente, así como para la contratación del
personal docente necesario para el cumplimiento del pre-
sente decreto.

Para ello, a partir del ejercicio fiscal de 2012, utilizarán los
recursos a los que se refiere el párrafo primero del artículo
25 de la presente ley.

Notas:

1 Citado en: Estudio de caracterización de las Escuelas de Tiempo
Completo por parte del IIPE-UNESCO. Resultados Educativos, Prueba
SIMCE, Chile, 2001.

2 Citando en: Informe Final de la Evaluación del Diseño del Programa
Nacional de Horario Extendido en Primaria. Programa Nacional Es-
cuelas de Tiempo Completo México, D.F. 2008. 

3 Ídem.

4 Los retos que nos plantean las escuelas de tiempo completo. Reunión
Nacional Escuelas de Tiempo Completo (2008). Guadalajara, México.
Recuperado 26 mayo 2011, desde: http://basica.sep.gob.mx/tiempo-
completo/pdf/memoriasjunio/PonenciaMaricelaSanchez.pdf [2010, 

5 Programa Escuelas de Tiempo Completo. Bases de Operación del
Programa Nacional de Escuelas de Tiempo Completo de 2007 y 2008.
Recuperado 26 mayo 2011, desde: http://basica.sep.gob.mx/tiempo-
completo/start.php?act=oportunidades 

6 Diario Oficial de la Federación [Recuperado 26 mayo 2011, desde:

ht tp: / /dof .gob.mx/nota_detal le .php?codigo=5126842&fe-
cha=30/12/2009 

7 Se anexa estimación del CEFP.

8 Subsecretaría de Educación Básica. SEP (2011) Propuesta de Acuer-
do por el que se establece la articulación de la educación básica. pág.
50. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, México, D.F., a 17 de abril de 2012

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero
Romero, Héctor Hernández Silva, José Alberto González Morales (rú-
brica), Germán Contreras García, Jaime Oliva Ramírez (rúbrica), Víc-
tor Manuel Castro Cosío, Lorena Corona Valdés (rúbrica), Francisco
Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Roberto Pérez de Alva Blanco (rú-
brica), Carlos Cruz Mendoza (rúbrica), Paz Gutiérrez Cortina (rúbri-
ca), María de Lourdes Reynoso Femat (rúbrica), secretarios; Eduardo
Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Elpidio Desiderio Concha Arellano,
Óscar Lara Salazar (rúbrica), José Antonio Aysa Bernat (rúbrica), Oné-
simo Mariscales Delgadillo (rúbrica), Francisco Herrera Jiménez, Ale-
jandro Bahena Flores, José Francisco Javier Landero Gutiérrez (rúbri-
ca), María Sandra Ugalde Basaldua (rúbrica), Yolanda del Carmen
Montalvo López, Elvira de Jesús Paola Figueroa (rúbrica), María Ara-
celi Vázquez Camacho (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez, José Isabel
Meza Elizondo, Blanca Soria Morales, Blanca Luz Purificación Dalila
Soto Plata (rúbrica), Juan José Cuevas García (rúbrica).»
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